
ARTICULOS 46, 76 Y 105 CONSTITUCIONALES

El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que reforma los artículos 46, 76 y
105, de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales, con
proyecto de decreto que reforma los artículos 46, 76 y 105
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos

Honorable Asamblea:

La Comisión de Puntos Constitucionales, con fundamento
en lo dispuesto por los artículos 72 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos; 39 y 45, numeral 6,
incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; 80, 81 numeral 1, 82, 84, 85
y demás relativos del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, someten a la consideración de esta soberanía, el si-
guiente dictamen.

I. Antecedentes

1. El 28 de abril de 2008, fue presentada por el Senador
Ramiro Hernández García, integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, Ini-
ciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman
los artículos 46, 76 y 105 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos. En esa misma fecha, la
Mesa Directiva de la Cámara de Senadores, turnó la Ini-
ciativa a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucio-
nales; de Límites de las Entidades Federativas y de Es-
tudios Legislativos, para su análisis y elaboración del
dictamen correspondiente.

El 5 de abril de 2011, la Mesa Directiva del Senado de la
República, autorizó la petición de rectificación de turno,
solicitada por el senador Pedro Joaquín Coldwell, tur-
nándola a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucio-
nales y de Estudios Legislativos, para su análisis y ela-

boración del dictamen correspondiente, y a la Comisión
de Límites de las Entidades Federativas para emitir su
opinión.

2. El 19 de octubre de 2010, fue presentada por el sena-
dor Humberto Andrade Quezada, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, iniciativa
con proyecto de decreto que reforma los artículos 46, 76
y 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. En esa misma fecha, la Mesa Directiva de la
Cámara de Senadores, turnó la iniciativa a las Comisio-
nes Unidas de Puntos Constitucionales y de Estudios Le-
gislativos, para su análisis y elaboración del dictamen
correspondiente.

3. El 24 de marzo de 2011, fue presentada por los sena-
dores José González Morfín, Santiago Creel Miranda y
Humberto Aguilar Coronado, integrantes del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional; Manlio Fabio
Beltrones Rivera y Melquíades Morales Flores, integran-
tes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, Carlos Navarrete Ruíz, integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democrá-
tica; Arturo Escobar y Vega, integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México; Dante
Alfonso Delgado Rannauro, integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Convergencia; y Ricardo Monreal
Ávila, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo, iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma los artículos 46, 76 y 105 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos. En esa misma fe-
cha, la Mesa Directiva de la Cámara de Senadores, turnó
la iniciativa a las Comisiones Unidas de Puntos Consti-
tucionales y de Estudios Legislativos, para su análisis y
elaboración del dictamen correspondiente.

4. El 12 de septiembre de 2011, fue recibida por la Co-
misión de Puntos Constitucionales del Senado de la Re-
pública, la opinión de la Comisión de Límites de las
Entidades Federativas, a la iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman los artículos 46, 76 y
105 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.
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5. El 20 de septiembre de 2011, fue recibido por la Co-
misión de Puntos Constitucionales del Senado de la Re-
pública, el voto particular del senador Rubén Velázquez
López, en el que se señala la necesidad de preservar la
atribución de la Cámara de Senadores, prevista en la
fracción X del artículo 76 constitucional, de celebrar
convenios amistosos para arreglar los límites territoriales
entre las entidades federativas.

6. El 15 de diciembre de 2011, fue aprobado por el ple-
no de la Cámara de Senadores, el dictamen de las Comi-
siones Unidas de Puntos Constitucionales y de Estudios
Legislativos, con opinión de la Comisión de Límites de
las Entidades Federativas, con proyecto de decreto que
reforma los artículos 46, 76 y 105 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de
Límites Territoriales, enviándolo a la Cámara de Diputa-
dos para los efectos del artículo 72 fracción A, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

7. El 1 de febrero de 2012, la Mesa Directiva de la Cá-
mara de Diputados recibió oficio de la Cámara de Sena-
dores con el que se remite el expediente de la minuta an-
tes mencionada, la cual fue turnada a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para su análisis y elaboración
del dictamen correspondiente.

8. El 2 de febrero de 2012, fue recibido en la Comisión
de Puntos Constitucionales, el expediente de la minuta
del Senado de la República que reforma los artículos 46,
76 y 105 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, que contiene como propuesta facultar a
la Suprema Corte de Justicia de la Nación para resolver
conflictos sobre límites territoriales.

9. El 18 de abril de 2012, fue aprobado por la Comisión
de Puntos Constitucionales, el dictamen a la minuta an-
tes mencionada, en materia de facultar a la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación para resolver conflictos sobre
límites territoriales.

II. Contenido de la minuta

Esta colegisladora, por cuestión de método considera opor-
tuno transcribir el contenido de la minuta materia de este
dictamen:

Para entrar al análisis de las propuestas de las iniciativas
referidas, estas comisiones unidas consideran necesario
referir el decreto publicado el 8 de diciembre 2005 en el

Diario Oficial de la Federación, por el que se reforma el
único párrafo y se adicionan un segundo y tercer párra-
fos al artículo 46; se deroga la fracción IV del artículo
73; se adicionan las fracciones X y XI, pasando la actual
fracción X a ser fracción XII del artículo 76; y se refor-
ma la fracción I del artículo 105, todos de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El objeto de estas reformas constitucionales consistió en
otorgarle al Senado las siguientes competencias:

a) Aprobar los convenios amistosos que los Estados le
presenten para arreglar sus respectivos límites territoria-
les; y

b) Resolver en definitiva los conflictos sobre límites te-
rritoriales de las entidades federativas que así lo soliciten
mediante decreto aprobado por el voto de las dos terce-
ras partes de los individuos presentes. Las resoluciones
que el Senado en la materia serán definitivas e inataca-
bles.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá cono-
cer a través de controversia constitucional a instancia de
parte interesada de los conflictos derivados de la ejecu-
ción del correspondiente decreto de la Cámara de Sena-
dores.

Como se puede advertir, la primera competencia que se
asignó como exclusiva del Senado de la República, y que
antes de la reforma le pertenecía al Congreso de la
Unión, consiste en una intervención del mencionado ór-
gano camaral en donde no existe controversia o conflic-
to entre las entidades, pues de hecho éstos llegan ante di-
cha instancia con un convenio elaborado por ambas
partes que presupone la aceptación de éste, y sólo se so-
licita la aprobación por parte del Senado para que dicho
acuerdo político quede firme y sea vinculatorio.

La otra competencia exclusiva que por virtud de la re-
forma se le asignó al Senado de la República y que antes
le correspondía a la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, a través de controversia constitucional, es la facul-
tad de resolver conflictos limítrofes entre las entidades
federativas, hipótesis normativa que tal y como se des-
prende de la propia redacción del texto constitucional,
presupone una controversia o conflicto, y que éste debe
resolverse previa valoración de las disposiciones consti-
tucionales y legales que correspondan, a fin de estar en
aptitud de otorgar la razón al que la posea.



En el decreto mencionado, se estableció en el artículo
tercero transitorio que: “Las controversias qué a la entra-
da en vigor de este decreto se encuentren en trámite an-
te la Suprema Corte de Justicia de la Nación con motivo
de conflictos limítrofes entre entidades federativas, serán
remitidas de inmediato, con todos sus antecedentes, a la
Cámara de Senadores, a fin de que ésta en términos de
sus atribuciones constitucionales proceda a establecerlos
de manera definitiva mediante decreto legislativo.

Finalmente, el Senado debía constituir en su estructura la
Comisión de Límites de las Entidades Federativas, la
cual se integraría y funcionaría en los términos de la ley
reglamentaria que al efecto se expida.

Lo anterior es una descripción sintética de la reforma
constitucional mencionada previamente, y que a casi 6
años de su entrada en vigor conviene revisar. Se conside-
ró que la Suprema Corte carecía de elementos jurídicos
suficientes para resolver cuestiones territoriales y que, de-
rivada de esta carencia, la Corte se mostraba como in-
competente cuando se le turnaban los casos a revisión. La
exposición de motivos de la iniciativa que originó el de-
creto de 2005, refería la existencia de conflictos de lími-
tes entre varios Estados de la República, los cuales se ha-
bían hecho del conocimiento de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, pero no obtuvieron resolución sa-
tisfactoria por la falta de reglamentación y la diversidad
de implicaciones que estos conflictos tenían.

El cumplimiento de lo dispuesto en la reforma del 2005,
así como a lo ordenado en sus artículos primero y se-
gundo transitorios, se tradujo en los hechos en que cua-
tro expedientes que tenía la Suprema Corte de Justicia de
la Nación bajo su jurisdicción y competencia, que ya ha-
bía radicado y se avocaba a su conocimiento y sustan-
ciación para emitir la resolución que en derecho corres-
pondiera a cada caso.

Lo anterior, presumía que era indispensable definir qué
efectos deberían dictaminarse sobre las actuaciones ju-
risdiccionales que obraban en cada uno de los expedien-
tes de las siguientes controversias constitucionales: 

1. Controversia constitucional 9/1997: En este procedi-
miento, el estado libre y soberano de Quintana Roo re-
clama del presidente de la República, así como del go-
bernador constitucional y del Congreso del estado de
Campeche, la declaración de invalidez del acuerdo emi-
tido por el presidente de la República el 15 de mayo de

1940, publicado en el DOF el 12 de junio de 1940, rela-
tivo al conflicto de límites entre esos estados y la decla-
ración de invalidez del decreto número 244 de la IV Le-
gislatura del estado de Campeche.

2. Controversia constitucional 13/1997: Mediante estas
actuaciones, el estado libre y soberano de Quintana Roo
reclama del estado libre y soberano de Yucatán, la expe-
dición, promulgación y publicación del decreto número
328 del 25 de marzo de 1975, publicado en el DOF el 26
de marzo de 1976, por el que se reformó el artículo 14 de
la Constitución Política del Estado de Yucatán. 

3. Controversia constitucional 51/2004: A través de estas
actuaciones judiciales, el municipio de Cihuatlán del es-
tado libre y soberano de Jalisco, reclama del Poder Eje-
cutivo y del municipio de Manzanillo, ambos del Estado
de Colima, las órdenes que giraron a las autoridades pa-
ra que haciendo uso de la fuerza pública, invadieran y
continúen invadiendo la jurisdicción y competencia te-
rritorial del Municipio de Cihuatlán, Estado de Jalisco,
invadiendo su soberanía municipal, ejerciendo actos de
gobierno e intentar seguirlos ejerciendo donde se en-
cuentra un importante desarrollo turístico.

4. Controversia constitucional 3/1998: En este expedien-
te el estado libre y soberano de Jalisco reclama la nega-
tiva o evasión del estado libre y soberano de Colima, a
reconocer los derechos y el poder que le corresponden
sobre los territorios comprendidos dentro de los límites
que conserva y tiene de conformidad con lo dispuesto
por el artículo 45 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

Como se puede apreciar, esto resultaba requisito sine
quanon para que esta soberanía a través de la Comisión
de Límites Territoriales entre Entidades Federativas, dic-
taminara a partir de los convenios que en su caso, se hu-
bieren presentado por las entidades involucradas y con-
siderando los elementos esenciales siguientes: en primer
término definir qué hacer y con base en que fundamento
constitucional se analizaban y calificaban las actuacio-
nes jurisdiccionales que obran en cada expediente; para
ello se advirtieron las siguientes disyuntivas: a) invalidar
las actuaciones jurisdiccionales hasta entonces radicadas
en la Suprema Corte; y b) tomar en consideración lo ac-
tuado y repercutirlas en el dictamen.

La primera de las opciones señaladas era tanto como de-
cir “borrón y cuenta nueva”, pero para que ello surtiera
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efectos, resultaba indispensable que esta Soberanía de-
clarara invalidado lo actuado por la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, acto jurídico que nos resultaba in-
operante, así como carente de fundamento constitucio-
nal, puesto que al Senado le está otorgada por la Consti-
tución la facultad para crear, adicionar, reformar, derogar
y abrogar leyes, pero no para invalidar resoluciones del
Poder Judicial Federal.

La segunda opción, en donde el criterio que en su caso
podría tomar el Senado, es el correspondiente a prescri-
bir que el dictamen se sustentaría como primera premisa
de las actuaciones que realizó la Suprema Corte, no obs-
tante, esto también resultaba inoperante, puesto que el
procedimiento seguido bajo estricto derecho dejó de ser-
lo en el momento mismo que dio un viraje al transfor-
marse su naturaleza jurídica, así como la vía, los térmi-
nos y el procedimiento para el desahogo de la litis, es
decir en la amigable composición como forma de con-
cluir los conflictos, sin embargo, ésta no tiene cabida en
los procedimientos jurisdiccionales, antes bien, ambas
formas se excluyen entre sí.

Lo anterior trajo como consecuencia que esta Soberanía
ahondara en el principio de la división de poderes, para
no invadir la función jurisdiccional que a todas luces es
más propia de la Suprema Corte, consistente en este ca-
so en conocer, sustanciar y resolver bajo su plena juris-
dicción los conflictos de límites territoriales entre las en-
tidades federativas, en forma uni-instancial, cuya
resolución produzca cosa juzgada.

Estas comisiones dictaminadoras, consideran convenien-
te trasladar la competencia contenciosa que tiene actual-
mente el Senado para conocer del conflicto limítrofe en-
tre entidades federativas a la Suprema Corte de Justicia
de la Nación ya que nuestra Carta Magna consagra el
principio de división de poderes (artículo 49) y además
establece las facultades de los Poderes Ejecutivo, Legis-
lativo y el Judicial. Por lo que hace al Legislativo fede-
ral, de manera específica, la Cámara de Senadores, den-
tro de sus facultades no dispone ejercer facultades
jurisdiccionales, dichas facultades corresponden al Po-
der Judicial. 

La Cámara de Senadores es un órgano legislativo, políti-
co y representativo, no un órgano jurisdiccional. Y sólo
de manera muy excepcional realiza funciones jurisdic-
cionales en los casos previstos en la Constitución Políti-
ca.

En lo específico, estas comisiones dictaminadoras esti-
man conveniente en primer lugar mantener y enriquecer
la facultad contenida en el primer párrafo del artículo 46
de que las entidades federativas puedan arreglar entre sí
y en cualquier momento por convenios amistosos sus
respectivos límites, mismos que no pueden llevarse a
efecto sin la aprobación de la Cámara de Senadores. Es
importante que las entidades y el Senado mantengan es-
ta facultad para que en cualquier tiempo puedan llegar a
un arreglo amistoso independientemente de la existencia
de un conflicto. Y por otra parte, consideran estas comi-
siones adicionar un segundo párrafo que establezca que
la Suprema Corte de Justicia de la Nación recupere la fa-
cultad constitucional de dirimir los conflictos sobre lími-
tes territoriales de las entidades federativas, vía la con-
troversia constitucional. Por lo que se coincide con la
propuesta para adicionar un segundo párrafo en el artí-
culo 46 constitucional que establezca que cuando no ha-
ya convenio entre las entidades que establezca sus lími-
tes territoriales será la Suprema Corte la que conocerá,
sustanciará y resolverá con carácter inatacable, los con-
flictos sobre límites territoriales que se susciten entre las
entidades federativas, a petición de parte, y por la vía de
la controversia constitucional en los términos del artícu-
lo 105 constitucional. Para ello también es importante
derogar los dos últimos párrafos del mismo artículo 46
que establecían la facultad del Senado de resolver los
conflictos limítrofes entre las entidades federativas.

Lo anterior tiene sentido, pues la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación en su función jurisdiccional por natu-
raleza cuenta con vasta y probada experiencia para ha-
cerse cargo de controversias entre partes.

Los estados que antes de la reforma de 2005 acudieron
ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación para re-
solver sus controversias limítrofes tuvieron que llevar
todo un proceso jurisdiccional que no culminó con sen-
tencia, pues la reforma en comento en disposición tran-
sitoria ordenó que éstos se remitieran inmediatamente
al Senado. Esos estados permanecen a la espera de que
existan las condiciones legales para que el Senado pueda
asumir su competencia constitucional y resuelva tales
asuntos, y cuando esto ocurra de existir diferencias en la
ejecución del decreto correspondiente, todavía tendrían
que acudir ante la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción para que ésta determine lo propio.

Como se puede advertir, el modelo vigente no es el más
adecuado, ni para los estados que ya tienen conflictos li-



mítrofes, ni para los que en un futuro pudieran verse in-
volucrados. 

Y en ese tenor, se coincide con las propuestas de las ini-
ciativas en estudio, de derogar las fracción XI del artícu-
lo 76 constitucional, que contemplan las facultades del
Senado de dirimir las controversias sobre límites de las
entidades federativas, y dejar vigente la fracción X. del
mismo 76 para que pueda el Senado autorizar mediante
el voto de las dos terceras partes los convenios amistosos
celebrados entre las entidades federativas. 

Asimismo, estas comisiones unidas coinciden con la
propuesta de las iniciativas en estudio, de reformar la
fracción I del artículo 105 constitucional, para que en
concordancia con la modificación al artículo 46 consti-
tucional, se elimine excepción de que la Suprema Corte
de Justicia de la Nación conozca en controversia consti-
tucional del conflicto de límites territoriales entre los es-
tados miembros de la federación.

III. Consideraciones

Esta dictaminadora, después de hacer un análisis exhausti-
vo a la minuta enviada por el Senado de la República, ha
llegado a la convicción de emitir dictamen en sentido posi-
tivo, atento a las siguientes precisiones:

De la lectura al texto a dilucidar, podemos precisar que la
propuesta principal es regresar a la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación la facultad para resolver controversias en
materia de conflictos sobre límites territoriales.

Esto es así, tomando en consideración que desde la consti-
tución de 1857 en el artículo 98 el constituyente permanen-
te estableció una vía especial para dirimir conflictos entre
entidades federativas, bajo la redacción siguiente:

Corresponde a la Suprema Corte de Justicia de la Nación
desde la primera instancia, el conocimiento de las con-
troversias que se susciten de un estado con otro, y de
aquellos en que la Unión fuese parte.

Por su parte la Constitución de 1917 establece en su artícu-
lo 105 lo siguiente:

Corresponde solo a la Suprema Corte de Justicia de la
Nación conocer de las controversias que se susciten en-
tre dos o más Estados, entre los poderes de un mismo Es-
tado sobre la constitucionalidad de sus actos, y de los

conflictos entre la Federación y uno o más Estados, así
como de aquellos en que la Federación fuere parte.

Esto es, desde la Constitución de 1857, se han establecido
mecanismos protectores para el caso de que un estado ad-
vierta que existen actos de otro estado o bien de la federa-
ción, que invadan su esfera competencial, es decir, se les ha
reconocido a los estados el derecho a impugnar u oponerse
en los casos en que se violente el pacto federal.

El 31 de diciembre 1994, se publicó en el Diario Oficial de
la Federación, Decreto por el cual se reformaron diversos
artículos de la Constitución, entre ellos, el artículo 105.

En la exposición de motivos que dio sustento a dicha refor-
ma, se advierten en lo que hace a las controversias consti-
tucionales, los argumentos siguientes:

La iniciativa plantea la reforma del artículo 105 consti-
tucional a fin de ampliar las facultades de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación para conocer de las con-
troversias que se susciten entre la federación, los estados
y lo municipios; entre el Ejecutivo federal y el Congreso
de la Unión; entre los Poderes de las entidades federati-
vas, o entre los órganos de gobierno del Distrito Federal,
al ampliarse la legitimación para promover las contro-
versias constitucionales, se reconoce la complejidad que
en nuestros días tiene la integración’ de los distintos ór-
ganos federales, locales y municipales.

Las controversias constitucionales.

El artículo 105 del texto original de la Constitución le
otorga competencia exclusiva a la Suprema Corte de Jus-
ticia para conocer de las controversias que se susciten
entre dos o más estados, entre uno o más estados y el
Distrito Federal, entre los Poderes de un mismo estado y
entre órganos de gobierno del Distrito Federal sobre la
constitucionalidad de sus actos. Los mencionados su-
puestos del artículo 105 no prevén muchos de los con-
flictos entre los órganos federales, estatales y municipa-
les que la realidad cotidiana está planteando.

Una de las demandas de nuestros días es la de arribar a
un renovado federalismo. Ello hace indispensable en-
contrar las vías adecuadas para solucionar las controver-
sias que en su pleno ejercicio pueda suscitar. Por este
motivo, se propone la modificación del artículo 105 a fin
de prever en su fracción primera las bases generales de
un nuevo modelo para la solución de las controversias
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sobre la constitucionalidad de actos que surjan entre la
Federación y un estado o el Distrito Federal, la federa-
ción y un municipio, el Poder Ejecutivo y el Congreso de
la Unión, aquél y cualquiera de las Cámaras de éste o, en
su caso la Comisión Permanente, sea como órganos fe-
derales o del Distrito Federal, dos estados, un estado y el
Distrito Federal, el Distrito Federal y un municipio, dos
municipios de diversos estados, dos poderes de un mis-
mo estado, un estado y uno de sus municipios, y dos ór-
ganos del Distrito Federal o dos municipios de un mismo
estado.

Con la modificación propuesta, cuando alguno de los ór-
ganos mencionados en el párrafo anterior estime vulne-
rada su competencia por actos concretos de autoridad o
por disposiciones generales provenientes de otro de esos
órganos podrá ejercitar las acciones necesarias para plan-
tear a la Suprema Corte la anulación del acto o disposi-
ción general.

El gran número de órganos legitimados por la reforma
para plantear las controversias constitucionales es un re-
conocimiento a la complejidad y pluralidad de nuestro
sistema federal. Todos los niveles de gobierno serán be-
neficiados con estas reformas.

El otorgamiento dé estás nuevas atribuciones reconoce el
verdadero carácter que la Suprema Corte de Justicia tie-
ne en nuestro orden jurídico el de ser un órgano de ca-
rácter constitucional. Es decir, un órgano que vigila que
la federación, los estados y los municipios actúen de
conformidad con lo previsto por nuestra Constitución.

En la actualidad, de la simple lectura del artículo 105 cons-
titucional, en su fracción I, se advierte que la controversia
constitucional se puede plantear entre órganos que se es-
tructuran en nuestro sistema federal, respecto a la constitu-
cionalidad de sus actos, sin embargo, el citado numeral no
explica ni menciona definición alguna, que permita enten-
der la naturaleza jurídica de tal acción. En la obra “El artí-
culo 105 constitucional”, el jurista Juventino V. Castro y
Castro, ofrece una definición, la cual, para efectos del pre-
sente dictamen auxilia en el entendimiento de tal acción:

Las controversias constitucionales son procedimientos
de única instancia, planteados en forma de juicio ante la
Suprema Corte de Justicia de la Nación, accionables por
la federación, los estados, el Distrito Federal, o los cuer-
pos de carácter municipal, o por sus respectivos órganos
legitimados y que tienen por objeto solicitar la invalida-

ción de normas generales o de actos no legislativos de
otros entes oficiales similares, alegándose que tales nor-
mas o actos no se ajustan a lo constitucionalmente orde-
nado; o bien reclamándose la resolución de diferencias
contenciosas sobre límites de los estados; con el objeto
de que se decrete la legal vigencia o la invalidez de las
normas o actos impugnados, o el arreglo de límites entre
estados que disienten, todo ello para preservar el sistema
y la estructura de la Constitución Política.

Aunado a lo anterior, es pertinente citar la Jurisprudencia
P/J.71/2000,  en la que se enuncian las diferencias que exis-
ten entre las Acciones de Inconstitucionalidad y las Contro-
versias Constitucionales. Tal enunciación sirve de apoyo y
permite rescatar, las principales características de la acción
en estudio:

Registro número 191381.
Localización:
Novena Época.
Instancia: Pleno.
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gace-
ta.
XII, Agosto de 2000.
Página: 965.
Tesis: P./J. 71/2000.
Jurisprudencia.
Materia(s): Constitucional.

Controversias constitucionales y acciones de inconsti-
tucionalidad. Diferencias entre ambos medios de con-
trol constitucional

Si bien es cierto que la controversia constitucional y la
acción de inconstitucionalidad son dos medios de control
de la constitucionalidad, también lo es que cada una tie-
ne características particulares que las diferencian entre
sí; a saber: a) en la controversia constitucional, ins-
taurada para garantizar el principio de división de
poderes, se plantea una invasión de las esferas com-
petenciales establecidas en la Constitución, en tanto
que en la acción de inconstitucionalidad se alega una
contradicción entre la norma impugnada y una de la pro-
pia Ley Fundamental; b) la controversia constitucional
sólo puede ser planteada por la federación, los esta-
dos, los municipios y el Distrito Federal a diferencia de
la acción de inconstitucionalidad que puede ser promo-
vida por el procurador general de la República, los parti-
dos políticos y el treinta y tres por ciento, cuando menos,
de los integrantes del órgano legislativo que haya expe-



dido la norma; c) tratándose de la controversia consti-
tucional, el promovente plantea la existencia de un
agravio en su perjuicio en tanto que en la acción de in-
constitucionalidad se eleva una solicitud para que esta
Suprema Corte de Justicia de la Nación realice un análi-
sis abstracto de la constitucionalidad de la norma; d) res-
pecto de la controversia constitucional, se realiza todo un
proceso (demanda, contestación de demanda, pruebas,
alegatos y sentencia), mientras que en la acción de in-
constitucionalidad se ventila un procedimiento; e) en
cuanto a las normas generales, en la controversia consti-
tucional no pueden impugnarse normas en materia elec-
toral, en tanto que, en la acción de inconstitucionalidad
pueden combatirse cualquier tipo de normas; f) por lo
que hace a los actos cuya inconstitucionalidad puede
plantearse, en la controversia constitucional pueden im-
pugnarse normas generales y actos, mientras que la ac-
ción de inconstitucionalidad sólo procede por lo que res-
pecta a normas generales; y, g) los efectos de la sentencia
dictada en la controversia constitucional tratándose de
normas generales, consistirán en declarar la invalidez de
la norma con efectos generales siempre que se trate de
disposiciones de los estados o de los municipios impug-
nados por la federación, de los municipios impugnados
por los estados, o bien, en conflictos de órganos de atri-
bución y siempre que cuando menos haya sido aprobada
por una mayoría de por lo menos ocho votos de los mi-
nistros de la Suprema Corte, mientras que en la acción de
inconstitucionalidad la sentencia tendrá efectos genera-
les siempre y cuando ésta fuere aprobada por lo menos
por ocho Ministros. En consecuencia, tales diferencias
determinan que la naturaleza jurídica de ambos medios
sea distinta.

Controversia constitucional 15/98. Ayuntamiento del
municipio de Río Bravo, Tamaulipas. 11 de mayo de
2000. Unanimidad de diez votos. Ausente: José Vicente
Aguinaco Alemán. Ponente: Humberto Román Palacios.
Secretario: Pedro Alberto Nava Malagón.

El tribunal pleno, en su sesión privada celebrada hoy on-
ce de julio en curso, aprobó, con el número 71/2000, la
tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Fe-
deral, a once de julio de dos mil.

Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,
Novena Época, Tomo XIV, julio de 2001, página 875, te-
sis P./J. 83/2001 de rubro: “Controversia constitucional.
Interés legítimo para promoverla.

En suma, se entiende que la controversia constitucional, al
ser un medio de control de la Constitucionalidad de leyes y
actos, que le da legitimación a los Estados para inconfor-
marse ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sobre
la invasión de su esfera de competencia, no debe encontrar-
se limitada ni acotada, en lo que hace a la materia o natura-
leza de los asuntos a resolver, ni mucho menos puede ser
restringida a determinado tipo de controversias. Por el con-
trario, es una acción de amplio espectro jurídico, que les
permite entablar conflicto frente a otro órgano, sobre la in-
vasión de esferas de competencia.

Por lo que respecta al motivo jurídico, por medio del cual la
Suprema Corte de Justicia de la Nación conoce de las con-
troversias constitucionales, la respuesta descansa en el prin-
cipio de la división de poderes, el cual, se constituye como
el dogma rector del Estado mexicano, que evita la consoli-
dación de un poder u órgano absoluto capaz de producir una
distorsión en el sistema de competencias constitucional-
mente previsto.

Sumado a lo anterior, la respuesta también encuentra sus-
tento en la facultad constitucional del Poder Judicial, y muy
en lo particular la Suprema Corte de Justicia de la Nación,
como poder encargado de la observancia, interpretación y
cumplimiento de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. Es decir, es el máximo tribunal faculta-
do para velar el cumplimiento al principio de supremacía
constitucional.

Lo anterior ocurre así, en virtud de que la Suprema Corte de
Justicia de la Nación al ser el Tribunal de mayor jerarquía,
se justifica para actuar como órgano jurisdiccional en aque-
llos conflictos del orden constitucional, esto es, supuestos
jurídicos en los que sea necesario interpretar la Constitución
frente a actos o leyes, o bien, se tengan que dirimir litigios
en los que las partes, sean órganos de la estructura de la fe-
deración.

Es imperativo resaltar, que tal atribución funciona bajo la
premisa de que toda ley o acto de los municipios, entidades
federativas o federación deben encontrarse ajustada a la
Constitución, y en el caso contrario, la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, actúa como fiel de la balanza, velan-
do porque se cumpla el orden constitucional.

Ahora bien, por lo que respecta a la minuta en estudio con-
sistente en devolverle la facultad a la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, para que resuelva las controversias cons-
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titucionales que se interpongan, relativas a los conflictos en
cuanto a límites territoriales, es preciso aclarar que la refor-
ma constitucional que se la retiro, fue publicada en el Dia-
rio Oficial de la Federación, el 8 de diciembre de 2005, me-
diante decreto por el que se reforman los artículos 46, 76 y
105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos.

En la exposición de motivos de dicha reforma constitucio-
nal, se expresaron los argumentos siguientes:

A diferencia de los conflictos políticos que sin duda tie-
nen una solución jurisdiccional, encontramos otra serie
de conflictos que podríamos llamar “exclusivamente po-
líticos”, como es el caso que nos ocupa en la presente ini-
ciativa: “Los conflictos relacionados con la delimitación
o deslinde geográfico de las entidades políticas integran-
tes del Estado federal mexicano”, toda vez que se refie-
ren exclusivamente a hechos políticos, sociales y cultu-
rales, en donde no existe norma alguna que resuelva el
conflicto.

No se niega que el Poder Judicial de la federación tenga
facultades para conocer de asuntos que tengan cierto
contenido político, como lo hace, por ejemplo, al cono-
cer los asuntos electorales, las controversias constitucio-
nales y las acciones de inconstitucionalidad. Pero en to-
dos esos asuntos, el Poder Judicial de la Federación
interviene para resolver los conflictos con base en la
Constitución y en las leyes reglamentarias; sin embargo,
en los conflictos de límites territoriales entre las entida-
des federativas, el problema es una cuestión que nunca
ha sido resuelta ni por los documentos constitucionales,
ni por las leyes secundarias, sino que los límites territo-
riales siempre han sido virtuales como lo hemos demos-
trado anteriormente.

Hay conflictos de límites entre varios estados de la Re-
pública, que se han hecho del conocimiento de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación, como por ejemplo: La
controversia constitucional 9/97 entre Quintana Roo y
Campeche; la controversia constitucional 13/97 entre
Quintana Roo y Yucatán; y, la controversia constitucio-
nal 3/98 entre Jalisco y Colima, pero la gran mayoría no
han acudido ante dicha instancia por falta de reglamen-
tación y por la diversidad de implicaciones que estos
conflictos tienen, y han sumado sus esfuerzos para en-
contrarle una solución a las conductas ilegales y delicti-
vas que se suscitan entre los pobladores colindantes de
las entidades federativas, como entre otros, las invasio-

nes de tierra y los delitos de daños, lesiones, robo y has-
ta homicidios, razón por la cual se hace urgente la parti-
cipación del Congreso de la Unión en los conflictos de
límites, para que una vez determinados éstos, se tenga la
certeza jurídica de cuál es la autoridad competente para
solicitar e impartir justicia.

De lo anterior, podemos concluir que no hay una norma
que determine los límites de los estados y, por lo tanto,
no existe disposición jurídica por la cual la Suprema
Corte de Justicia de la Nación pueda conducir el proce-
dimiento y la resolución que llegue a emitirse, ya que las
entidades federativas en conflicto podrán demostrar con
mayor o menor número de pruebas que ofrezcan, que de-
tentan actos de soberanía sobre la zona controvertida, pe-
ro jamás podrán aportar una base jurídica que sustente
sus límites, simple y sencillamente porque no existe; por
lo que en estas condiciones, le compete al Congreso de
la Unión definir los límites de los estados que se some-
tan a su competencia.

En ese sentido debe destacarse la resolución dictada por
la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el año 2002
en la controversia constitucional 3/98 entre Jalisco y Co-
lima, en la que por mayoría de votos de los señores mi-
nistros que integran el pleno de ese alto tribunal, se des-
echó el proyecto del ministro Juan Díaz Romero que
proponía sobreseer la citada controversia constitucional,
precisamente porque no existe una ley que fije los lími-
tes de las entidades federativas y que pudiera servir de
base para dirimir controversias limítrofes.

Por otra parte, el Congreso de la Unión es la instancia
competente y adecuada, por su naturaleza, para resolver
los conflictos de límites entre las entidades federativas.
No olvidemos que, constitucional y legalmente, el Sena-
do de la República es la instancia que tiene por objeto re-
presentar ante el Poder Legislativo, a la federación, cons-
tituida ésta por los 31 estados y el Distrito Federal.

De esta forma, la presente iniciativa se justifica con ma-
yor razón, porque al acudir al Congreso de la Unión, te-
nemos, los representantes populares en los conflictos en
particular, la oportunidad de participar en una mejor so-
lución del conflicto de límites, con la cual se buscará se-
guir garantizando la paz social de las entidades federati-
vas del país, lo que sin duda no ocurriría si estos límites
fueran fijados en una ley reglamentaria o constitucional,
o con la fría resolución de la Suprema Corte.



Por todo lo anteriormente expuesto, y toda vez que las
entidades federativas han acudido ante la Suprema Cor-
te de Justicia de la Unión a través de la controversia
constitucional para que se les resuelvan los problemas de
límites territoriales, no obstante lo expuesto en la pre-
sente iniciativa, considero preciso reformar y adicionar
los artículos 46 y 73, fracción IV de la Constitución Po-
lítica Mexicana, a efecto de que se establezca perfecta-
mente la necesidad de acudir ante el Congreso de la
Unión para determinar sus límites.

Por su parte en el dictamen emitido a la reforma constitu-
cional antes mencionada, se realizaron las siguientes consi-
deraciones: 

1. Llenar un vacío jurídico que existía en el artículo 46
constitucional, adicionándole un párrafo segundo, me-
diante el cual a falta de acuerdo, cualquiera de las partes
podrá acudir ante la Cámara de Senadores, quien actua-
rá en términos del artículo 76, fracción IX, de la Consti-
tución.

2. Que las resoluciones del Senado de la República serán
definitivas e inatacables, esto es resuelven el fondo de
los conflictos de límites entre las entidades federativas.

3. Que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sola-
mente interviene en los conflictos derivados de la ejecu-
ción del decreto del Senado de la República, a instancia
de parte interesada y a través de la controversia constitu-
cional.

4. Que con el decreto definitivo e inatacable del Senado
de la República, las entidades federativas tienen un ca-
mino jurídico por el que habrán de transitar, para dirimir
sus conflictos derivados de la ejecución de dicho decre-
to; y la Suprema Corte de Justicia de la Nación tendrá en
el decreto la base jurídica para decidir, ahora sí, confor-
ma a la ley y mediante la controversia constitucional los
conflictos derivados de la ejecución del decreto.

5. El establecimiento de la Comisión de Límites del Se-
nado de la República, que le dará curso a las solicitudes
de establecimiento de límites de las entidades federati-
vas, y con ello, la vía jurídica y política que por su tras-
cendencia estos asuntos requieren.

6. La remisión de inmediato al Senado de la República,
de las controversias constitucionales que se encuentren
en trámite, con todos sus antecedentes, ante la Suprema

Corte de Justicia de la Nación, con motivo de conflictos
limítrofes entre entidades federativas, para que la citada
Cámara en plenitud de facultades constitucionales, pro-
ceda a establecerlos por decreto de manera definitiva.

Como se advierte, el motivo de la reforma, partió de la pre-
misa de que las entidades federativas, podían resolver sus
diferencias ante el Senado de la República, sin embargo, co-
mo se menciona en las iniciativas que dieron origen a la mi-
nuta que se analiza, hoy en día el propio Senado, carece de
fuerza jurídica para estar en posibilidad de resolver tales
conflictos, aunado a que no puede por sí mismo hacer valer
sus resoluciones.

Por lo que respecta a la naturaleza jurídica de los conflictos
relacionados a límites territoriales,  los mismos, se entien-
den como la existencia de una contienda de dos o más ór-
ganos del sistema federal, en cuanto al alcance de su ámbi-
to espacial de acción, en un determinado territorio.

En relación con esto, es menester aclarar que son pocos los
antecedentes jurídicos que auxilian en mostrar evidencia
que permita determinar los límites político-administrativos
de cada una de las entidades federativas. Sin embargo, tal
circunstancia no le resta la procedencia para que dichos
conflictos puedan ser resueltos mediante controversia cons-
titucional, ya que los mismos no necesariamente dependen
de la existencia de un documento legal que sirva de base pa-
ra resolver el conflicto, ya que de ser así, muy probable-
mente ni siquiera se requeriría de la intervención de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación.

Por el contrario, dado que en muchos casos no existe infor-
mación clara que resuelva los conflictos sobre límites terri-
toriales, es tarea del más alto tribunal resolver con base en
los antecedentes más remotos que permitan dilucidar los
linderos, en función de pruebas que las partes ofrezcan, ta-
les como: antecedentes históricos, registrales, observacio-
nes topográficas, rasgos geográficos naturales, etcétera.

Por tanto, los miembros de esta comisión dictaminadora
consideran que los conflictos sobre límites territoriales de-
ben ser resueltos por un órgano jurisdiccional, en el que se
escuche a las partes y se desahoguen todas las pruebas ofre-
cidas, ya que tal litis encierra un verdadero problema de ca-
rácter material, siendo verdaderas situaciones contenciosas,
que no sólo se circunscriben a litigios de índole político.

Incluso, los conflictos relacionados a límites territoriales en
lo que hace a los municipios, siguen siendo materia de re-
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solución por nuestro máximo tribunal, mediante las contro-
versias constitucionales, lo anterior cobra fuerza en aten-
ción a la siguiente jurisprudencia:

Novena Época.
Registro: 170807.
Instancia: Pleno.
Jurisprudencia.
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gace-
ta
XXVI, Diciembre de 2007.
Materia(s): Constitucional.
Tesis: P./J. 97/2007.
Página: 1101.

Controversia constitucional. Procede contra las reso-
luciones de las legislaturas locales que dirimen en de-
finitiva conflictos de límites territoriales entre los mu-
nicipios de un estado.

Conforme a los artículos 46, 73, 76 y 105 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Cá-
mara de Senadores del Congreso de la Unión está facul-
tada para resolver de manera definitiva e inatacable los
conflictos que por límites territoriales se susciten entre
los Estados de la Federación, lo que se corrobora con el
primer párrafo de la fracción I del indicado artículo 105,
que prevé que los conflictos a que se refiere el artículo
46 del propio Ordenamiento Fundamental no pueden im-
pugnarse en controversia constitucional; asimismo, el ci-
tado artículo 105 faculta a la Suprema Corte de Justicia
de la Nación para conocer a través del mencionado me-
dio de control constitucional, a instancia de parte intere-
sada, de los conflictos derivados de la ejecución de los
decretos que emita el Senado en materia de límites terri-
toriales estatales. Ahora bien, tratándose de las resolu-
ciones de las Legislaturas Locales en materia de delimi-
tación territorial de los Municipios de un Estado, como
la propia Constitución Federal no establece la improce-
dencia de la controversia constitucional respecto de estas
resoluciones, no existe impedimento alguno para que es-
te Alto Tribunal revise en esa vía las resoluciones dicta-
das en la indicada materia, pues de lo contrario se haría
nugatorio el procedimiento que tiene como fin primor-
dial garantizar la supremacía de la Ley Fundamental,
ajustando el actuar de cualquier autoridad a los linea-
mientos que ésta prevé, máxime si dichas determinacio-
nes pueden afectar de manera directa o indirecta las pre-
rrogativas constitucionales otorgadas a algún Poder o
nivel de gobierno.

Controversia constitucional 53/2005. Municipio de San
Andrés Cholula, Estado de Puebla. 10 de octubre de
2006. Unanimidad de ocho votos. Ausentes: Mariano
Azuela Güitrón, Juan Díaz Romero y José de Jesús Gu-
diño Pelayo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García
Villegas. Secretaria: Constanza Tort San Román.

El Tribunal Pleno, el quince de octubre en curso, aprobó,
con el número 97/2007, la tesis jurisprudencial que ante-
cede. México, Distrito Federal, a quince de octubre de
dos mil siete.

Es por tanto, que los miembros de esta comisión consideran
correcto que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, me-
diante la acción de la controversia constitucional, resuelva
la litis que se presente sobre conflictos de límites territoria-
les. 

Por último, los integrantes de esta comisión dictaminadora
y con el objeto de una debida apreciación de las propuestas
de modificación al texto constitucional, consideran perti-
nente realizar el siguiente comparativo:

Texto vigente

Artículo 46. Las entidades federativas pueden arreglar
entre sí, por convenios amistosos, sus respectivos lími-
tes; pero no se llevarán a efecto esos arreglos sin la apro-
bación de la Cámara de Senadores.

A falta de acuerdo, cualquiera de las partes podrá acudir
ante la Cámara de Senadores, quien actuará en términos
del artículo 76, fracción XI, de esta Constitución.

Las resoluciones del Senado en la materia serán definiti-
vas e inatacables. La Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción podrá conocer a través de controversia constitucio-
nal, a instancia de parte interesada, de los conflictos
derivados de la ejecución del correspondiente decreto de
la Cámara de Senadores.

Artículo 76. Son facultades exclusivas del Senado:

I a X. …

XI. Resolver de manera definitiva los conflictos sobre lí-
mites territoriales de las entidades federativas que así lo
soliciten, mediante decreto aprobado por el voto de las
dos terceras partes de los individuos presentes;



XII. …

Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación
conocerá, en los términos que señale la ley reglamenta-
ria, de los asuntos siguientes:

I. De las controversias constitucionales que, con excep-
ción de las que se refieran a la materia electoral y a lo es-
tablecido en el artículo 46 de esta Constitución, se susci-
ten entre:

a) a k)

…

…

II. …

…

a) a g) …

…

…

…

III. …

…

…

Texto propuesto por el Senado de la República

Artículo 46. Las entidades federativas pueden arreglar
entre sí y en cualquier momento, por convenios amis-
tosos, sus respectivos límites; pero no se llevarán a efec-
to esos arreglos sin la aprobación de la Cámara de Sena-
dores.

De no existir el convenio a que se refiere el párrafo
anterior, y a instancia de alguna de las partes en con-
flicto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación co-
nocerá, sustanciará y resolverá con carácter de inata-
cable, las controversias sobre límites territoriales que
se susciten entre las entidades federativas, en los tér-

minos de la fracción I del artículo 105 de esta Consti-
tución.

Se deroga.

Se deroga.

Artículo 76. Son facultades exclusivas del Senado:

I. a X. …

XI. Se deroga.

XII. …

Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación
conocerá, en los términos que señale la ley reglamenta-
ria, de los asuntos siguientes:

I. De las controversias constitucionales que, con excep-
ción de las que se refieran a la materia electoral, se sus-
citen entre:

a) a k)

…

…

II. …

…

a) a g) …

…

…

…

III. …

…

…

En suma, esta colegisladora llega a la firme convicción de
que el Senado de la República, invade materialmente las fa-
cultades del Poder Judicial establecidas en el artículo 105
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constitucional, al convertirse en un tribunal especial, prohi-
bido por el artículo 13 de la ley fundamental.

Esto es así, ya que la reforma constitucional de 2005, a los
artículos 46, 76 y 105, que le dan competencia al Senado de
la República para conocer de conflictos en materia de lími-
tes territoriales, facultad que tenía la Suprema Corte, ac-
tualmente vulneran la autonomía de este órgano jurisdiccio-
nal, al convertirlo en un órgano ejecutor del cumplimiento
de las decisiones del Senado la República, por ello, es im-
portante devolver a la Corte su facultad original como prin-
cipio del respeto y autonomía de los Poderes de la Unión.

Por lo expuesto, la Comisión de Puntos Constitucionales
somete a la consideración de la honorable asamblea de la
Cámara de Diputados el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 46, 76 y 105
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en materia de límites territoriales

Artículo Único. Se reforman los artículos 46 y 105, frac-
ción I; se deroga la fracción XI del artículo 76 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para
quedar como sigue:

Artículo 46. Las entidades federativas pueden arreglar en-
tre sí y en cualquier momento, por convenios amistosos,
sus respectivos límites; pero no se llevarán a efecto esos
arreglos sin la aprobación de la Cámara de Senadores.

De no existir el convenio a que se refiere el párrafo an-
terior, y a instancia de alguna de las partes en conflicto,
la Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá,
sustanciará y resolverá con carácter de inatacable, las
controversias sobre límites territoriales que se susciten
entre las entidades federativas, en los términos de la
fracción I del artículo 105 de esta Constitución.

Artículo 76. Son facultades exclusivas del Senado:

I. a X. …

XI. Se deroga.

XII. …

Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación
conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria,
de los asuntos siguientes:

I. De las controversias constitucionales que, con excep-
ción de las que se refieran a la materia electoral, se sus-
citen entre:

a) a k) …

…

…

II. y III. …

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación, y
quedarán derogadas todas las disposiciones normativas que
contravengan a este Decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 18 días del mes de abril de
2012.

La Comisión de Puntos Constitucionales diputados: Hilario Everardo
Sánchez Cortés (rúbrica), presidente; Nazario Norberto Sánchez (rúbri-
ca), Feliciano Rosendo Marín Díaz, César Augusto Santiago Ramírez
(rúbrica), Francisco Saracho Navarro (rúbrica), Héctor Ramírez (rúbri-
ca), Gustavo González Hernández, Carlos Alberto Pérez Cuevas, Gui-
llermo Cueva Sada (rúbrica), Jaime Fernando Cárdenas Gracia (rúbrica),
secretarios; Jorge Carlos Ramírez Marín (rúbrica), Emilio Chuayffet
Chemor (rúbrica), Heliodoro Carlos Díaz Escárraga (rúbrica), Justino
Eugenio Arraiga Rojas, Víctor Alejandro Balderas Vaquera, Jorge Her-
nández Hernández (rúbrica), Diva Hadamira Gastélum Bajo (rúbrica),
Rafael Rodríguez González (rúbrica), José Ricardo López Pescador (rú-
brica), Felipe Solís Acero (rúbrica), José Luis Jaime Correa (rúbrica),
Aarón Mastache Mondragón, Fermín Gerardo Alvarado Arroyo, Víctor
Humberto Benítez Treviño (rúbrica), Jorge Rojo García de Alba, Mari-
carmen Valls Esponda, Óscar Martín Arce Paniagua, Sonia Mendoza
Díaz, Cecilia Soledad Arévalo Sosa, Camilo Ramírez Puente.»

El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: Tiene la
palabra, para fundamentar el dictamen en términos del ar-
tículo 230 del Reglamento de la Cámara de Diputados, el
diputado Hilario Everardo Sánchez Cortés, por siete minu-
tos.



El diputado Hilario Everardo Sánchez Cortés: Gracias,
señor presidente.

El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: Permíta-
me un minuto. ¿Con qué objeto, diputado Raúl Cuadra?

El diputado Raúl Gerardo Cuadra García (desde la cu-
rul): Solicitar en el dictamen que se incluya o se señale que
el 40 por ciento de los dictámenes de las entidades federa-
tivas son negativas, y el 39 por ciento tienen salvedades y
solo el 20 por ciento son dictámenes positivos. En donde se
comprueba que el 70 por ciento de los dictámenes a las en-
tidades federativas de recursos federales tienen problema,
salvedades, opinión negativa, incluyendo el estado de Mé-
xico. Solicitaría que lo incluyan, por favor.

El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: Ya fue vo-
tado el dictamen. Adelante, diputado.

El diputado Hilario Everardo Sánchez Cortés: Gracias,
presidente. Señoras diputadas, señores diputados, en este
dictamen que se somete a su consideración, los miembros
de la Comisión de Puntos Constitucionales coincidimos
plenamente con la minuta del Senado de la República, en
el sentido de que debe devolverse a nuestro alto tribunal las
facultades que desde 1917 tenía conferidas para resolver
conflictos sobre límites territoriales.

En efecto, este proyecto viene a resarcir una afectación a la
esfera competencial de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, además busca reafirmar el respeto a la división de
Poderes.

El principio fundamental de división de Poderes tuvo como
fin establecer el equilibrio del poder público, para que ca-
da uno de los Poderes ejerza sus funciones de forma autó-
noma e independiente, existiendo mecanismos de control
recíproco para evitar el abuso del poder.

En este sentido, los Poderes Constituyente y Reformador
establecieron diversos medios de control constitucional, re-
feridos a los órdenes federal, estadual, municipal y del Dis-
trito Federal.

Entre estos mecanismos se encuentran las controversias
constitucionales, previstas en el artículo 105, fracción I, de
la Carta Magna y cuya resolución ha sido encomendada a
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en su carácter
de Tribunal Constitucional.

El espíritu primordial de la reforma constitucional, vigente
a partir de 1995, fue en el sentido de fortalecer el federa-
lismo y garantizar la supremacía constitucional, para que la
actuación de las autoridades se ajustara a la norma supre-
ma.

El 8 de diciembre de 2005 se reformaron los artículos 46,
76 y 105 constitucionales, estableciendo que el Senado de
la República resolvería los conflictos sobre límites territo-
riales, dejando a un lado a la Suprema Corte de Justicia de
la Nación, para que únicamente conociera de la ejecución
de las resoluciones de la colegisladora.

Error grave fue quitarle a nuestro alto tribunal el conocer
de los conflictos derivados de límites territoriales, pues el
contenido actual del artículo 46 constitucional, que a la le-
tra dice: Las entidades federativas pueden arreglar entre sí,
por convenios amistosos, sus respectivos límites; pero no
se llevarán a efecto esos arreglos sin la aprobación de la
Cámara de Senadores. A falta de acuerdo, cualquiera de las
partes podrá acudir ante la Cámara de Senadores, quien ac-
tuará en términos del artículo 76, fracción XI, de esta
Constitución. Las resoluciones del Senado, en la materia,
serán definitivas e inatacables. La Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación podrá conocer, a través de controversias
constitucionales, a instancia de parte interesada, de los con-
flictos derivados de la ejecución del correspondiente de-
creto de la Cámara de Senadores.

Este texto viola el principio de división de Poderes, al in-
tervenir el Senado de la República como órgano jurisdic-
cional, función encomendada en términos de los artículos
93, 103 y 105 de la Constitución a la Suprema Corte.

Como lo dije anteriormente, la modificación a los artículos
46, 76 y 105 constitucionales vigentes, a partir de 2005,
constituyen un error legislativo, en virtud de que están ba-
sados en apreciaciones incorrectas, al establecer que los
problemas derivados de conflictos sobre límites territoria-
les podrían ser resueltos como asuntos políticos, no jurídi-
cos, vulnerando en consecuencia la esencia del espíritu del
artículo 105 constitucional, en materia de controversias
constitucionales, en las que se dirimen conflictos entre en-
tes públicos, competencia de nuestro tribunal constitucio-
nal.

A nombre de la Comisión de Puntos Constitucionales soli-
cito a ustedes, señoras y señores legisladores, la aprobación
de este dictamen, que rectifica un error legislativo y forta-
lece la autonomía de los Poderes. Muchas gracias.
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El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: Gracias,
diputado. Tiene la palabra para fijar posición los siguientes
diputados inscritos: la diputada Teresa Ochoa Mejía, del
Movimiento Ciudadano; Jaime Cárdenas Gracia, del PT;
Nazario Norberto Sánchez, del PRD; y Felipe Solís Acero,
del PRI. Tiene la palabra la diputada Teresa Ochoa Mejía.

La diputada María Teresa Rosaura Ochoa Mejía: Con
su permiso, diputado presidente. Compañeras y compañe-
ros diputados, de ser aprobada la reforma constitucional
que este día se encuentra sujeta a discusión, permitirá que
la Suprema Corte de Justicia de la Nación conozca y re-
suelva, con carácter de inatacables, las controversias sobre
límites territoriales que se susciten entre las entidades fe-
derativas.

Es importante recordar que actualmente nuestro país en-
frenta diversos conflictos limítrofes; entre los casos más
conocidos se encuentran los de Chimalapa, entre Oaxaca y
Chiapas, Campeche y Quintana Roo, Jalisco y Colima.

Es importante resaltar que la reforma que se presenta el día
de hoy cuenta con el respaldo de todos los grupos parla-
mentarios representados en la Cámara de Senadores.

A su vez, las comisiones dictaminadoras de esta soberanía
coincidieron en el planteamiento de que la Suprema Corte
de Justicia recupere la facultad constitucional de dirimir los
conflictos sobre los límites territoriales, vía la controversia
constitucional, toda vez que por su naturaleza de su fun-
ción jurisdiccional cuenta con vasta y probada experiencia
para hacerse cargo de los litigios entre partes.

El modelo vigente, que solo faculta al Senado para dirimir
los conflictos a los que hemos hecho referencia, enfrenta li-
mitaciones debido a que como se establece en el dictamen,
la colegisladora no es un órgano jurisdiccional, atribución
que sí desempeña el máximo órgano de justicia del país, la
Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Por tanto, el Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano considera que esta disposición es una medida acerta-
da para llevar a la esfera de la Suprema Corte de Justicia el
conocimiento y la solución de los diferendos que enfrentan
—en no pocas ocasiones— las entidades federativas, con-
virtiéndose en origen de graves problemas políticos.

El espíritu de la reforma planteada fortalece la división de
Poderes y atiende a una de las demandadas de nuestro país,
en el sentido de arribar a un renovado federalismo; ello ha-

ce indispensable encontrar las vías adecuadas para solucio-
nar las controversias entre la federación y un estado o el
Distrito Federal, la federación y un municipio.

Con las modificaciones propuestas al artículo 105 consti-
tucional todos los niveles de gobierno se verán beneficia-
dos y la Suprema Corte de Justica reafirmará su carácter de
órgano que vigila que la federación, los estados y los mu-
nicipios actúen de conformidad con lo previsto en nuestra
Carta Magna.

Por eso y por los motivos antes expuestos, nuestro Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano avala la reforma
constitucional y votará a favor del presente dictamen. Es
cuanto, diputado presidente.

El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: Gracias,
diputada. Tiene la palabra el diputado Jaime Cárdenas Gra-
cia.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia: Gracias,
presidente. Me felicito con este dictamen de reforma cons-
titucional, porque el Senado ha desistido de tener una atri-
bución, una competencia que no le correspondía.

En estos años de la alternancia en el poder, de la transición
a la democracia, el Senado de la República se ha caracteri-
zado por acumular atribuciones constitucionales que no
siempre son consecuentes con su función o con la orienta-
ción que debe tener. Éste es el caso.

En el 2005, el Senado de la República privó a la Suprema
Corte —el Constituyente Permanente, pero el Senado de la
República principalmente— de una competencia constitu-
cional que la Suprema Corte había tenido, para dirimir con-
troversias por límites territoriales entre las entidades fede-
rativas, y se instauró en la Constitución, en el artículo 76,
fracción XI, un procedimiento de carácter político para re-
solver estos límites territoriales entre los estados de la Re-
pública.

Del 2005, en que se aprobó esta reforma —el 8 de diciem-
bre— a la fecha, este procedimiento de carácter político no
ha dado resultados y el Senado de la República se conven-
ció de eso mismo; es por eso que en este dictamen de re-
forma constitucional se propone principalmente una refor-
ma al artículo 46 de la Constitución, también al artículo 76,
para derogar la atribución que se había otorgado o arroga-
do el Senado de la República, y desde luego al artículo 105
de la Constitución.



La reforma consiste básicamente en una sola cosa, en que
la competencia para resolver los conflictos de límites entre
los estados de la República vuelva a la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, lo que me parece muy pertinente,
porque esta devolución de la competencia a la Suprema
Corte se realiza por la vía de la controversia constitucional.

Como todos ustedes saben, la controversia constitucional
es un mecanismo procesal de carácter constitucional para
resolver no solamente conflictos o cuestiones vinculadas al
control de constitucionalidad, sino principalmente la con-
troversia constitucional está orientada a resolver conflictos
vinculados a la división de Poderes, tanto los conflictos de
división de Poderes de carácter horizontal —entre el Eje-
cutivo y el Legislativo— como a los conflictos de Poderes
de carácter vertical, aquellos que tienen lugar entre la fe-
deración, los estados y los municipios.

Por otra parte, la controversia constitucional es un meca-
nismo ideado para establecer como sujetos legitimados a la
federación a los estados, a los municipios, además de los
poderes públicos. Además en la controversia constitucio-
nal, a diferencia de la acción de inconstitucionalidad, de-
ben existir agravios en perjuicio del sujeto que promueve
la controversia constitucional.

Creo que esta vía de carácter jurisdiccional permitirá resol-
ver las controversias entre límites que actualmente existen
entre muchos estados de la República; es la vía adecuada,
la vía jurisdiccional y no la vía política para resolver estas
controversias de límites entre estados de la República.

La vía política no dio resultado. Así lo probó la reforma
constitucional que desde el 2005 ha estado en vigor y que
no ha permitido atender importantes conflictos de límites
entre estados.

Enhorabuena con esta reforma constitucional, que espere-
mos pronto sea aprobada en las Legislaturas de los estados
para que la Suprema Corte recupere una competencia cons-
titucional que nunca debió haber perdido, que nunca debió
haber tenido el Senado de la República; una competencia
constitucional que permitirá resolver conflictos entre esta-
dos.

Por su atención muchas gracias, compañeras diputadas y
compañeros diputados y los invito a votar a favor de este
dictamen. Muchas gracias.

El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: Tiene la
palabra el diputado Nazario Norberto Sánchez.

El diputado Nazario Norberto Sánchez: Muchas gracias,
diputado presidente. Compañeras diputadas, compañeros
diputados, vengo a hablar a favor del presente dictamen a
la minuta del Senado en materia de facultad de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación para resolver conflictos so-
bre límites territoriales.

Esta reforma de la que hablamos, ese dictamen, desde
1857, base de la Constitución Política actual, la facultad la
tenía la Suprema Corte de Justicia de la Nación; en el 2005
esa facultad pasó a manos del Senado de la República.

En la actualidad existen varias controversias constituciona-
les y varios conflictos en diferentes estados de la Repúbli-
ca, como son: Quintana Roo con Campeche; controversia
constitucional de Quintana Roo con Yucatán; controversia
constitucional entre los estados de Jalisco y Colima.

Podría enumerar muchas más, pero es importante, con esta
reforma, que la facultad esté a cargo de la Suprema Corte
de Justicia, como un ente jurisdiccional. Esto nos va a dar
precisamente las armas suficientes a la Suprema Corte de
Justicia para que con apego a derecho resuelvan las con-
troversias constitucionales vigentes y que los estados —
que acabo de mencionar— resuelvan sus límites que tienen
en sus estados.

Estas normas cuyos ámbitos de validez se circunscriben a
posiciones específicas del territorio nacional, definiendo
así al Estado federal, y bajo la premisa de que el municipio
es el nivel de gobierno que tiene contacto más cercano a las
diversas necesidades y aspiraciones de los gobernados, que
en dicho ámbito las diversas problemáticas provocan ma-
yor impacto en su población.

Les decía que en el año 2005, mediante una serie de refor-
mas constitucionales a los artículos 46, 73, 76 y 105, se le
había otorgado dichas competencias al Senado de la Repú-
blica.

Las resoluciones que el Senado tomaba en esta materia,
eran definitivas e inatacables; la primera competencia que
se asignó como exclusiva al Senado de la República y que
antes de la reforma le pertenecía al Congreso de la Unión,
consiste en una intervención del mencionado órgano cama-
ral, en donde no existe controversia o conflicto entre las
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entidades, pues de hecho estos llegan ante dicha instancia
con un convenio elaborado por ambas partes que presupo-
ne la aceptación de éste y solo se solicita la aprobación por
parte del Senado para que dicho acuerdo político quede fir-
me y sea vinculatorio.

La segunda competencia exclusiva, que por virtud de la re-
forma se le asignó al Senado y que antes le correspondía a
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través de con-
troversias constitucionales, la facultad de resolver conflic-
tos colindantes entre las entidades federativas, hipótesis
normativa que tal y como se desprende de la propia redac-
ción del texto constitucional presupone una controversia o
conflicto y que éste debe resolverse, previa valoración de
las disposiciones constitucionales y legales que le corres-
ponden, a fin de estar en aptitud de otorgar la razón al que
la posea.

Por lo que mi grupo parlamentario coincide en que es ne-
cesario regresar a la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción la facultad para resolver controversias en materia de
conflictos sobre límites territoriales, pues así y de manera
correcta lo había establecido, como lo había manifestado
anteriormente, el Constituyente de 1857, en su artículo 98.

Compañeras y compañeros, les solicitamos el voto a favor
de esta reforma que va a resolver muchos conflictos entre
varios estados. Es cuando, diputado presidente.

El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: Gracias,
diputado. Tiene la palabra el diputado Gustavo González
Hernández.

El diputado Gustavo González Hernández: Gracias, se-
ñor presidente. Con su permiso. He decidido tomar la pala-
bra a favor, a nombre de mi fracción, toda vez que uno de
los problemas que vive México es el de límites territoria-
les, sobre todo la entidad a la cual represento, Jalisco, tie-
ne un problema de hace muchos años con Colima, por los
límites territoriales y concretamente por tres espacios terri-
toriales.

Jalisco interpuso una controversia en el año 1998, siendo
gobernador Alberto Cárdenas Jiménez, el primer goberna-
dor que decidió en forma tratar de dirimir esta controversia
limítrofe, pero sobre todo para los habitantes que viven en
las regiones en conflicto.

Los territorios en conflicto son tierra de nadie, donde nadie
los atiende o donde se disputa el control entre ambos go-

biernos de si tienes que ir a reportarte en tal gobierno para
sacar tu acta de nacimiento o en tal otro gobierno.

Creo que el hecho de que hayan mandado la potestad para
resolver estas situaciones al Senado fue un error. En su mo-
mento Jalisco ya tenía una controversia en curso y tuvo que
suspenderse todo el procedimiento de resolución de dicha
controversia —en la cual participé—, para efecto de que el
Senado emitiera una reglamentación correspondiente de có-
mo iba a resolver los conflictos limítrofes.

Enhorabuena. Al reformar el 105 se le devuelve la potestad
a la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la Suprema
Corte, siendo la parte formal y material, resolverá confor-
me a derecho.

Creo que debemos de aplaudir esta reforma y cuidar muy
bien la parte de los transitorios, porque Jalisco ya tiene in-
terpuesta una controversia contra Colima, y no tanto para
ver quién se queda con el territorio, sino para que los me-
xicanos que viven en las zonas en conflicto tengan certeza
de a qué gobierno reclamarle los servicios. Es cuanto, se-
ñor presidente.

El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: Gracias,
diputado. Tiene la palabra el diputado Felipe Solís Acero,
por cinco minutos.

El diputado Felipe Solís Acero: Con su autorización, se-
ñor presidente. Compañeras y compañeros diputados, el
dictamen que la Comisión de Puntos Constitucionales nos
somete hoy a consideración es de la mayor relevancia
constitucional e histórica en nuestro país y amerita, en con-
secuencia, una definición de los grupos parlamentarios; al
respecto, hago lo propio en nombre del Grupo Parlamenta-
rio del PRI.

Desde el Acta Constitutiva de la Federación Mexicana en
1824, el pensamiento liberal y el federalismo que permea-
ron en la vida política nacional confirmaron mecanismos y
facultades constitucionales para que los estados fueran
conformando sus límites territoriales, a partir de las de-
marcaciones que existían bajo el régimen colonial anterior;
esto causó a lo largo de muchos años que surgieran con-
flictos entre las entidades federativas sobre sus límites te-
rritoriales, al erigirse estados que en algunos casos se deri-
varon de otros preexistentes.

No obstante lo anterior, estos conflictos tampoco han sido
un fenómeno solo del pasado, ya que actualmente, como se



han referido aquí algunos ejemplos, también se han susci-
tado discrepancias limítrofes, nacidas del reparto agrario y
de los núcleos ejidales que comprenden territorios de di-
versas entidades federativas y de otros supuestos que la
realidad ha planteado.

En todo caso, el verdadero impacto de estos conflictos tras-
cienden mucho más que lo que puedan alegar los actores
políticos agraviados y quienes verdaderamente recienten
los efectos de la incertidumbre jurídica que generan estos
conflictos —como lo dijo aquí el diputado Gustavo Gon-
zález—, son los destinatarios de los servicios públicos, los
contrayentes en actos del estado civil, quienes se someten
a un régimen de propiedad privada, los usuarios de las ins-
tancias de procuración e impartición de justicia; en suma,
la gente real y común, que por motivos ajenos a su volun-
tad viven en esos territorios limítrofes en situación de con-
flicto territorial.

La histórica reforma al Poder Judicial de 94 consideró idó-
neo establecer el mecanismo jurisdiccional para conflictos
limítrofes entre las entidades, por la vía de la controversia
constitucional, entre otras razones, para consolidar a la
Corte como máximo tribunal constitucional.

Sin embargo, por la reforma de diciembre de 2005, el
Constituyente Permanente consideró trasladar y separar en
dos mecanismos de solución a estos conflictos, bajo la fun-
ción representativa de las entidades federativas en el Sena-
do de la República; uno, de composición amistosa, por la
vía de los convenios celebrados entre las entidades y san-
cionados por el Senado, y otro de carácter contencioso y
jurisdiccional, que concluyera con la emisión de una reso-
lución definitiva e inatacable, pero no de la Corte, sino pro-
veniente del propio Senado de la República, es decir, de la
Cámara alta.

Durante estas dos últimas legislaturas los senadores de di-
versos partidos, en reiteradas ocasiones han manifestado su
desacuerdo con este mecanismo, y en diversas iniciativas,
una de ellas impulsadas por senadores de todos los grupos
parlamentarios, se propuso regresar la facultad de resolver
por la vía litigiosa estos conflictos a la controversia consti-
tucional de la Suprema Corte por diversas razones.

Por una parte, se busca seguir la congruencia que ha teni-
do el Congreso de la Unión en los últimos años, por con-
solidar a la Corte como máximo tribunal constitucional,
empeño en el que el PRI ha —en reiteradas ocasiones— se-
ñalado su posición de manera sistemática.

Éste ha sido un poderoso argumento que movió las para-
digmáticas reformas de amparo y en materia de derechos
humanos, y ha sido parte de un largo proceso para lograr la
profesionalización e independencia del Poder Judicial Fe-
deral.

Por otra parte, el perfil de carrera y función judicial de los
integrantes de nuestro máximo tribunal hace idónea esta
vía para lograr una mejor resolución jurídica definitiva pa-
ra las partes interesadas, en el caso de los conflictos de lí-
mites.

Por todas estas razones, en el Grupo Parlamentario del PRI
anunciamos nuestro voto a favor de este dictamen que nos
propone la Comisión de Puntos Constitucionales, con el
propósito de regresar a la Suprema Corte de Justicia de la
Nación esta competencia, que efectivamente, como lo se-
ñaló el diputado Cárdenas y coincido con él, siempre debió
haber permanecido en su nicho competencial.

Queremos —y por eso votaremos a favor de este dicta-
men— que los conflictos de límites entre las entidades fe-
derativas sean resueltos mediante una sentencia, mediante
una resolución que sea jurisdiccional, formal y material-
mente y no como ocurre hoy en el planteamiento que está
establecido en el artículo 76 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

Por esa razón, en el PRI votaremos a favor de este dicta-
men, que resuelve un problema constitucional y que será
enhorabuena para los estados que enfrentan conflictos de
esta naturaleza.

El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: Consulte
la Secretaría a la asamblea si se encuentra suficientemente
discutido en lo general.

La Secretaria diputada Gloria Romero León: Por ins-
trucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si el dictamen se encuentra sufi-
cientemente discutido en lo general. Las diputadas y dipu-
tados que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las
diputadas y diputados que estén por la negativa sírvanse
manifestarlo. Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: Suficien-
temente discutido. En virtud de que de conformidad con el
artículo 109 del Reglamento de la Cámara de Diputados no
se ha reservado artículo alguno para discutirlo en lo parti-
cular, se pide a la Secretaría abra el sistema electrónico, por
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cinco minutos, para proceder a la votación en lo general y
en lo particular, en un solo acto.

La Secretaria diputada Gloria Romero León: Háganse
los avisos a que se refiere el artículo 144, numeral 2, del
Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sistema
electrónico, por cinco minutos, para proceder a la votación
en lo general y en lo particular en un solo acto.

(Votación)

El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: Saluda-
mos a la delegación del estado de Morelos, representante
en la Olimpiada Nacional de 2012, en karate, invitados por
el diputado Hugo Lino Sánchez. Sean ustedes bienvenidos.

Diputado Arámbula.

El diputado José Antonio Arámbula López (desde la cu-
rul): Gracias, presidente. Quiero aprovechar este momento
de votación para recordar un trágico suceso que sucedió
ahora con los recientes accidentados estudiantes de la
UNAM y la otra familia, por los accidentes de los dobles
remolques.

Quisiera recordar también que el 17 de noviembre del año
pasado hubo un camión de Aguascalientes, específicamen-
te Jesús María, donde murieron casi 20 personas; en ese
entonces en la curva del Diablo, allá en el estado de Méxi-
co, los trasladaron a Toluca, al hospital y les prometieron
toda la ayuda posible a las familias.

Quisiera aprovechar este momento para solicitar la ayuda
de los compañeros diputados del estado de México y las
autoridades del gobierno del estado de México; después del
17 de noviembre es fecha que hoy no les han entregado las
actas de defunción. Hemos estado pidiendo el trámite y
ahora las autoridades les piden hacer un juicio, y quisiera
aprovechar este micrófono para pedirles a los compañeros
del estado de México y las autoridades del estado de Mé-
xico, que nos ayuden a tramitar esas actas de defunción que
se habían comprometido.

Levantaron un certificado, fue todo lo que les dieron y fal-
ta el acta, y ahora el acta dicen que como ya pasaron 30 dí-
as no la pueden expedir y que hay que hacer un juicio.

Las familias son de Aguascalientes, no se pueden trasladar
al estado de México; les pido que por favor nos echen la

mano y que se dé solución a estas familias. Muchas gra-
cias.

El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: Se toma
nota y se hará lo conducente. Continúe la Secretaría.

La Secretaria diputada Gloria Romero León: Ciérrese
el sistema de votación electrónico. De viva voz, la diputada
Luz Margarita Alba Contreras.

La diputada Luz Margarita Alba Contreras (desde la
curul): A favor.

El diputado José Luis Villegas Méndez (desde la curul):
A favor.

El diputado Arturo Villaseñor Fernández (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Mariano Quihuis Fragoso (desde la curul):
A favor.

La diputada Norma Leticia Orozco Torres (desde la cu-
rul): A favor.

La Secretaria diputada Gloria Romero León: Señor pre-
sidente, se emitieron 323 votos a favor, 0 en contra, 2 abs-
tenciones.

El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: Aproba-
do en lo general y en lo particular por 323 votos el pro-
yecto de decreto que reforma los artículos 46, 76 y 105
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos. Pasa a las Legislaturas de los estados, para los
efectos del artículo 135 constitucional.

El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: Esta Pre-
sidencia informa a la asamblea que se dará el trámite par-
lamentario a minutas, comunicaciones y acuerdos de la
Junta de Coordinación Política y después continuaremos
con dictámenes a discusión que requieren votaciones no-
minales, por lo que les solicitamos su permanencia en el
salón.

Se acaban de recibir comunicaciones de la Cámara de Se-
nadores; pido a la Secretaría dé lectura.



LEY GENERAL PARA PREVENIR, SANCIONAR 
Y ERRADICAR LOS DELITOS EN MATERIA DE

TRATA DE PERSONAS Y PARA LA PROTECCION 
Y ASISTENCIA A LAS VICTIMAS DE ESTOS 

DELITOS - LEY PARA PREVENIR Y SANCIONAR
LA TRATA DE PERSONAS - LEY FEDERAL

CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA - 
CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS 

PENALES - CODIGO PENAL FEDERAL - 
LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL

DE LA FEDERACION - LEY FEDERAL DE 
LA POLICIA FEDERAL - LEY GENERAL DEL

SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PUBLICA

El Secretario diputado Martín García Avilés: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cámara de
Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos de lo dispuesto en la fracción e) del artícu-
lo 72 constitucional, me permito devolver a ustedes el ex-
pediente que contiene que expide la Ley General para Pre-
venir, Sancionar y Erradicar los Delitos en materia de Trata
de Personas y para la Protección y Asistencia a las Vícti-
mas de estos Delitos; abroga la Ley para Prevenir y San-
cionar la Trata de Personas, y reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley Federal contra la Delincuencia Or-
ganizada, del Código Federal de Procedimientos Penales,
del Código Penal Federal, de la Ley Orgánica del Poder Ju-
dicial de la Federación, de la Ley de la Policía Federal y de
la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública,
que presentan las Comisiones Unidas de Derechos Huma-
nos y de Justicia.

Atentamente

México, DF, a 17 de abril de 2012.— Senador Ricardo Francisco Gar-
cía Cervantes (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto

Que expide la Ley General para Prevenir, Sancionar y
Erradicar los Delitos en materia de Trata de Personas y
para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos
Delitos; y abroga la Ley para Prevenir y Sancionar la

Trata de Personas; y reforma diversas disposiciones de
la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada; del
Código Federal de Procedimientos Penales; del Código
Penal Federal; de la Ley Orgánica del Poder Judicial de
la Federación; de la Ley de la Policía Federal y de la
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Públi-
ca

ARTÍCULO PRIMERO.- Se expide la Ley General para
Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de
Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las
Víctimas de estos Delitos, para quedar en los siguientes
términos: 

Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los
Delitos en materia de Trata de Personas y para la Pro-
tección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos

LIBRO PRIMERO 
De lo sustantivo

TÍTULO PRIMERO 
Disposiciones generales

CAPÍTULO I 
Generalidades 

Artículo 1o. La presente Ley es reglamentaria del artículo
73, fracción XXI, párrafo primero, en materia de trata de
personas, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y es de orden público e interés social. 

Artículo 2o. Esta Ley tiene por objeto: 

I. Establecer competencias y formas de coordinación
para la prevención, investigación, persecución y sanción
de los delitos en materia de trata de personas entre los
Gobiernos Federal, Estatales, del Distrito Federal y Mu-
nicipales; 

II. Establecer los tipos penales en materia de trata de
personas y sus sanciones; 

III. Determinar los procedimientos penales aplicables a
estos delitos; 

IV. La distribución de competencias y formas de coor-
dinación en materia de protección y asistencia a las víc-
timas de los delitos objeto de esta Ley; 
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V. Establecer mecanismos efectivos para tutelar la vida,
la dignidad, la libertad, la integridad y la seguridad de
las personas, así como el libre desarrollo de niñas, niños
y adolescentes, cuando sean amenazados o lesionados
por la comisión de los delitos objeto de esta Ley; y 

VI. Reparar el daño a las víctimas de trata de personas
de manera integral, adecuada, eficaz y efectiva, propor-
cional a la gravedad del daño causado y a la afectación
sufrida. 

Artículo 3o. La interpretación, aplicación y definición de
las acciones para el cumplimiento de la presente Ley; el di-
seño e implementación de acciones de prevención, investi-
gación, persecución y sanción de los delitos objeto del pre-
sente ordenamiento legal, así como para la protección y
asistencia a las víctimas, ofendidos y testigos, se orienta-
rán, además de lo previsto en el orden jurídico nacional,
por los siguientes principios: 

I. Máxima protección: Obligación de cualquier autori-
dad, de velar por la aplicación más amplia de medidas
de protección a la dignidad, libertad, seguridad y demás
derechos humanos de las víctimas y los ofendidos de los
delitos previstos por esta ley. Las autoridades adoptarán,
en todo momento, medidas para garantizar su seguridad,
protección, bienestar físico y psicológico, su intimidad
y el resguardo de su identidad y datos personales. 

II. Perspectiva de género: Entendida como una visión
científica, analítica y política sobre las mujeres y los
hombres y las relaciones entre ellos en la sociedad, que
permite enfocar y comprender las desigualdades social-
mente construidas a fin de establecer políticas y accio-
nes de Estado transversales para disminuir hasta abatir
las brechas de desigualdad entre los sexos y garantizar
el acceso a la justicia y el ejercicio pleno de sus dere-
chos. 

III. Prohibición de la esclavitud y de la discriminación,
en los términos del artículo 1o. de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos. 

IV. Interés superior de la infancia: Entendido como la
obligación del Estado de proteger los derechos de la ni-
ñez y la adolescencia, y de velar por las víctimas, ofen-
didos y testigos menores de 18 años de edad, atendien-
do a su protección integral y su desarrollo armónico. 

Los procedimientos señalados en esta Ley reconocerán sus
necesidades como sujetos de derecho en desarrollo. 

El ejercicio de los derechos de los adultos no podrá condi-
cionar el ejercicio de los derechos de las niñas, niños y ado-
lescentes. 

V. Debida diligencia: Obligación de los servidores pú-
blicos de dar respuesta inmediata, oportuna, eficiente,
eficaz y responsable en la prevención, investigación,
persecución y sanción, así como en la reparación del da-
ño de los delitos previstos por esta Ley, incluyendo la
protección y asistencia a las víctimas de estos delitos. 

VI. Prohibición de devolución o expulsión: Las víctimas
de los delitos previstos en esta Ley no serán repatriadas
a su país o enviadas a su lugar de origen en territorio na-
cional, cuando su vida, libertad, integridad, seguridad o
las de sus familias, corra algún peligro. La autoridad de-
berá cerciorarse de esta condición. 

En el caso de los refugiados, se les reconozca o no tal cali-
dad, no se les podrá poner en fronteras o territorios donde
el peligro se dé por causa de su raza, religión, nacionalidad,
pertenencia a determinado grupo social, opiniones políticas
o cualquier otra razón que permita creer que su seguridad e
integridad estarían en riesgo, independientemente de cuál
sea su estatus jurídico como extranjero en cuanto a dura-
ción y legalidad. 

La repatriación de las víctimas extranjeras de los delitos
previstos en esta Ley, será siempre voluntaria y conforme
a los protocolos de repatriación vigentes, para garantizar
un retorno digno y seguro. 

VII. Derecho a la reparación del daño: Entendida como la
obligación del Estado y los Servidores Públicos de tomar
todas las medidas necesarias para garantizar a la víctima
la restitución de sus derechos, indemnización y rehabili-
tación por los daños sufridos, así como de vigilar la ga-
rantía de no repetición, que entre otros incluye la garan-
tía a la víctima y a la sociedad de que el crimen que se
perpetró no volverá a ocurrir en el futuro, el derecho a la
verdad que permita conocer lo que verdaderamente suce-
dió, la justicia que busca que los criminales paguen por lo
que han hecho, y a la reparación integral. 

VIII. Garantía de no revictimización: Obligación del Es-
tado y los servidores públicos, en los ámbitos de sus



competencias, de tomar todas las medidas necesarias
para evitar que las víctimas sean revictimizadas en cual-
quier forma. 

IX. Laicidad y libertad de religión: Garantía de libertad
de conciencia, asegurando a las víctimas la posibilidad
de vivir y manifestar su fe y practicar su religión, sin
ninguna imposición en los programas o acciones lleva-
dos a cabo por las instituciones gubernamentales o de la
sociedad civil que otorgue protección y asistencia. 

X. Presunción de minoría de edad: En los casos que no
pueda determinarse o exista duda sobre la minoría de
edad o documentos de identificación y no se cuente con
dictamen médico, se presumirá ésta. 

XI. Las medidas de atención, asistencia y protección,
beneficiarán a todas las víctimas de los delitos previstos
por esta Ley, con independencia de si el sujeto activo ha
sido identificado, aprehendido, juzgado o sentenciado,
así como de la relación familiar, de dependencia, labo-
ral o económica que pudiera existir entre éste y la vícti-
ma. 

Artículo 4o. Para los efectos de la presente Ley se enten-
derá por: 

I. La Constitución: La Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos. 

II. La Ley: La Ley General para Prevenir, Sancionar y
Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y
para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos
Delitos. 

III. Código Penal: El Código Penal Federal. 

IV. Código Procesal: El Código Federal de Procedi-
mientos Penales. 

V. Códigos Procesales Locales: Los Códigos de Proce-
dimientos Penales de las entidades federativas. 

VI. La Secretaría: La Secretaría de Gobernación. 

VII. La Procuraduría: La Procuraduría General de la Re-
pública. 

VIII. La Comisión: La Comisión Intersecretarial para
Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia

de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a
las Víctimas de estos Delitos. 

IX. Organismos Autónomos de Defensa de los Derechos
Humanos: Los organismos oficiales autónomos dedica-
dos a la defensa, protección y promoción de los dere-
chos humanos. 

X. El Programa Nacional: el Programa Nacional para
Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia
de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a
las Víctimas de estos Delitos. 

XI. El Fondo: El Fondo de Protección y Asistencia a las
Víctimas de los Delitos en Materia de Trata de Personas. 

XII. Abuso de poder: Aprovechamiento que realiza el
sujeto activo para la comisión del delito derivado de una
relación o vínculo familiar, sentimental, de confianza,
de custodia, laboral, formativo, educativo, de cuidado,
religioso o de cualquier otro que implique dependencia
o subordinación de la víctima respecto al victimario, in-
cluyendo a quien tenga un cargo público o se ostente de
él, o pertenecer a la delincuencia organizada. 

XIII. Daño grave o amenaza de daño grave: Cualquier
daño físico, psicológico, financiero, sexual o a la repu-
tación, o la sola amenaza para la víctima, capaz de ha-
cerle creer que no tiene más opción que someterse o se-
guir sometida a la conducta de explotación, y que el
sujeto activo, conociéndola, la utilice para obtener el
sometimiento de la víctima. 

XIV. Asistencia y protección a las víctimas: Conjunto de
medidas de apoyo y protección de carácter integral que
se brindan a las víctimas desde el momento de su iden-
tificación o rescate y hasta su reincorporación plena a la
sociedad, que cumplen la función de orientarlas legal-
mente, otorgar apoyo médico, psicológico, económico
temporal, así como protección para ella y su familia. 

XV. Publicidad ilícita: Para los fines de esta Ley, se con-
siderará ilícita la publicidad que, por cualquier medio,
se utilice para propiciar de manera directa o indirecta la
comisión de los delitos en materia de trata de personas
que se prevén. 

XVI. Publicidad engañosa: Para los fines de esta Ley, se
considerará engañosa la publicidad que por cualquier
medio induzca al error como consecuencia de la presen-
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tación del mensaje publicitario, como consecuencia de
la información que transmite o como consecuencia de
omisión de información en el propio mensaje, con obje-
to de captar o reclutar personas con el fin de someterlas
a cualquier tipo de explotación o de inducir la comisión
de cualquier delito en materia de trata de personas. 

XVII. Situación de vulnerabilidad: Condición particular
de la víctima derivada de uno o más de las siguientes
circunstancias que puedan derivar en que el sujeto pasi-
vo realice la actividad, servicio o labor que se le pida o
exija por el sujeto activo del delito: 

a) Su origen, edad, sexo, condición socioeconómica
precaria; 

b) Nivel educativo, falta de oportunidades, embarazo,
violencia o discriminación sufridas previas a la trata y
delitos relacionados; 

c) Situación migratoria, trastorno físico o mental o dis-
capacidad; 

d) Pertenecer o ser originario de un pueblo o comuni-
dad indígena; 

e) Ser una persona mayor de sesenta años; 

f) Cualquier tipo de adicción; 

g) Una capacidad reducida para formar juicios por ser
una persona menor de edad, o 

h) Cualquier otra característica que sea aprovechada
por el sujeto activo del delito. 

CAPÍTULO II 
Competencias y facultades en la prevención,

investigación, procesamiento, sanción y ejecución 
de penas de los delitos previstos en esta ley 

Artículo 5o.- La Federación será competente para investi-
gar, perseguir y sancionar los delitos establecidos en esta
Ley cuando: 

I. Se apliquen las reglas de competencia previstas en la
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; 

II. El delito se inicie, prepare o cometa en el extranjero,
siempre y cuando produzca o se pretenda que produzca

efecto en el territorio nacional, o cuando se inicie, pre-
pare o cometa en el territorio nacional, siempre y cuan-
do produzca o se pretenda que tengan efectos en el ex-
tranjero, en términos de los artículos 2o, 3o, 4o, 5o y 6o
del Código Penal Federal; 

III. Lo previsto en el artículo 10 del Código Federal de
Procedimientos Penales; 

IV. El Ministerio Público de la Federación solicite a la
autoridad competente de una entidad federativa la atrac-
ción del asunto, atendiendo a las características propias
del hecho, así como las circunstancias de ejecución o a
la relevancia social del mismo. 

V. Que sean cometidos por la delincuencia organizada,
en los términos de la Ley Federal contra la Delincuen-
cia Organizada. 

Para tal efecto la autoridad local deberá coadyuvar en todo
momento con la autoridad federal en la integración de la
investigación por delincuencia organizada. 

El Distrito Federal y los estados serán competentes para in-
vestigar, procesar y sancionar los delitos establecidos en
esta ley cuando no se den los supuestos previstos anterior-
mente. 

La ejecución de las penas por los delitos previstos en esta
Ley se regirán conforme a los ordenamientos aplicables en
la Federación, el Distrito Federal y los Estados, en lo que
no se oponga a la presente Ley. 

Artículo 6o. La Federación, los estados, los municipios y
el Distrito Federal y sus demarcaciones territoriales, esta-
rán obligados a coordinarse, en el ámbito de sus compe-
tencias, y en función de las facultades exclusivas y concu-
rrentes previstas en esta Ley, con el objeto de generar
prevención general, especial y social, en los términos y re-
glas establecidas en la Ley General del Sistema Nacional
de Seguridad Pública y la presente Ley. 



TÍTULO SEGUNDO 
De los delitos en materia de 

trata de personas

CAPÍTULO I 
De los principios para la investigación, 

procesamiento e imposición de las sanciones 

Artículo 7o. Para dar cumplimiento a esta Ley, en materia
de investigación, procesamiento y sanción, se deberá ob-
servar y atender lo siguiente: 

I. El Ministerio Público y los Poderes Judiciales de la
Federación, de los estados y del Distrito Federal, garan-
tizarán en todo momento los derechos de las víctimas,
con el fin de brindar asistencia, protección, seguridad y
acceso a la justicia. 

II. Los imputados por la comisión de las conductas de-
lictivas previstas en esta Ley estarán sujetos a prisión
preventiva durante el proceso, excepto las previstas en
los artículos 32, 33 y 34 de esta Ley. 

III. El Ministerio Público y los policías procederán de
oficio con el inicio de la indagatoria por los delitos en
materia de trata de personas. 

IV. En todos los casos, la sentencia condenatoria que se
dicte por los delitos previstos en esta Ley, deberán con-
templar la reparación del daño a las víctimas, cuyo mon-
to fijará el Juez de la causa, con los elementos que el
Ministerio Público o la víctima aporten, o aquellos que
se consideren procedentes, en términos de Ley. 

V. Las policías, el Ministerio Público y las autoridades ju-
risdiccionales adoptarán medidas adecuadas para asegu-
rar la eficacia de la investigación y el enjuiciamiento de
los delitos previstos en esta Ley. A esos efectos, respeta-
rán los intereses y las circunstancias personales de vícti-
mas y testigos, entre otros la edad, el género y la salud, y
tendrán en cuenta la naturaleza de los delitos, en particu-
lar los de violencia sexual, violencia por razones de gé-
nero y violencia contra los niños, niñas y adolescentes. 

Artículo 8o. Las policías, Ministerio Público y autoridades
jurisdiccionales harán una consideración especial en el de-
sarrollo de sus actividades, cuando la víctima se encuentre
en una situación de vulnerabilidad por haber sufrido algún
daño físico o emocional que requieran tomar medidas es-
peciales. 

Artículo 9o. En todo lo no previsto en materia de investi-
gación, procedimientos y sanciones de los delitos materia
de esta Ley, las autoridades federales, estatales y del Dis-
trito Federal, aplicarán supletoriamente las disposiciones
del Código Penal Federal, del Código Federal de Procedi-
mientos Penales, de la Ley Federal contra la Delincuencia
Organizada, del Código Fiscal de la Federación, de la Ley
Federal de Extinción de Dominio y de la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

CAPÍTULO II
De los delitos en materia 

de trata de personas

Artículo 10.- Toda acción u omisión dolosa de una o va-
rias personas para captar, enganchar, transportar, transferir,
retener, entregar, recibir o alojar a una o varias personas
con fines de explotación se le impondrá de 5 a 15 años de
prisión y de un mil a veinte mil días multa, sin perjuicio de
las sanciones que correspondan para cada uno de los deli-
tos cometidos, previstos y sancionados en esta Ley y en los
códigos penales correspondientes. 

Se entenderá por explotación de una persona a: 

I. La esclavitud, de conformidad con el artículo 11 de la
presente Ley; 

II. La condición de siervo, de conformidad con el artí-
culo 12 de la presente Ley; 

III. La prostitución ajena u otras formas de explotación
sexual, en los términos de los artículos 13 a 20 de la pre-
sente Ley; 

IV. La explotación laboral, en los términos del artículo
21 de la presente Ley; 

V. El trabajo o servicios forzados, en los términos del ar-
tículo 22 de la presente Ley; 

VI. La mendicidad forzosa, en los términos del artículo
24 de la presente Ley; 

VII. La utilización de personas menores de dieciocho
años en actividades delictivas, en los términos del artí-
culo 25 de la presente Ley; 
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VIII. La adopción ilegal de persona menor de dieciocho
años, en los términos de los artículos 26 y 27 de la pre-
sente Ley; 

IX. El matrimonio forzoso o servil, en los términos del
artículo 28 de la presente Ley, así como la situación pre-
vista en el artículo 29; 

X. Tráfico de órganos, tejidos y células de seres huma-
nos vivos, en los términos del artículo 30 de la presente
Ley; y 

XI. Experimentación biomédica ilícita en seres huma-
nos, en los términos del artículo 31 de la presente Ley. 

Artículo 11. A quien tenga o mantenga a otra persona en
una situación de esclavitud, será sancionado con pena de
15 a 30 años prisión y de un mil a 20 mil días multa. 

Se entiende por esclavitud el dominio de una persona sobre
otra, dejándola sin capacidad de disponer libremente de su
propia persona ni de sus bienes y se ejerciten sobre ella, de
hecho, atributos del derecho de propiedad. 

Artículo 12. A quien tenga o mantenga a una persona en
condición de siervo será sancionado con pena de 5 a 10
años de prisión y de un mil a 20 mil días multa. 

Tiene condición de siervo: 

I. Por deudas: La condición que resulta para una perso-
na del hecho de que un deudor se haya comprometido a
prestar sus servicios personales, o los de alguien sobre
quien ejerce autoridad, como garantía de una deuda, si
los servicios prestados, equitativamente valorados, no
se aplican al pago de la deuda, o si no se limita su dura-
ción ni se define la naturaleza de dichos servicios. 

II. Por gleba: Es siervo por gleba aquel que: 

a) Se le impide cambiar su condición a vivir o a traba-
jar sobre una tierra que pertenece a otra persona; 

b) Se le obliga a prestar servicios, remunerados o no,
sin que pueda abandonar la tierra que pertenece a otra
persona; 

c) Ejerza derechos de propiedad de una tierra que im-
plique también derechos sobre personas que no puedan
abandonar dicho predio. 

Artículo 13. Será sancionado con pena de 15 a 30 años de
prisión y de un mil a 30 mil días multa, al que se beneficie
de la explotación de una o más personas a través de la pros-
titución, la pornografía, las exhibiciones públicas o priva-
das de orden sexual, el turismo sexual o cualquier otra ac-
tividad sexual remunerada mediante: 

I. El engaño; 

II. La violencia física o moral; 

III. El abuso de poder; 

IV. El aprovechamiento de una situación de vulnerabili-
dad; 

V. Daño grave o amenaza de daño grave; o 

VI. La amenaza de denunciarle ante autoridades respec-
to a su situación migratoria en el país o cualquier otro
abuso de la utilización de la ley o procedimientos lega-
les, que provoque que el sujeto pasivo se someta a las
exigencias del activo. 

Tratándose de personas menores de edad o personas que no
tiene la capacidad de comprender el significado del hecho
no se requerirá la comprobación de los medios a los que
hace referencia el presente artículo. 

Artículo 14. Será sancionado con pena de 10 a 15 años de
prisión y de un mil a 30 mil días multa, al que someta a una
persona o se beneficie de someter a una persona para que
realice actos pornográficos, o produzca o se beneficie de la
producción de material pornográfico, o engañe o participe
en engañar a una persona para prestar servicios sexuales o
realizar actos pornográficos. 

Artículo 15. Será sancionado con pena de 5 a 15 años de
prisión y de un mil a 30 mil días multa, al que se beneficie
económicamente de la explotación de una persona median-
te el comercio, distribución, exposición, circulación u ofer-
ta de libros, revistas, escritos, grabaciones, filmes, fotogra-
fías, anuncios impresos, imágenes u objetos, de carácter
lascivo o sexual, reales o simulados, sea de manera física,
o a través de cualquier medio. 

No se sancionará a quien incurra en estas conductas con
material que signifique o tenga como fin la divulgación
científica, artística o técnica, o en su caso, la educación se-
xual o reproductiva. En caso de duda sobre la naturaleza de



este material, el juez solicitará dictamen de peritos para
evaluar la conducta en cuestión. 

Artículo 16. Se impondrá pena de 15 a 30 años de prisión
y de 2 mil a 60 mil días multa, así como el decomiso de los
objetos, instrumentos y productos del delito, incluyendo la
destrucción de los materiales resultantes, al que procure,
promueva, obligue, publicite, gestione, facilite o induzca,
por cualquier medio, a una persona menor de dieciocho
años de edad, o que no tenga la capacidad de comprender
el significado del hecho, o no tenga capacidad de resistir la
conducta, a realizar actos sexuales o de exhibicionismo
corporal, con fines sexuales, reales o simulados, con el ob-
jeto de producir material a través de video grabarías, audio
grabarlas, fotografiarlas, filmarlos, exhibirlos o describir-
los a través de anuncios impresos, sistemas de cómputo,
electrónicos o sucedáneos, y se beneficie económicamente
de la explotación de la persona. 

Si se hiciere uso de la fuerza, el engaño, la violencia física
o psicológica, la coerción, el abuso de poder o de una si-
tuación de vulnerabilidad, las adicciones, una posición je-
rárquica o de confianza, o la concesión o recepción de pa-
gos o beneficios para obtener el consentimiento de una
persona que tenga autoridad sobre otra o cualquier otra cir-
cunstancia que disminuya o elimine la voluntad de la vícti-
ma para resistirse, la pena prevista en el párrafo anterior se
aumentará en una mitad. 

Se impondrán las mismas sanciones previstas en el primer
párrafo del presente artículo, a quien financie, elabore, re-
produzca, almacene, distribuya, comercialice, arriende, ex-
ponga, publicite, difunda, adquiera, intercambie o compar-
ta, por cualquier medio, el material a que se refieren las
conductas anteriores. 

Artículo 17. Se impondrá pena de 5 a 15 años de prisión y
de un mil a 20 mil días multa al que almacene, adquiera o
arriende para sí o para un tercero, el material a que se re-
fiere el artículo anterior, sin fines de comercialización o
distribución. 

Artículo 18. Se impondrá pena de 15 a 25 años de prisión
y de un mil a 20 mil días multa, al que promueva, publici-
te, invite, facilite o gestione por cualquier medio a que una
o más personas viajen al interior o exterior del territorio na-
cional con la finalidad de que realicen cualquier tipo de ac-
tos sexuales, reales o simulados, con una o varias personas
menores de dieciocho años de edad, o con una o varias per-
sonas que no tienen capacidad para comprender el signifi-

cado del hecho o con una o varias personas que no tienen
capacidad para resistirlo, y se beneficie económicamente
de ello. 

Artículo 19. Será sancionado con pena de 5 a 10 años de
prisión y de 4 mil a 30 mil días multa, el que contrate a una
persona u oferte un trabajo distinto a los servicios sexuales
y la induzca a realizarlos, bajo engaño en cualquiera de las
siguientes circunstancias: 

I. Que el acuerdo o contrato comprende la prestación de
servicios sexuales; o 

II. La naturaleza, frecuencia y condiciones especificas;
o 

III. La medida en que la persona tendrá libertad para
abandonar el lugar o la zona a cambio de la realización
de esas prácticas; o 

IV. La medida en que la persona tendrá libertad para de-
jar el trabajo a cambio de la realización de esas prácti-
cas; o 

V. La medida en que la persona tendrá posibilidad de sa-
lir de su lugar de residencia a cambio de la realización
de esas prácticas; o 

VI. Si se alega que la persona ha contraído o contraerá
una deuda en relación con el acuerdo: el monto, o la
existencia de la suma adeudada o supuestamente adeu-
dada. 

Artículo 20. Será sancionado con pena de 5 a 10 años de
prisión y de 4 mil a 30 mil días multa, el que, obteniendo
beneficio económico para sí o para un tercero, contrate aun
sea lícitamente, a otra para la prestación de servicios se-
xuales en las circunstancias de las fracciones II al VI del
artículo anterior. 

Artículo 21. Será sancionado con pena de 3 a 10 años de
prisión, y de 5 mil a 50 mil días multa, quien explote labo-
ralmente a una o más personas. 

Existe explotación laboral cuando una persona obtiene, di-
recta o indirectamente, beneficio injustificable, económico
o de otra índole, de manera ilícita, mediante el trabajo aje-
no, sometiendo a la persona a prácticas que atenten contra
su dignidad, tales como: 
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I. Condiciones peligrosas o insalubres, sin las protec-
ciones necesarias de acuerdo a la legislación laboral o
las normas existentes para el desarrollo de una actividad
o industria; 

II. Existencia de una manifiesta desproporción entre la
cantidad de trabajo realizado y el pago efectuado por
ello, o 

III. Salario por debajo de lo legalmente establecido. 

Artículo 22. Será sancionado con pena de 10 a 20 años de
prisión, y de 5 mil a 50 mil días multa, quien tenga o man-
tenga a una persona en trabajos forzados. 

Hay trabajo forzado cuando el mismo se obtiene mediante: 

I. Uso de la fuerza, la amenaza de la fuerza, coerción fí-
sica, o amenazas de coerción física a esa persona o a
otra persona, o bien utilizando la fuerza o la amenaza de
la fuerza de una organización criminal; 

II. Daño grave o amenaza de daño grave a esa persona
que la ponga en condiciones de vulnerabilidad; 

III. El abuso o amenaza de la denuncia ante las autori-
dades de su situación migratoria irregular en el país o de
cualquier otro abuso en la utilización de la ley o proce-
so legal, que provoca que el sujeto pasivo se someta a
condiciones injustas o que atenten contra su dignidad. 

Artículo 23. No se considerará que hay trabajo o servicio
forzado, ni explotación laboral, cuando: 

I. Se exija en virtud de las leyes sobre el servicio militar
obligatorio; 

II. Forme parte de las obligaciones cívicas normales de
los ciudadanos hacia la Federación, el Distrito Federal o
sus demarcaciones territoriales, los estados o munici-
pios; 

III. Se exija a una persona en virtud de una condena pro-
nunciada por sentencia judicial, o en los términos del
Artículo 21 Constitucional como trabajo a favor de la
comunidad, a condición de que este trabajo o servicio se
realice bajo la vigilancia y control de las autoridades pú-
blicas, y que dicha persona no sea cedida o puesta a dis-
posición de particulares, compañías o personas jurídicas
de carácter privado; 

IV. Los trabajos sean voluntarios y realizados por inte-
grantes de una comunidad en beneficio directo de la
misma y, por consiguiente pueden considerarse como
obligaciones cívicas normales que incumben a los
miembros de la comunidad local, nacional o a una orga-
nización internacional, a grupos o asociaciones de la so-
ciedad civil e instituciones de beneficencia pública o
privada. 

Artículo 24. Será sancionado con prisión de 4 a 9 años y
de 500 a 20 mil días multa, a quien utilice a una persona
para realizar actos de mendicidad. 

Se entiende por explotación de la mendicidad ajena, obte-
ner un beneficio al obligar a una persona a pedir limosna o
caridad contra su voluntad, recurriendo a la amenaza de da-
ño grave, un daño grave o al uso de la fuerza u otras for-
mas de coacción, o el engaño. 

Si se utiliza con los fines del párrafo primero de este artí-
culo a personas menores de dieciocho años, mayores de se-
tenta, mujeres embarazadas, personas con lesiones, enfer-
medades o discapacidad física o psicológica, se impondrá
pena de 9 a 15 años de prisión y de un mil a 25 mil días
multa. 

Artículo 25. Será sancionado con pena de 10 a 20 años de
prisión y de un mil a 20 mil días multa, a quien utilice a
personas menores de dieciocho años en cualquiera de las
actividades delictivas señaladas en el artículo 2o de la Ley
Federal contra la Delincuencia Organizada. 

Artículo 26. Se impondrá pena de 20 a 40 años de prisión
y de 2 mil a 20 mil días multa, al padre, madre, tutor o per-
sona que tiene autoridad sobre quien se ejerce la conducta
que entregue o reciba de forma ilegal, ilícita, irregular o in-
cluso mediante adopción, a una persona menor de diecio-
cho años con el fin de abusar o explotar de ella sexual-
mente o cualquiera de las formas de explotación a que se
refiere el artículo 10 de la presente Ley. 

En todos los casos en que se acredite esta conducta se de-
clarará nula la adopción. 

Artículo 27. Se impondrá pena de 3 a 10 años de prisión y
de 500 a 2 mil días multa, al que entregue en su carácter de
padre o tutor o persona que tiene autoridad sobre quien se
ejerce la conducta o reciba a título oneroso, en su carácter
de adoptante de forma ilegal, ilícita o irregular, a una per-
sona menor de dieciocho años. 



En todos los casos en que se acredite esta conducta se de-
clarará nula la adopción. 

No se procederá en contra de quien de buena fe haya reci-
bido a una persona en condición irregular, con el fin de in-
tegrarla como parte de su núcleo familiar con todas sus
consecuencias. 

Artículo 28. Se impondrá pena de 4 a 10 años de prisión y
de 200 a 2 mil días multa, además de la declaratoria de nu-
lidad de matrimonio, al que: 

I. Obligue a contraer matrimonio a una persona, de ma-
nera gratuita o a cambio de pago en dinero o en especie
entregada a sus padres, tutor, familia o a cualquier otra
persona o grupo de personas que ejerza una autoridad
sobre ella; 

II. Obligue a contraer matrimonio a una persona con el
fin de prostituirla o someterla a esclavitud o prácticas si-
milares; 

III. Ceda o trasmita a una persona a un tercero, a título
oneroso, de manera gratuita o de otra manera. 

Artículo 29. Se impondrá pena de 20 a 40 años de prisión
y de 2 mil a 30 mil días multa, al que realice explotación
sexual aprovechándose de la relación matrimonial o con-
cubinato. 

En todos los casos en que se acredite esta conducta se de-
clarará nulo el matrimonio. 

Artículo 30. Se impondrá pena de 15 a 25 años de prisión,
y de 2 mil a 30 mil días multa, a quien realice la extracción,
remoción u obtención de un órgano, tejido o células de se-
res humanos vivos, a cambio de un beneficio o a través de
una transacción comercial, sin incluir los procedimientos
médicos lícitos para los cuales se ha obtenido el debido
consentimiento, en los términos de lo establecido por la
Ley General de Salud. 

Artículo 31. Se impondrá pena de 3 a 5 años de prisión y
de 2 mil a 30 mil días multa a quien aplique sobre una per-
sona o un grupo de personas procedimientos, técnicas o
medicamentos no aprobados legalmente y que contraven-
gan las disposiciones legales en la materia. 

Artículo 32. Se impondrá pena de 2 a 7 años de prisión y
de 500 a 2 mil días multa al que, en cualquier medio im-

preso, electrónico o cibernético contrate, de manera direc-
ta o indirecta, espacios para la publicación de anuncios que
encuadren en los supuestos de publicidad ilícita o engaño-
sa, con el fin de facilitar, promover o procurar que se lleve
a cabo cualquiera de las conductas delictivas objeto de la
presente Ley. 

Artículo 33. Se aplicará pena de 5 a 15 años de prisión y
de un mil a 20 mil días multa, a quien dirija, gestione o edi-
te un medio impreso, electrónico o cibernético que, incum-
pliendo lo dispuesto con esta Ley, publique contenidos a
través de los cuales facilite, promueva o procure cualquie-
ra de las conductas delictivas objeto de la misma. 

Artículo 34. Al que dé en comodato, en arrendamiento o
alquile un bien inmueble, casa o habitación, con conoci-
miento de que será utilizado para la comisión de cualquie-
ra de las conductas señaladas en el presente capítulo, será
sancionado con pena de 2 a 7 años de prisión y de 10 mil a
20 mil días multa. 

Artículo 35. Se sancionará con pena de 2 a 40 años de pri-
sión y de un mil a 25 mil días multa, además de las que re-
sulten por la comisión de conductas previstas en otros or-
denamientos legales aplicables, al que, a sabiendas de su
situación de trata, adquiera, use, compre, solicite o alquile
servicios de una persona para cualquiera de los fines pre-
vistos en los delitos materia de la presente Ley. 

Artículo 36. Además de lo que al respecto disponga el Có-
digo Penal Federal, se aplicará pena de 3 a 6 años de pri-
sión y de un mil a 10 mil días multa, al que divulgue, sin
motivo fundado, información reservada o confidencial re-
lacionada con los delitos, procesos y personas objeto de es-
ta Ley o relacionada con el Programa de Protección de Víc-
timas, Ofendidos y Testigos. 

Si el sujeto es o hubiese sido integrante de una institución
de seguridad pública, de procuración de justicia, de los
centros de reclusión preventiva o penitenciaria, o del poder
judicial la pena será de seis a doce años de prisión y de 2
mil a 15 mil días multa. 

Artículo 37. No se procederá en contra de la víctima de los
delitos previstos en esta Ley por delitos que hubiesen co-
metido mientras estuvieran sujetas al control o amenaza de
sus victimarios, cuando no les sea exigible otra conducta. 

Artículo 38. Las víctimas extranjeras de delitos en materia
de trata de personas, no serán sujetas a las sanciones pre-
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vistas en la Ley de Migración u otros ordenamientos lega-
les, por su situación migratoria irregular o por la adquisi-
ción o posesión de documentos de identificación apócrifos.
Tampoco serán mantenidas en centros de detención o pri-
sión en ningún momento antes, durante o después de todos
los procedimientos administrativos o judiciales que corres-
pondan. 

CAPÍTULO II 
Reglas comunes para los delitos 

previstos en esta ley 

Artículo 39. La tentativa para los delitos objeto de esta
Ley tendrá el carácter de punible, y deberá sancionarse en
los términos de los párrafos primero y segundo del artícu-
lo 12 del Código Penal, respectivamente. 

Artículo 40. El consentimiento otorgado por la víctima,
cualquiera que sea su edad y en cualquier modalidad de los
delitos previstos en esta Ley no constituirá causa exclu-
yente de responsabilidad penal. 

Artículo 41. Las penas previstas en los delitos de este Tí-
tulo se aplicarán también a quien los prepare, promueva,
incite, facilite o colabore. 

Artículo 42. Las penas previstas en este Título se aumen-
tarán hasta en una mitad cuando: 

I. Exista una relación familiar o tenga parentesco por
consanguinidad o civil hasta el tercer grado o hasta el
segundo grado por afinidad, o habite en el mismo domi-
cilio, o tenga o haya tenido relación sentimental o de he-
cho con la víctima. En estos casos la sentencia impon-
drá la pérdida de los derechos que el sujeto activo tenga
respecto de la víctima y sus bienes, incluidos los de ca-
rácter sucesorio, patria potestad, tutela, guarda y custo-
dia; 

II. Se utilice violencia, intimidación, engaño, privación
de libertad, fanatismo religioso o tratos crueles, inhu-
manos o degradantes, salvo en el caso del artículo 13; 

III. El delito sea cometido parcial o totalmente en dos o
más países; 

IV. El delito ponga en peligro la vida de la víctima deli-
beradamente o debido a negligencia; 

V. El delito cause la muerte o el suicidio de la víctima; 

VI. El delito cause daño o lesiones corporales graves a
la víctima y enfermedades psicológicas o físicas, inclui-
do el VIH/SIDA; 

VII. El delito sea cometido contra una mujer embaraza-
da, personas con discapacidad física o psicológica, me-
nor de dieciocho años de edad o de la tercera edad que
no tengan capacidad de valerse por sí misma; 

VIII. Cuando la víctima pertenezca a un grupo indígena
y en razón de ello sea objeto de alguna condición de
desventaja o tenga una condición de vulnerabilidad; 

IX. El delito comprenda más de una víctima; 

X. Cuando el autor del delito: 

a) Sea miembro de la delincuencia organizada; 

b) Haya suministrado a la víctima sustancias de las
prohibidas por la Ley General de Salud; 

c) Tenga una posición de responsabilidad o confianza
respecto de la víctima; 

d) Tenga posición de autoridad, controlo dominio res-
pecto de la víctima menor de 18 años de edad; 

e) Sea funcionario público, o 

f) Haya sido condenado con anterioridad por el mismo
delito, o cualquier otro delito en materia de trata de
personas. 

Artículo 43. La pena se incrementará hasta en dos terceras
partes, cuando el responsable del delito realice, además,
acciones de dirección o financiamiento a otras personas pa-
ra que cometan cualquiera de los delitos objeto de esta Ley. 

Artículo 44. Los bienes que sean instrumento, objeto o
producto de los delitos previstos en esta Ley, y que sean de-
comisados como resultado del ejercicio de la extinción de
dominio, formarán parte del patrimonio del Fondo, así co-
mo de aquellos Fondos de Protección y Asistencia a las
Víctimas de los estados y el Distrito Federal. 

Al imponer las consecuencias jurídicas accesorias previs-
tas en este artículo, el Juez, oficiosamente, tomará las me-
didas pertinentes para dejar a salvo los derechos de los tra-
bajadores y terceros, así como aquellos otros derechos que



sean exigibles frente a otras personas, derivados de actos
celebrados con la persona sancionada. Toda omisión de la
autoridad judicial será sancionada en los términos de las le-
yes aplicables. 

Artículo 45. Cuando un miembro o representante de una
persona moral cometa algún delito de los previstos en esta
Ley, con los medios que para tal objeto la misma persona
moral le proporcione, de modo que el delito resulte come-
tido en su nombre, bajo el amparo o en beneficio de aqué-
lla, el Juzgador impondrá en la sentencia, previo el proce-
dimiento correspondiente y con intervención del
representante legal, las consecuencias jurídicas accesorias
correspondientes, con base a la Ley de Extinción de Domi-
nio aplicable, además del decomiso de los fondos y bienes
ilícitos producidos por los delitos previstos en esta Ley, sin
excepción alguna. 

El Ministerio Público Federal o de los estados y el Distrito
Federal podrá tomar medidas para embargar de manera
precautoria los productos y bienes del delito. 

Artículo 46. La responsabilidad de las personas jurídicas
será determinada conforme a lo señalado en el Código Pe-
nal Federal y Código Federal de Procedimientos Penales. 

Artículo 47. Los sentenciados por los delitos a que se re-
fiere la presente Ley no tendrán derecho a los beneficios de
la libertad preparatoria, sustitución, conmutación de la pe-
na o cualquier otro que implique reducción de la condena. 

Quienes colaboren proporcionando datos fehacientes o su-
ficientes elementos de convicción a la autoridad en la in-
vestigación y persecución de otros miembros de la delin-
cuencia organizada o de bandas de personas dedicadas a la
comisión de delitos en materia de trata de personas y para
la localización y liberación de las víctimas conforme al Có-
digo Penal Federal y la Ley que Establece las Normas Mí-
nimas sobre Readaptación Social de Sentenciados, tendrán
derecho a los beneficios citados en el primer párrafo del
presente artículo, siempre que concurran todas las condi-
ciones que a continuación se enuncian: 

I. El sentenciado haya cometido uno de los delitos san-
cionados con una pena que no exceda de cuatro años de
prisión; 

II. El sentenciado acepte voluntariamente la colocación
de un dispositivo de localización por el tiempo que fal-

te cumplir la pena de prisión y pague el costo de su ope-
ración y mantenimiento; 

III. El sentenciado sea primodelincuente; 

IV. En su caso, cubra la totalidad de la reparación del
daño o de manera proporcional, cuando haya sido con-
denado en forma solidaria y mancomunada y sea deter-
minada dicha reparación; 

V. Cuente con una persona conocida que se comprome-
ta y garantice a la autoridad penitenciaria el cumpli-
miento de las obligaciones contraídas por el sentencia-
do; 

VI. Compruebe fehacientemente contar con un oficio,
arte o profesión o exhiba las constancias adecuadas que
acrediten que continuará estudiando; 

VII. Cuente con fiador, y 

VIII. Se obligue a no molestar a la víctima y a los testi-
gos que depusieron en su contra, así como a sus parien-
tes o personas vinculadas a éstos. 

CAPÍTULO III
Del resarcimiento y reparación del daño 

Artículo 48. Cuando una persona sea declarada penalmen-
te responsable de la comisión de los delitos previstos en es-
ta Ley, el Juez deberá condenarla al pago de la reparación
del daño a favor de la víctima u ofendidos, en todos los ca-
sos. 

La reparación del daño, deberá ser plena y efectiva, pro-
porcional a la gravedad del daño causado y a la afectación
del proyecto de vida, y comprenderá por lo menos: 

I. La restitución de los bienes o la cosa obtenida por el
delito con sus frutos y accesorios, y el pago, en su caso,
de los deterioros que hubiere sufrido, y si no fuese posi-
ble la restitución el pago de su valor actualizado; 

II. El pago de los daños físicos, materiales, psicológi-
cos, así como la reparación al daño moral. 

Incluirá, por lo menos, los costos de tratamiento médico,
medicina, exámenes clínicos e intervenciones necesarias,
rehabilitación física, prótesis o aparatos ortopédicos, así
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también la terapia o tratamiento psiquiátrico, psicológico y
rehabilitación social y ocupacional hasta la rehabilitación
total de la víctima. 

III. La pérdida de oportunidades, del empleo, educación
y prestaciones sociales que de no haberse cometido el
delito se tendrían; por tanto deberá repararse el daño pa-
ra que la víctima u ofendido puedan acceder a nuevos
sistemas de educación, laborales y sociales acorde a sus
circunstancias; 

IV. El pago de los ingresos económicos que se hubieren
perdido, así como y el lucro cesante ocasionado por la
comisión del delito, para ello se tomará como base el sa-
lario que en el momento de sufrir el delito tenía la vícti-
ma, en caso de no contar con esa información, será con-
forme al salario mínimo general vigente para el Distrito
Federal, al tiempo del dictado de la sentencia; 

V. Los gastos de asistencia y representación jurídica o
de peritos, hasta la total conclusión de los procedimien-
tos legales; 

VI. Los costos del transporte de retorno a su lugar de
origen, si así lo decide la víctima, gastos de alimenta-
ción, vivienda provisional, vestido y los que sean nece-
sarios durante la investigación, el proceso y la rehabili-
tación física y psíquica total de la víctima; 

VII. La declaración que restablezca la dignidad y la re-
putación de la víctima u ofendido y de las personas vin-
culadas a ella, a través de los medios que solicite; 

VIII. La disculpa pública de reconocimiento de hechos
y aceptación de responsabilidad, cuando en el delito
participe servidor público o agente de autoridad. 

Artículo 49. La reparación del daño será fijada por los jue-
ces, según el daño o perjuicios que sean precisos reparar,
de acuerdo con las pruebas obtenidas. 

La reparación del daño se cubrirá con los bienes del res-
ponsable y subsidiariamente con el importe de la caución
que otorgue para obtener su libertad provisional o sanción
pecuniaria. 

Tiene el carácter de pena pública, será exigida de oficio por
el Ministerio Público, sin que medie formalidad alguna y
fijada por el juzgador habiéndose demostrado la existencia
del hecho y la responsabilidad del inculpado. 

La obligación de pagar la reparación del daño es preferen-
te al pago de cualquier otra sanción pecuniaria u obligación
contraída con posterioridad a la comisión del delito, salvo
las referentes a alimentos y relaciones laborales. 

Tienen derecho a la reparación del daño: 

I. La víctima y la o las personas ofendidas; 

II. A falta de la víctima o de la o las personas ofendidas,
sus dependientes económicos, herederos o derechoha-
bientes, en la proporción que señale el derecho suceso-
rio. 

Artículo 50. La reparación del daño se podrá reclamar en
forma conexa a la responsabilidad penal, por la vía civil; y
cuando sea exigible a terceros, tendrá el carácter de res-
ponsabilidad civil. 

Lo anterior de conformidad a lo establecido en los códigos
Civil y de Procedimientos Civiles que corresponda. 

Artículo 51. Son obligaciones de las autoridades para ga-
rantizar la reparación del daño: 

I. Realizar todas las acciones y diligencias necesarias
para que la víctima sea restituida en el goce y ejercicio
de sus derechos; 

II. Proporcionar los tratamientos médicos y psicológi-
cos para la recuperación de la víctima, en los términos
de la Constitución. 

Artículo 52. Cuando la reparación del daño no sea cubier-
ta total o parcialmente por el sentenciado, la Federación, el
Distrito Federal y los Estados, según corresponda, cubrirán
dicha reparación con los recursos de sus respectivos fon-
dos, en los términos establecidos por el artículo 81 de esta
Ley. 

Los derechos de la autoridad para exigir al sentenciado la
reparación del daño, quedarán a salvo para hacerlos efecti-
vos. 

CAPÍTULO IV
De las técnicas de investigación 

Artículo 53. Cuando el Ministerio Público tenga conoci-
miento por cualquier medio de la comisión de alguno de
los delitos en materia de trata de personas asumirá la fun-



ción de la dirección de investigación a que se refiere el ar-
tículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. 

Artículo 54. El Ministerio Público convocará a una reu-
nión de planeación de la investigación a la que asistirán to-
das las áreas requeridas, en la que se deberá fijar por lo me-
nos: 

I. El Ministerio Público responsable del caso; 

II. Los policías de investigación asignados; 

III. Integrar a funcionarios encargados de las investiga-
ciones patrimoniales y financieras; 

IV. El mando policial responsable; 

V. El análisis y estrategia básica de la investigación; 

VI. El control de riesgo y manejo de crisis; 

VII. El control de manejo de información; 

VIII. Lugar en el que deberá ser alojada la víctima, en
caso de ser necesario; 

IX. La relación con el personal encargado de la atención
y apoyo a la víctima u ofendidos, y 

X. Periodicidad de las reuniones del grupo en las fases
críticas y en la continuación de la investigación. 

Artículo 55. Las policías y el Ministerio Público en el res-
pectivo ámbito de sus competencias deberán tener como
metas de la investigación, por lo menos las siguientes: 

I. Extracción segura de la víctima del lugar de los he-
chos o de donde se encuentra; 

II. Identificación del modus operandi de los involucra-
dos; 

III. Obtención de elementos probatorios antes, durante y
posterior a la extracción segura de la víctima; 

IV. Aseguramiento de elementos probatorios conforme a
los lineamientos de cadena de custodia; 

V. Detención de las personas que cometieron o partici-
paron en la comisión; 

VI. Identificación y aseguramiento de los recursos eco-
nómicos obtenidos por el responsable del delito; 

VII. Identificación de bienes relacionados con los he-
chos o propiedad de los responsables del delito que pue-
da ser objeto de extinción de dominio; 

VIII. En caso de que el delito sea cometido por más de
dos personas, identificar, determinar las actividades que
realiza y detener a cada integrante del grupo criminal; y 

IX. Obtener sentencias definitivas contra los responsa-
bles del delito. 

Artículo 56. Las policías que actuarán bajo la dirección y
conducción del Ministerio Público, además de las faculta-
des que les confieren otros ordenamientos, durante la fase
de investigación podrán: 

I. Recabar información en lugares públicos, mediante la
utilización de medios e instrumentos y cualquier herra-
mienta que resulten necesarias para la generación de in-
teligencia. En el ejercicio de esta atribución se deberá
respetar los derechos particulares de los ciudadanos; 

II. Recabar información de bases de datos públicos, con
el objeto de identificar a las víctimas, testigos, lugares
de los hechos, forma de operar, sujetos involucrados o
bienes de estos; 

III. Realizar análisis técnico táctico o estratégico de la
información obtenida para la generación de inteligencia; 

IV. Verificar la información que reciba sobre hechos que
puedan ser constitutivos de delito o delitos para, en su
caso, informarlo al Ministerio Público; 

V. Efectuar el procesamiento del lugar de los hechos,
para lo cual deberán fijar, señalar, levantar, embalar y
entregar la evidencia física al Ministerio Público, con-
forme al procedimiento previamente establecido por és-
te y en términos de las disposiciones aplicables, en caso
de contar con personal calificado para tal fin. 

Artículo 57. El Ministerio Público, además de las faculta-
des que les confieren otros ordenamientos, durante la fase
de investigación podrá: 
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I. Solicitar la intervención de comunicaciones, en térmi-
nos de la legislación federal o local aplicable; 

II. Solicitar información a las empresas telefónicas y de
comunicación, en términos de la legislación federal o
local aplicable; 

III. Autorizar el seguimiento de personas hasta por un
período de un mes, el cual podrá ser prorrogado siempre
que existan motivos suficientes, sin que la misma tenga
una duración mayor a seis meses, en términos de la nor-
matividad aplicable; 

IV. Solicitar información a la Comisión Nacional Ban-
caria y de Valores sobre la actividad financiera de las
personas sujetas a investigación, en términos de la le-
gislación federal o local aplicable; 

V. Autorizar la colaboración de informantes, en los tér-
minos de los lineamientos mínimos que emita el Siste-
ma Nacional de Seguridad Pública, así como demás dis-
posiciones; 

VI. Autorizar la utilización de cualquier medio, instru-
mentos o herramienta para la obtención de pruebas,
siempre que ésta no contravenga los derechos humanos
no violente el orden jurídico, y, 

VII. Toda aquella que determinen las leyes aplicables. 

En los casos en que las autoridades locales carezcan de
normatividad para el ejercicio de cualquiera de las atribu-
ciones anteriores, la Procuraduría coadyuvará en la inves-
tigación. 

Artículo 58. Por informante se entenderá toda persona que
de forma directa o indirecta tiene conocimiento de la co-
misión de delitos, y por su situación o actividad que reali-
za, provee dicha información a las instancias de gobierno
para la investigación. 

TÍTULO TERCERO 
De la protección y asistencia a las víctimas, 

ofendidos y testigos de los delitos en materia 
de trata de personas 

CAPÍTULO I 
Derechos de las víctimas y testigos durante 

el procedimiento penal y medidas de
protección a su favor

Artículo 59. Para los efectos de esta ley, se considera víc-
tima al titular del bien jurídico lesionado o puesto en peli-
gro por la acción u omisión por los delitos previstos en es-
ta ley. 

Lo anterior con independencia de que se identifique, apre-
henda, sujete a procesos o condene al autor, coautor o par-
tícipe del delito y con independencia de la relación familiar
entre éste y la víctima u ofendido. 

Los ofendidos gozarán de los mismos derechos reconoci-
dos a la víctima. 

Artículo 60. Tendrán la calidad de ofendido, los familiares
de la víctima hasta en cuarto grado, dependientes econó-
micos, así como a cualquier otra persona que tenga una re-
lación de hecho o convivencia afectiva con la víctima y que
sufran, hayan sufrido o se encuentren en situación de ries-
go de sufrir algún daño o perjuicio por motivos o a conse-
cuencia de la comisión del delito. Entre los que se encuen-
tran: 

I. Hijos o hijas de la víctima; 

II. El cónyuge, concubina o concubinario; 

III. El heredero declarado judicialmente en los delitos
cuyo resultado sea la muerte de la víctima u ofendido; 

IV. La persona que hubiere vivido de forma permanente
con la víctima durante por lo menos dos años anteriores
al hecho, y 

V. La persona que haya sufrido daños al intervenir para
asistir a la víctima en peligro o para prevenir la victimi-
zación. 

Artículo 61. Tendrá la calidad de testigo toda persona que
de forma directa o indirecta, a través de sus sentidos tiene
conocimiento de los hechos que se investigan, por lo que



puede aportar información para su esclarecimiento, inde-
pendientemente de su situación legal. 

Artículo 62. Las autoridades responsables de atender a las
víctimas del delito en los ámbitos federal, de los estados,
municipales, del Distrito Federal y de sus Demarcaciones
Territoriales, en sus respectivos ámbitos de competencia,
adoptarán medidas tendientes a proteger y asistir debida-
mente a víctimas, ofendidos y testigos, para lo cual debe-
rán: 

I. Establecer mecanismos adecuados para identificar a
las víctimas y posibles víctimas; 

II. Crear programas de protección y asistencia previos,
durante y posteriores al proceso judicial, así como de
asistencia jurídica durante todas las etapas del procedi-
miento penal, civil y administrativo; 

III. Diseñar y poner en marcha modelos de protección y
asistencia inmediatas a víctimas o posibles víctimas an-
te la comisión o posible comisión de los delitos previs-
tos en esta Ley; 

IV. Generar modelos y Protocolos de Asistencia y Pro-
tección, según sus necesidades; 

V. Proveer la debida protección y asistencia en alber-
gues durante su recuperación, rehabilitación y resociali-
zación, así como en los lugares adecuados para garanti-
zar su seguridad. 

Estos programas dependerán de las instancias competentes
para prestar atención a las víctimas, ya sean federal o de las
entidades federativas, por sí mismas o en coordinación con
instituciones especializadas públicas o privadas, en térmi-
nos de la normativa aplicable, en los que podrán participar
la sociedad civil coordinadamente con las áreas responsa-
bles. 

VI. Diseñar y aplicar modelos que ofrezcan alternativas
dignas y apropiadas para las víctimas, con el propósito
de restituirles sus derechos humanos, especialmente
mujeres, niñas, niños y adolescentes; 

VII. Generar y aplicar programas de protección y asis-
tencia a las víctimas, ofendidos y testigos de delitos en
que se encuentre involucrado el crimen organizado, que
incluirán cambio de identidad y reubicación nacional o
internacional. 

Artículo 63. En los casos en que se acredite que el sujeto
o sujetos activos del delito son miembros de la delincuen-
cia organizada nacional o trasnacional, la víctima, ofendi-
dos y testigos tendrán derecho a cambio de identidad y de
residencia como parte de la obligación del Estado. 

Artículo 64. Las representaciones diplomáticas de México
en el extranjero deberán ofrecer, sin excepción alguna, in-
formación, orientación, protección y asistencia a las vícti-
mas, ofendidos y testigos de los delitos previstos en esta
Ley, de nacionalidad mexicana en el extranjero, con la fi-
nalidad de salvaguardar su dignidad e integridad física y
psicológica, así como para apoyarlas en las gestiones nece-
sarias ante las autoridades del país en el que se encuentren,
antes, durante y después del proceso judicial, en los térmi-
nos del párrafo segundo de la fracción V del artículo 62 de
la presente Ley. 

Artículo 65. La protección de las víctimas, ofendidos y
testigos de los delitos contenidos en la presente Ley com-
prenderá, además de lo previsto en el artículo 20 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
de los demás contemplado en esta Ley, los siguientes ru-
bros: 

I. Se garantizará a las víctimas de los delitos previstos
en la presente Ley, cuando sea necesario, alojamiento
adecuado, atención médica de calidad, acceso a la edu-
cación, capacitación y oportunidades de empleo, hasta
su total recuperación y resocialización. 

Asimismo, se les ofrecerán modelos de medio camino y
opciones dignas y viables para su reincorporación a la so-
ciedad, encaminada a la construcción de autonomía, en los
términos del párrafo segundo de la fracción V del artículo
62 de la presente Ley. 

II. Se garantizará a las víctimas de los delitos previstos
en esta Ley, atención física, psicológica y social hasta su
total recuperación y rehabilitación. 

Esta atención deberá ser proporcionada por autoridades
competentes en coordinación con organizaciones no guber-
namentales y otros sectores de la sociedad civil, en los tér-
minos del párrafo segundo de la fracción V del artículo 62
de la presente Ley. 

III. Las demás que resulten pertinentes para salvaguar-
dar su seguridad física, su libertad, dignidad, integridad
física y mental, sus derechos humanos y la reparación
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del daño, así como el normal desarrollo de su personali-
dad en el caso de niñas, niños y adolescentes. 

Artículo 66. Las víctimas y ofendidos de los delitos pre-
vistos en la presente Ley y los testigos de cargo, además de
los derechos establecidos en la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, en el Código Federal de Pro-
cedimientos Penales y demás leyes secundarias, tendrán
los siguientes: 

I. En todo momento serán tratadas con humanidad, res-
peto por su dignidad, y, con estricto apego a derecho,
acceso inmediato a la justicia, la restitución de sus dere-
chos y reparación del daño sufrido; 

II. Estar presentes en el proceso, en sala distinta a la que
se encuentre el inculpado; 

III. Obtener la información que se requiera de las auto-
ridades competentes; 

IV. Solicitar y recibir asesoría por parte de autoridades
competentes, en los términos del párrafo segundo de la
fracción V del artículo 62 de la presente Ley, proporcio-
nada por experto en la materia, quien deberá mantener-
las informadas sobre la situación del proceso y procedi-
mientos, así como de los beneficios o apoyos a que
tienen derecho; 

V. Solicitar medidas precautorias o cautelares para la se-
guridad y protección de las víctimas, ofendidos y testi-
gos, en los términos del párrafo segundo de la fracción
V del artículo 62 de la presente Ley, para la investiga-
ción y persecución de los probables responsables del de-
lito y para el aseguramiento de bienes para la reparación
del daño; 

VI. Requerir al juez que al emitir una sentencia conde-
natoria, en la misma se sentencie a la reparación del da-
ño a favor de la víctima; 

VII. Contar, con cargo a las autoridades competentes,
con apoyo permanente de un grupo interdisciplinario de
especialistas que las asesore y apoye en sus necesidades
durante las diligencias, en los términos del párrafo se-
gundo de la fracción V del artículo 62 de la presente
Ley; 

VIII. Rendir o ampliar sus declaraciones sin ser identi-
ficados dentro de la audiencia, teniendo la obligación el

juez de resguardar sus datos personales y, si lo solicitan,
hacerla por medios electrónicos; 

IX. Participar en careos a través de medios remotos; 

X. Obtener copia simple gratuita y de inmediato, de las
diligencias en la que intervengan; 

XI. Coadyuvar con el Ministerio Público y aportar prue-
bas durante el proceso; 

XII. Conocer en todo momento el paradero del autor o
partícipes del delito del que fue víctima, ofendido o tes-
tigo; 

XIII. Ser notificado previamente de la libertad del autor
o autores del delito del que fue víctima, ofendido o tes-
tigo, y ser proveído de la protección correspondiente de
proceder la misma; 

XIV. Ser inmediatamente notificado y proveído de la
protección correspondiente, en caso de fuga del autor o
autores del delito del que fue víctima, ofendido o testi-
go, y 

XV. Tener el beneficio de la prueba anticipada, que po-
drá hacer valer el Ministerio Público de oficio o el re-
presentante de las víctimas y ofendidos por delitos que
sean menores de edad, cuando con la ayuda de un espe-
cialista se pueda determinar la necesidad de obtener su
declaración de manera anticipada, cuando por el trans-
curso del tiempo hasta que se llegase a la audiencia oral
la persona menor de edad no pudiere rendir su testimo-
nio o cuando la reiteración en su atesto sea altamente
perjudicial en su desarrollo psicológico. 

Artículo 67. Durante todas las etapas del proceso penal,
especialmente cuando se presuma que el o los sujetos acti-
vos del delito sean integrantes de la delincuencia organiza-
da, o haya algún nivel de involucramiento de ésta, las au-
toridades ministeriales y judiciales deberán aplicar, en los
términos del párrafo segundo de la fracción V del artículo
62 de la presente Ley, medidas para asegurar que la vícti-
ma, ofendido o testigo pueda declarar y rendir sus testimo-
nios libre de intimidación o temor por su seguridad y sus
vidas o las de sus familiares. 

Asimismo, se tomarán medidas para prevenir cualquier
riesgo de revictimización durante las diligencias, limitando
la exposición pública de las víctimas. 



Entre éstas medidas se incluirán, de manera enunciativa
pero no limitativa y de manera única o combinada, de
acuerdo a las necesidades de las víctimas y de las caracte-
rísticas y el entorno del delito cometido, las siguientes: 

I. Mecanismos judiciales y administrativos que les per-
mitan obtener reparación mediante procedimientos ex-
peditos, justos, poco costosos y accesibles, e informar-
les de sus derechos para obtener reparación mediante
estos mecanismos; 

II. Mantenerlas informadas en su idioma de su papel en
cada momento del proceso, así como del alcance, el de-
sarrollo cronológico y la marcha de las actuaciones y de
la decisión de sus causas; 

III. Permitir que sus opiniones y preocupaciones sean
presentadas y examinadas en las etapas apropiadas de
las actuaciones cuando estén en juego sus intereses, sin
perjuicio del derecho al debido proceso del acusado, y 

IV. Evitar demoras innecesarias en la resolución de las
causas y en la ejecución de los mandamientos o decre-
tos que concedan reparación del daño. 

CAPÍTULO II 
Protección y asistencia a las víctimas 

Artículo 68. La protección de las víctimas, ofendidos y
testigos de los delitos contenidos en la presente Ley com-
prenderá, además de lo previsto en el artículo 20 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
de los demás contemplados en esta Ley, los siguientes ru-
bros: 

I. Se garantizará a las víctimas de los delitos previstos
en la presente Ley, cuando sea necesario, alojamiento
adecuado, atención médica de calidad, acceso a la edu-
cación, capacitación y oportunidades de empleo, hasta
su total recuperación y resocialización. 

Asimismo, se les ofrecerán modelos de medio camino y
opciones dignas y viables para su reinserción social enca-
minada a la construcción de autonomía. 

II. Se garantizará a las víctimas de los delitos previstos
en esta Ley, atención física, psicológica y social hasta su
total recuperación y rehabilitación. 

Esta atención deberá ser proporcionada por autoridades
competentes en coordinación con organizaciones no guber-
namentales y otros sectores de la sociedad civil, en los tér-
minos del párrafo segundo de la fracción V del artículo 62
de la presente Ley. 

III. Las demás que resulten pertinentes para salvaguar-
dar su seguridad física, su libertad, dignidad, integridad
física y mental, sus derechos humanos y la reparación
del daño, así como el libre desarrollo de su personalidad
en el caso de niñas, niños y adolescentes. 

Artículo 69. Las víctimas, ofendidos y testigos recibirán la
asistencia material, jurídica, médica y psicológica que sea
necesaria, por conducto de las autoridades federales y esta-
tales encargadas en la materia, las que se podrán auxiliar de
organizaciones privadas, comunitarios y de la Sociedad Ci-
vil, en los términos del párrafo segundo de la fracción V
del artículo 62 de la presente Ley. 

En todo momento la autoridad que corresponda les infor-
marán y gestionarán los servicios de salud y sociales y de-
más asistencia pertinente. 

Artículo 70. Para mejor atender las necesidades de las víc-
timas de los delitos objeto de esta Ley, se proporcionará al
personal de policía, justicia, salud, servicios sociales, capa-
citación que los sensibilice sobre dichas necesidades, así
como directrices que garanticen que esta ayuda sea siem-
pre especializada y oportuna. 

Artículo 71. Al proporcionar servicios y asistencia a las
víctimas, se prestará atención a las necesidades especiales
que resulten por la índole de los daños sufridos o debido a
cualquier situación de vulnerabilidad. 

Artículo 72. Al aplicar las disposiciones de esta Ley, las
autoridades darán la debida consideración a factores huma-
nitarios y personales, especialmente para la reunificación
familiar en un entorno seguro. 

El Fondo contará con recursos específicos para estos fines. 

Artículo 73. Las víctimas, ofendidos y testigos tendrán de-
recho a que se les dicten cualquier tipo de medidas caute-
lares, providencias precautorias y protección personal, que
garanticen la vigencia y salvaguarda de sus derechos, las
cuales tendrá vigencia durante la investigación, proceso,
sentencia y ejecución de penas, y deberán ser adoptadas
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por el Ministerio Público y el Poder Judicial, en los térmi-
nos del párrafo segundo de la fracción V del artículo 62 de
la presente Ley. 

Artículo 74. Además de garantizar las medidas previstas
en el artículo 141 Bis del Código Federal de Procedimien-
tos Penales a las víctimas, ofendidos y testigos, el Ministe-
rio Público y el Poder Judicial deberán asegurar, en los tér-
minos del párrafo segundo de la fracción V del artículo 62
de la presente Ley, que durante las comparecencias y ac-
tuaciones de éstos sus declaraciones se desarrollen libres
de intimidación o temor por su seguridad o la de sus fami-
liares y personas cercanas, por lo que al menos garantiza-
rá: 

I. Medios remotos de distorsión de voz y rasgos; 

II. Comparecencia a través de Cámara de Gesell, y 

III. Resguardo de la identidad y otros datos personales. 

En los casos en que la víctima, ofendido o testigo declare
en contra de grupos de la delincuencia organizada, el Mi-
nisterio Público y el Poder Judicial adoptarán un conjunto
de medidas de carácter excepcional para resguardar su vi-
da, libertad, integridad, seguridad e identidad. 

CAPÍTULO III 
De los derechos de las víctimas extranjeras 

en México y de las víctimas mexicanas 
en el extranjero 

Artículo 75. Las autoridades responsables deberán asistir a
la víctima y proporcionarle asistencia migratoria, indepen-
dientemente de su situación migratoria. 

Además de adoptar las medidas previstas en el presente Tí-
tulo, las autoridades adoptarán, en los términos del párrafo
segundo de la fracción V del artículo 62 de la presente Ley,
medidas que permitan a las víctimas extranjeras de los de-
litos objeto de esta ley, permanecer en territorio nacional
hasta su total recuperación u obtener residencia permanen-
te. Estas medidas incluirán el derecho al retorno voluntario
asistido, la regularización en territorio nacional y, cuando
existan necesidades de protección internacional, el derecho
a acceder al procedimiento de reconocimiento de la condi-
ción de refugiado, previsto en la Ley sobre Refugiados y
Protección Complementaria. 

Bajo ninguna circunstancia se alojará a víctimas, naciona-
les o extranjeras, en centros preventivos, penitenciarios o
estaciones migratorias o cualquier otro sitio de detención
de personas. 

Artículo 76. La repatriación de las víctimas de los delitos
objeto de esta Ley será siempre voluntaria, y se realizará en
los términos de lo previsto en la Ley de Migración, su Re-
glamento y los protocolos de repatriación de víctimas vi-
gentes. 

Cuando la Secretaría reciba solicitud de repatriación de una
víctima de los delitos previstos en esta Ley, a un país del
que esa persona sea nacional o en el que tuviese derecho de
residencia permanente, velará por que se realice garanti-
zando su seguridad y la observancia plena de su derecho de
acceso a la justicia, pudiendo permanecer en el territorio
nacional hasta agotar el procedimiento penal correspon-
diente, si así fuere su deseo. 

Artículo 77. La Secretaría facilitará y aceptará sin demora
indebida o injustificada, la repatriación de las víctimas na-
cionales, garantizando en todo momento su seguridad. 

Cuando lo solicite un país de destino, la Secretaría, verifi-
cará, sin demora indebida o injustificada, si la víctima es su
connacional o tenía derecho de residencia permanente en el
territorio nacional en el momento de su entrada en el terri-
torio del país de destino. 

Artículo 78. La Secretaría otorgará visas por razones hu-
manitarias a las víctimas extranjeras de los delitos previs-
tos en esta Ley, así como a sus ascendientes y descendien-
tes en primer grado durante el período de espera y durante
el procedimiento penal. 

En los casos que así lo ameriten, en los términos previstos
en la Ley de Migración, estas visas contarán con permisos
para laborar y podrán convertirse en permisos de residen-
cia permanente a solicitud de la víctima. 

Artículo 79. A fin de facilitar la repatriación de las vícti-
mas mexicanas en el exterior o con derecho de residencia
en México, que carezcan de documentación migratoria o
de identidad, la Secretaría expedirá, previa solicitud del pa-
ís de destino, los documentos que sean necesarios para que
puedan viajar y reingresar a territorio nacional. 

Las autoridades responsables deberán coordinarse con las
autoridades del país de origen o de residencia de las vícti-



mas extranjeras para la expedición de los documentos de
identidad o viaje necesarios para su retorno seguro, esta-
bleciendo las salvaguardias que resulten necesarias. 

Artículo 80. Las disposiciones del presente Capítulo no
afectarán los derechos reconocidos a las víctimas de trata
de personas con arreglo al derecho interno del País de Des-
tino. 

Tampoco se interpretará en perjuicio de cualquier acuerdo
o arreglo bilateral o multilateral aplicable que rija total o
parcialmente, la repatriación de las víctimas de los delitos
previstos en esta Ley. 

CAPÍTULO IV
De la protección y asistencia a las 

víctimas y el fondo 

Artículo 81. Los ejecutivos Federal, de los estados y del
Distrito Federal establecerán, en el ámbito de sus respecti-
vas competencias, un fondo para la protección y asistencia
a las víctimas de los delitos previstos en la presente Ley. 

Los Fondos se constituirán en los términos y porcentajes
que establezca el Reglamento respectivo y se integrarán de
la siguiente manera: 

I. Recursos previstos para dicho fin en los presupuestos
de egresos de la Federación, de los estados y del Distri-
to Federal; 

II. Recursos obtenidos por la enajenación de bienes de-
comisados en procesos penales que correspondan a los
delitos materia de la presente Ley; 

III. Recursos adicionales obtenido por los bienes que
causen abandono; 

IV. Recursos producto de los bienes que hayan sido ob-
jeto de extinción de dominio y estén relacionados con la
comisión de los delitos previstos en esta Ley; 

V. Recursos provenientes de las fianzas o garantías que
se hagan efectivas cuando los procesados incumplan
con las obligaciones impuestas por la autoridad judicial; 

VI. Recursos que se produzcan por la administración de
valores o los depósitos en dinero, de los recursos deri-
vados de los Fondos para la Atención de Víctimas, dis-
tintos a los que se refiere la fracción anterior, y 

VII. Las donaciones o aportaciones hechas a su favor
por terceros. 

El Fondo Federal para la Atención de Víctimas de los deli-
tos previstos en esta Ley será administrado por la instancia
y en los términos que disponga el Reglamento, siguiendo
criterios de transparencia, oportunidad, eficiencia y racio-
nalidad que serán plasmados en el Reglamento correspon-
diente, el cual determinará los criterios de asignación de re-
cursos. 

Los recursos que integren el Fondo así como los que desti-
ne la Federación a los Fondos de Protección y Asistencia a
las Víctimas de los estados y el Distrito Federal, serán fis-
calizados por la Auditoría Superior de la Federación. 

Asimismo, las instancias encargadas de la revisión de la
cuenta pública en los ámbitos de sus respetivas competen-
cias, fiscalizarán los Fondos de Protección y Asistencia a
las Víctimas de los Estados y el Distrito Federal, en los tér-
minos de la legislación local aplicable. 

Los recursos del Fondo, así como los correspondientes a
los fondos de las entidades federativas, provenientes de las
fracciones II, III, IV, V y VII del presente artículo, podrán
utilizarse para el pago de la reparación del daño a la vícti-
ma, en los términos de las legislaciones Federal y locales
en materia de extinción de dominio, en caso de que los re-
cursos del sentenciado sean insuficientes para cubrir el
monto determinado por el juzgador. 

Artículo 82. El monto que determine el juez para la repa-
ración del daño deberá resarcir a las víctimas y ofendidos
por los daños ocasionados por cualquiera de las conductas
típicas incluidas en la presente Ley. 

Ese resarcimiento comprenderá la devolución de los bienes
o el pago por los daños o pérdidas sufridos, el reembolso
de los gastos realizados como consecuencia de la victimi-
zación, la prestación de servicios y la restitución de sus de-
rechos, incluyendo: 

I. Costos de tratamientos médicos, medicinas, exámenes
clínicos e intervenciones necesarias, prótesis o aparatos
ortopédicos, de ser el caso, hasta la total recuperación de
la víctima y su rehabilitación; 

II. Costos de terapias o tratamientos psiquiátrico, psico-
lógico y rehabilitación física, social y ocupacional has-
ta la total recuperación de la víctima; 
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III. Costos de transporte, incluido el de retorno a su lu-
gar de origen, si así lo decide la víctima, gastos de ali-
mentación, vivienda provisional, vestido y los que sean
necesarios; 

IV. Pérdida de oportunidades, en particular las de em-
pleo, educación y prestaciones sociales; 

V. Daños materiales y pérdida de ingresos, incluida la
indemnización laboral por el tiempo que no pudo labo-
rar en su trabajo perdido; 

VI. Los gastos de asistencia y representación jurídica o
de peritos hasta la total conclusión de los procedimien-
tos legales necesarios; 

VII. Si así lo solicita la víctima, una declaración oficial
o decisión judicial que restablezca la dignidad, la repu-
tación y los derechos de la víctima y de las personas es-
trechamente vinculadas a ella. 

En los casos en que el sujeto o sujetos activos del delito se-
an miembros de la delincuencia organizada nacional o tras-
nacional, la víctima, ofendidos y testigos tendrán derecho
a cambio de identidad y de residencia, 

Cuando funcionarios públicos u otros agentes que actúen a
título oficial, cometan cualquiera de los delitos objeto de
esta Ley, las víctimas serán resarcidas por el Estado, con-
forme a la legislación en materia de responsabilidad patri-
monial, a través de las dependencias o instancias cuyos
funcionarios o agentes hayan sido responsables de los deli-
tos o los daños causados. 

A solicitud de la víctima, quien encabece dicha dependen-
cia o instancia, deberá emitir una declaración oficial que
restablezca la dignidad, la reputación y los derechos de la
víctima y víctima indirecta. 

CAPÍTULO V
Del Programa de Protección a Víctimas y Testigos 

Artículo 83. La Procuraduría elaborará un programa para
ofrecer cambio de identidad y reubicación a víctimas, ofen-
didos y testigos de los delitos objeto de la presente Ley, cu-
ya integridad pueda estar amenazada. 

El Centro Federal de Protección a Personas será responsa-
ble de supervisar y coordinar la puesta en marcha de este
Programa, y su titular responsable de decidir sobre la ad-

misión, duración de la protección, medidas a aplicarse, po-
líticas de confidencialidad, operación y procedimientos. 

El Centro Federal de Protección a Personas será competen-
te para diseñar y aplicar este programa, y única responsa-
ble de la seguridad física, traslado y cambio de identidad
de las personas admitidas. 

LIBRO SEGUNDO 
De la política de Estado 

TÍTULO PRIMERO 
De la Comisión Intersecretarial 

y el Programa Nacional 

CAPÍTULO I
De la Comisión Intersecretarial 

Artículo 84. El Gobierno Federal, conforme al Artículo 21
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,
establecerá una Comisión Intersecretarial para Prevenir,
Combatir y Sancionar los Delitos en Materia de Trata de
Personas, que tendrá por objeto: 

I. Definir y coordinar la implementación de una Política
de Estado en materia de Trata de Personas y demás ob-
jeto previstos en esta ley; 

II. Impulsar y coordinar en toda la República la vincu-
lación interinstitucional para prevenir y sancionar los
delitos objeto de esta Ley; 

III. Inspección y vigilancia de los programas, acciones y
tareas; 

IV. Evaluación, rendición de cuentas y transparencia sin
perjuicio de las atribuciones que en dichas materias co-
rrespondan a otras instancias. 

Artículo 85. La Comisión estará integrada por los titulares
de las siguientes dependencias: 

I. Secretaría de Gobernación; 

II. Secretaría de Comunicaciones y Transportes; 

III. Secretaría de Relaciones Exteriores; 

IV. Secretaría de Seguridad Pública; 



V. Secretaría del Trabajo y Previsión Social; 

VI. Secretaría de Salud; 

VII. Secretaría de Desarrollo Social; 

VIII. Secretaría de Educación Pública; 

IX. Secretaría de Turismo; 

X. Procuraduría General de la República; 

XI. Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la
Familia; 

XII. Procuraduría Social de Atención a Víctimas del De-
lito; 

XIII. Instituto Nacional de las Mujeres; 

XIV. Instituto Nacional de Migración, y 

XV. Instituto Nacional de Ciencias Penales. 

Por cada miembro propietario habrá un suplente designado
por el titular, quien en su caso deberá tener nivel inmedia-
to inferior o equivalente. 

En las reuniones el suplente contará con las mismas facul-
tades que los propietarios. 

Artículo 86. Podrán participar en las reuniones de la Co-
misión Intersecretarial, con derecho a voz pero sin voto: 

I. Un representante de cada una de las Cámaras del Con-
greso de la Unión, designado por los respectivos Plenos
camarales; 

II. Un representante del Poder Judicial de la Federación,
designado por el Consejo de la Judicatura Federal; 

III. Tres Gobernadores, designados por la Conferencia
Nacional de Gobernadores; 

IV. Un representante de cada una de las organizaciones
de municipios, designados por el Pleno de las propias
organizaciones; 

V. Un representante de la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos; 

VI. Un representante del Consejo Nacional de Pobla-
ción; 

VII. Tres representantes de la Organización de Organis-
mos Oficiales de Defensa de los Derechos Humanos; 

VIII. Tres representantes de la Conferencia Nacional de
Procuradores Generales de Justicia; 

IX. Un representante del Consejo Nacional de Seguri-
dad Pública; 

X. Tres representantes de organizaciones de la sociedad
civil; 

XI. Tres expertos académicos con conocimiento y tra-
bajo relevante sobre el tema de trata de personas. 

Artículo 87. La Comisión será presidida por el Secretario
de Gobernación. 

La Secretaría Técnica será ocupada por la persona Titular
de  la Unidad de Promoción y Defensa de los Derechos Hu-
manos de dicha Secretaría. 

Artículo 88. La Comisión tendrá las siguientes facultades
y competencias: 

I. Proponer su Reglamento Interno; 

II. Elaborar el proyecto de Programa Nacional, que con-
tendrá la política del Estado Mexicano en relación a es-
tos delitos. 

Este Programa deberá incluir las estrategias y políticas del
Estado Mexicano de prevención, protección y asistencia, y
persecución. 

Deberá contener, también, políticas generales y focalizadas
en materia de prevención, investigación, persecución y
sanción, así como de protección, asistencia y resocializa-
ción de víctimas, ofendidos y testigos; 

III. Establecer las bases para la coordinación nacional
entre los tres poderes y órdenes de gobierno, organis-
mos oficiales de defensa de los derechos humanos, or-
ganizaciones de la sociedad civil, organismos e instan-
cias internacionales e instituciones académicas, en el
diseño y la aplicación del Programa Nacional; 
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IV. Adoptar políticas y programas que incluyan la coo-
peración de organizaciones civiles, a fin de: 

a) Elaborar el Programa Nacional; 

b) Establecer lineamientos de coordinación para la
aplicación del Programa; 

c) Facilitar la cooperación con otros países, principal-
mente aquellos que reporten el mayor número de víc-
timas extranjeras y los identificados como de tránsito
o destino de las víctimas mexicanas, y 

d) Coordinar la recopilación y el intercambio de datos
de los delitos previstos en esta Ley, respetando la con-
fidencialidad de las víctimas. 

V. Desarrollar campañas de prevención y educación, así
como programas de desarrollo local que permitan pre-
venir los delitos en materia de trata de personas; 

VI. Impulsar, promover y suscribir convenios de cola-
boración interinstitucional y suscribir acuerdos de coor-
dinación: 

a) Con los gobiernos de las entidades federativas y el
Distrito Federal, en materia de diseño y operación de
programas de asistencia inmediata a las víctimas de
trata interna y demás delitos previstos en esta Ley en
materia de seguridad, tránsito o destino, con el propó-
sito de atenderlas o asistirlas en su regreso a su lugar
de origen, así como para la detección de víctimas y po-
sibles víctimas y para implementar medidas que impi-
dan la operación de lugares que promuevan el delito de
trata de personas, que afecten especialmente a muje-
res, niñas, niños y adolescentes; 

b) Interinstitucionales entre dependencias del gobierno
federal, en materia de seguridad, internación, tránsito
o destino de las víctimas extranjeras o mexicanas en el
extranjero, con el propósito de protegerlas, orientarlas,
asistirías en su regreso a su lugar de origen o en su re-
patriación voluntaria; así como para prevenir los deli-
tos objeto de esta Ley en todo el territorio nacional y
perseguir y sancionar a quienes intervengan en su co-
misión. 

VII. Los convenios de colaboración interinstitucional y
acuerdos deberán ajustarse, en lo conducente, a las ba-

ses previas en la Ley General del Sistema Nacional de
Seguridad Pública y en la Ley General de Migración. 

Estos convenios y acuerdos podrán suscribirse con or-
ganizaciones de la sociedad civil y la academia, con los
siguientes fines: 

a) Informar y capacitar con perspectiva de género, de
derechos humanos y conforme al interés superior de la
niñez, sobre los conceptos fundamentales y las impli-
caciones de los delitos previstos en esta Ley y de los
instrumentos internacionales relacionados con la ma-
teria al personal de la administración pública federal
relacionado con este fenómeno delictivo; 

b) Promover la investigación científica y el intercam-
bio de experiencias entre organismos e instituciones a
nivel nacional e internacional, incluyendo organiza-
ciones de la sociedad civil vinculadas con la protec-
ción de los derechos de las niñas, niños, adolescentes
y mujeres; 

c) Informar a la población acerca de los riesgos e im-
plicaciones de los delitos previstos en esta Ley, los me-
canismos para prevenir su comisión o revictimización,
así como de las diversas modalidades de sometimien-
to para cometerlos; 

d) Informar y advertir al personal de empresas de to-
dos los sectores susceptibles de ser medios para la co-
misión de estos delitos, acerca de la responsabilidad en
que pueden incurrir en caso de facilitar o no impedir
las conductas inherentes a ellos, así como orientarlos
en la prevención. 

VIII. Recopilar, con la ayuda del Sistema Nacional de
Seguridad Pública y la Conferencia Nacional de Procu-
radores y demás instituciones y organismos pertinentes,
los datos estadísticos relativos a la incidencia delictiva
en materia de los delitos previstos en esta Ley, con la fi-
nalidad de publicarlos periódicamente. 

Dicha información deberá contener de manera desagre-
gada: 

a) El número de víctimas, su sexo, estado civil, edad,
nacionalidad o lugar de origen, forma de reclutamien-
to, modalidad de victimización, lugares de destino y,
en su caso, calidad migratoria, cuando proceda; 



b) Los datos correspondientes a las rutas y los métodos
de transportación que utilizan las personas y organiza-
ciones delictivas que cometen los delitos previstos en
esta Ley, y 

c) Aquélla referente al tránsito fronterizo internacional
relacionado con las víctimas de los delitos previstos en
esta Ley. 

IX. Diseñar políticas adecuadas y seguras para la repa-
triación de víctimas de los delitos objeto de esta Ley; 

X. Promover acuerdos con asociaciones, fundaciones y
demás organismos no gubernamentales que tengan co-
mo objetivo prevenir y combatir los delitos objeto de es-
ta Ley y proteger a las víctimas, con el fin de poner en
marcha proyectos estratégicos dirigidos a alcanzar los
objetivos de la presente Ley; 

XI. Establecer programas de asistencia y apoyo para la
reunificación familiar y social de las víctimas del delito
objeto de esta Ley; 

XII. Realizar campañas para promover la denuncia de
los delitos objeto de esta Ley y lograr la detección, per-
secución y desarticulación de las redes delictivas de los
delitos previsto en esta Ley; 

XIII. Desarrollar programas educativos sobre los ries-
gos en el uso de internet y redes sociales; 

XIV. Desarrollar programas para la protección de datos
personales y control de la información personal, que in-
cluya distintas formas de operación para el reclutamien-
to, modos y formas de intervención de cuentas, y res-
tricciones de envío de fotografías personales e íntimas; 

XV. En coordinación con la Secretaría, monitorear y vi-
gilar de manera permanente que los anuncios clasifica-
dos que se publiquen por cualquier medio, conforme a
los lineamientos que emitirá para este efecto. 

Artículo 89. Las dependencias integrantes de la Comisión
tendrán las siguientes obligaciones: 

I. La Secretaría de Gobernación coordinará los trabajos
de la Comisión y servirá de enlace con los titulares de
los poderes ejecutivo, legislativo y judicial de los tres
órdenes de gobierno, en materia de las políticas públicas
de necesaria implementación, con el objeto de fortalecer

la prevención y sanción de los delitos previstos en esta
Ley, así como de la protección y asistencia de las vícti-
mas de este delito, incluyendo apoyar las medidas nece-
sarias para dar cumplimiento a la Ley Federal contra la
Delincuencia Organizada en materia de protección de
testigos y sus familias y demás agentes vinculados a la
comisión del delito; 

II. La Secretaría de Relaciones Exteriores diseñará y co-
ordinará un programa de protección y atención especia-
lizada a las víctimas de los delitos previstos en esta Ley
que se aplicará en las representaciones consulares en el
extranjero. Asimismo, se coordinará con la Secretaria de
Gobernación, el Instituto Nacional de Migración y el
Consejo Nacional de Población para proponer las medi-
das necesarias para garantizar la estancia de las víctimas
en territorio nacional por el tiempo necesario y hasta an-
tes de su regreso voluntario a su lugar de origen o resi-
dencia permanente; 

III. La Secretaría de Seguridad Pública, diseñará y eje-
cutará programas permanentes con el objeto de garanti-
zar la vigilancia debida en las estaciones de ferrocarril,
terminales de autobuses, aeropuertos y puertos maríti-
mos y cruces fronterizos, con el objeto de prevenir y de-
tectar la probable comisión de los delitos previstos en
esta Ley; 

IV. El Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de
Seguridad Pública recabará la información relativa a la
incidencia delictiva en materia de los delitos previstos
en esta Ley y generará un banco de datos que contendrá,
como mínimo, la nacionalidad, edad, estado civil y sexo
de los sujetos activo y pasivo, así como el modo de ope-
rar de las redes vinculadas a la delincuencia organizada
y la forma en que sus miembros fueron detectados, de-
tenidos y remitidos ante el Ministerio Público compe-
tente, ya sea del fuero común o federal; 

V. La Secretaría de Desarrollo Social diseñará y aplica-
rá modelos que permitan combatir las causas estructura-
les que generan condiciones de mayor riesgo y vulnera-
bilidad frente a los delitos previstos en esta Ley, con
especial referencia a la pobreza, marginación y la des-
igualdad social; 

VI. La Secretaría de Educación Pública en coordinación
con la Secretaría de Gobernación, diseñará módulos de
prevención para los distintos ciclos escolares que serán
incluidos en el currículum de la educación básica; 
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VII. La Secretaría de Salud apoyará la debida atención
física y psicológica a los albergues para víctimas de los
delitos previstos en esta Ley. Asimismo, diseñará una
estrategia nacional para informar a la sociedad acerca de
los riesgos que para la salud significa la comisión de es-
tos delitos; 

VIII. La Secretaría del Trabajo y Previsión Social brin-
dará capacitación para el trabajo, ofrecerá oportunida-
des de su bolsa de trabajo y firmará convenios con em-
presas para brindar oportunidades de rehabilitación y
resocialización a las víctimas del delito previsto en esta
Ley por medio de oportunidades de empleo, así como
incrementará sus inspecciones a los centros laborales,
en el ámbito de su competencia, para prevenir y detec-
tar oportunamente dicho delito; 

IX. La Secretaría de Turismo diseñará programas y po-
líticas públicas para desalentar el turismo sexual, capa-
citando al personal de las áreas de servicio de dicho sec-
tor, así como diseñará e implementará campañas dentro
y fuera del país para prevenir y desalentar la prolifera-
ción del delito previsto en esta Ley, en cualquier activi-
dad relacionada a su ámbito de competencia; 

X. La Procuraduría elaborará y ejecutará programas de
prevención del delito de trata de personas, con la finali-
dad de fortalecer la denuncia ciudadana y la solidaridad
social; promoverá en la Conferencia Nacional de Procu-
radores las políticas públicas necesarias para la preven-
ción del delito a escala nacional y propondrá la armoni-
zación legislativa de los tipos penales vinculados a esta
materia en todo el país; se coordinará con la Secretaría
de Seguridad Pública con el objeto de actualizar los da-
tos relativos a la incidencia delictiva en todo el país con
la finalidad de dar seguimiento al estado en el que se en-
cuentren los procesos penales de aquellos sujetos dete-
nidos y consignados por la comisión de delitos en mate-
ria de trata de personas; será responsable de establecer
una Fiscalía Especializada para la persecución de estos
delitos, cuyos sujetos activos se sospeche pertenecen a
la delincuencia organizada nacional o internacional, e
implementará mecanismos de investigación de inteli-
gencia, una Unidad de Protección a Víctimas y Testigos
de la trata de personas y promoverá las medidas de pro-
tección procesal a su favor; 

XI. El Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de
la Familia se encargará de la protección y atención an-

tes, durante y después del proceso, de todas aquellas
víctimas del delito menores de 18 años cuidando que sus
necesidades especiales sean satisfechas en los albergues
para víctimas del ilícito de trata de personas; 

XII. La Procuraduría Social de Atención a las Víctimas
del Delito, brindará atención oportuna e integral a las
víctimas u ofendidos de delitos, por sí misma o en coor-
dinación con instituciones especializadas, en términos
de la normativa aplicable; coadyuvará al eficaz desem-
peño de las autoridades con competencia en esta mate-
ria, y diseñará y ejecutará políticas, programas y esque-
mas de colaboración y coordinación interinstitucional
de atención a víctimas u ofendidos de delitos; 

XIII. El Instituto Nacional de Migración, en coordina-
ción con las Secretarias de Gobernación, de Relaciones
Exteriores y el Consejo Nacional de Población imple-
mentará las medidas necesarias para garantizar la estan-
cia de las víctimas del delito de trata de personas en te-
rritorio nacional por el tiempo necesario y hasta antes de
su regreso voluntario a su lugar de origen o de residen-
cia permanente; 

XIV. El Instituto Nacional de las Mujeres se encargará
de la protección y atención antes, durante y después del
proceso, de todas aquellas mujeres víctimas del delito,
cuidando que sus necesidades especiales sean satisfe-
chas en los albergues para víctimas de los delitos pre-
vistos en esta Ley; 

XV. El Instituto Nacional de Ciencias Penales diseñará
e implementará programas de capacitación, formación y
actualización en materia de prevención y sanción de la
esclavitud, trata de personas o explotación, dirigidos,
como mínimo, a los Agentes Federales de Investigación
y a los Agentes del Ministerio Público de la Federación. 

Artículo 90. La Comisión deberá diseñar y supervisar el
funcionamiento de modelos únicos de asistencia y protec-
ción para las víctimas, posibles víctimas, ofendidos y testi-
gos de los delitos objeto de esta Ley, mismos que serán
desarrollados por las dependencias y entidades de la Admi-
nistración Pública Federal, en el ámbito de sus respectivas
competencias, que deberán comprender como mínimo: 

I. Orientación jurídica, incluida la migratoria, asistencia
social, educativa y laboral a las víctimas de los delitos
previstos en esta Ley. 



En el caso de que las víctimas pertenezcan a algún pueblo
o comunidad indígena o hablen un idioma diferente al es-
pañol, se les designará un traductor que les asistirá en todo
momento. 

II. Asistencia social, humanitaria, médica, psicológica,
psiquiátrica, aparatos ortopédicos y prótesis a las vícti-
mas de los delitos objeto de esta Ley, hasta su total re-
cuperación; 

III. Oportunidades de empleo, educación y capacitación
para' el trabajo a las víctimas del delito a través de su in-
tegración en programas sociales. 

En aquellos casos en que el o los sujetos activos de los de-
litos formen parte de la delincuencia organizada, se debe-
rán diseñar programas especiales que no pongan en riesgo
su vida, su seguridad y su integridad, incluyendo el cambio
de identidad y su reubicación. 

IV. Construcción de albergues, refugios y casas de me-
dio camino especializados para las víctimas, ofendidos
y testigos de los delitos previstos en esta Ley, donde se
garantice un alojamiento digno por el tiempo necesario,
asistencia material, médica, psiquiátrica, psicológica,
social, alimentación y cuidados atendiendo a sus necesi-
dades y a su evolución; 

V. Garantizar que la estancia en los refugios, albergues,
y casas de medio camino o en cualquier otra instalación
diseñada para la asistencia y protección de las víctimas
de los delitos previstos en la presente Ley sea de carác-
ter voluntario y cuenten con medios para poder comuni-
carse, siempre y cuando el o los sujetos activos del de-
lito no se presuman integrantes de la delincuencia
organizada y estas medidas pongan en peligro su vida,
su integridad y su seguridad y las de las demás víctimas
con las que comparta las medidas de protección y asis-
tencia; 

VI. Garantizar que bajo ninguna circunstancia se alber-
gue a víctimas nacionales o extranjeras, en centros pre-
ventivos, penitenciarios o estaciones migratorias, ni lu-
gares habilitados para ese efecto; 

VII. Garantizar protección frente a posibles represalias,
intimidaciones, agresiones o venganzas de los responsa-
bles del delito o de quienes estén ligados con ellos a: 

a) Las víctimas; 

b) Los familiares o personas que se encuentren unidas
a la víctima por lazos de amistad o de estima; 

c) Los testigos y personas que aporten información re-
lativa al delito o que colaboren de alguna otra forma
con las autoridades responsables de la investigación,
así como a sus familias; 

d) A los miembros de la sociedad civil o de organiza-
ciones no gubernamentales que se encuentran brindan-
do apoyo a la víctima, sus familiares o testigos. 

VIII. Medidas para garantizar la protección y asistencia,
incluyendo, por lo menos, protección física, adjudica-
ción a cargo de la Procuraduría de un nuevo lugar de re-
sidencia, cambio de identidad, ayuda en la obtención de
empleo, así como aquellas medidas humanitarias que
propicien la unificación familiar, también a cargo de la
Procuraduría. 

A fin de llevar a cabo las medidas de protección antes cita-
das, podrá hacerse uso de los recursos del Fondo, sujetán-
dose a las disposiciones aplicables. 

Artículo 91. La Comisión fomentará acciones tendientes a
fortalecer la solidaridad y prevención social del delito con-
forme a los siguientes criterios: 

I. Sensibilizar a la población, sobre el delito de trata de
personas y demás delitos previstos en esta ley, los ries-
gos, causas, consecuencias, los fines y medidas de pro-
tección, así como los derechos de las víctimas y posibles
víctimas; 

II. Desarrollar estrategias y programas dirigidos a des-
alentar la demanda que provoca la trata de personas y
demás delitos previstos en esta ley; 

III. Realizar campañas de información acerca de los mé-
todos utilizados por los responsables de los delitos pre-
vistos en esta Ley para captar o reclutar a las víctimas; 

IV. Informar sobre las consecuencias y daños que sufren
las víctimas de la trata de personas y demás delitos pre-
vistos en esta ley, tales como daños físicos, psicológi-
cos, adicciones, peligros de contagio de infecciones de
transmisión sexual, entre otros; 

V. Establecer medidas destinadas a proteger los dere-
chos y la identidad de las víctimas por parte de los me-
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dios de comunicación, para que en caso de no respetar
sus derechos, incurran en responsabilidad. Se exceptúa
cuando la información sea en torno a los sujetos activos
y las consecuencias de este delito, de forma comprome-
tida para su prevención y no su promoción y fomento. 

CAPÍTULO II 
Del Programa Nacional 

Artículo 92. La Comisión diseñará el proyecto del Progra-
ma Nacional, que definirá la Política del Estado Mexicano
frente a los delitos previstos en ésta ley, que deberá con-
templar, como mínimo, los siguientes rubros: 

I. Diagnóstico de la incidencia, modalidades, causas y
consecuencias y su comportamiento delictivo, así como
los grupos afectados o en mayor grado de vulnerabili-
dad; 

II. Compromisos adquiridos por el Gobierno de México
sobre la materia frente a la comunidad internacional; 

III. Estrategias y la forma en que el Estado Mexicano se
coordinará y actuará uniformemente, la distribución de
competencias y las instituciones gubernamentales res-
ponsables de la prevención, protección, asistencia y per-
secución; 

IV. Elaboración de un Inventario de Recursos Existen-
tes; 

V. Protocolos de Atención para la Coordinación Inte-
rinstitucional; 

VI. Ruta Crítica con tiempos, atribuciones y obligacio-
nes; 

VII. Políticas Públicas para cumplir con las Estrategias
de Prevención, Protección y Asistencia y Persecución; 

VIII. Normas Oficiales de Coordinación Interinstitucio-
nal; 

IX. Formas y necesidades de coordinación e intercam-
bio de información internacional y nacional; 

X. Programas de Capacitación y Actualización perma-
nente para los tres poderes y los tres órdenes de gobier-
no. 

Artículo 93. Las autoridades judiciales y ministeriales da-
rán a conocer a la sociedad los resultados de las evaluacio-
nes que realicen, así como la demás información global
que permita medir el desarrollo y los avances de la evolu-
ción nacional y estatal de los delitos previstos en esta Ley,
así como su prevención, combate y sanción. 

La Comisión Intersecretarial elaborará, con la información
que reciba de todas las dependencias participantes de los
tres órdenes de gobierno, un informe anual el cual conten-
drá los resultados obtenidos por el Programa Nacional. 

Este informe será remitido al C. Presidente Constitucional
de los Estados Unidos Mexicanos y las dos Cámaras del
Congreso de la Unión y se le dará una amplia difusión en
los medios de comunicación en todo el territorio nacional. 

Artículo 94. Corresponderá a la Comisión Intersecretarial,
a la Secretaría y a la Procuraduría, en el ámbito de sus com-
petencias, la evaluación de avances y resultados de los
programas para la prevención, combate y sanción de los
delitos previstos en esta Ley, y de la protección y asisten-
cia a las víctimas, sin perjuicio de la que las autoridades lo-
cales realicen en sus respectivas evaluaciones. 

Dicha evaluación y la de las autoridades locales, serán sis-
temáticas y permanentes. 

Sus resultados serán tomados como base para que las auto-
ridades ministeriales y judiciales, en el ámbito de su com-
petencia, adopten las medidas procedentes. 

Artículo 95. En el seguimiento y evaluación de los resul-
tados que se obtengan en la ejecución de los convenios y
acuerdos señalados en las fracciones VI y VII del artículo
82 de esta Ley, intervendrán la Conferencia Nacional de
Procuradores, el Consejo Nacional de Seguridad Pública y
la Comisión Intersecretarial. 

Los convenios y acuerdos deberán ajustarse, en lo condu-
cente, a las bases previas en la Ley General que Establece
las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Segu-
ridad Pública y en la Ley General de Población, y podrán
suscribirse con organizaciones de la sociedad civil y la aca-
demia con los fines y criterios señalados en la fracción VII
del artículo 57 de esta Ley. 



CAPÍTULO TERCERO 
De la evaluación del Programa Nacional 

Artículo 96. Sin menoscabo de lo señalado en los párrafos
anteriores, las instituciones a que se refiere este artículo es-
tán obligadas a generar indicadores sobre su avance en la
aplicación de métodos para prevenir y eliminar cualquier
modalidad de los delitos previstos en esta Ley, con la fina-
lidad de que sean sujetas a evaluación sobre la materia. 

Tales indicadores serán de dominio público y se difundirán
por los medios disponibles. 

Artículo 97. Las autoridades federales, estatales, munici-
pales y del Distrito Federal responsables de prevenir, per-
seguir y sancionar el delito de trata de personas y demás
delitos objeto de esta Ley, así como las responsables de
prestar asistencia y protección a las víctimas, se reunirán
periódicamente con el propósito de analizar e intercambiar
opiniones sobre el desarrollo del Programa Nacional, así
como de los estados, municipios y del Distrito Federal, con
el fin de formular recomendaciones y convenir acciones
para apoyar la lucha por la erradicación de este fenómeno
social en todas sus manifestaciones y modalidades. 

Estas reuniones serán presididas por la Secretaría y convo-
cadas por la Comisión Intersecretarial. 

TÍTULO SEGUNDO 
De la prevención de los delitos previstos en esta ley

CAPÍTULO I 
De las políticas y programas de prevención 

Artículo 98. Las autoridades de los tres órdenes de gobier-
no, en el ámbito de sus respectivas competencias y de las
facultades y obligaciones establecidas en esta Ley, estable-
cerán y ejecutarán políticas, programas, acciones y otras
medidas, con la finalidad de contribuir a erradicar los deli-
tos objeto de la presente Ley. 

Artículo 99. La Secretaría y sus instancias equivalentes en
las entidades federativas aplicarán medidas tales como ac-
tividades de investigación y campañas de información y di-
fusión, así como coordinar el diseño y puesta en marcha de
iniciativas sociales y económicas, con miras a prevenir y
combatir los delitos previstos en la presente Ley. 

Artículo 100. Las políticas, los programas y demás medi-
das que se adopten para la prevención de los ilícitos conte-

nidos en esta Ley incluirán, cuando proceda, la coopera-
ción con organizaciones no gubernamentales, otras organi-
zaciones pertinentes y otros sectores de la sociedad. 

Artículo 101. Las autoridades de los distintos órdenes de
gobierno implementarán medidas legislativas, educativas,
sociales y culturales, a fin de desalentar la demanda que
propicia cualquier forma de explotación que provoca la tra-
ta de personas y demás delitos objeto de esta Ley. 

Artículo 102. La Secretaría, adoptará y ejecutará todas las
medidas necesarias para proteger a los inmigrantes o emi-
grantes, y en particular a las mujeres, niñas, niños y ado-
lescentes, en el lugar de partida, durante el viaje y en el lu-
gar de destino. 

Artículo 103. La Secretaría de Seguridad Pública, adopta-
rá las medidas adecuadas para garantizar la vigilancia en
las estaciones de ferrocarril, en los aeropuertos, en los
puertos marítimos, en las garitas y puntos fronterizos y en
otros lugares públicos, a fin de impedir la comisión del de-
lito de trata de personas y demás delitos previstos en esta
Ley. 

Artículo 104. La Secretaría de Seguridad Pública y autori-
dades estatales, municipales y del Distrito Federal, dentro
del ámbito de sus competencias, supervisarán negocios que
puedan ser propicios para la comisión del delito previsto en
esta Ley, realizando inspecciones en agencias de modelaje
o artísticas, salas de masajes, bares, cantinas, hoteles, ci-
nes, servicio de Internet, baños públicos u otros. 

Para autorizar la operación de los negocios que presten ser-
vicio de Internet, deberán contar con filtros parentales y
defensa contra intromisiones no deseadas. 

Las Autoridades Municipales y de las Demarcaciones Te-
rritoriales del Distrito Federal, de conformidad con sus
atribuciones y facultades, deberán adoptar las medidas ne-
cesarias para la inspección de las agencias de colocación, a
fin de impedir que las personas que buscan trabajo, en es-
pecial las mujeres, niñas, niños y adolescentes se expongan
al peligro de la trata de personas y demás delitos previstos
en esta ley. 

Artículo 105. Las autoridades de procuración de justicia y
policiales de los distintos órdenes de gobierno, procederán
a la búsqueda inmediata de cualquier mujer, niña, niño o
adolescente o cualquier persona que le sea reportado como
extraviado, sustraído o ausente, librando una alerta general
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a todas las instancias de procuración de justicia y policia-
les en todo el territorio nacional y fuera de éste, así como
al Instituto Nacional de Migración y a la Secretaría de Re-
laciones Exteriores para impedir que la persona reportada
pueda ser sacada del país. 

Artículo 106. Queda prohibida toda publicidad o insercio-
nes pagadas en los medios de comunicación masiva de
cualquier índole, que incluya en sus publicaciones anun-
cios de contacto sexual o que promueva la prostitución y la
pornografía que pueda propiciar la trata de personas y de-
más delitos previstos en el presente ordenamiento. 

CAPÍTULO II 
Atención Preventiva a Zonas y Grupos 

de Alta Vulnerabilidad 

Artículo 107. Para cumplir con lo dispuesto en el Capítu-
lo anterior, las autoridades de los tres órdenes de gobierno,
en el ámbito de sus respectivas competencias, y tomando
en cuenta las necesidades particulares de cada localidad,
llevarán a cabo las siguientes actividades: 

I. Atenderán de manera especial a las localidades aisla-
das y zonas urbanas que se les haya identificado como
potencialmente con mayor posibilidad de que su pobla-
ción sea víctima de los delitos previstos en esta ley, y las
que tengan mayor incidencia de estos delitos; 

II. Promoverán centros de desarrollo, asistencia y demás
establecimientos que apoyen en forma continua y esta-
ble a las víctimas y su reinserción segura a la vida so-
cial; 

III. Otorgarán apoyos a grupos en riesgo con requeri-
mientos específicos; 

IV. Realizarán campañas que tiendan a elevar los nive-
les culturales, sociales, de bienestar social y sensibiliza-
ción de la población sobre el problema en todas sus ma-
nifestaciones; 

V. Efectuarán programas para las familias, que les per-
mitan dar mejor atención a sus hijas e hijos en la pre-
vención de este delito; 

VI. Realizarán campañas para el registro de todas las ni-
ñas y niños que nazcan en territorio nacional, derogan-
do las multas por registro extemporáneo, impulsando

unidades móviles del Registro Civil que visiten las zo-
nas más alejadas y aisladas del país. 

La Secretaría de Educación Pública, a través de las escue-
las, facilitará el registro de las niñas y los niños que inten-
ten ser inscritos y no cuenten con acta de nacimiento; 

VII. Otorgarán estímulos a las asociaciones civiles que
se dediquen a la prevención de este delito y a la aten-
ción, protección y asistencia a las víctimas y sus fami-
lias; 

VIII. Promoverán la participación de la sociedad en la
prevención de este delito y en la atención, protección y
asistencia a las víctimas y sus familias, así como el apo-
yo de los particulares al financiamiento y a las activida-
des a que se refiere este Capítulo; 

IX. Concederán reconocimientos y distinciones a quie-
nes contribuyan a la consecución de los propósitos men-
cionados en el artículo anterior, y 

X. Realizarán las demás actividades que permitan am-
pliar la calidad y la cobertura de los servicios de pre-
vención de este delito y a la atención, protección y asis-
tencia a las víctimas y sus familias y posibles víctimas,
y alcanzar los propósitos mencionados en el artículo an-
terior. 

Artículo 108. El Gobierno Federal y los gobiernos de los
estados y del Distrito Federal, en el marco de la Ley Gene-
ral de Desarrollo Social, llevarán a cabo programas de de-
sarrollo local que deberán incluir acciones de asistencia,
ayudas alimenticias, campañas de salud, educación, vi-
vienda y demás medidas tendientes a contrarrestar las con-
diciones sociales que inciden en aumentar el riesgo de vic-
timización de los delitos previstos en esta Ley. 

CAPÍTULO III 
De la evaluación de los programas de prevención 

Artículo 109. Las autoridades federales, estatales y del
Distrito Federal, en los ámbitos de sus respectivas compe-
tencias, en términos de las disposiciones aplicables, estarán
obligadas a generar indicadores sobre la aplicación y resul-
tados de los programas para prevenir los delitos en materia
de trata de personas, con la finalidad de que los avances
puedan ser sujetos a evaluación. 



Tales indicadores serán de dominio público y se difundirán
por los medios disponibles. 

Artículo 110. Las autoridades federales, estatales, munici-
pales y del Distrito Federal, responsables de prevenir, per-
seguir y sancionar el delito de trata de personas y de pres-
tar asistencia y protección a las víctimas, se reunirán
periódicamente con el propósito de analizar e intercambiar
opiniones sobre el desarrollo del Programa, formular reco-
mendaciones y convenir acciones para apoyar la lucha por
la erradicación de este fenómeno social en todas sus mani-
festaciones y modalidades. 

Estas reuniones serán presididas por la Secretaría y convo-
cadas por la Comisión Intersecretarial.

CAPÍTULO IV
De la atención a rezagos 

Artículo 111. El Estado apoyará la implementación de pro-
gramas en las regiones que muestren mayores rezagos en
materia de prevención de delito de Trata de Personas, pre-
via celebración de convenios. 

Artículo 112. Las autoridades de los distintos órdenes de
gobierno, tomando en cuenta las necesidades particulares
de cada región o localidad que en las evaluaciones de los
programas muestren rezagos en la atención de estos deli-
tos, llevarán a cabo actividades complementarias a las de
prevención señaladas en el artículo 72 de esta Ley, para
combatir los rezagos detectados en los ámbitos de sus res-
pectivas competencias. 

TÍTULO TERCERO 
Facultades y competencias de las autoridades 

de los tres órdenes de gobierno

CAPÍTULO I 
Del Gobierno Federal 

Artículo 113. Además de las competencias para investigar,
perseguir y sancionar los delitos objeto de esta Ley esta-
blecidas en Libro Primero y en el Programa, corresponden
de manera exclusiva a las autoridades federales las si-
guientes atribuciones: 

I. Determinar para toda la República la Política de Esta-
do para prevenir, investigar, perseguir y sancionar los
delitos previstos en esta Ley, así como para la asistencia
y protección de las víctimas, los ofendidos y testigos, a

cuyo efecto considerará la opinión de las autoridades de
los tres poderes y los tres órdenes de gobierno, así como
de los diversos sectores sociales involucrados; 

II. Desarrollar mecanismos de coordinación entre la fe-
deración, los estados, los municipios, el Distrito Federal
y sus demarcaciones territoriales, con la finalidad de
erradicar los delitos previstos en esta Ley; 

III. Impulsar acuerdos de coordinación entre dependen-
cias del Gobierno Federal y los estados y el Distrito Fe-
deral que permitan prestar asistencia y protección inte-
gral a las víctimas, ofendidos y testigos; 

IV. Regular un sistema nacional de formación, actuali-
zación, capacitación y profesionalización de los servi-
dores públicos que participen en los procesos de pre-
vención y sanción de los delitos previstos en esta Ley y
de la asistencia y protección de las víctimas y posibles
víctimas, ofendidos y testigos de dichos delitos; 

V. Promover en coordinación con los Gobiernos Fede-
ral, de las entidades federativas y del Distrito Federal
cursos de capacitación a las personas que atienden a las
víctimas, posibles víctimas, ofendidos y testigos de los
delitos objeto de esta Ley; 

VI. Crear, regular y operar un sistema nacional de vigi-
lancia y observación de los delitos objeto de esta Ley,
que permita evaluar los avances y resultados de las ac-
ciones del Estado y la sociedad en su combate y pre-
vención; 

VII. Fijar los lineamientos generales de las evaluaciones
a las que se someterán las acciones y programas des-
arrollados por el Gobierno Federal, las entidades fede-
rativas, los municipios, el Distrito Federal y sus demar-
caciones territoriales y la sociedad; 

VIII. Apoyar la creación de refugios, albergues y casas
de medio camino para las víctimas, ofendidos y testigos
de los delitos que esta Ley define como del fuero fede-
ral, o apoyar a las organizaciones de la sociedad civil,
para la creación y operación de los mismos, hasta la to-
tal recuperación de las víctimas, ofendidos y testigos de
los delitos previstos en esta Ley; 

IX. En función de los resultados de la observación y
evaluación de la evolución de los delitos previstos en es-
ta Ley en el país y la evaluación periódica de resultados,
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así como en función de recursos que las entidades fede-
rativas y municipios destinen para el cumplimiento de
lo previsto en la presente Ley, sujeto a disponibilidades
presupuestarias, apoyar a las entidades federativas que
se encuentren en mayor riesgo o rezago, con recursos
técnicos, humanos y financieros; 

X. Fijar los protocolos únicos para el uso de procedi-
mientos y recursos para el rescate, asistencia y protec-
ción de las víctimas y posibles víctimas; 

XI. Fijar los requisitos mínimos de los programas y pla-
nes que formulen las autoridades federales, de las enti-
dades federativas, los municipios, el Distrito Federal y
sus demarcaciones territoriales; 

XII. Fijar requisitos mínimos de los proyectos y progra-
mas que formulen las organizaciones de la sociedad ci-
vil involucradas en el combate a los delitos previstos en
esta Ley y la atención y protección a las víctimas, cuyas
actividades cuenten con apoyos oficiales; 

XIII. Llevar un registro nacional de dependencias, insti-
tuciones y organizaciones de la sociedad civil que reali-
cen acciones en el combate a los delitos previstos en es-
ta Ley y la asistencia y protección a las  víctimas; 

XIV: Fomentar, en coordinación con las autoridades
competentes, relaciones internacionales e intervenir en
la formulación de programas de cooperación en la ma-
teria; 

XV. Establecer las bases de la coordinación para la apli-
cación del Programa Nacional; 

XVI. Facilitar la cooperación e intercambio de informa-
ción con las autoridades migratorias y de seguridad de
otras naciones y organismos internacionales sobre la
materia; 

XVII. Recopilar e intercambiar los datos y las estadísti-
cas delictivas de los delitos previstos en esta Ley, respe-
tando la confidencialidad de los datos personales de las
víctimas; 

XVIII. Promover la cooperación entre países, mediante
mecanismos bilaterales, regionales, interregionales e in-
ternacionales, para prevenir, perseguir, sancionar, moni-
torear, y erradicar los delitos previstos en esta Ley; 

XIX. Proteger y asistir a las víctimas, ofendidos y testi-
gos de los delitos que esta Ley define como de compe-
tencia federal a través de la creación de refugios, alber-
gues y casas de medio camino para las víctimas, o
apoyar a las organizaciones de la sociedad civil, para la
creación y operación de los mismos, hasta la total recu-
peración de las víctimas, ofendidos y testigos de dichos
delitos, y 

XX. Las demás que establezcan esta Ley y otras dispo-
siciones aplicables. 

CAPÍTULO SEGUNDO 
De las autoridades estatales, municipales 

y del distrito federal

Artículo 114. Corresponden de manera exclusiva a las au-
toridades de los estados y el Distrito Federal, en sus res-
pectivos ámbitos de competencia, las atribuciones siguien-
tes: 

I. En concordancia con el Programa Nacional, formular
políticas e instrumentar programas estatales para preve-
nir, sancionar y erradicar los delitos previstos en esta
Ley, así como para la protección, atención, rehabilita-
ción y recuperación del proyecto de vida de las víctimas
y posibles víctimas, ofendidos y testigos de los mismos; 

II. Proponer a la Comisión Intersecretarial contenidos
nacionales y regionales, para ser incorporados al Pro-
grama Nacional; 

III. Prestar servicios de formación, actualización, capa-
citación y profesionalización para las y los actores ins-
titucionales que participan en los procesos de preven-
ción y combate a los delitos previstos en esta Ley y de
asistencia y protección de las víctimas, de conformidad
con las disposiciones generales que las autoridades fe-
derales determinen; 

IV. Implementar, en coordinación con la Federación,
programas y proyectos de atención, educación, capaci-
tación e investigación en materia de esclavitud, trata de
personas o explotación y demás delitos previstos en es-
ta Ley; 

V. Impulsar programas para prevenir los factores de
riesgo para posibles víctimas de los delitos previstos en
esta Ley que incluyan programas de desarrollo local; 



VI. Creación de refugios, albergues y casas de medio
camino para las víctimas, ofendidos y testigos de los de-
litos que esta Ley define como del fuero común, o apo-
yar a las organizaciones de la sociedad civil, para la
creación y operación de los mismos, hasta la total recu-
peración de las víctimas, ofendidos y testigos de los de-
litos contenidos en la presente Ley; 

VII. Revisar y evaluar la eficacia de las políticas, pro-
gramas y acciones con base en los lineamientos que pa-
ra tal efecto desarrollen las autoridades federales; 

VIII. Proporcionar a las instancias encargadas de reali-
zar estadísticas, la información necesaria para su elabo-
ración; 

IX. Impulsar reformas legales para el cumplimiento de
los objetivos de la presente Ley, y 

X. Las demás aplicables a la materia, que les confiera
esta Ley u otros ordenamientos legales. 

Artículo 115. Corresponde a los municipios y a las demar-
caciones territoriales del Distrito Federal en el ámbito de
sus respectivas facultades y competencias, de conformidad
con esta Ley, la legislación aplicable en la materia y las po-
líticas y programas federales, estatales y del Distrito Fede-
ral: 

I. Instrumentar políticas y acciones para prevenir y erra-
dicar la esclavitud, la trata de personas o demás delitos
previstos en esta Ley; 

II. Apoyar la creación de programas de sensibilización y
capacitación para las y los servidores públicos y funcio-
narios que puedan estar en contacto con posibles vícti-
mas de los delitos previstos en esta Ley; 

III. Apoyar la creación de refugios o modelos de protec-
ción y asistencia de emergencia, hasta que la autoridad
competente tome conocimiento del hecho y proceda a
proteger y asistir a la víctima, ofendido o testigo de los
delitos previstos en esta Ley; 

IV. Detectar y prevenir la trata de personas y demás deli-
tos previstos en esta Ley, en el territorio bajo su respon-
sabilidad, a través de la autorización de funcionamiento
de establecimientos como bares, clubs nocturnos, lugares
de espectáculos, recintos feriales o deportivos, salones de
masajes, hoteles, baños, vapores, loncherías, restauran-

tes, vía púbica, cafés internet y otros, así como a través
de la vigilancia e inspección de estos negocios, y 

V. Las demás aplicables sobre la materia y las que les
confiera esta Ley y otros ordenamientos jurídicos. 

Artículo 116. Adicionalmente a las atribuciones exclusivas
de los gobiernos Federal, de las entidades federativas, mu-
nicipios y del Distrito Federal y sus demarcaciones territo-
riales, les corresponde de manera concurrente las atribu-
ciones siguientes: 

I. Editar y producir materiales de difusión para la pre-
vención de los delitos previstos en esta Ley en todas sus
formas y modalidades; 

II. Promover la investigación de los delitos previstos en
esta Ley, en todas sus manifestaciones y modalidades,
para que los resultados sirvan de base para el desarrollo
de nuevas políticas y programas para su prevención y
combate, así como para desarrollar nuevas medidas de
atención, protección y asistencia a las víctimas; 

III. Fomentar y difundir actividades de conocimiento y
prevención de los delitos previstos en esta Ley en todas
sus formas y manifestaciones; 

IV. Impulsar y fortalecer en sus tareas a las instituciones
y organizaciones privadas que prestan atención a las
víctimas y posibles víctimas, ofendidos y testigos de los
delitos contenidos en la presente Ley y en su preven-
ción; 

V. Desarrollar mecanismos para que las instituciones de
seguridad pública se coordinen, en el marco del Sistema
Nacional de Seguridad Pública para: 

a) Realizar estudios sobre las causas estructurales, dis-
tribución geodelictiva, estadística, tendencias históri-
cas y patrones de comportamiento, lugares de origen,
tránsito y destino, modus operandi, modalidad de en-
ganche o reclutamiento, modalidad de explotación, en-
tre otros, que permitan actualizar y perfeccionar la in-
vestigación para la prevención de los delitos
tipificados en esta Ley; 

b) Obtener, procesar e interpretar la información geo-
delictiva por medio del análisis de los factores que ge-
neran conductas antisociales previstas en esta Ley con
la finalidad de identificar las zonas, sectores y grupos
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de alto riesgo, así como sus correlativos factores de
protección; 

c) Suministrar e intercambiar la información obtenida
mediante los sistemas e instrumentos tecnológicos res-
pectivos; 

d) Llevar a cabo campañas orientadas a prevenir y evi-
tar los factores y causas que originan los fenómenos
delictivos tipificados en esta Ley, así como difundir su
contenido; 

e) Establecer relaciones de colaboración con las auto-
ridades competentes, así como con organizaciones de
la sociedad civil y privadas, con el objetivo de orientar
a la sociedad en las medidas que debe adoptar para
prevenir los delitos tipificados en esta Ley y los demás
establecidos en otros ordenamientos. 

VI. Crear mecanismos y proveer recursos para que las
instituciones policiales y de procuración de justicia des-
arrollen métodos de recopilación y sistematización de
información con el fin de aplicar las estrategias necesa-
rias para hacer eficaz la investigación preventiva, con
base en los siguientes criterios: 

a) Diseñar y operar sistemas de recolección, clasifica-
ción, registro, análisis, evaluación y explotación de in-
formación relativa a las conductas previstas en esta
Ley, con el objeto de conformar una base de datos na-
cional que sustente el desarrollo de planes y programas
que sirvan para garantizar la seguridad pública en esta
materia, y 

b) Sistematizar y ejecutar los métodos de análisis de
información estratégica que permita identificar a per-
sonas, grupos, organizaciones, zonas prioritarias y mo-
dos de operación vinculados con las conductas previs-
tas en el presente ordenamiento, y 

c) Las demás que con tal carácter establezcan esta Ley
y otras disposiciones aplicables. 

VII. El gobierno de cada entidad federativa, el Distrito
Federal, los ayuntamientos y las jefaturas delegaciona-
les podrán celebrar convenios para coordinar o unificar
sus actividades en la materia de esta Ley, para cumplir
de mejor manera las responsabilidades a su cargo, 

CAPÍTULO TERCERO 
De la reglamentación del programa 

Artículo 117. La Procuraduría será competente para la ela-
boración de un programa confidencial, en los términos de
la Ley de la materia, sujeto a criterios estrictos de admi-
sión, que puede ofrecer cambio de identidad y reubicación
nacional e internacional, después de la evaluación de la
amenaza sobre su vida y el grado de riesgo que le repre-
sente el crimen organizado. 

Artículo 118. Todos los procedimientos relacionados con
la admisión de personas y las medidas adoptadas se man-
tendrán estrictamente confidenciales, incluyendo los docu-
mentos que se entreguen como justificantes o comproban-
tes deben ser tratados con este criterio, excepto mediante
orden de la autoridad responsable del Programa Federal de
Protección o por orden excepcional de tribunal competen-
te.

El Centro federal de Protección a Personas deberá contar
con una base de datos independiente para el registro de sus
operaciones, con el objeto de garantizar los más altos nive-
les de seguridad y confidencialidad, que deberá contar con
la capacidad de rastrear e identificar cualquier intento no
autorizado para extraer información del sistema, en los tér-
minos de la normatividad aplicable. 

Para garantizar la confidencialidad, se establecerán medi-
das altamente profesionales para la selección y recluta-
miento del personal del Centro, quien deberá cumplir con
los más altos requisitos de certificación y de esa manera
prevenir la divulgación de la información relacionada con
las normas y procedimientos de trabajo, el personal del
programa, el paradero o la identidad de las víctimas y tes-
tigos de los delitos previstos en esta Ley. 

Artículo 119. El Programa, deberá contemplar, como mí-
nimo, las siguientes medidas: 

I. Criterios estrictos de admisión, incluyendo una eva-
luación del riesgo para la población que puede signifi-
car brindar protección y reubicación a delincuentes o
personas con antecedentes penales; 

II. Convenio de admisión, subrayando las obligaciones
de las personas que soliciten ser admitidos; 

III. Procedimientos y sanciones para el caso de que el
convenio sea violado por los participantes; 
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IV. Procedimientos en casos en que se divulgue la in-
formación confidencial de los participantes en el pro-
grama y sanciones por la divulgación no autorizada de
dicha información; 

V. Protección de los derechos de los terceros, incluyen-
do el cumplimiento de las deudas contraídas por las víc-
timas y testigos y cualquier acreedor alimentario no reu-
bicado y el derecho a visitas. 

Artículo 120. Para que una persona califique en este Pro-
grama, tendrá que cumplir con los siguientes requisitos: 

I. Su testimonio debe ser crucial para el éxito del proce-
dimiento penal y que dicha información no se pueda ob-
tener de ninguna otra forma; 

II. Tener un perfil psicológico que demuestre capacidad
para respetar las reglas y las restricciones impuestas por
el Programa; 

III. Consentimiento informado de los solicitantes; 

IV. La autoridad responsable deberá explicar las medi-
das que deberán tomarse y las limitaciones a su vida
personal que, de ser aceptadas en el Programa estarán en
la obligación de cumplir, así como que la aceptación
obliga a la persona a respetar todas las reglas y medidas
de protección emprendidas, debiéndose abstener de po-
ner en peligro la seguridad del Programa; 

V. Evaluación de las necesidades que permita tomar una
decisión válida e informada, que deberá considerar: 

a) El nivel de amenaza a la vida de la persona solici-
tante o sus familiares en primer grado, que deberá ser
amenaza de muerte; 

b) Capacidad de adaptarse y resistir altos grados de es-
trés por encontrarse alejadas de las personas que cono-
cen y aisladas de los lugares a los que están habitua-
das; 

c) Que su participación en el procedimiento penal sea
indispensable para el desmantelamiento de organiza-
ciones de la delincuencia organizada; 

d) Situación familiar, incluyendo, estado civil, depen-
dientes protegidos y no protegidos, antecedentes pena-
les del solicitante y su cónyuge. 

Durante el proceso de evaluación se deberán proporcionar
medidas provisionales de protección asegurándose que las
víctimas no estén en el mismo lugar que los testigos. 

Artículo 121. El cambio de identidad es una medida ex-
cepcional que consiste en la creación de un nuevo perfil
personal, ocultando la identidad original en los términos
que disponga la ley de la materia. 

El cambio de identidad se aplicará sólo cuando la amenaza
a la vida no se pueda evitar mediante la reubicación tem-
poral u otras medidas. 

La autoridad responsable podrá decidir cuándo emitir la
nueva identidad, pero procurará hacerlo una vez que se ha-
ya concluido el proceso penal. 

Artículo 122. Las personas solicitantes o admitidas podrán
ser rechazadas o dadas de baja del Programa por las si-
guientes circunstancias: 

I. Rechazo injustificable a participar en el procedimien-
to penal; 

II. Rechazo a aceptar los planes y condiciones de su reu-
bicación; 

III. Incumplimiento de reglas, condiciones y obligacio-
nes adquiridas lo que puede afectar significativamente
la protección brindada; 

IV. Retiro voluntario del Programa. 

CAPÍTULO CUARTO 
Del financiamiento a la prevención, sanción 

y erradicación de los delitos previstos en esta 
ley y de la asistencia y protección a las 

víctimas, ofendidos y testigos

Artículo 123. El Gobierno Federal y los gobiernos de los
estados y del Distrito Federal, con sujeción a las disposi-
ciones de sus respectivas leyes de ingresos y decretos de
egresos que resulten aplicables, concurrirán en el financia-
miento de la prevención, sanción y erradicación de los de-
litos previstos en esta Ley y de los servicios para la asis-
tencia y protección a las víctimas y ofendidos. 

Los recursos federales recibidos para ese fin por cada enti-
dad federativa, no serán transferibles y deberán aplicarse
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exclusivamente en la prestación de servicios y demás acti-
vidades previstas en esta Ley en la propia entidad. 

Los gobiernos de las entidades federativas y el Distrito Fe-
deral prestarán todas las facilidades y colaboración para
que, en su caso, la Auditoría Superior de la Federación ve-
rifique la correcta aplicación de dichos recursos. 

En el evento de que tales recursos se utilicen para fines dis-
tintos, se estará a lo previsto en la legislación aplicable so-
bre las responsabilidades administrativas, civiles y penales
que procedan. 

Artículo 124. Los gobiernos de los estados y del Distrito
Federal, de conformidad con las disposiciones aplicables,
proveerán lo conducente para que cada ayuntamiento y de-
marcación territorial reciba recursos para el cumplimiento
de las responsabilidades que estén a su cargo. 

Artículo 125. Para dar cumplimiento a lo dispuesto en los
artículos anteriores, el Gobierno Federal, los gobiernos de
los estados y el del Distrito Federal, tomarán en cuenta el
carácter prioritario de la prevención, combate y sanción de
los delitos previstos en esta Ley, y de la protección y asis-
tencia a las víctimas de este delito, para la seguridad na-
cional. 

Artículo 126. La Procuraduría General de la República, a
través de la Subprocuraduría de Investigación Especializa-
da en Delincuencia Organizada, contará con una Coordina-
ción General para la investigación y persecución de los de-
litos objeto de esta Ley, cuando sean cometidos por la
delincuencia organizada, que contará como mínimo con un
coordinador general, Fiscales, Ministerios Públicos y poli-
cías ministeriales especializados, los recursos humanos, fi-
nancieros y materiales necesarios para su efectiva opera-
ción. Esta Coordinación General se integrará con servicios
periciales y técnicos especializados para el ejercicio de su
función, de conformidad con lo establecido en la normati-
vidad respectiva. 

TRANSITORIOS 

Primero. La presente Ley entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. Se abroga la Ley para Prevenir y Sancionar la
Trata de Personas, publicada en el Diario Oficial de la Fe-
deración el día 27 de noviembre de 2007. 

Tercero.- La implementación del presente decreto será con
cargo a los respectivos presupuestos aprobados en las ins-
tancias de los tres órdenes de gobierno obligados a cumplir
con lo establecido en el presente. 

Cuarto.- El Ejecutivo Federal contará con 90 días a partir
de la publicación de esta Ley para emitir el Reglamento de
la misma. 

Quinto.- El Ejecutivo Federal contará con 60 días para
modificar o adaptar el Programa Nacional para Prevenir,
Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de
Personas y para la Protección y Asistencia de las Víctimas
de estos Delitos, con las disposiciones de esta Ley. 

Sexto.- La Procuraduría General de la República y las Fis-
calías o Procuradurías Generales de Justicia de los estados
y del Distrito Federal, contarán con un término improrro-
gable de 90 días para la instalación y puesta en marcha de
la Coordinación Especializada y las Fiscalías a que se re-
fiere la presente Ley. 

Séptimo.- La Secretaría de Gobernación garantizará la
continuidad en el funcionamiento de la Comisión Interse-
cretarial para Prevenir y Sancionar la Trata de Personas,
como lo ha hecho hasta la fecha, invitando a participar a los
nuevos integrantes que esta Ley establece en un término
perentorio de 60 días, para darle continuidad a los trabajos
de dicha Comisión, debiendo realizar las modificaciones
necesarias para dar cumplimiento con este ordenamiento
jurídico. 

Octavo.- La Secretaría de Gobernación deberá emitir los
lineamientos para la vigilancia y monitoreo de los anuncios
clasificados en un plazo no mayor a 90 días hábiles poste-
riores a la publicación de este Decreto. 

Noveno.- La presente Ley deroga los delitos objeto de la
misma, en el Código Penal Federal y Leyes Federales. 

Décimo.- Los Congresos de los Estados y la Asamblea de
Representantes del Distrito Federal, procederán a hacer las
reformas pertinentes en la materia y las leyes específicas,
con el fin de armonizar en lo conducente a la presente Ley. 

Décimo Primero.- Las disposiciones relativas a los delitos
a que se refiere esta Ley previstas tanto en el Código Penal
Federal como en los Códigos Penales locales vigentes has-
ta la entrada en vigor de la presente Ley, seguirán aplicán-
dose por los hechos realizados durante su vigencia. Así
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mismo, dichos preceptos seguirán aplicándose a las perso-
nas procesadas o sentenciadas por los delitos previstos y
sancionados por los mismos artículos. 

Décimo Segundo.- En los lugares en que se encuentre en
vigor el Sistema Procesal Penal Acusatorio, de conformi-
dad con el artículo transitorio segundo del decreto de re-
forma constitucional publicado el día 18 de junio de 2008,
se aplicará las reglas previstas para la investigación de los
delitos objeto de la presente Ley. 

Décimo Tercero.- El Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica deberá publicar los lineamientos mínimos señalados
en los artículos 56 y 57 en un plazo no mayor a 240 días
naturales tras la publicación de este Decreto. 

Décimo Cuarto. Las procuradurías de las entidades fede-
rativas deberán crear y operar fiscalías especializadas para
la investigación de las conductas previstas en esta Ley, que
contarán con Ministerios Públicos y policías especializa-
dos, los recursos humanos, financieros y materiales que re-
quieran para su efectiva operación. Estas unidades se inte-
grarán con servicios pericia les y técnicos especializados
para el ejercicio de su función. 

Las procuradurías de las entidades federativas y el Distrito
Federal capacitarán a su personal en materia de planeación
de investigación. 

Para ingresar y permanecer en las fiscalías especializadas
en la investigación y persecución de los delitos previstos en
esta Ley será necesario cumplir con los requisitos previstos
en el artículo transitorio anterior. 

Las Fiscalías Especializadas de investigación, en el ámbito
de sus competencias, tendrán las facultades que se señalan
en el artículo transitorio anterior para la Coordinación Ge-
neral de la Procuraduría. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Se reforma el artículo 2o frac-
ción VI, de la Ley Federal contra la Delincuencia Organi-
zada, para quedar como sigue: 

Artículo 2o. ... 

I. a V. ... 

VI. Delitos en materia de trata de personas, previstos y
sancionados en el Título Segundo de la Ley General pa-

ra Combatir y Erradicar los Delitos en Materia de Trata
de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víc-
timas de estos Delitos, excepto en el caso de los artícu-
los 32, 33 y 34 y sus respectivas tentativas punibles. 

VII. …

ARTÍCULO TERCERO. Se reforma el artículo 194 frac-
ción XVI, del Código Federal de Procedimientos Penales,
para quedar como sigue: 

Artículo 194. ... 

I. a XV. … 

XVI. Los previstos en el Título Segundo de la Ley Ge-
neral para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en
Materia de Trata de Personas y para la Protección y
Asistencia a las Víctimas de Estos Delitos, excepto en el
caso de los artículos 32, 33 y 34 y sus respectivas tenta-
tivas punibles; 

XVII. a XVIII. ... 
…

ARTÍCULO CUARTO. Se reforman los artículos 85,
fracción II y 205 bis, primer párrafo del Código Penal Fe-
deral, para quedar como sigue: 

Artículo 85. No se concederá la libertad preparatoria a: 

I. …

II. Delitos en Materia de Trata de Personas contenidos
en el Título Segundo de la Ley General para Prevenir,
Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de
Personas y para la Protección y Asistencia a las Vícti-
mas de estos Delitos; 

III. y IV. ... 

…

Artículo 205-bis. Serán imprescriptibles las sanciones se-
ñaladas en los artículos 200, 201 y 204. Asimismo, las san-
ciones señaladas en dichos artículos se aumentarán al do-
ble de la que corresponda cuando el autor tuviere para con
la víctima, alguna de las siguientes relaciones: 
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a) a j). ... 

…

…

…

ARTÍCULO QUINTO. Se reforman los artículos 50 Bis
y 50 Ter, párrafo primero de la Ley Orgánica del Poder Ju-
dicial de la Federación, para quedar como sigue: 

Artículo 50 Bis. En materia federal, la autorización para
intervenir comunicaciones privadas será otorgada de con-
formidad con la Ley Federal contra la Delincuencia Orga-
nizada, la Ley de Seguridad Nacional, el Código Federal de
Procedimientos Penales, la Ley de la Policía Federal, la
Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Ma-
teria de Secuestro o la Ley General para Prevenir, Sancio-
nar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas
y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos
Delitos, según corresponda. 

Artículo 50 Ter. Cuando la solicitud de autorización de in-
tervención de comunicaciones privadas, sea formulada en
los términos previstos en las legislaciones locales, por el ti-
tular del Ministerio Público de alguna entidad federativa,
exclusivamente se concederá si se trata de los delitos de
homicidio, asalto en carreteras o caminos, robo de vehícu-
los, privación ilegal de la libertad, secuestro o esclavitud,
trata de personas o explotación, previstos en el Código Pe-
nal Federal, en la Ley General para Prevenir y Sancionar
los Delitos en Materia de Secuestro o la Ley General para
Combatir y Erradicar los delitos en Materia de Trata de
Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas
de estos Delitos, respectivamente, o sus equivalentes en las
legislaciones penales locales. 

…

…

…

…

…

…

ÁRTÍCULO SEXTO. Se reforma el artículo 129 de la
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública,
para quedar como sigue: 

Artículo 129. El Centro Nacional de Prevención del Deli-
to y Participación Ciudadana impulsará las acciones nece-
sarias para que la Federación, los Estados, el Distrito Fe-
deral y los municipios, establezcan un servicio para la
localización de personas y bienes, que promueva la cola-
boración y participación ciudadana. 

Para el caso de la sustracción de menores, deberán imple-
mentarse sistemas de alerta y protocolos de acción inme-
diata para su búsqueda y localización, en el que coadyuven
con los integrantes del sistema las corporaciones de emer-
gencia, medios de comunicación,  prestadores de servicios
de telecomunicaciones, organizaciones no gubernamenta-
les y ciudadanía en general. 

TRANSITORIO 

Único. El presente Decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 24 de abril de 2012.— Senador Ricardo García Cervantes (rúbrica)
vicepresidente; Senadora Ludivina Menchaca Castellanos (rúbrica),
secretaria.»

El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: Túrnese
a las Comisiones Unidas de Derechos Humanos y de
Justicia, para su dictamen.

LEY GENERAL DE DESARROLLO 
FORESTAL SUSTENTABLE

El Secretario diputado Martín García Avilés: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cámara de
Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene proyecto de decreto por el
que se reforman diversas disposiciones de la Ley General
de Desarrollo Forestal Sustentable. 

Año III, Segundo Periodo, 25 de abril de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados522



Atentamente

México, DF, a 24 de abril de 2012.— Senador Ricardo Francisco Gar-
cía Cervantes (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto 

Por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley
General de Desarrollo Forestal Sustentable. 

Artículo Único. Se reforman los artículos 51, fracción IX;
116 y 139, fracción XVII; y se adiciona una fracción XIII,
recorriéndose la siguiente al artículo 62, todos de la Ley
General de Desarrollo Forestal Sustentable, para quedar
como sigue: 

Artículo 51. La Secretaría establecerá, integrará, organiza-
rá y mantendrá actualizado el Registro Forestal Nacional. 

El Registro Forestal Nacional será público y en él se ins-
cribirán: 

I. a VIII. ... 

IX. Las autorizaciones de funcionamiento de centros de
almacenamiento y transformación, además de los cen-
tros de transformación móviles de materias primas fo-
restales, y 

X. ... 

Artículo 62. Los titulares de los aprovechamientos fores-
tales y de plantaciones forestales comerciales estarán obli-
gados a: 

I. a XI. … 

XII. Ejecutar trabajo  para prevenir, combatir y contro-
lar incendios forestales en los términos de la presente
ley; 

XIII. Dar aviso de los centros de transformación móvi-
les, que en su caso se utilicen; y 

XIV. Las demás establecidas en la presente ley y su re-
glamento. 

Artículo 116. Para el funcionamiento de centros de alma-
cenamiento y transformación, además de los centros de
transformación móviles de materias primas forestales, se
requiere de autorización de la Secretaría de acuerdo con los
requisitos y procedimientos previstos en el reglamento o en
las normas oficiales mexicanas que para tal efecto se expi-
dan, los que comprenderán aspectos relacionados con con-
tratos, cartas de abastecimiento, balances oferta-demanda,
libros de registro de entradas y salidas, inscripciones en el
registro, entre otros. Lo anterior, con independencia de las
licencias, autorizaciones o permisos que deban otorgar las
autoridades locales. 

Artículo 139. La federación, las entidades federativas, en
el ámbito de sus respectivas competencias y escuchando la
opinión del consejo, diseñarán, desarrollarán y aplicarán
instrumentos económicos que incentiven el cumplimiento
de los objetivos de la política forestal, y mediante los cua-
les se buscará de manera prioritaria y no limitativa: 

I. a XVI. …

XVII. El desarrollo y aplicación de sistemas de extrac-
ción y aprovechamiento, mediante el uso de equipo tec-
nológico que incremente la productividad y minimicen
los impactos al ecosistema promuevan la conservación
y mejoramiento del bosque, el agua y el suelo; 

XVIII. a XX. ... 

…

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 24 de abril de 2012.— Senador Ricardo García Cervantes (rúbrica),
vicepresidente; senador Renán Cleominio Zoreda Novelo (rúbrica), se-
cretario.»

El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: Túrnese
a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.
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LEY FEDERAL PARA PREVENIR 
Y ELIMINAR LA DISCRIMINACION

El Secretario diputado Martín García Avilés: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cámara de
Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene proyecto de decreto por el
que se reforman, adicionan y derogan diversas disposicio-
nes de la Ley Federal para prevenir y eliminar la Discrimi-
nación.

Atentamente

México, DF, a 24 de abril de 2012.— Senador Ricardo Francisco Gar-
cía Cervantes (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto

Por el que se reforman, adicionan y derogan diversas
disposiciones de la Ley Federal para prevenir y elimi-
nar la Discriminación

Artículo Único. Se reforman los artículos 3, 4, 5, 6, 8, 9
fracciones I, V, VI, XII, XIII, XV, XIX; XXVII, XXVIII, la
denominación del Capítulo III del Título I, los artículos 10,
11, 12, 13, 15, 23, 25, 28, 32, 34, 38, la fracción V del ar-
tículo 39, 45, 64, 66, 67, 68, 69, 70, 75, las fracciones I a
IV del artículo 83 y las fracciones II y IV del artículo 84;
se adiciona un párrafo segundo y diez fracciones al artícu-
lo 1, las fracciones XXII Bis, XXII Ter, XXIX a XXXIV
del 9, los artículos 13 Bis, 15 Bis, 15 Ter, 48 Bis, 48 Ter,
49 Bis, la Sección Tercera “De la Sustanciación” del Capí-
tulo V “De los Procedimientos”, recorriéndose el orden de
las subsecuentes secciones, 65 Bis, 72, 77 Bis, 77 Ter, 77
Quáter, 77 Quintus, 77 Séptimus, 83 Bis, 83 Ter, la frac-
ción II Bis del artículo 84, 86 y 87; se reforman y adicio-
nan los artículos 20, 24, 26, 30, 43, 44, 51, 52 53, 55, 71,
74 y 78; y se derogan las fracciones I a VIII del artículo 5;
las fracciones I a IV del artículo 10; las fracciones I a IX
del artículo 11; la fracción VII del artículo 34; la Sección
Segunda “De la Reclamación” y la actual-Sección Sexta
“Del Procedimiento Conciliatorio entre Particulares”, am-

bas del Capítulo V·“De los Procedimientos”; y la fracción
I del artículo 84, de la Ley Federal para Prevenir y Elimi-
nar la Discriminación, para quedar como sigue: 

Capítulo I
Disposiciones generales

Artículo 1. Las disposiciones de esta ley son de orden pú-
blico y de interés social. El objeto de la misma es prevenir
y eliminar todas las formas de discriminación que se ejer-
zan contra cualquier persona en los términos del artículo 1
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como promover la igualdad de oportunidades y de
trato.

Para los efectos de esta ley se entenderá por:

I. Ajustes razonables: Modificaciones y adaptaciones
necesarias y adecuadas en la infraestructura y los servi-
cios, que al realizarlas no impongan una carga despro-
porcionada o afecten derechos de terceros, que se apli-
can cuando se requieran en un caso particular, para
garantizar que las personas gocen o ejerzan sus dere-
chos en igualdad de condiciones con las demás.

II. Consejo: El Consejo Nacional para Prevenir la Dis-
criminación.

III. Discriminación: Toda distinción, exclusión, restric-
ción o preferencia, por acción u omisión, que no sea ob-
jetiva, racional y proporcional y que, basada que en uno
o más de los siguientes motivos: el origen étnico o nacio-
nal, el sexo, la preferencia sexual, la edad, la discapaci-
dad, la condición social, económica, de salud o jurídica,
la apariencia física, el género, las características genéti-
cas, la situación migratoria, el embarazo, la lengua, la re-
ligión, las opiniones, la identidad o filiación política, el
estado civil o cualquier otra condición, que tenga por
efecto obstaculizar, restringir, impedir o anular el recono-
cimiento o el ejercicio de los derechos humanos y la
igualdad real de oportunidades de las personas, o cual-
quier otro efecto que ataque la dignidad humana.

También se entenderá como discriminación la homofo-
bia, misoginia, cualquier manifestación de xenofobia,
segregación racial, antisemitismo, así como de discrimi-
nación racial y de otras formas conexas de intolerancia.

IV. Diseño universal: se entenderá el diseño de pro-
ductos, entornos, programas y servicios que puedan uti-
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lizar todas las personas, en la mayor medida posible, sin
necesidad de adaptación ni diseño especializado.

V. Estatuto: El Estatuto Orgánico del Consejo Nacional
para Prevenir la Discriminación.

VI. Igualdad real de oportunidades: Es el acceso que
tienen las personas o grupos de personas al igual disfru-
te de derechos, por la vía de las normas y o los hechos,
para el disfrute de sus derechos.

VII. Ley: La Ley Federal para prevenir y eliminar la
Discriminación.

VIII. Poderes públicos federales: Las autoridades, de-
pendencias y entidades del Poder Ejecutivo Federal, los
Poderes Legislativo y Judicial y los organismos consti-
tucionales autónomos.

IX. Programa: El Programa Nacional para Prevenir y
Eliminar la Discriminación.

X. Resolución por disposición: Resolución emitida por
el consejo, con carácter vinculante, por medio de la cual
se declara que se acreditó una conducta o práctica social
discriminatoria, y por tanto, de manera fundada y moti-
vada se imponen medidas administrativas y reparadoras
a quien resulte responsable de dichas conductas.

Artículo 3. Cada uno de los poderes públicos federales adop-
tará las medidas que estén a su alcance, tanto por separado
como coordinadamente, de conformidad con la disponibili-
dad de recursos que se haya determinado para tal fin en el
Presupuesto de Egresos de la Federación del ejercicio corres-
pondiente, para que toda persona goce, sin discriminación al-
guna, de todos los derechos y libertades consagrados en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
las leyes y en los tratados internacionales de los que México
sea parte.

En el Presupuesto de Egresos de la Federación, para cada
ejercicio fiscal se incluirán las asignaciones correspon-
dientes para promover las acciones de igualación, de inclu-
sión y acciones afirmativas a que se refiere el capítulo III
de esta ley.

Artículo 4. Queda prohibida cualquier forma de discrimi-
nación en términos del artículo 1 fracción III.

Artículo 5. No se considerarán discriminatorias las accio-
nes afirmativas que tengan por efecto promover la igualdad
real de oportunidades de las personas o grupos. Tampoco
será juzgada como discriminatoria la distinción basada en
criterios razonables, proporcionales y objetivos cuya fina-
lidad no sea el menoscabo de derechos. 

Artículo 6. La interpretación del contenido de esta Ley, así
como la actuación de los poderes públicos federales será
conforme con los instrumentos internacionales aplicables
en materia de derechos humanos de los que México sea par-
te, así como con las recomendaciones y resoluciones adop-
tadas por los organismos multilaterales y regionales y de-
más legislación aplicable. 

Artículo 8. En la aplicación de la presente ley intervendrán
los poderes públicos federales, así como el Consejo Nacio-
nal para Prevenir la Discriminación.

Capítulo II
Medidas para prevenir la discriminación

Artículo 9. Queda prohibida toda práctica discriminatoria
que tenga por objeto impedir o anular el reconocimiento o
ejercicio de los derechos y la igualdad real de oportunida-
des.

Con base en lo estipulado en el artículo 1 fracción III se
consideran como discriminación, entre otras:

I. Impedir el acceso o la permanencia a la educación pú-
blica o privada, así como a becas e incentivos en los
centros educativos:

II. Establecer contenidos, métodos o instrumentos pe-
dagógicos en que se asignen papeles contrarios a la
igualdad o que difundan una condición de subordina-
ción;

III. Prohibir la libre elección de empleo, o restringir las
oportunidades de acceso, permanencia y ascenso en el
mismo;

IV. Establecer diferencias en la remuneración, las pres-
taciones y las condiciones laborales para trabajos igua-
les;

V. Limitar el acceso y permanencia a los programas de
capacitación y de formación profesional;
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VI. Negar o limitar información sobre derechos sexua-
les y reproductivos o impedir el libre ejercicio de la de-
terminación del número y espaciamiento de los hijos e
hijas;

VII. Negar o condicionar los servicios de atención mé-
dica, o impedir la participación en las decisiones sobre
su tratamiento médico o terapéutico dentro de sus posi-
bilidades y medios;

VIII. Impedir la participación en condiciones equitati-
vas en asociaciones civiles, políticas o de cualquier otra
índole;

IX. Negar o condicionar el derecho de participación po-
lítica y, específica mente, el derecho al sufragio activo o
pasivo, la elegibilidad y el acceso a todos los cargos pú-
blicos, así como la participación en el desarrollo y eje-
cución de políticas y programas de gobierno, en los ca-
sos y bajo los términos que establezcan las
disposiciones aplicables;

X. Impedir el ejercicio de los derechos de propiedad, ad-
ministración y disposición de bienes de cualquier otro
tipo; 

XI. Impedir el acceso a la procuración e impartición de
justicia;

XII. Impedir, negar o restringir el derecho a ser oídos y
vencidos, a la defensa o asistencia; y a la asistencia de
personas intérpretes o traductoras en los procedimientos
administrativos o judiciales, de conformidad con las
normas aplicables; así como el derecho de las niñas y ni-
ños a ser escuchados;

XIII. Aplicar cualquier tipo de uso o costumbre que atente
contra la igualdad, dignidad e integridad humana;

XIV. Impedir la libre elección de cónyuge o pareja;

XV. Promover el odio y la violencia a través de mensa-
jes e imágenes en los medios de comunicación.

XVI. Limitar la libre expresión de las ideas, impedir la
libertad de pensamiento, conciencia o religión, o de
prácticas o costumbres religiosas, siempre que éstas no’
atenten contra el orden público;

XVII. Negar asistencia religiosa a personas privadas de
la libertad, que presten servicio en las fuerzas armadas.
o que estén internadas en instituciones de salud o asis-
tencia;

XVIII. Restringir el acceso a la información, salvo en
aquellos supuestos que sean establecidos por las leyes
nacionales e instrumentos jurídicos internacionales apli-
cables;

XIX. Obstaculizar las condiciones mínimas necesarias
para el crecimiento y desarrollo integral, especialmente
de las niñas y los niños, con base al interés superior de
la niñez;

XX. Impedir el acceso a la seguridad social y a sus be-
neficios o establecer limitaciones para la contratación
de seguros médicos, salvo en los casos que la ley así lo
disponga;

XXI. Limitar el derecho a la alimentación, la vivienda,
el recreo y los servicios de atención médica adecuados,
en los casos que la ley así lo prevea;

XXII. Impedir el acceso a cualquier servicio público o
institución privada que preste servicios al público, así
como limitar el acceso y libre desplazamiento en los es-
pacios públicos;

XXIII. La falta de accesibilidad en el entorno físico, el
transporte, la información, tecnología y comunicacio-
nes, en servicios e instalaciones abiertos al público o de
uso público;

XXIV. La denegación de ajustes razonables que garan-
ticen, en igualdad de condiciones, el goce o ejercicio de
los derechos de las personas con discapacidad;

XXV. Explotar o dar un trato abusivo o degradante;

XXVI. Restringir la participación en actividades depor-
tivas, recreativas o culturales;

XXVII. Restringir o limitar el uso de su lengua, usos,
costumbres y cultura, en actividades públicas o priva-
das, en términos de las disposiciones aplicables;

XXVIII. Limitar o negar el otorgamiento de concesio-
nes, permisos o autorizaciones para el aprovechamiento,
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administración o usufructo de recursos naturales, una
vez satisfechos los requisitos establecidos en la legisla-
ción aplicable;

XXIX. Incitar alodio, violencia, rechazo, burla, injuria,
persecución o la exclusión;

XXX. Realizar o promover violencia física, sexual, o
psicológica, patrimonial o económica por la edad, géne-
ro, discapacidad, apariencia física, forma de vestir, ha-
blar, gesticular o por asumir públicamente su preferen-
cia sexual, o por cualquier otro motivo de
discriminación;

XXXI. Estigmatizar o negar derechos a personas con
adicciones; que han estado o se encuentren en centros de
reclusión, o en instituciones de atención a personas con
discapacidad mental o psicosocial;

XXXII. Negar la prestación de servicios financieros a
personas con discapacidad y personas adultas mayores;

XXXIII. Difundir sin consentimiento de la persona
agraviada información sobre su condición de salud;

XXXIV. Estigmatizar y negar derechos a personas con
VIH/sida;

XXXV. La aplicación de políticas públicas, programas u
otras acciones de gobierno que siendo aparentemente
neutrales tengan un impacto desventajoso en los dere-
chos de las personas.

XXXVI. En general cualquier otro acto u omisión dis-
criminatorio en términos del artículo 1 fracción III de
esta ley.

Capítulo III 
Medidas positivas y compensatorias a 
favor de la igualdad de oportunidades

Artículo 10. Derogado.

Artículo 11. Derogado.

Artículo 12. Derogado.

Artículo 13. Derogado.

Artículo 14. Derogado.

Artículo 15. Derogado.

Capítulo IV

De las medidas de igualación, medidas de inclusión y
acciones afirmativas

Artículo 15-A. Cada uno de los poderes públicos federales
y aquellas instituciones que estén bajo su regulación, o
competencia, están obligados a realizar las medidas de
igualación, las medidas de inclusión y las acciones afirma-
tivas necesarias para garantizar a toda persona la igualdad
real de oportunidades y el derecho a la no discriminación. 

La adopción de estas medidas forma parte de la perspectiva
antidiscriminatoria, la cual debe ser incorporada de manera
transversal y progresiva en el quehacer público, y de mane-
ra particular en el diseño, implementación y evaluación de
las políticas públicas que lleve a cabo cada uno de los pode-
res públicos federales.

Artículo 15-B. Las medidas de igualación son aquellas que
buscan hacer efectivo el acceso de todas las personas a la
igualdad real de oportunidades eliminando las barreras fí-
sicas, comunicacionales, normativas o de otro tipo, que
obstaculizan el ejercicio de derechos y libertades priorita-
riamente a las mujeres y a los grupos en situación de dis-
criminación o vulnerabilidad.

Artículo 15-C.- Las medidas de igualación incluyen, entre
otras:

I. Ajustes razonables en materia de accesibilidad física;

II. Adaptación de los puestos de trabajo para personas
con discapacidad;

III. Diseño y distribución de comunicaciones oficiales,
convocatorias públicas, libros de texto, licitaciones, en-
tre otros, en formato braille o en lenguas indígenas; 

IV. Uso de intérpretes de lengua de señas mexicana en
los eventos públicos de todas las dependencias guberna-
mentales y en los tiempos oficiales de televisión; 

V. Uso de intérpretes y traductores de lenguas indígenas. 

VI. La accesibilidad del entorno social, incluyendo ac-
ceso físico, de comunicaciones y de información. 
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VII. Derogación o abrogación de las disposiciones nor-
mativas que impongan requisitos discriminatorios de in-
greso a escuelas, trabajos, entre otros. 

VIII. Creación de licencias de paternidad, homologa-
ción de condiciones de derechos y prestaciones para los
grupos en situación de discriminación o vulnerabilidad. 

Artículo 15-D. Las medidas de inclusión son aquellas dis-
posiciones, de carácter preventivo o correctivo, cuyo obje-
to es eliminar mecanismos de exclusión o diferenciaciones
desventajosas para que todas las personas gocen y ejerzan
sus derechos en igualdad de trato.

Artículo 15-E.- Las medidas de inclusión podrán com-
prender, entre otras, las siguientes:

I. La educación para la igualdad y la diversidad dentro
del sistema educativo nacional;

II. La integración en el diseño, instrumentación y eva-
luación de las políticas públicas del derecho a la igual-
dad y no discriminación.

III. Desarrollo de políticas contra la homofobia, xeno-
fobia, la misoginia, la discriminación por apariencia o el
adultocentrismo.

IV. Acciones de sensibilización y capacitación dirigidas
a integrantes del servicio público con el objetivo de
combatir actitudes discriminatorias. 

V. Llevar a cabo campañas de difusión al interior de los
poderes públicos federales.

VI. 

Artículo 15-F. Las acciones afirmativas son las medidas
especiales, específicas, a favor de personas o grupos en si-
tuación de discriminación, cuyo objetivo es corregir situa-
ciones patentes de desigualdad en el disfrute o ejercicio de
derechos y libertades, aplicables hasta que subsistan dichas
situaciones. Se adecuarán a la situación que quiera reme-
diarse, deberán ser -legítimas, respetar los principios de
justicia y proporcionalidad y ser temporales. Estas medidas
no serán consideradas discriminatorias en términos del ar-
tículo 5o. de la presente ley.

Artículo 15-G. Las acciones afirmativas podrán incluir,
entre otras, las medidas para favorecer el acceso, perma-

nencia y promoción de personas pertenecientes a grupos en
situación de discriminación y subrrepresentados, en espa-
cios educativos, laborales y cargos de elección popular a
través del establecimiento de porcentajes o cuotas. 

Las acciones afirmativas serán prioritariamente aplicables
hacia personas pertenecientes a los pueblos indígenas,
afrodescendientes, mujeres, niñas, niños y adolescentes,
personas con discapacidad y personas adultas mayores.

Artículo 15-H. Las instancias públicas que adopten medi-
das de igualación, medidas de inclusión y acciones afirma-
tivas, deben reportarlas periódicamente al consejo para su
registro y monitoreo. El consejo determinará la informa-
ción a recabar y la forma de hacerlo en los términos que se
establecen en el estatuto.

Capítulo V
Del Consejo Nacional para 
Prevenir la Discriminación

Sección Segunda
De las atribuciones

Artículo 20. Son atribuciones del consejo:

I. Derogado.

II. Derogado.

III. Derogado.

IV. Derogado.

V. Derogado.

VI. Derogado.

VII. Derogado.

VIII. Derogado.

IX. Derogado.

X. Derogado.

XI. Derogado.

XII. Derogado.
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XIII. Derogado.

XIV. Derogado.

XV. Derogado.

XVI. Derogado.

XVII. Derogado.

XVIII. Derogado.

XIX. Derogado.

XX. Proponer políticas, programas, proyectos o accio-
nes cuyo objetivo o resultado esté encaminado a la pre-
vención y eliminación de la discriminación; 

XXI. Elaborar instrumentos de acción pública que con-
tribuyan a incorporar la perspectiva de no discrimina-
ción en el ámbito de las políticas públicas; 

XXII. Elaborar, ejecutar y supervisar la instrumentación
del Programa, que tendrá el carácter de especial y de
cumplimiento obligatorio de conformidad con la Ley de
Planeación; 

XXIII. Formular observaciones, sugerencias y direc-
trices a quien omita el cumplimiento o desvíe la ejecu-
ción del Programa y facilitar la articulación de accio-
nes y actividades que tengan como finalidad atender su
cumplimiento; sin perjuicio del ejercicio de las accio-
nes que esta ley confiere a las personas, grupos y co-
munidades en situación de discriminación y organiza-
ciones de la sociedad civil; 

XXIV. Verificar que los Poderes Públicos Federales e
instituciones y organismos privados, adopten medidas y
programas para prevenir y eliminar la discriminación; 

XXV. Requerir a los Poderes Públicos Federales la in-
formación que juzgue pertinente sobre la materia para el
desarrollo de sus objetivos; 

XXVI. Participar en el diseño del Plan Nacional de De-
sarrollo, en los programas que de él se deriven y en los
programas sectoriales, procurando que en su contenido
se incorpore la perspectiva del derecho a la no discrimi-
nación;

XXVII. Promover que en- el Presupuesto de Egresos de
la Federación se destinen los recursos necesarios para la
efectiva realización de las obligaciones en materia de no
discriminación;

XXVIII. Elaborar guías de acción pública con la finali-
dad de aportar elementos de política pública para preve-
nir y eliminar la discriminación;

XXIX. Promover el derecho a la no discriminación me-
diante campañas de difusión y divulgación;

XXX. Promover una cultura de denuncia de prácticas
discriminatorias;

XXXI. Difundir las obligaciones asumidas por el Esta-
do mexicano en los instrumentos internacionales que es-
tablecen disposiciones en materia de no discriminación,
así como promover su cumplimiento por parte de los
Poderes Públicos Federales, para lo cual podrá formular
observaciones generales o particulares;

XXXII. Elaborar, difundir y promover que en los me-
dios de comunicación se incorporen contenidos orienta-
dos a prevenir y eliminar las prácticas discriminatorias;

XXXIII. Promover el uso no sexista del lenguaje e in-
troducir formas de comunicación incluyentes en el ám-
bito público y privado;

XXXIV. Elaborar y difundir pronunciamientos sobre te-
mas relacionados con la no discriminación que sean de
interés público;

XXXV. Promover en las instituciones públicas y priva-
das y organizaciones de la sociedad civil la aplicación
de acciones afirmativas, buenas prácticas y experiencias
exitosas en materia de no discriminación. 

XXXVI. Establecer una estrategia que permita a las ins-
tituciones públicas, privadas y organizaciones sociales,
llevar a cabo programas y medidas para prevenir y eli-
minar la discriminación en sus prácticas, instrumentos
organizativos y presupuestos;

XXXVII. Reconocer públicamente a personas que en lo
individual con sus acciones se distingan o se hayan dis-
tinguido en su trayectoria, por impulsar una cultura de
igualdad de oportunidades y de no discriminación y el
ejercicio real de los derechos de todas las personas.
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XXXVIII. Desarrollar acciones y estrategias de promo-
ción cultural que incentiven el uso de espacios, obras,
arte y otras expresiones para sensibilizar sobre la im-
portancia del respeto a la diversidad y la participación
de la sociedad en pro de la igualdad y la no discrimina-
ción.

XXXIX. Proporcionar orientación, formación y capaci-
tación bajo diversas modalidades.

XL. Sensibilizar, capacitar y formar a personas servido-
ras públicas en materia de no discriminación;

XLI. Instrumentar la profesionalización y formación
permanente del personal del consejo;

XLII. Elaborar programas de formación para las perso-
nas y organizaciones de la sociedad civil a fin de gene-
rar activos y recursos multiplicadores capaces de pro-
mover y defender el derecho a la igualdad y no
discriminación; 

XLIII. Proponer a las instituciones del sistema educati-
vo nacional, lineamientos y criterios para el diseño, ela-
boración y/o aplicación de contenidos, materiales peda-
gógicos y procesos de formación en materia de igualdad
y no discriminación y celebrar convenios para llevar a
cabo procesos de formación que fortalezcan la multipli-
cación y profesionalización de recursos en la materia.

XLIV. Conocer e investigar los presuntos casos de dis-
criminación que se presenten, cometidos por personas
servidoras públicas, poderes públicos federales o parti-
culares;

XLV. Orientar y canalizar a las personas, grupos y co-
munidades a la instancia correspondiente en caso de que
no se surta la competencia del consejo;

XLVI. Emitir resoluciones por disposición e informes
especiales y, en su caso, establecer medidas administra-
tivas y reparadoras contra las personas servidoras públi-
cas federales, los poderes públicos federales o particula-
res en caso de cometer alguna acción u omisión de
discriminación previstas en esta ley;

XLVII. Solicitar a cualquier autoridad o particular la
adopción de las medidas precautorias o cautelares nece-
sarias para evitar consecuencias de difícil o imposible

reparación, en los casos de los que tenga conocimiento
el consejo y se consideren graves, aun cuando no sea
competente; lo anterior, a través del servicio de orienta-
ción o en la tramitación de los expedientes de queja.

XLVIII. Promover la presentación de denuncias por ac-
tos que puedan dar lugar a responsabilidades previstas
en ésta u otras disposiciones legales; así como ejercer
ante las instancias competentes acciones colectivas para
la defensa del derecho a la no discriminación.

XLIX. Celebrar convenios de colaboración con los Po-
deres Públicos Federales, estatales y municipales, con
los órganos de la administración del Distrito Federal,
con particulares, con organismos internacionales y/u or-
ganizaciones de la sociedad civil;

L. Efectuar, fomentar, coordinar y difundir estudios e
investigaciones sobre el derecho a la no discriminación; 

LI. Emitir opiniones en relación con los proyectos de
reformas en la materia que se presenten en el honorable
Congreso de la Unión;

LII. Emitir opiniones sobre las consultas que, relacio-
nadas con el derecho a la no discriminación, se le for-
mulen;

LIII. Proponer reformas legislativas, reglamentarias o
administrativas que protejan y garanticen el derecho a la
no discriminación;

LIV. Diseñar indicadores para la evaluación de las polí-
ticas públicas con perspectiva de no discriminación;

LV. Elaborar un informe anual de sus actividades;

LVI. Proponer modificaciones al Estatuto Orgánico;

LVII. Las demás establecidas en esta Ley, en el Estatu-
to Orgánico y demás disposiciones aplicables.

Sección Cuarta
De la Junta de Gobierno 

Artículo 23. La Junta de Gobierno estará integrada por la
persona que ocupe la Presidencia del consejo, siete repre-
sentantes del Poder Ejecutivo federal y siete de la asamblea
consultiva del consejo.
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La representación del Poder Ejecutivo Federal se confor-
mará con las siguientes dependencias y entidades:

I. Secretaría de Gobernación;

II. Secretaría de Hacienda y Crédito Público;

III. Secretaría de Salud;

IV. Secretaría de Educación Pública;

V. Secretaría del Trabajo y Previsión Social;

VI. Secretaría de Desarrollo Social, y

VII. Instituto Nacional de las Mujeres.

Cada persona representante tendrá el nivel de titular de
subsecretaría o rango inferior al titular, y las personas su-
plentes, del inferior jerárquico inmediato al de aquélla.

Las personas integrantes designadas por la asamblea con-
sultiva y sus respectivas personas suplentes durarán en su
encargo tres años, pudiendo ser ratificadas por otro perío-
do igual por una sola ocasión, o hasta la terminación de su
periodo como integrante de la asamblea consultiva. Este
cargo tendrá el carácter de honorario.

La Junta de Gobierno será presidida por la persona que
ocupe la presidencia del consejo.

Serán invitadas permanentes a la Junta de Gobierno con
derecho a voz, pero no a voto, las siguientes entidades:
Consejo Nacional para las Personas con Discapacidad, Ins-
tituto Mexicano de la Juventud, Comisión Nacional para el
Desarrollo de los Pueblos Indígenas, Instituto Nacional de
las Personas Adultas Mayores, Consejo Nacional para la
Prevención y Control del VIH/sida, Instituto Nacional de
Migración y Sistema Nacional para el Desarrollo Integral
de la Familia.

Artículo 24. La Junta de Gobierno tendrá, además de aque-
llas que establece el artículo 58 de la Ley Federal de las
Entidades Paraestatales, las siguientes atribuciones:

I. Aprobar y modificar su reglamento de sesiones, y el
Estatuto Orgánico del consejo, con base en la propuesta
que presente la presidencia;

II. Aprobar los ordenamientos administrativos que re-
gulen el funcionamiento interno del consejo propuestos
por la Presidencia, así como establecer los lineamientos
y las políticas generales para su conducción con apego
a esta ley, su Estatuto Orgánico, los reglamentos de la
Junta de Gobierno y de la asamblea consultiva, El Pro-
grama Nacional para Prevenir y Eliminar la Discrimina-
ción, y las demás disposiciones legales aplicables;

II Bis. Aprobar la estrategia, criterios y lineamientos
propuestos por la Presidencia del consejo, que permitan
a las instituciones públicas, privadas y organizaciones
sociales llevar a cabo programas y medidas para preve-
nir y eliminar la discriminación en sus prácticas, instru-
mentos organizativos y presupuestos;

III. Aprobar el proyecto de presupuesto y del programa
operativo anual que someta a su consideración la Presi-
dencia del Consejo y conocer los informes de su ejerci-
cio y ejecución;

IV. Aprobar el informe anual de actividades que rendirá
la Presidencia del Consejo a los Poderes de la Unión;

V. Autorizar el nombramiento o remoción a propuesta
de la Presidencia del Consejo, a los servidores públicos
de éste que ocupen cargos en las dos jerarquías admi-
nistrativas inferiores a la de aquél; 

VI. Emitir los criterios a los cuales se sujetará el Con-
sejo en el ejercicio de sus atribuciones;

VII. Aprobar el tabulador de salarios del Consejo y
prestaciones al personal de nivel operativo del consejo,
siempre que su presupuesto lo permita;

VIII. Se deroga.

IX. Considerar las opiniones de ·Ia Asamblea Consulti-
va en materia de prevención y eliminación de la discri-
minación;

X. Acordar la realización de las operaciones inherentes
al objeto del organismo con sujeción a las disposiciones
aplicables, y

XI. Las demás que le confieran éste u otros ordena-
mientos.
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Artículo 25. La Junta de Gobierno sesionará válidamente
cuando se encuentren presentes más de la mitad de las per-
sonas representantes, siempre que esté la persona titular de
la Presidencia de la junta, o la persona que establezca el Es-
tatuto Orgánico en caso de ausencia de la persona titular.

Los acuerdos se adoptarán por mayoría de votos y, en caso
de empate, la persona que ocupe la presidencia del Conse-
jo, tendrá voto de calidad.

Las sesiones serán ordinarias y extraordinarias; las ordina-
rias se llevarán a cabo por lo menos seis veces al año, y las-
extraordinarias cuando las convoque la persona titular de la
Presidencia, o la mitad más uno de las y los integrantes de
la junta.

Sección Quinta
De la Presidencia 

Artículo 26. La persona que ocupe la presidencia del conse-
jo, quien presidirá la junta, será designado por el titular del
Poder Ejecutivo federal. La Cámara de Senadores podrá ob-
jetar el nombramiento por mayoría, pudiéndolo también ha-
cer la Comisión Permanente durante los periodos de receso
bajo el mismo esquema de mayoría, durante los treinta días
naturales posteriores al nombramiento. Si no se presenta ob-
jeción al vencimiento de este plazo, se tendrá por efectivo el
nombramiento de la persona titular del Ejecutivo federal.

Para ser presidente del Consejo se requiere:

I. Contar con título profesional; 

II. Haberse desempeñado destacadamente en activida-
des profesionales, sociales, de servicio público o acadé-
micas, relacionadas con la materia de esta ley, y

III. No haberse desempeñado como secretario/a de Es-
tado, procurador/a General de la República, goberna-
dor/a, jefe/a del gobierno, senador/a, diputado/a federal
o local, o dirigente de un partido o asociación política
durante los dos años previos al día de su nombramiento.

Artículo 28. La persona que ocupe la presidencia del con-
sejo durará en su cargo cuatro años y podrá ser ratificada
por un periodo igual, por una sola ocasión.

Artículo 30. La Presidencia del consejo tendrá, además de
aquellas que establece el artículo 59 de la Ley Federal de
las Entidades Paraestatales, las siguientes atribuciones:

I. Planear, organizar, coordinar, dirigir, controlar y eva-
luar el funcionamiento del consejo, con sujeción a las
disposiciones aplicables; 

II. Proponer a la Junta de Gobierno, para su aprobación,
los ordenamientos administrativos que regulen el funcio-
namiento interno del Consejo, incluyendo el, Estatuto
Orgánico, manuales, lineamientos, reglamentos, así co-
mo las políticas generales para su conducción; 

III. Someter a la Junta de Gobierno, para su aprobación,
la estrategia, criterios o lineamientos que permitan a las
instituciones públicas, privadas y organizaciones socia-
les llevar a cabo programas y medidas para prevenir y
eliminar la discriminación en sus prácticas, instrumen-
tos organizativos y presupuestos; 

IV. Presentar a la consideración de la Junta de Gobier-
no, para su aprobación, el proyecto del Programa Na-
cional para Prevenir y Eliminar la Discriminación;

V. Someter a la consideración de la Junta de Gobierno,
para su aprobación, y a la Asamblea Consultiva, el in-
forme anual de actividades y el relativo al ejercicio pre-
supuestal del consejo.

VI. Ejecutar los acuerdos y demás disposiciones de la
Junta de Gobierno, así como supervisar y verificar su
cumplimiento por parte de las unidades administrativas
del consejo;

VII. Enviar a los Poderes de la Unión el informe anual
de actividades del consejo, así como de su ejercicio pre-
supuestal; éste último, previa opinión de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público;

VIII. Se deroga.

IX. Proponer el nombramiento y/o remoción de las per-
sonas servidoras públicas del consejo, a excepción de
aquellas que ocupen los dos niveles jerárquicos inferio-
res inmediatos al de la Presidencia;

X. Ejercer la representación legal del Consejo, así como
delegarla cuando no exista prohibición expresa para
ello;

XI. Promover y celebrar convenios de colaboración con
dependencias y entidades de la administración pública
federal, de los estados de la federación, municipios, or-
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ganizaciones de ·la sociedad civil u otras de carácter pri-
vado, organismos nacionales e internacionales;

XII. Proponer a la Junta de Gobierno, para su aproba-
ción, el tabulador salarial del consejo y prestaciones al
personal de nivel operativo del Consejo, siempre que su
presupuesto lo permita;

XIII. Solicitar a la Asamblea Consultiva opiniones rela-
cionadas con el desarrollo de los programas y activida-
des que realice el Consejo, y con cuestiones en materia
de prevención y eliminación de la discriminación, y

XIV. Las demás que le confieran ésta ley u otros orde-
namientos.

Sección Sexta 
De la asamblea constitutiva

Artículo 32. La Asamblea Consultiva estará integrada por
no menos de diez ni más de veinte personas representantes
de los sectores privado, social y de la comunidad académi-
ca que, por su experiencia o especialidad puedan contribuir
a la prevención y eliminación de la discriminación y a la
consolidación del principio de igualdad real de oportunida-
des. La asamblea no podrá estar integrada con más del 50
por ciento de personas del mismo sexo.

Las personas que la integren serán propuestas por la perso-
na que ocupe la presidencia del Consejo, la Asamblea Con-
sultiva, y los sectores y comunidad señalados, y su nom-
bramiento estará a cargo de la Junta de Gobierno en los
términos de lo dispuesto en el Estatuto Orgánico.

Artículo 34. Son facultades de la Asamblea Consultiva:

I. Presentar opiniones ante la Junta de Gobierno, rela-
cionadas con el desarrollo de los programas y activida-
des que realice el consejo;

II. Asesorar tanto a la Junta de Gobierno como a la Pre-
sidencia del consejo en cuestiones relacionadas con la
prevención y eliminación de la discriminación;

III. Atender las consultas y formular las opiniones que
le sean solicitadas por la Junta de Gobierno o por la Pre-
sidencia del Consejo;

…

V. Nombrar de entre sus integrantes a las siete personas
que la representarán y formarán parte de la Junta de Go-
bierno y a sus respectivas o respectivos suplentes;

VI. Participar en las reuniones y eventos a los que la
convoque el consejo, para intercambiar experiencias e
información de carácter nacional e internacional rela-
cionadas con la materia;

VII. Derogada.

VIII. Las demás que señalen el Estatuto Orgánico y
otras disposiciones aplicables.

Artículo 35. Las personas integrantes de la Asamblea Con-
sultiva durarán en su cargo tres años, y podrán ser ratifica-
das por un período igual, en los términos de lo dispuesto en
el Estatuto Orgánico. Cada año se renovará al menos cua-
tro de sus integrantes. 

Sección Séptima 
De los Órganos de Vigilancia 

Artículo 38. El consejo contará con una contraloría, órga-
no de control interno, al frente de la cual estará la persona
designada en los términos de la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal.

Corresponderá a la Secretaría de la Función Pública por sí
o a través del órgano interno de control del consejo, el ejer-
cicio de las atribuciones que en materia de control, inspec-
ción, vigilancia y evaluación le confieren la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal, sin perjuicio de las
facultades que corresponden a la Auditoría Superior de la
Federación.

El órgano de vigilancia del consejo estará integrado por un
Comisario Público propietario y un suplente, designados
por la Secretaría de la Función Pública, quienes ejercerán
sus funciones de acuerdo con las disposiciones legales apli-
cables.

El comisario acudirá con voz pero sin voto, a las sesiones
de la Junta de Gobierno.

Artículo 39. El Comisario Público, tendrá las siguientes
facultades:

I. …

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 25 de abril de 2012533



II. …

III. …

IV. …

V. Las demás inherentes a su función y las que le seña-
le expresamente la Secretaría de la Función Pública, en
el ámbito de su competencia.

Sección Octava
Prevenciones Generales

…

Sección Novena
Régimen de Trabajo

…

Capítulo V
Del procedimiento de queja

Sección Primera
Disposiciones generales

Artículo 43. El consejo conocerá de las quejas por los pre-
suntos actos, omisiones o prácticas sociales discriminato-
rias a que se refiere esta ley, atribuidas a particulares, per-
sonas físicas o morales, así como a personas servidoras
públicas federales, y a los poderes públicos federales, e im-
pondrá en su caso las medidas administrativas y reparado-
ras que esta ley previene.

Toda persona podrá presentar quejas por presuntos actos,
omisiones o prácticas sociales discriminatorias ante el
Consejo, ya sea directamente o por medio de su represen-
tante, aun cuando no tenga vínculos con la persona presun-
tamente agraviada.

…

Cuando fueren varios las o los peticionarios que formulan
una misma queja, nombrarán a una persona representante
común; la omisión dará lugar a que el consejo la designe de
entre aquéllas, con quien se practicarán las notificaciones.

Artículo 44. Las quejas que se presenten ante el consejo
sólo podrán admitirse dentro del plazo de un año, contado
a partir de que se haya iniciado la realización de los pre-

suntos actos, omisiones o prácticas sociales discriminato-
rias, o de que la persona peticionaria tenga conocimiento
de estos. 

En casos excepcionales, y tratándose de actos, omisiones o
prácticas sociales discriminatorias graves a juicio del Con-
sejo Nacional, éste podrá ampliar dicho plazo mediante un
acuerdo fundado y motivado.

Artículo 45. El consejo podrá proporcionar orientación a
las personas peticionarias y agraviadas respecto a los dere-
chos que les asisten y los medios para hacerlos valer y, en
su caso, canalizará ante las instancias correspondientes en
la defensa de los citados derechos, en los términos estable-
cidos en el Estatuto Orgánico. 

Artículo 48. Tanto las personas particulares, como las per-
sonas servidoras públicas y los poderes públicos federales,
están obligadas a auxiliar al personal del consejo en el de-
sempeño de sus funciones y a rendir los informes que se les
soliciten en los términos requeridos. 

En el supuesto de que las autoridades o personas servido-
ras públicas federales sean omisas para atender los reque-
rimientos del Consejo, se informará a su superior jerárqui-
co de esa situación, y en caso de continuar con el
incumplimiento, se dará vista al órgano interno de control
correspondiente para que aplique las sanciones administra-
tivas conducentes. 

Artículo 48 Bis.- Las quejas se tramitarán conforme a lo
dispuesto en esta ley. El procedimiento será breve y senci-
llo, y se regirá por los principios pro persona, de inmedia-
tez, concentración, eficacia, profesionalismo, buena fe,
gratuidad y suplencia de la deficiencia de la queja.

Artículo 49. Las quejas podrán presentarse por escrito, con
la firma o huella digital y datos generales de la parte peti-
cionaria, así como la narración de los hechos que las moti-
van.

También podrán formularse verbalmente mediante compa-
recencia en el consejo, por vía telefónica, fax, por la pági-
na web institucional o correo electrónico institucional, las
cuales deberán ratificarse dentro de los cinco días hábiles
siguientes a su presentación, pues de lo contrario se ten-
drán por no presentadas.

Artículo 50. El consejo no admitirá quejas anónimas, ni
aquéllas que resulten evidentemente improcedentes, infun-
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dadas; o no expongan conductas o prácticas discriminato-
rias, dentro del ámbito de su competencia, o éstas consis-
tan en la reproducción de una queja ya examinada y deter-
minada anteriormente. 

Las quejas que no contengan el nombre de la parte peticio-
naria, como consecuencia del temor a represalias, se po-
drán registrar, debiéndose mantener sus datos de identifi-
cación en estricta reserva, los cuales le serán solicitados
con el único fin de tenerla ubicada y poder de esta forma
realizar las gestiones necesarias para la preservación de sus
derechos.

La reserva de los datos procederá sólo en los casos en que
con ello no se imposibilite la investigación de la queja o la
actuación de este consejo.

Artículo 51. Si el consejo no resulta competente o no se
trata de un acto, omisión o práctica social discriminatoria,
podrá brindar a la parte interesada la orientación necesaria
para que, en su caso, acuda ante la instancia a la cual le co-
rresponda conocer del caso.

Artículo 52. Cuando de la narración de los hechos motivo
de queja no se puedan deducir los elementos mínimos para
la intervención del Consejo, se solicitará por cualquier me-
dio a la persona peticionaria que los aclare dentro del pla-
zo de cinco días hábiles siguientes a la petición.

De omitir atender tal solicitud, se practicará un segundo re-
querimiento con igual plazo y, de insistir en la omisión, se
emitirá acuerdo de conclusión del expediente por falta de
interés.

Artículo 53. En ningún momento la presentación de una
queja ante el Consejo interrumpirá la prescripción de las
acciones judiciales o recursos administrativos previstos por
la legislación correspondiente.

Artículo 55. Cuando se presenten dos o más quejas que se
refieran a los mismos hechos, actos, omisiones o prácticas
sociales presuntamente discriminatorias, el Consejo, a su
juicio, podrá acumularlas para su trámite y resolución,
cuando reúnan los requisitos de procedibilidad y propor-
cionen elementos relevantes al caso que se investiga, de
conformidad con lo establecido en el Estatuto Orgánico del
consejo.

Sección Segunda
De la Reclamación 

Artículo 58. Se deroga.

Artículo 59. Se deroga.

Artículo 60. Se deroga.

Artículo 61. Se deroga.

Artículo 62. Se deroga.

Artículo 63. Se deroga.

Sección Tercera
De la Sustanciación

Artículo 63 Bis. La persona titular de la Presidencia, la per-
sona titular de la Dirección General Adjunta de Quejas, así
como las personas titulares de las direcciones, subdireccio-
nes y jefaturas de departamento de la Dirección General Ad-
junta que tendrán a su cargo la tramitación de expedientes de
queja y el personal que al efecto se designe, tendrán en sus
actuaciones fe pública para certificar la veracidad de los he-
chos en relación con las quejas presentadas ante dicho con-
sejo; las orientaciones que se proporcionen; la verificación
de medidas administrativas y reparadoras, entre otras nece-
sarias para la debida sustanciación del procedimiento.

Para los efectos de esta ley, la fe pública consistirá en la fa-
cultad de autenticar documentos preexistentes o declara-
ciones y hechos que tengan lugar o estén aconteciendo en
su presencia.

Las declaraciones y hechos a que se refiere el párrafo ante-
rior, se harán constar en el acta circunstanciada que al efec-
to levantará la persona servidora pública correspondiente.

Artículo 63 Ter. En los casos de los que tenga conoci-
miento el consejo y se consideren graves, podrá solicitar a
cualquier particular o autoridad la adopción de las medidas
precautorias o cautelares necesarias para evitar consecuen-
cias de difícil o imposible reparación; lo anterior, a través
del área que proporcione orientación o en la tramitación de
los expedientes de queja. 

Artículo 63 Quáter. Dentro de los cinco días hábiles si-
guientes a la presentación de la queja, o al de su aclaración,
se resolverá respecto a su admisión. 
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Artículo 63 Quintus. Dentro de los cinco días hábiles si-
guientes a la admisión de la queja, las imputaciones se ha-
rán del conocimiento de la persona particular, física o mo-
ral, persona servidora pública o Poderes Públicos Federales
a quienes se atribuyan éstas, o a su superior jerárquico o al
representante legal, para que rindan un informe dentro del
plazo máximo de diez días hábiles siguientes al de la fecha
de su notificación. 

Artículo 63 Sextus. En la contestación se afirmarán, refu-
tarán o negarán todos y cada uno de los hechos actos, omi-
siones o prácticas discriminatorias imputadas, además de
incluir un informe detallado y documentado de los antece-
dentes del asunto, sus fundamentos y motivaciones y, en su
caso, los elementos jurídicos o de otra naturaleza que los
sustenten y demás que considere necesarios. 

Artículo 63 Séptimus. A la persona particular, física o mo-
ral, persona servidora pública o poderes públicos federales
a quienes se atribuyan los presuntos actos, omisiones o
prácticas sociales discriminatorias, se les apercibirá de que
de omitir dar contestación a las imputaciones, o dar res-
puesta parcial, se tendrán por ciertas las conductas o prác-
ticas sociales presuntamente discriminatorias que se le atri-
buyan, salvo prueba en contrario, y se le notificará del
procedimiento conciliatorio, cuando así proceda, para efec-
tos de su participación.

Sección Cuarta
De la conciliación

Artículo 64. La conciliación es la etapa del procedimiento
de queja por medio del cual personal de este consejo inten-
ta, en los casos que sea procedente, avenir a las partes pa-
ra resolverla, a través de alguna de las soluciones que se
propongan, mismas que siempre velarán por la máxima
protección de los derechos de las personas presuntamente
víctimas de conductas y/o prácticas sociales discriminato-
rias.

Cuando el contenido la queja, a juicio del Consejo, se re-
fiera a casos graves, o bien exista el riesgo inminente de re-
victimizar a la persona peticionaria y o agraviada, el asun-
to no podrá someterse al procedimiento de conciliación con
las autoridades o particulares presuntamente responsables
de la discriminación, por lo que se continuará con la inves-
tigación o, si se contara con los elementos suficientes, se
procederá a su determinación. 

Artículo 65 Bis. En el caso de que las partes residan fuera
del domicilio del consejo, la conciliación podrá efectuarse
por escrito, medios electrónicos u otros, con la intermedia-
ción del consejo.

En caso de que las partes acepten la conciliación, ya sea en
sus comparecencias iniciales, o en cualquier otro momen-
to, dentro de los quince días hábiles siguientes se efectua-
rá la audiencia respectiva, para cuya celebración este Con-
sejo fijará día y hora. 

El consejo podrá realizar esa conciliación aun sin la pre-
sencia de la parte peticionaria o agraviada, siempre y cuan-
do se cuente con la anuencia de cualquiera de éstas. 

Artículo 66. Al preparar la audiencia, la persona concilia-
dora solicitará a las partes los elementos de juicio que con-
sidere convenientes para ejercer adecuadamente sus atribu-
ciones, pudiendo aquéllas ofrecer los medios de prueba que
estimen necesarios.

Artículo 67. En caso de que la parte peticionaria o a quien
se atribuyan los hechos motivo de queja no comparezcan a
la audiencia de conciliación y justifiquen su inasistencia
dentro del plazo de los tres días hábiles siguientes, por úni-
ca ocasión se señalará nuevo día y hora para su celebración.

Artículo 68. La persona conciliadora expondrá a las partes
un resumen de la queja y de los elementos de juicio con los
que se cuente hasta ese momento y las exhortará a resol-
verla por esa vía, ponderando que las pretensiones y acuer-
dos que se adopten sean proporcionales y congruentes con
la competencia de este consejo.

Artículo 69. La audiencia de conciliación podrá ser sus-
pendida a juicio de la parte conciliadora o a petición de am-
bas partes de común acuerdo hasta en una ocasión, debién-
dose reanudar, en su caso, dentro de los cinco días hábiles
siguientes.

Artículo 70. De lograr acuerdo se suscribirá convenio con-
ciliatorio; el cual tendrá autoridad de cosa juzgada y traerá
aparejada ejecución, y el Consejo dictará acuerdo de con-
clusión del expediente de queja, sin que sea admisible re-
curso alguno, quedando sujeto el convenio a seguimiento
hasta su total cumplimiento.

Artículo 71. En el supuesto de que el consejo verifique la
falta de cumplimiento de lo convenido, su ejecución podrá
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promoverse ante los tribunales competentes en la vía de
apremio o en juicio ejecutivo, a elección de la parte intere-
sada o por la persona que designe el consejo, a petición de
aquélla.

A juicio del consejo se podrá decretar la reapertura del ex-
pediente de queja, con motivo del incumplimiento total o
parcial del convenio.

Artículo 72. De no lograrse conciliación entre las partes,
se abrirá la etapa de la investigación, o se determinará la
queja de considerar el Consejo que cuenta con los elemen-
tos o pruebas necesarias para ello.

Sección Quinta
De la investigación

Artículo 73. El consejo efectuará la investigación, para lo
cual tendrá las siguientes facultades:

I. Solicitar a las autoridades o particulares a los que se
atribuyen los hechos motivo de queja la remisión de in-
formes complementarios y documentos relacionados
con el asunto materia de la investigación;

II. Solicitar a otras personas físicas o morales, personas
servidoras públicas o poderes públicos federales que
puedan tener relación con los hechos o motivos de la
queja, la remisión de informes o documentos vinculados
con el asunto.

Para realizar la investigación no será impedimento el
carácter confidencial o reservado de la información; sin
embargo, el Consejo deberá manejar ésta en la más es-
tricta confidencialidad y con apego a la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gu-
bernamental. 

III. Practicar inspecciones en el o los lugares en que se
presume ocurrieron los hechos, así como en los archivos
de particulares, de las autoridades, personas servidoras
públicas o entidad de los poderes públicos imputados.
En su caso, se asistirá de personal técnico o profesional
especializado;

IV. Citar a las personas que deben comparecer como
testigos o peritos; y

V. Efectuar todas las demás acciones que el consejo juz-
gue convenientes para el mejor conocimiento del asunto. 

Artículo 75. Las pruebas que se presenten por las partes, así
como las que de oficio se allegue el consejo, serán valoradas
en su conjunto, de acuerdo con los principios de la lógica, la
experiencia y la legalidad, a fin de que puedan producir con-
vicción sobre los hechos motivo de queja.

Sección Sexta 
De la resolución 

Artículo 77 Bis. Las resoluciones por disposición que emi-
ta el consejo, estarán basadas en las constancias del expe-
diente de queja.

Artículo 77 Ter. La resolución por disposición contendrá
una síntesis de los puntos controvertidos, las motivaciones
y los fundamentos de derecho interno e internacional que
correspondan y los resolutivos en los que con toda claridad
se precisará su alcance y las medidas administrativas y re-
paradoras que procedan conforme a esta Ley. En la cons-
trucción de los argumentos que la funden y motiven se
atenderá a los criterios y principios de interpretación dis-
puestos en esta ley. 

Artículo 77 Quáter. El consejo puede dictar acuerdos de
trámite en el curso del procedimiento de queja, los cuales
serán obligatorios para las partes; su incumplimiento trae-
rá aparejadas las medidas administrativas y responsabilida-
des señaladas en este ordenamiento.

Artículo 78. Si al concluir la investigación, no se logra
comprobar que se hayan cometido los actos, omisiones o
prácticas sociales discriminatorias imputadas, el consejo
dictará el acuerdo de no discriminación, atendiendo a los
requisitos a que se refiere el Estatuto Orgánico del conse-
jo.

Artículo 79. Si una vez finalizada la investigación, el con-
sejo comprueba los actos, omisiones o prácticas sociales
discriminatorias formulará la correspondiente resolución
por disposición, en la cual se señalarán las medidas admi-
nistrativas y reparadoras a que se refiere el capítulo corres-
pondiente de esta ley, así como los demás requisitos que
prevé el Estatuto Orgánico del consejo.

La notificación de la resolución que se emita en el proce-
dimiento de queja, que en su caso contenga la imposición
de medidas administrativas y reparadoras previstas en es-
ta ley, se realizará personalmente, por mensajería o por
correo certificado con acuse de recibo.
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De no ser posible la notificación por cualquiera de esos
medios, podrá realizarse por estrados, de conformidad con
lo señalado en el Estatuto Orgánico.

Artículo 79 Bis. Con la finalidad de visibilizar (el término
no sería aplicable en este caso) y hacer del conocimiento de
la opinión pública aquellos casos relacionados con presuntos
actos, omisiones o prácticas sociales discriminatorias que a
juicio del consejo sean graves, reiterativos o que tengan una
especial trascendencia, podrá emitir informes especiales en
los que se expondrán los resultados de las investigaciones;
en su caso, las omisiones u obstáculos atribuibles a particu-
lares y personas servidoras públicas; estableciendo propues-
tas de acciones y medidas para lograr condiciones de igual-
dad y no discriminación.

Artículo 79 Ter. Las personas servidores públicos federales
a quienes se les compruebe que cometieron actos, omisiones
o prácticas sociales discriminatorias, además de las medidas
administrativas y de reparación que se les impongan, queda-
rán sujetas a las responsabilidades en que hayan incurrido,
en los términos de la Ley Federal de Responsabilidades Ad-
ministrativas de los Servidores Públicos.

El consejo enviará la resolución a la Secretaría de la Función
Pública, al contralor interno o al titular del área de responsa-
bilidades de la dependencia, entidad u órgano público fede-
ral al que se encuentre o se hubiese encontrado adscrita la
persona servidora pública responsable. La resolución emiti-
da por el consejo constituirá prueba plena dentro del proce-
dimiento respectivo.

Sección Sexta
Del Procedimiento 

Conciliatorio entre Particulares

Artículo 80. Derogado.

Artículo 81. Derogado.

Artículo 82. Derogado.

Capítulo VI
De las medidas administrativas 

y reparadoras

Sección Primera 
De las Medidas Administrativas y Reparadoras

Artículo 83. El consejo dispondrá la adopción de las si-
guientes medidas administrativas para prevenir y eliminar
la discriminación:

I. La impartición de cursos o talleres que promuevan el
derecho a la no discriminación y la igualdad de oportu-
nidades; 

II. La fijación de carteles donde se señale que en ese es-
tablecimiento, asociación o institución se realizaron he-
chos, actos, omisiones o prácticas sociales discriminato-
rias, o mediante los que se promueva la igualdad y la no
discriminación;

III. La presencia de personal del consejo para promover
y verificar la adopción de medidas a favor de la igual-
dad de oportunidades y la eliminación de toda forma de
discriminación;

IV. La difusión de la versión pública de la resolución en
el órgano de difusión del Consejo; y 

V. La publicación o difusión de una síntesis de la reso-
lución en los medios impresos o electrónicos de comu-
nicación.

La imposición de estas medidas administrativas a los parti-
culares, se sujetará a que éstos se hayan sometido al con-
venio de conciliación correspondiente.

Artículo 83 Bis. El Consejo podrá imponer las siguientes
medidas de reparación:

I. Restitución del derecho conculcado por el acto, omi-
sión o práctica social discriminatoria;

II. Compensación por el daño ocasionado;

III. Amonestación pública;

IV. Disculpa pública o privada;
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V. Garantía de no repetición del acto, omisión, o prácti-
ca social discriminatoria, y 

VI. Cualquier otra medida encaminada al resarcimiento
del daño ocasionado por la comisión de actos, omisio-
nes o prácticas sociales discriminatorias.

Artículo 83 Ter. Las medidas administrativas y reparado-
ras señaladas se impondrán sin perjuicio de la responsabi-
lidad administrativa, civil o penal a que hubiere lugar.

Sección Segunda
De los criterios para la imposición de 

medidas administrativas y reparadoras

Artículo 84. Para la imposición de las medidas adminis-
trativas y reparadoras, se tendrá en consideración:

I. Se deroga. 

II. La gravedad de la conducta o práctica social discri-
minatoria; 

II Bis. La concurrencia de dos o más motivos o formas
de discriminación; 

III. La reincidencia, entendiéndose por ésta cuando la
misma persona incurra en igual, semejante o nueva vio-
lación al derecho a la no discriminación, sea en perjui-
cio de la misma o diferente parte agraviada;

IV. El efecto producido por la conducta o práctica social
discriminatoria. 

Sección Tercera 
De la ejecución de las 

medidas administrativas y reparadoras

Artículo 86. Tratándose de personas servidoras públicas,
la omisión en el cumplimiento a la resolución por disposi-
ción en el plazo concedido, dará lugar a que el consejo lo
haga del conocimiento de la Secretaría de la Función Pú-
blica y de la autoridad, dependencia, instancia o entidad del
poder púbico competente para que procedan conforme a
sus atribuciones. 

Si se trata de particulares, personas físicas o morales, que
omitan cumplir, total o parcialmente, la resolución por dis-
posición, este Consejo podrá dar vista a la autoridad com-
petente por la desobediencia en que haya incurrido. 

Artículo 87. El Consejo tendrá a su cargo la aplicación de
las medidas administrativas y reparadoras previstas en los
artículos 83 y 83 Bis de esta ley.

No obstante, los costos que se generen por esos conceptos
deberán ser asumidos por la persona a la que se le haya im-
putado el acto u omisión discriminatoria.

Sección Cuarta 
Del Recurso de Revisión 

Artículo 88. Contralas resoluciones y actos del consejo los
interesados podrán interponer el recurso de revisión, de
conformidad con la Ley Federal del Procedimiento Admi-
nistrativo. 

Artículos Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. Se derogan todas las disposiciones que
se opongan al presente decreto.

Artículo Tercero. El período de duración a que hace refe-
rencia esta ley para la persona que ocupe el cargo de la Pre-
sidencia del Conapred entrará en vigor a partir del siguien-
te nombramiento.

Artículo Cuarto. El sistema para iniciar la renovación es-
calonada de las personas integrantes de la Asamblea Con-
sultiva se propondrá mediante acuerdo de dicho órgano co-
legiado, y se pondrá a consideración de la Junta de
Gobierno para su aprobación.

Artículo Quinto. Dentro de los sesenta días siguientes a la
fecha de publicación del presente decreto, el Consejo Na-
cional para Prevenir la Discriminación deberá emitir los li-
neamientos que regulen la aplicación de las medidas pre-
vistas en el artículo 83 de la presente ley.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores. México, DF, a 24 de
abril de 2012.— Senador Ricardo Francisco García Cervantes (rúbri-
ca), vicepresidente; senadora Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), se-
cretaria.»

El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: Túrnese
a la Comisión de Derechos Humanos, para dictamen.
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LEY GENERAL PARA LA PREVENCION 
Y GESTION INTEGRAL DE LOS RESIDUOS

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes el expediente que contiene el proyecto de decreto por
el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la
Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los
Residuos.

Atentamente

México, DF, a 24 de abril de 2012.— Senador Ricardo Francisco Gar-
cía Cervantes (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto

Por el que se reforman y adicionan diversas disposicio-
nes de la Ley General para la Prevención y Gestión In-
tegral de los Residuos

Artículo Único. Se reforman el artículo 7, la fracción X
del artículo 9, la fracción III del artículo 28 y la fracción I
del artículo 96; y se adicionan la fracción IX al artículo 10,
recorriéndose las subsecuentes en su orden, un segundo pá-
rrafo al artículo 25, recorriéndose en su orden el subse-
cuente, y una fracción II al artículo 100, recorriéndose las
subsecuentes en su orden; todas ellas de la Ley General pa-
ra la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, para
quedar como sigue:

Artículo 7. Son facultades de la federación

I. a V. …

VI. Expedir las normas oficiales mexicanas que esta-
blezcan, entre otros, los criterios de eficiencia ambien-
tal y tecnológica que deben cumplir los materiales con
que se elaborarán productos, envases, empaques y em-
balajes de plásticos y poliestireno expandido que al des-
echarse se convierten en residuos. Dichas normas debe-

rán considerar los principios de reducción, reciclaje y
reutilización en el manejo de los mismos.

VII. La regulación y control de los residuos peligrosos
provenientes de pequeños generadores, grandes genera-
dores o de microgeneradores, cuando estos últimos no
sean controlados por las entidades federativas;

VIII. Regular los aspectos ambientales relativos al
transporte de los residuos peligrosos;

IX. Verificar el cumplimiento de la normatividad en las
materias de su competencia e imponer las medidas co-
rrectivas, de seguridad y sanciones que en su caso co-
rrespondan;

X. Celebrar convenios con los gobiernos de las entida-
des federativas para participar en la autorización y el
control de los residuos peligrosos generados por micro-
generadores, y brindarles asistencia técnica para ello;

XI. Autorizar el manejo integral de residuos peligrosos,
así como la prestación de los servicios correspondientes,
de conformidad con lo previsto en esta ley;

XII. Promover, en coordinación con los gobiernos de
las entidades federativas, de los municipios, de otras de-
pendencias y entidades involucradas, la creación de in-
fraestructura para el manejo integral de los residuos con
la participación de los inversionistas y representantes de
los sectores sociales interesados;

XIII. Autorizar la importación, exportación o tránsito
de residuos peligrosos por el territorio nacional, de
acuerdo con lo previsto en esta ley;

XIV. Establecer y operar, en el marco del Sistema Na-
cional de Protección Civil, en coordinación con los go-
biernos de las entidades federativas y de los municipios,
el sistema para la prevención y control de contingencias
y emergencias ambientales relacionadas con la gestión
de residuos;

XV. Promover la investigación, desarrollo y aplicación
de tecnologías, equipos, materiales, sistemas y procesos
que prevengan, reduzcan, minimicen y/o eliminen la li-
beración al ambiente y la transferencia, de uno a otro de
sus elementos, de contaminantes provenientes de la ges-
tión integral de los residuos;
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XVI. Promover la participación de cámaras industriales,
comerciales y de otras actividades productivas, grupos y
organizaciones públicas, académicas, de investigación,
privadas y sociales, en el diseño e instrumentación de
acciones para prevenir la generación de residuos, y lle-
var a cabo su gestión integral adecuada, así como la pre-
vención de la contaminación de sitios y su remediación;

XVII. Promover la educación y capacitación continuas
de personas, grupos u organizaciones de todos los sec-
tores de la sociedad, con objeto de modificar los hábitos
negativos para el ambiente de la producción y consumo
de bienes;

XVIII. Integrar, dentro del Sistema Nacional de Infor-
mación Ambiental y de Recursos Naturales, que esta-
blece la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente, subsistemas de información
nacional sobre la gestión integral de residuos;

XIX. Formular, establecer y evaluar los sistemas de ma-
nejo ambiental del gobierno federal que apliquen las de-
pendencias y entidades de la administración pública fe-
deral;

XX. Suscribir convenios o acuerdos con las cámaras in-
dustriales, comerciales y de otras actividades producti-
vas, los grupos y organizaciones sociales, públicos o
privados, para llevar a cabo acciones tendentes a cum-
plir los objetivos de esta ley;

XXI. Diseñar y promover mecanismos y acciones vo-
luntarias tendentes a prevenir la generación de residuos,
así como la contaminación de sitios;

XXII. Diseñar y promover ante las dependencias com-
petentes el establecimiento y aplicación de incentivos
económicos, fiscales, financieros y de mercado que ten-
gan por objeto favorecer la valorización, la gestión inte-
gral y sustentable de los residuos, la remediación de si-
tios contaminados con éstos, así como prevenir o evitar
la generación de residuos y la contaminación de sitios
por éstos;

XXIII. Promover y aplicar en colaboración con las enti-
dades federativas y municipales instrumentos económi-
cos que incentiven el desarrollo, adopción y despliegue
de tecnología y materiales que favorezcan la reducción,
el reúso, y reciclaje de residuos;

XXIV. Promover, difundir y facilitar el acceso a la in-
formación a todos los sectores de la sociedad sobre los
riesgos y efectos en el ambiente y la salud humana de
los materiales, envases, empaques y embalajes que al
desecharse se convierten en residuos, en colaboración y
coordinación con los gobiernos de las entidades federa-
tivas, de los municipios, de otras dependencias y enti-
dades involucradas;

XXV. Determinar los indicadores que permitan evaluar
la aplicación del presente ordenamiento, e integrar los
resultados al Sistema de Información Ambiental y de
Recursos Naturales;

XXVI. Coadyuvar con las entidades federativas para la
instrumentación de los programas para la prevención y
gestión integral de los residuos, otorgando asistencia
técnica;

XXVII. Emitir las normas oficiales mexicanas para pre-
venir la contaminación por residuos cuya disposición fi-
nal pueda provocar salinización e incrementos excesi-
vos de carga orgánica en suelos y cuerpos de agua;

XXVIII. Convocar a entidades federativas y munici-
pios, según corresponda, para el desarrollo de estrate-
gias conjuntas en materia de residuos que permitan la
solución de problemas que los afecten; y

XXIX. Las demás que se establezcan en éste y otros or-
denamientos jurídicos que resulten aplicables.

Artículo 9. Son facultades de las entidades federativas

I. a IX. …

X. Promover la investigación, desarrollo y aplicación de
tecnologías, equipos, materiales, sistemas y procesos
que prevengan, reduzcan, minimicen y/o eliminen la li-
beración al ambiente y la transferencia, de uno a otro de
sus elementos, de contaminantes provenientes de la ges-
tión integral de los residuos de su competencia;

XI. a XXI. …

…

…
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Artículo 10. Los municipios tienen a su cargo las funcio-
nes de manejo integral de residuos sólidos urbanos, que
consisten en la recolección, traslado, tratamiento y su dis-
posición final, conforme a las siguientes facultades:

I. a VIII. …

IX. Participar y aplicar, en colaboración con la federa-
ción y el gobierno estatal, instrumentos económicos que
incentiven el desarrollo, adopción y despliegue de tec-
nología y materiales que favorezca el manejo integral de
residuos sólidos urbanos;

X. Coadyuvar en la prevención de la contaminación de
sitios con materiales y residuos peligrosos y su reme-
diación;

XI. Efectuar el cobro por el pago de los servicios de
manejo integral de residuos sólidos urbanos y destinar
los ingresos a la operación y el fortalecimiento de los
mismos; y

XII. Las demás que se establezcan en esta ley, las nor-
mas oficiales mexicanas y otros ordenamientos jurídi-
cos que resulten aplicables.

Artículo 25. La Secretaría deberá formular e instrumen-
tar el Programa Nacional para la Prevención y Gestión In-
tegral de los Residuos, de conformidad con esta ley, con
el Diagnóstico Básico para la Gestión Integral de Resi-
duos y demás disposiciones aplicables.

El Programa Nacional para la Prevención y Gestión Inte-
gral de los Residuos se basará en los principios de reduc-
ción, reutilización y reciclado de los residuos, en un marco
de sistemas de gestión integral, en los que aplique la res-
ponsabilidad compartida y diferenciada entre los diferentes
sectores sociales y productivos, y entre los tres órdenes de
gobierno.

El Diagnóstico Básico para la Gestión Integral de Residuos
es el estudio que considera la cantidad y composición de
los residuos, así como la infraestructura para manejarlos
integralmente.

Artículo 28. Estarán obligados a la formulación y ejecu-
ción de los planes de manejo, según corresponda

I. Los productores, importadores, exportadores y distri-
buidores de los productos que al desecharse se convier-

ten en los residuos peligrosos a los que hacen referencia
las fracciones I a XI del artículo 31 de esta ley y los que
se incluyan en las normas oficiales mexicanas corres-
pondientes;

II. Los generadores de los residuos peligrosos a los que
se refieren las fracciones XII a XV del artículo 31 y de
aquellos que se incluyan en las normas oficiales mexi-
canas correspondientes; y

III. Los grandes generadores y los productores, importa-
dores, exportadores y distribuidores de los productos que
al desecharse se convierten en residuos sólidos urbanos o
de manejo especial que se incluyan en los listados de re-
siduos sujetos a planes de manejo de conformidad con las
normas oficiales mexicanas correspondientes, así como
los residuos de envases plásticos, incluyendo los de po-
liestireno expandido.

Artículo 96. Las entidades federativas y los municipios, en
el ámbito de sus respectivas competencias, con el propósi-
to de promover la reducción de la generación, valorización
y gestión integral de los residuos sólidos urbanos y de ma-
nejo especial, a fin de proteger la salud y prevenir y con-
trolar la contaminación ambiental producida por su mane-
jo, deberán llevar a cabo las siguientes acciones:

I. El control y vigilancia del manejo integral de residuos
en el ámbito de su competencia. Cada entidad federati-
va podrá coordinarse con sus municipios para formular
e implementar dentro de su circunscripción territorial un
sistema de gestión integral de residuos que deberá ase-
gurar el manejo, valorización y disposición final de los
residuos a que se refiere este artículo. Asimismo, dichas
autoridades podrán convenir entre sí el establecimiento
de centros de disposición final local o regional que den
servicio a dos o más entidades federativas;

II. a XII. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las entidades federativas deberán realizar las re-
formas a su legislación y reglamentación en las disposicio-
nes que resulten necesarias para el desarrollo y ejecución
del presente decreto.
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Salón de sesiones de la Cámara de Senadores. México, DF, a 24 de
abril de 2012.— Senador Ricardo Francisco García Cervantes (rúbri-
ca), vicepresidente; senador Renán Cleominio Zoreda Novelo (rúbri-
ca), secretario.»

El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: Túrnese
a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

COMISIONES LEGISLATIVAS

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Bicen-
tenario de la Independencia.— Centenario de la Revolu-
ción.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.— Junta
de Coordinación Política.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 34, inciso
c), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, le pido atentamente se sometan a consi-
deración del pleno de la Cámara de Diputados, los siguien-
tes movimientos solicitados por el diputado José Ramón
Martel López, vicecoordinador del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Comisión Especial de Ganadería

Alta: Diputado David Hernández Vallín (presidente).

Comisión Especial de Vigilancia y Seguimiento de la In-
dustria Azucarera

Alta: Diputado Óscar Lara Salazar (secretario).

Lo anterior, para los efectos a que haya lugar.

Sin otro particular, quedo de usted.

Atentamente

Palacio Legislativo, México, DF, 25 de abril de 2012.— Diputada Mary
Telma Guajardo Villarreal (rúbrica), Presidenta.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Bi-
centenario de la Independencia.— Centenario de la Revolu-
ción.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.— Junta
de Coordinación Política.

Diputado Guadalupe Acosta Naranjo, Presidente de la Me-
sa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 34, inciso
c), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, le pido atentamente se sometan a consi-
deración del pleno de la Cámara de Diputados, los siguien-
tes movimientos solicitados por el diputado Carlos Alberto
Pérez Cuevas, coordinador del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional.

Comisión de Desarrollo Social

Alta: Diputada Lucila del Carmen Gallegos Camarena
(secretaria).

Lo anterior, para los efectos a que haya lugar.

Sin otro particular, quedo de usted.

Atentamente

Palacio Legislativo, México, DF, a 25 de abril de 2012.— Diputada
Mary Telma Guajardo Villarreal (rúbrica), Presidenta.»

No habiendo quien haga uso de la palabra, en votación eco-
nómica se pregunta a la asamblea si se aprueban estos cam-
bios. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo, gracias. Las diputadas y los
diputados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.
Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: Aproba-
dos. Comuníquese. Continúe la Secretaría.

REPUBLICA ARGENTINA

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Bicen-
tenario de la Independencia.— Centenario de la Revolu-
ción.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.— Junta
de Coordinación Política.
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Acuerdo de la Junta de Coordinación Política por el que la
Cámara de Diputados exhorta al Poder Ejecutivo federal pa-
ra que respete los principios constitucionales que rigen la
política exterior mexicana y se abstenga de intervenir en la
decisión soberana de la República Argentina de nacionali-
zar sus recursos energéticos. 

La Junta de Coordinación Política, con fundamento en lo
dispuesto en el inciso b), numeral 1, del artículo 34 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, hace suya la proposición con punto de acuerdo
relativa a la materia objeto del presente, que sustenta el
diputado Marcos Carlos Cruz Martínez del grupo parla-
mentario del Partido la Revolución Democrática de esta Cá-
mara de Diputados, por lo que se somete a consideración
del pleno el siguiente 

Acuerdo 

Único. Se exhorta al Poder Ejecutivo federal para que res-
pete los principios constitucionales que rigen la política ex-
terior mexicana y se abstenga de intervenir en la decisión
soberana de la República Argentina de nacionalizar sus re-
cursos energéticos. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2012.—
Diputada Mary Telma Guajardo Villarreal (rúbrica p.a.), Presidenta y
Coordinadora del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática; Diputado Francisco Rojas Gutiérrez (rúbrica p.a.), Coor-
dinador del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal; Diputado  Francisco Javier Ramírez Acuña, Coordinador del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional; Diputado Juan José
Guerra Abud (rúbrica p.a.), Coordinador del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México; Diputado Pedro Vázquez Gonzá-
lez (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido del Tra-
bajo; Diputado Jorge Kahwagi Macari (rúbrica), Coordinador del Gru-
po Parlamentario Nueva Alianza; Diputado Pedro Jiménez León
(rúbrica p.a.), Coordinador del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano.»

El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: Se han re-
gistrado los siguientes oradores; en contra, la diputada
Laura Itzel Castillo; en pro, diputado Marcos Carlos Cruz
Martínez.

Tiene la palabra la diputada Laura Itzel Castillo; por tres
minutos, diputada.

La diputada Laura Itzel Castillo Juárez: Muchas gra-
cias, presidente. Efectivamente, me anoté en este punto de

acuerdo. Estoy en contra, realmente, de que haya simula-
ción, porque aquí lo que quiero decir es que específica-
mente este Congreso, dentro del orden del día, va a estar
aprobando un dictamen de Ley de Celebración de Tratados,
y dentro de esta Ley de Celebración de Tratados se le dan
todas las facultades al Ejecutivo para que pueda hacer
acuerdos a nivel internacional sin que puedan pasar por el
Senado.

Lo que quiero señalar aquí, es que desde luego que apoya-
mos la decisión que deben tener los pueblos, la decisión li-
bre, la autodeterminación, la soberanía nacional y por tan-
to, la actuación de la presidenta Cristina Fernández, en el
caso de la expropiación que se hizo en Argentina.

Creo, fundamentalmente, que aquí Felipe Calderón lo que
está haciendo es defender sus intereses personales, por en-
cima, incluso, de los intereses que puede tener una nación.
Ya que es conocido en nuestro país que la privatización
conduce a la corrupción.

Podemos decir, sin equivocarnos, que privatización en Mé-
xico es sinónimo de corrupción, y que lo que se ha promo-
vido en nuestro país es la privatización en todos los me-
dios; que se ha promovido que se vaya en nuestro país
hacia atrás y que los costos para la generación de energía
sean mucho más altos; que se ha promovido la importa-
ción, en lugar de que seamos un país soberano e indepen-
diente; que se importan nuestros recursos alimentarios y
que lo que sucede en México es que cada día somos un pa-
ís más dependiente. Que producimos gasolina, pero no es-
tamos produciendo la suficiente gasolina, porque estamos
exportando el petróleo y estamos importando esta gasolina,
que cada mes es más cara.

De igual manera, lo que sucede en el caso de la energía
eléctrica, con la Comisión Federal de Electricidad, que lo
que hacemos es pagar día con día mayores recursos por el
consumo de energía eléctrica. Esto es resultado de la pri-
vatización.

Por eso aquí queremos felicitar la actuación y la valentía de
un personaje, como Cristina Fernández, y reprobar enérgi-
camente la intromisión de Felipe Calderón. Muchas gra-
cias.

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo:
Tiene la palabra, para hablar en pro, el diputado Marcos
Carlos Cruz Martínez.
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El diputado Marcos Carlos Cruz Martínez: Como pro-
movente del punto de acuerdo, me voy a permitir hacer las
siguientes consideraciones:

1. La presidenta de Argentina, Cristina Fernández de
Kirchner, decidió intervenir la empresa petrolera YPF en
poder mayoritario de la española Repsol y envió un pro-
yecto al Congreso de su país para su expropiación, bajo la
figura de declarar el abastecimiento de hidrocarburos como
un asunto de interés público nacional.

2. La presidenta de Argentina ha justificado esta decisión y
ha expresado que de proseguir con esta política de vacia-
miento, de no producción, de no exploración, prácticamen-
te Argentina se tornaría un país inviable por políticas em-
presariales y no por recursos.

3. Según la presidenta de Argentina el modelo expropiato-
rio no tiene como finalidad la estatización, sino la recupe-
ración de la soberanía y el control de un instrumento fun-
damental.

Estos recursos energéticos no serán manejados por un gru-
po empresarial nacional ni internacional, sino por el estado
nacional. Argentina es el único país en América Latina que
no controla sus recursos petroleros.

4. El proyecto de nacionalización lleva el nombre de: So-
beranía de las hidrocarburíferas de la República Argentina,
y contempla expropiar el 51 por ciento de las acciones en
poder de Repsol.

5. El presidente Felipe Calderón calificó como lamentable
la decisión del gobierno de Argentina, de expropiar el 51
por ciento del capital de Repsol en la petrolera YPF. Pero
en esa desafortunada declaración también señaló que es
muy poco responsable y muy poco racional.

6. México tiene una historia de lucha admirable y es mo-
delo en América Latina en la recuperación de la soberanía
de sus recursos energéticos, los cuales en más de 70 años
han sido la palanca fundamental para desarrollar y trans-
formar a la nación.

México no puede olvidar su historia y jamás deberá apoyar
los intentos de las empresas transnacionales de apropiarse
y vaciar los recursos energéticos de un país hermano, como
es la República de Argentina.

7. La fracción X del artículo 89 constitucional establece
que en la conducción de la política exterior el titular del po-
der Ejecutivo observará los siguientes principios normati-
vos: la autodeterminación de los pueblos, la no interven-
ción y la solución pacífica de las controversias; por lo que
consideramos que solo el pueblo argentino deberá evaluar
y calificar las decisiones de la presidenta Cristina Fernán-
dez y del Congreso argentino.

Por su atención muchas gracias.

El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: Consulte
la Secretaría a la asamblea, en votación económica, si se
encuentra suficientemente discutido el acuerdo.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si se encuentra suficientemente dis-
cutido el acuerdo. Las diputadas y los diputados que estén
por la afirmativa sírvanse manifestarlo, gracias. Las dipu-
tadas y los diputados que estén por la negativa sírvanse ma-
nifestarlo. Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: Consulte
la Secretaría a la asamblea, en votación económica, si se
aprueba.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: En
votación económica se pregunta a la asamblea si se aprue-
ba. Las diputadas y los diputados que estén por la afirma-
tiva sírvanse manifestarlo, gracias. Las diputadas y los di-
putados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.
Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: Aproba-
do. Comuníquese. Continúe la Secretaría.

DISTRITO FEDERAL

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Bicen-
tenario de la Independencia.— Centenario de la Revolu-
ción.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.— Junta
de Coordinación Política.

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política por el que la
Cámara de Diputados exhorta al Ejecutivo federal, para que
destine los recursos suficientes para adquirir el predio “La
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Mexicana”, ubicado en la zona de Santa Fe, en la Ciudad de
México, y destinarlo a la construcción de un parque ecoló-
gico. 

La Junta de Coordinación Política, con fundamento en lo
dispuesto en el inciso b), numeral 1, del artículo 34 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, hace suya la proposición con punto de acuerdo
relativa a la materia objeto del presente, que sustenta el
diputado Pablo Escudero Morales del grupo parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México de esta Cámara de
Diputados, por lo que se somete a consideración del pleno
el siguiente 

Acuerdo 

Único. La Cámara de Diputados del Congreso de la Unión
exhorta al Ejecutivo federal, para que destine los recursos
suficientes para adquirir el predio “La Mexicana”, ubicado
en la Zona de Santa Fe, en la Ciudad de México, y desti-
narlo a la construcción de un parque ecológico. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de abril de 2012.—
Diputada Mary Telma Guajardo Villarreal (rúbrica p.a.), Presidenta y
Coordinadora del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática; Diputado Francisco Rojas Gutiérrez (rúbrica p.a.), Coor-
dinador del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal; Diputado Carlos Alberto Pérez Cuevas (rúbrica), Coordinador del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional; Diputado Juan José
Guerra Abud (rúbrica p.a.), Coordinador del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México; Diputado Pedro Vázquez Gonzá-
lez (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido del Tra-
bajo; Diputado Jorge Kahwagi Macari (rúbrica p.a.), Coordinador del
Grupo Parlamentario Nueva Alianza; Diputado Pedro Jiménez León
(rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano.»

El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: Consulte
la Secretaría a la asamblea, en votación económica, si se
encuentra suficientemente discutido el acuerdo.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si se encuentra suficientemente dis-
cutido el acuerdo. Las diputadas y los diputados que estén
por la afirmativa sírvanse manifestarlo, gracias. Las dipu-
tadas y los diputados que estén por la negativa sírvanse ma-
nifestarlo. Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: Consulte
la Secretaría a la asamblea, en votación económica, si se
aprueba.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: En
votación económica se pregunta si se aprueba. Las diputa-
das y los diputados que estén por la afirmativa sírvanse ma-
nifestarlo, gracias, las diputadas y los diputados que estén
por la negativa sírvanse manifestarlo. Señor presidente,
mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: Aproba-
do. Comuníquese.

El siguiente punto del orden del día es dictámenes a discu-
sión de proposiciones con punto de acuerdo.

ESTADO DE SONORA

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Derechos Humanos, con pun-
tos de acuerdo por los que se exhorta al presidente de la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos a atender e in-
vestigar las violaciones de los derechos humanos y de las
garantías individuales de los habitantes de Sonora; y a pro-
ceder jurídicamente contra los servidores públicos federales
y los estatales que no promueven, respetan, protegen ni ga-
rantizan el derecho de libre tránsito de dichas personas

Honorable Asamblea:

La Comisión de Derechos Humanos, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e), f)
y g) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; así como los artículos 80, numeral
1, fracción VI, 157, numeral 1, fracción I y 158 numeral 1,
fracción IV del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
metemos a consideración el presente dictamen bajo el tenor
de los siguientes:

Antecedentes

1. En sesión celebrada el 22 de marzo de 2012, los diputa-
dos Onésimo Mariscales Delgadillo, Teresita Caraveo Ga-
lindo, Luz Mireya Franco Hernández, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional, presentaron
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proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al
titular de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos
para que atienda e investigue las violaciones a los derechos
humanos y garantías individuales de los habitantes del Es-
tado de Sonora y proceda jurídicamente en contra de los
funcionarios del gobierno federal y del gobierno estatal que
no promuevan, respeten, protejan y garanticen el derecho de
libre tránsito de dichos habitantes.

2. En la misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva
de esta Cámara de Diputados, turnó la citada proposición a
la Comisión Derechos Humanos para dictamen.

Finalidad de la proposición con punto de acuerdo 

La proposición en estudio, señala que desde el año 2008 se
han suscitado diversos hechos y actos jurídicos con motivo
de la modernización de la carretera Estación Don a Noga-
les, Sonora. Con motivo de la construcción de la carretera
citada se han presentado diversos actos en perjuicio de los
habitantes de estas zonas aledañas a la construcción de la
carretera en mención, toda vez que al decir de los propo-
nentes se han causado perjuicios a la libertad, derechos fun-
damentales y patrimonio de los habitantes de los municipios
Navojoa, Cajeme, Huatabampo, Hermosillo y demás colin-
dantes o que su tránsito obligado es por la carretera México
15, Estación Don-Nogales, del estado de Sonora.

Por todo lo narrado con antelación los diputados proponen:

PRIMERO. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión solicita a la Comisión de Derechos Humanos in-
vestigue los hechos que constituyen violaciones graves a
los derechos humanos y sus garantías en el estado de So-
nora, consagrados en la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y en los tratados internaciona-
les de los que el Estado mexicano forma parte.

SEGUNDO.- Se exhorte al gobierno federal a través de
las dependencias federales: Secretaría de Comunicacio-
nes y Transportes; Caminos y Puentes Federales de In-
gresos y Servicios Conexos; Banco Nacional de Obras y
Servicios Públicos, SNC; Registro Público Vehicular; así
como al gobierno del estado de Sonora a través de las de-
pendencias estatales: la Secretaría de Seguridad Pública;
y la Procuraduría General de Justicia del Estado de So-
nora; toda vez que están cancelando el derecho de libre
tránsito, consagrado en el artículo 11 constitucional, en
la carretera federal México 15 Nogales - Estación, al

obligar al pago de peaje o en su caso tramitar un chip
electrónico en Repuve para transitar por dicho tramo ca-
rretero; al no existir carretera libre federal alterna, con
esta acción el gobierno federal y el gobierno estatal, es-
tán cancelando y violando los derechos humanos y ga-
rantías de los sonorenses establecidos en los artículos
1o., 6o., 8o., 9o., 16 y 27 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; así como en tratados in-
ternacionales; de igual manera, al obligar a los residen-
tes a realizar un trámite para obtener un chip electrónico;
además de cancelar y / o condicionar el derecho al libre
tránsito, que contempla la Ley del Registro Público Ve-
hicular como sujetos obligados.

TERCERO. Que se cancelen los centros de operación del
Repuve, ubicados en Navojoa y Ciudad Obregón, Sonora,
dado que su funcionamiento es ilegal y están obligando a
los ciudadanos a realizar trámites que la Ley del Registro
Público Vehicular, “no les obliga”, ni el artículo 11 consti-
tucional; además se obliga a entregar documentación con
información personal que nada tiene que ver con el derecho
humano del libre tránsito.

CUARTO. Que Caminos y Puentes Federales de Ingresos y
Servicios Conexos se desista o, en su caso, se otorgue el per-
dón o se exonere por parte de la autoridad judicial de la de-
manda de los campesinos del ejido Bacabachi, Navojoa, So-
nora, Rosario García Barbón, Rosario Almada Barbón,
Narcizo Buitimea Teol, Abelardo Yevismea Yocupicio y Mi-
guel Ángel Peña Leyva, quienes han sido sentenciados a 3
meses de prisión o pago de 10 mil pesos por el hecho de ma-
nifestarse contra el acto de autoridad del gobierno federal y
estatal al cerrar la brecha ejidal Tarisoroba, misma que fue
abierta por acuerdo ejidal, con ello se violenta lo que esta-
blecen los artículos 9o. y 27 constitucionales. Además, que
se investigue, sancione y repare las violaciones de los dere-
chos humanos cometidas a los vecinos de los ejidos de Ba-
cabachi y Fundición; así como los habitantes de los munici-
pios de Navojoa, Cajeme, Huatabampo, Hermosillo y
municipios vecinos y que son colindantes o que su tránsito
obligado es por la carretera México 15, Estación Don-Noga-
les.

QUINTO. La Cámara de Diputados autoriza a la Auditoría
Superior de la Federación a practicar una auditoría al Fidei-
comiso de Apoyo al Rescate de Autopistas Responsable de
la administración de la carretera cuatro carriles Estación
Don-Nogales, con el objeto de determinar la fuente y uso de
fondos, que demuestren el no retorno de esos recursos para
su mantenimiento y modernización. Por ello el 28 de febre-
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ro de 2011, nuevamente se exhortó a la Secretaría de Co-
municaciones y Transportes.

Cabe mencionar que los proponentes destacan que:

Los días 30 de septiembre, 8 y 30 de noviembre de 2010,
26 de enero, 22 de febrero y 3 de marzo de 2011, los di-
putados del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional del estado de Sonora, sostuvieron reu-
niones con el titular de la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes (SCT), y un equipo de funcionarios de la mis-
ma dependencia, así como de Caminos y Puentes Federa-
les, Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos SNC y
del Fondo Nacional de Infraestructuras, en las cuales se
estableció agendar y formalizar los acuerdos sobre los si-
guientes asuntos:

1. Eliminar la caseta de peaje de Fundición, fijando nue-
va fecha de su eliminación, en virtud que el 30 de no-
viembre de 2010, se acordó eliminarla a partir del 1 de
febrero de 2011, acuerdo que no se ha cumplido por
SCT, a la fecha.

2. Determinar durante este mes de marzo del año en cur-
so, el tipo de tecnología y simplificación de trámite para
acreditar la residencia de los sonorenses y garantizar el
libre tránsito en la carretera Estación Don-Nogales.

3. Formalizar las inversiones de modernización de la ca-
rretera Estación Don-Nogales para 2011 en los tramos
Santa Ana-Hermosillo, y Navojoa-Ciudad Obregón,
convenidos el 18 de septiembre de 2008 entre el gobier-
no federal y el gobierno del estado.

4. Formalizar el compromiso de realización de proyectos
ejecutivos y la inversión en tramos carreteros del muni-
cipio de Navojoa, Sonora, que son utilizados por el tráfi-
co federal, para ser entregados a esta representación y a
las dependencias de SCT, a más tardar en junio de 2011.

a) Modernización y ampliación del periférico en el
tramo de la calle Sosa Chávez al entronque periféri-
co sur-carretera Estación Don-Nogales.

b) Construcción de puente sobre el río Mayo, en el
periférico de Navojoa, Sonora.

c) Modernización y ampliación del periférico de la
calle Morelos al entronque periférico norte - carrete-
ra Estación Don-Nogales.

d) Dos pasos a desnivel en los entronques del perifé-
rico sur y norte con la carretera Estación Don-Noga-
les.

5. Construcción de dos pasos a desnivel sobre la carrete-
ra Estación Don-Nogales, uno al sur a la entrada de la co-
lonia Altares, y otro a la salida norte sobre el bulevar
Morelos en la ciudad de Hermosillo, Sonora.

6. Arreglo del paso a desnivel que se ubica en la parte sur
del libramiento Guaymas-Empalme de la carretera Esta-
ción Don-Nogales.

7. Se cumpla al 100 por ciento el convenio suscrito por
la SCT y el gobierno del estado de Sonora, el 18 de sep-
tiembre de 2008 señalando el programa de inversión, ad-
juntando el calendario de ejecución, los términos de lici-
tación del proceso de licitación de las obras, y las obras
adicionales en los municipios donde cruza la carretera
Estación Don-Nogales.

8. Se practique una auditoría al Fideicomiso de Apoyo al
Rescate de Autopistas Concesionadas (Farac) o la de-
pendencia que esté a cargo de la recaudación del peaje en
las casetas de pago de la carretera Estación Don-Noga-
les. Desde que se hicieron cargo de la administración a la
fecha, con el objeto de determinar la fuente y uso de fon-
dos, que demuestran el no retorno de esos recursos para
el mantenimiento y su modernización; Así como el esta-
do que guarda la deuda contraída por el gobierno del es-
tado con el Farac.

Consideraciones

Las reformas constitucionales sobre derechos humanos en
México, publicados en el Diario Oficial de la Federación
del 10 de junio de 2011, implican cambios trascendentales
que nos colocan frente a la obligatoriedad de ver a los dere-
chos humanos bajo una perspectiva íntegra de reconoci-
miento y respeto absoluto a los mismos. Por tanto, la pro-
posición con punto de acuerdo que se analiza en el presente
dictamen no sólo implica el respeto a los derechos humanos
y garantías de los habitantes de los ejidos de Bacabachi y
Fundición, así como de los municipios de Navojoa, Caje-
me, Huatabampo, Hermosillo y municipios vecinos y que
son colindantes o que su tránsito obligado es por la carre-
tera México 15, Estación Don-Nogales, Sonora sino que
además conllevan los derechos humanos de la sociedad
en general.
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Ello en virtud de que dentro del tema que nos ocupa, exis-
ten violaciones a derechos humanos que afectan a la pobla-
ción que habita en los municipios antes mencionados; ejem-
plo de lo anterior, lo constituye lo señalado en el artículo 22
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
(Pacto de San José) que para el tema que nos ocupa señala:

Artículo 22. Derecho de Circulación y de Residencia.

1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio
de un Estado tiene derecho a circular por el mismo y, a
residir en él con sujeción a las disposiciones legales.

2 ...

3. El ejercicio de los derechos anteriores no puede ser
restringido sino en virtud de una ley, en la medida indis-
pensable en una sociedad democrática, para prevenir in-
fracciones penales o para proteger la seguridad nacional,
la seguridad o el orden públicos, la moral o la salud pú-
blicas o los derechos y libertades de los demás.

4. El ejercicio de los derechos reconocidos en el inciso 1
puede asimismo ser restringido por la ley, en zonas de-
terminadas, por razones de interés público.

...

Por su parte, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos contempla:

Artículo 12 

1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio
de un Estado tendrá derecho a circular libremente por él
y a escoger libremente en él su residencia.

2 ...

3. Los derechos antes mencionados no podrán ser objeto
de restricciones salvo cuando éstas se hallen previstas en
la ley, sean necesarias para proteger la seguridad nacio-
nal, el orden público, la salud o la moral públicas o los
derechos y libertades de terceros, y sean compatibles con
los demás derechos reconocidos en el presente Pacto.

4 ...

Artículo 26 

Todas las personas son iguales ante la ley y tienen dere-
cho sin discriminación a igual protección de la ley. A es-
te respecto, la ley prohibirá toda discriminación y garan-
tizará a todas las personas protección igual y efectiva
contra cualquier discriminación por motivos de raza, co-
lor, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cual-
quier índole, origen nacional o social, posición económi-
ca, nacimiento o cualquier otra condición social.

De lo anterior, se colige que los acuerdos que señalan los
proponentes han realizado con las autoridades de la Se-
cretaría de Comunicaciones y Transportes (SCT), entre
otras, y que se citan en el apartado de finalidad de la pro-
posición del presente dictamen, afectan gravemente los
derechos humanos y garantías de los habitantes de los
vecinos de los ejidos de Bacabachi y Fundición; así co-
mo los habitantes de los municipios de Navojoa, Caje-
me, Huatabampo, Hermosillo y municipios vecinos y
que son colindantes o que su tránsito obligado es por la
carretera México 15, Estación Don-Nogales, en virtud de
esta población padece actos de discriminación, como lo
dispone la Ley para Prevenir y Eliminar la Discrimina-
ción que en su artículo 4:

Artículo 4. Para los efectos de esta Ley se entenderá por
discriminación toda distinción, exclusión o restricción
que, basada en el origen étnico o nacional, sexo, edad,
discapacidad, condición social o económica, condiciones
de salud, embarazo, lengua, religión, opiniones, prefe-
rencias sexuales, estado civil o cualquier otra, tenga por
efecto impedir o anular el reconocimiento o el ejercicio
de los derechos y la igualdad real de oportunidades de las
personas.

...

Por lo que conforme a las anteriores disposiciones, este
órgano dictaminador estima que las autoridades involu-
cradas han realizado actos discriminatorios en perjuicio
de la población que habita los municipios y zonas antes
citadas. Consecuentemente, su derecho humano a la no
discriminación se encuentra actualmente vulnerado.

Asimismo, no pasa desapercibido para este órgano legis-
lativo que la Junta de Coordinación Política de esta Cá-
mara de Diputados, aprobó el 08 de abril de 2010,1 el si-
guiente acuerdo:
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PRIMERO. En virtud de que sobre la carretera federal
México 15, ampliada a 4 carriles, en el estado de Sono-
ra, no existen rutas libres alternas que eviten el obligado
paso y correspondiente pago, por las casetas de La Jau-
la, Fundición, Esperanza y Hermosillo, se exhorta a la
Secretaría de Comunicaciones y Transportes a efecto de
que instrumente de inmediato las medidas necesarias a
efecto de autorizar el libre tránsito de los sonorenses por
dichas casetas con el sólo requisito de presentar una
identificación oficial, en tanto se construyen vías alter-
nas que puedan ser transitadas sin hacer pago alguno.

SEGUNDO. Se solicita a la Secretaría de Comunicacio-
nes y Transportes que practique una auditoría al Fideico-
miso de Apoyo al Rescate de Autopistas, responsable de
la administración de la carretera de 4 carriles Estación
Don-Nogales, con el objeto de determinar la fuente y uso
de fondos, que demuestran el no retorno de esos recursos
para el mantenimiento y su modernización.

TERCERO. Se exhorta a Caminos y Puentes Federales
de Ingresos y Servicios Conexos a efecto de que inicie de
manera inmediata las inversiones previstas en el conve-
nio firmado el 18 de septiembre de 2008 entre el gobier-
no federal y el del estado de Sonora por un monto de
5,500 millones de pesos para la modernización de los
680 kilómetros que componen esta carretera federal, que
va de Estación Don a Nogales, Sonora.

Refieren los proponentes que el presente acuerdo se hizo
del conocimiento del entonces secretario de gobernación,
Lic. Fernando Gómez Mont Urueta, mediante oficio No.
DGPL.61-II-9-1189 signado por los diputados Francisco
Ramírez Acuña y Ma. Dolores del Río Sánchez, presidente
y secretario de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputa-
dos, respetivamente.

Y como lo han señalado los criterios judiciales, es de suma
importancia que las autoridades federales de comunicacio-
nes y transportes así como las autoridades estatales, prote-
jan y tutelen cabalmente, el derecho humano y su garantía
consagrado en el artículo 11 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, consiste en el derecho que
tienen todas las personas para entrar en la República, salir
de ella, viajar por su territorio y mudar de residencia; sin
embargo, el ejercicio de este derecho estará subordinado a
las facultades de la autoridad judicial, en los casos de res-
ponsabilidad criminal o civil, y a las de autoridad adminis-
trativa.

No debemos soslayar que en el presente caso, se encuentra
implícito el derecho personal del individuo de transitar por
el país y salir de él, “con independencia de que lo haga ais-
ladamente, con o sin la posesión de algún bien mueble, o
por medio de un vehículo automotor; esto es, en todo caso
la autoridad debe respetar el derecho del gobernado, siem-
pre y cuando no se presente alguno de los casos de restric-
ción” señalados en el artículo constitucional antes mencio-
nado.2

Por otra parte, esta dictaminadora resalta lo argumentado
por los proponentes respecto a la falta de respuesta de las
autoridades de la administración pública federal, quienes
por sus omisiones para atender los requerimientos de esta
soberanía han incurrido en una falta de respeto a los reque-
rimientos de esta Cámara de Diputados, fundamentados en
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
(CPEUM) y demás ordenamientos aplicables.

En este tenor, esta comisión destaca el derecho humano
consagrado en el artículo 16 de la CPEUM relativo a la ga-
rantía de seguridad jurídica, cuyo principio implica que las
normas facultan a las autoridades para actuar en determina-
do sentido y que las normas deben contener los elementos
mínimos que permitan al particular hacer valer su derecho
y conocer las consecuencias jurídicas de los actos que rea-
lice.

Asimismo, no debemos soslayar que las actuaciones de la
autoridad nunca deben ser arbitrarias, sino limitadas y aco-
tadas, en franco respeto a los derechos humanos. En tal vir-
tud, en el caso que nos ocupa resulta evidente que los acuer-
dos establecidos entre las autoridades correspondientes y
los legisladores del estado de Sonora, deben ser respetados.

En este mismo tenor, el pleno de esta Cámara de Diputados
en su sesión de fecha 10 de febrero de 2011, aprobó un dic-
tamen propuesto por la Comisión de Transportes, mismo
que se relaciona con la problemática expuesta en la propo-
sición en estudio, en cuyos resolutivos se contempla:

PRIMERO. La Cámara de Diputados solicita al Ejecuti-
vo federal que cumpla el convenio suscrito por la Secre-
taría de Comunicaciones y Transportes y el gobierno de
Sonora referido al antecedente primero.

SEGUNDO. La Cámara de Diputados solicita al Ejecu-
tivo federal que informe a esta soberanía sobre los tér-
minos y las condiciones en que fue signado el mencio-
nado convenio y, concretamente, que se remita el
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programa de inversión, adjuntando el calendario de eje-
cución y los términos del proceso de licitación de la
obra.

TERCERO. La Cámara de Diputados solicita al Ejecuti-
vo federal que informe a esta soberanía sobre las obras
adicionales de infraestructura complementarias en los
municipios por donde cruza la carretera de cuatro carri-
les.

De tal manera que la falta de cumplimiento a los requeri-
mientos de esta Cámara de Diputados, así como a los pro-
pios actos e instrumentos que las autoridades de la adminis-
tración pública federal estableció con los habitantes de los
municipios y zonas afectadas, incluso con los acuerdos ex-
presados por los legisladores, se traducen en violaciones al
derecho humano de seguridad jurídica.

Es por ello que las autoridades responsables deberán reali-
zar las acciones que estén a su alcance y que les permitan
responder de la mejor forma a los agravios sufridos por la
ciudadanía de las zonas afectadas, con el propósito de res-
petar los derechos humanos vulnerados y particularmente,
con la garantía de acceso a la justicia a fin de que los actos
jurídicos comprometidos sean congruentes con los resulta-
dos.

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Derechos
Humanos somete a la consideración de la Honorable Asam-
blea de la Cámara de Diputados el siguiente:

Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión solicita a la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos, con pleno respeto a sus atribuciones, concluya las
investigaciones de los hechos que integran la queja
CNDH/5/2011/2442/Q, radicada en la Quinta Visitaduría de
ese organismo nacional.

Lo anterior, con el propósito de verificar si se han cometido
violaciones graves a los derechos humanos y sus garantías
por los hechos narrados en el presente dictamen, mismos
que se encuentran consagrados en la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados interna-
cionales de los que el Estado mexicano forma parte. Y de
ser necesario, que el citado organismo solicite a las autori-
dades competentes que se investigue, sancione y repare las
violaciones de los derechos humanos cometidas a los veci-

nos de los ejidos de Bacabachi y Fundición; así como los
habitantes de los municipios de Navojoa, Cajeme, Huata-
bampo, Hermosillo y municipios vecinos y que son colin-
dantes o que su tránsito obligado es por la carretera México
15, Estación Don-Nogales.

Segundo. Se exhorta al gobierno federal a través de las de-
pendencias federales: Secretaría de Comunicaciones y
Transportes; Caminos y Puentes Federales de Ingresos y
Servicios Conexos; Banco Nacional de Obras y Servicios
Públicos, SNC; Registro Público Vehicular; así como al go-
bierno del estado de Sonora a través de las dependencias es-
tatales: la Secretaría de Seguridad Pública; y la Procuradu-
ría General de Justicia del Estado de Sonora; para que en
ejercicio de sus facultades, verifiquen si se encuentra limi-
tado u obstruido el derecho de libre tránsito, consagrado en
el artículo 11 constitucional, en la carretera federal México
15 Nogales - Estación.

Y de ser el caso, se repare el daño ocasionado a los habi-
tantes afectados de los municipios de Navojoa, Cajeme,
Huatabampo, Hermosillo y demás municipios vecinos y co-
lindantes o cuyo tránsito es obligado por recorrer la carrete-
ra México 15, Estación Don-Nogales, Sonora. Asimismo,
en caso de estimarlo procedente, tramitar un chip electróni-
co por parte de la autoridad competente para efecto de que
los habitantes de los citados municipios, puedan transitar
por dicho tramo carretero para efecto de evitar las violacio-
nes a los derechos consagrados en los artículos lo., 6o., 8o.,
9o., 11, 16 y 27 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y demás tratados internacionales.

Tercero. Se exhorta a la Secretaría de Comunicaciones y
Transporte determine con estricto apego a la ley correspon-
diente, si los centros de operación del Registro Público de
Vehículos, ubicados en Navojoa y Ciudad Obregón, Sono-
ra, funcionan de manera legal en consideración a los requi-
sitos que para tal efecto contempla el artículo 11 constitu-
cional y la Ley del Registro Público Vehicular.

Cuarto. Se exhorta a Caminos y Puentes Federales de In-
gresos y Servicios Conexos de la Secretaría de Comunica-
ciones y Transporte, con pleno respeto a sus atribuciones y
de estimarlo procedente, manifieste ante la autoridad com-
petente el desistimiento o perdón del procedimiento judicial
iniciado en contra de los campesinos del ejido Bacabachi,
Navojoa, Sonora, Rosario García Borbón, Rosario Almada
Borbón, Narcizo Buitimea Teol, Abelardo Yevismea Yocu-
picio y Miguel Ángel Peña Leyva, con el propósito de res-
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petar lo establecido en la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, particularmente los artículos 9o. y
27 constitucionales.

Quinto. La Cámara de Diputados autoriza a la Auditoría
Superior de la Federación para que practique una auditoría
al Fideicomiso de Apoyo al Rescate de Autopistas respon-
sable de la administración de la carretera cuatro carriles Es-
tación Don-Nogales, con el objeto de determinar la fuente y
uso de fondos, así como la aplicación de los referidos re-
cursos para su mantenimiento y modernización.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a dieciocho de abril de
2012.

La Comisión de Derechos Humanos, diputados: Manuel Cadena
Morales (rúbrica), presidente; Sabino Bautista Concepción (rúbrica),
Jaime Flores Castañeda (rúbrica), Diva Hadamira Gastélum Bajo (rú-
brica), Clara Gómez Caro (rúbrica), Rosa Adriana Díaz Lizama, Rosi
Orozco (rúbrica), Enoé Margarita Uranga Muñoz (rúbrica), secretarios;
Velia Idalia Aguilar Armendáriz (rúbrica), María del Rosario Brindis
Álvarez, Yulenny Guylaine Cortés León (rúbrica), Sami David David
(rúbrica), Margarita Gallegos Soto (rúbrica), Celia García Ayala (rúbri-
ca), Lizbeth García Coronado, María del Carmen Guzmán Lozano (rú-
brica), Juan Pablo Jiménez Concha (rúbrica), Yolanda del Carmen Mon-
talvo López, Aránzazu Quintana Padilla, Teresa Guadalupe Reyes
Sahagún (rúbrica), Florentina Rosario Morales, Jaime Sánchez Vélez,
María Sandra Ugalde Basaldúa (rúbrica), Guadalupe Valenzuela Cabra-
les (rúbrica), J. Eduardo Yáñez Montaño (rúbrica), Héctor Hernández
Silva (rúbrica).»

RECLUSION

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Derechos Humanos, con pun-
to de acuerdo por el que se solicita a la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos que lleve a cabo una investiga-
ción sobre las presuntas violaciones de los derechos huma-
nos de las mujeres en reclusión

Honorable Asamblea:

La Comisión de Derechos Humanos, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e), f)
y g) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; así como los artículos 80, numeral
1, fracción VI, 157, numeral 1, fracción I y 158 numeral 1,

fracción IV del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
metemos a consideración el presente dictamen bajo el tenor
de los siguientes:

Antecedentes

1. En sesión celebrada el 13 de marzo de 2012, la diputada
Diva Hadamira Gastélum Bajo, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, presentó proposi-
ción con punto de acuerdo por el que se solicita a la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos, lleve a cabo una
investigación sobre las presuntas violaciones a los derechos
humanos de las mujeres en reclusión.

2. En la misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva
de esta Cámara de Diputados, turnó la citada proposición a
la Comisión Derechos Humanos para dictamen.

Finalidad de la proposición con punto de acuerdo

Refiere la diputada Diva Gastélum en la presente proposi-
ción, la problemática que padecen las mujeres en nuestro
país, particularmente destaca las condiciones en que se en-
cuentran dentro de los centros de reclusión, cuyas condicio-
nes han llegado a afectar de igual manera a sus familiares
durante su ingreso y permanencia en los tiempos de visita.

Destaca la proponente los principios rectores para el acceso
de todas las mujeres a una vida libre de violencia, tales co-
mo: la igualdad jurídica entre la mujer y el hombre; el res-
peto a su dignidad humana; la no discriminación y su liber-
tad; asimismo, cita normas nacionales e instrumentos
internacionales que por su contenido deben ser considera-
das para la atención de las mujeres en los centros de reclu-
sión.

Lo anterior, se contrapone con los datos estadísticos que in-
cluye en la presente proposición, respecto a las condiciones
en que se encuentran dentro de los ámbitos educativo; legal
(su representación jurídica es nula o deficiente) e incluso,
sin la asistencia de un traductor; protección a su salud; el
debido ejercicio de su maternidad; entre otros.

Es por ello que propone que la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos (CNDH) “realice una investigación in-
mediata sobre las posibles violaciones a los derechos hu-
manos de las mujeres recluidas en los centros penitenciarios
del país y emita un diagnóstico a esta Soberanía así como
datos estadísticos.”
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Consideraciones

Efectivamente como lo refiere la diputada proponente, las
condiciones en que se encuentran no sólo las mujeres en
nuestro país, sino también hombres y adolescentes que se
encuentran en reclusión, requiere una mayor atención de las
autoridades involucradas a fin de proteger y respetar los de-
rechos humanos de internos, familiares y visitantes.

De manera particular, por lo que corresponde a la solicitud
para que el organismo nacional de derechos humanos reali-
ce la investigación solicitada en la proposición que se ana-
liza en el presente dictamen, la CNDH emitió en el mes de
junio de 2001, la Recomendación General No. 1/2001 deri-
vada de las prácticas de revisiones indignas a las personas
que visitan los Centros de Reclusión Estatales y Federales
de la República Mexicana, en cuyas consideraciones refie-
re los instrumentos internacionales a saber:

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, al
que se adhirió México el 23 de marzo de 1981 y fue publi-
cado en el Diario Oficial de la Federación, el 20 de mayo
del mismo año, el cual establece, en su artículo 7°, que na-
die será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, in-
humanos o degradantes.

La Convención Americana sobre Derechos Humanos,
adoptada por nuestro país el 24 de marzo de 1981 y publi-
cada en el Diario Oficial de la Federación el 9 de febrero del
mismo año, documento que señala, en su artículo 5º, que to-
da persona tiene derecho a que se respete su integridad físi-
ca, psíquica y moral, y se pronuncia en contra de los tratos
crueles, inhumanos o degradantes.

Por último, la Convención Contra la Tortura y Otros Tratos
o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, ratificada el 23
de enero de 1986, que en su artículo 16 prohíbe también
cualquier acto que constituya un trato o pena cruel, inhu-
mano o degradante.

Lo anterior, evidentemente refleja la obligación que tiene el
Estado mexicano de respetar los derechos humanos de la
población interna en los distintos centros de reclusión y par-
ticularmente, como lo solicita la diputada proponente, a las
mujeres que se encuentran en estos espacios. Siendo claro
que los citados instrumentos internacionales nos obligan co-
mo legisladores a encauzar nuestras acciones en busca de
mejoras no sólo en nuestro marco jurídico, sino que además
debemos incidir para que, previo estudio, la atención que se

brinde en los centros de reclusión se respeten, garanticen y
protejan los derechos humanos de la población interna.

Asimismo, este organismo emitió en el año 2002, la Reco-
mendación General No. 3 sobre mujeres internas en centros
de reclusión en la República Mexicana, dirigida a los Go-
bernadores de las entidades federativas, al Jefe de Gobierno
del Distrito Federal y al Secretario de Seguridad Pública Fe-
deral, en cuyos puntos recomendatorios tenemos:

PRIMERA. Giren instrucciones a las autoridades responsa-
bles de la organización y funcionamiento de los centros de
reclusión bajo su autoridad, para que tomen las medidas ne-
cesarias a efecto de que las mujeres reclusas reciban un tra-
to respetuoso a su dignidad y a su condición femenina,
atendiendo sus necesidades de salud, educación, trabajo
productivo y remunerado, en locales totalmente separados
de los que ocupan los varones, y que convivan con internas
de su misma situación jurídica, sin ningún tipo de someti-
miento entre ellas y con personal de custodia exclusiva-
mente femenino, en términos de lo que ordena la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos en sus
artículos 4º, primer y tercer párrafos, 18, primero y segun-
do párrafos, y 19, último párrafo.

SEGUNDA. En razón del interés superior de la infancia, or-
denar se realicen las gestiones administrativas y presupues-
tales para que se creen instalaciones y programas de aten-
ción para las niñas y niños que permanecen con sus madres
o sus familias en los centros de reclusión del país, así como
para que las internas mantengan el contacto necesario con
las hijas e hijos que viven en el exterior, con el propósito de
respetar los derechos fundamentales de la niñez, que con-
templan los párrafos sexto y séptimo del artículo 4º de la
Carta Magna.

TERCERA. Instruyan, en el ámbito de sus respectivas com-
petencias, a los funcionarios responsables a efecto de que se
establezcan programas de atención médica general y espe-
cializada a las mujeres en reclusión, así como a los hijos que
las acompañan; sin olvidar que deben recibirla también los
varones reclusos, de la misma manera que se le proporcio-
na a la población en general, con la finalidad de que se cum-
pla 10 dispuesto en el párrafo tercero del artículo 4º de la
Constitución General de la República.

En este sentido, es destacarse que la citada recomendación
fue emitida hace una década, por lo que su propia tempora-
lidad puede representar un elemento significativo para de-
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terminar si las observaciones contenidas en el documento
de mérito, fueron atendidas por las autoridades correspon-
dientes.

Por lo tanto, resulta viable aprobar la presente proposición
con el fin de conocer de manera fehaciente las condiciones
en que se encuentran las mujeres en los centros de reclu-
sión, a fin de rescatar y preservar el respeto a la dignidad,
misma que constituye el origen, la esencia y el fin de todos
los derechos humanos, cuyo respeto se establece en los si-
guientes criterios judiciales: 

Registro No. 160869
Localización: Décima Época
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
Libro 1, Octubre de 2011, página: 1529
Tesis: I.5o.C. J/31 (9a.)
Jurisprudencia, Materia(s): Civil

DIGNIDAD HUMANA. SU NATURALEZA Y CONCEP-
TO. La dignidad humana es un valor supremo estableci-
do en el artículo 1º de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en virtud del cual se reconoce
una calidad única y excepcional a todo ser humano por
el simple hecho de serlo, cuya plena eficacia debe ser
respetada y protegida integralmente sin excepción algu-
na.

Registro No. 165813
Localización: Novena Época
Instancia: Pleno
XXX, Diciembre de 2009, página: 8
Tesis: P. LXV /2009, Tesis Aislada
Materia(s): Constitucional

DIGNIDAD HUMANA. EL ORDEN JURÍDICO MEXI-
CANO LA RECONOCE COMO CONDICIÓN Y BASE
DE LOS DEMÁS DERECHOS FUNDAMENTALES. El
artículo 1º de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos establece que todas las personas son
iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discrimina-
ción alguna por razones étnicas o de nacionalidad, raza,
sexo, religión o cualquier otra condición o circunstancia
personal o social que atente contra la dignidad humana y
que, junto con los instrumentos internacionales en mate-
ria de derechos humanos suscritos por México, recono-
cen el valor superior de la dignidad humana, es decir, que
en el ser humano hay una dignidad que debe ser respeta-
da en todo caso, constituyéndose como un derecho abso-
lutamente fundamental, base y condición de todos los

demás, el derecho a ser reconocido y a vivir en y con la
dignidad de la persona humana, y del cual se desprenden
todos los demás derechos, en cuanto son necesarios para
que los individuos desarrollen integralmente su persona-
lidad, dentro de los que se encuentran, entre otros, el de-
recho a la vida, a la integridad física y psíquica, al honor,
a la privacidad, al nombre, a la propia imagen, al libre
desarrollo de la personalidad, al estado civil y el propio
derecho a la dignidad personal. Además, aun cuando es-
tos derechos personalísimos no se enuncian expresamen-
te en la Constitución General de la República, están im-
plícitos en los tratados internacionales suscritos por
México y, en todo caso, deben entenderse como dere-
chos derivados del reconocimiento al derecho a la digni-
dad humana, pues sólo a través de su pleno respeto po-
drá hablarse de un ser humano en toda su dignidad.

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Derechos
Humanos somete a la consideración de la Honorable Asam-
blea de la Cámara de Diputados el siguiente: 

Acuerdo

Único. Se solicita respetuosamente a la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos que en uso de las facultades que
le confiere el Apartado B del artículo 102 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y la fracción XII
del artículo 6 de la Ley de la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos; realice una investigación inmediata, sobre
las presuntas violaciones a los derechos humanos de las mu-
jeres recluidas en los centros penitenciarios del país y pos-
teriormente envíe a la brevedad a esta soberanía, un diag-
nóstico con datos estadísticos.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a dieciocho de abril de
2012.

La Comisión de Derechos Humanos, diputados: Manuel Cadena
Morales (rúbrica), presidente; Sabino Bautista Concepción (rúbrica),
Jaime Flores Castañeda (rúbrica), Diva Hadamira Gastélum Bajo (rú-
brica), Clara Gómez Caro (rúbrica), Rosa Adriana Díaz Lizama, Rosi
Orozco (rúbrica), Enoé Margarita Uranga Muñoz (rúbrica), secretarios;
Velia Idalia Aguilar Armendáriz (rúbrica), María del Rosario Brindis
Álvarez, Yulenny Guylaine Cortés León (rúbrica), Sami David David
(rúbrica), Margarita Gallegos Soto (rúbrica), Celia García Ayala (rúbri-
ca), Lizbeth García Coronado, María del Carmen Guzmán Lozano (rú-
brica), Juan Pablo Jiménez Concha (rúbrica), Yolanda del Carmen Mon-
talvo López, Aránzazu Quintana Padilla, Teresa Guadalupe Reyes
Sahagún (rúbrica), Florentina Rosario Morales, Jaime Sánchez Vélez,
María Sandra Ugalde Basaldúa (rúbrica), Guadalupe Valenzuela Cabra-
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les (rúbrica), J. Eduardo Yáñez Montaño (rúbrica), Héctor Hernández
Silva (rúbrica).»

ESTADO DE HIDALGO

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Derechos Humanos, con pun-
to de acuerdo por el que se solicita al presidente de la Co-
misión de Derechos Humanos del Estado de Hidalgo que,
en uso de sus atribuciones y en el ámbito de su competen-
cia, realice la investigación respectiva y, en su caso, emita
recomendación a los responsables de las violaciones de los
derechos humanos cometidos contra los desalojados el 28
de enero de 2012 del predio situado en la zona 20 de no-
viembre, en Pachuca de Soto

Honorable Asamblea:

La Comisión de Derechos Humanos, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e), f)
y g) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; así como los artículos 80, numeral
1, fracción VI, 157, numeral 1, fracción 1 y 158 numeral 1,
fracción IV del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
metemos a consideración el presente dictamen bajo el tenor
de los siguientes: 

Antecedentes

1. En sesión celebrada el 16 de febrero de 2012, la diputada
Leticia Quezada Contreras, del Grupo parlamentario del
Partido Revolucionario Democrático, presentó proposición
con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobierno del
estado de Hidalgo, para que investigue y en su caso sancio-
ne a los responsables de las violaciones a los derechos hu-
manos cometidos en contra de las víctimas del desalojo ve-
rificado el día 28 de de enero de 2012 en el predio ubicado
en la zona norponiente de la ciudad de Pachuca, denomina-
da Colonia Abril, en la zona 20 de Noviembre, municipio de
Pachuca de Soto, Hidalgo, de igual forma, se exhorta al go-
bierno del estado de Hidalgo para que no se criminalice el
activismo social desarrollado por la organización 20 de No-
viembre y “Unión de Fuerza Indígena y Campesina”; deter-
minando en consecuencia la inmediata libertad de la C.
Edith Ibarra Jiménez.

Así como para que se reparen los daños cometidos en con-
tra de las víctimas.

2. En la misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva
de esta Cámara de Diputados, turnó la citada proposición a
la Comisión Derechos Humanos para dictamen.

Finalidad de la proposición con punto de acuerdo

Refiere la diputada la problemática de aquella población
que vive en condiciones de pobreza o pobreza extrema y
que no cuentan con los recursos para acceder por si misma
a un terreno o construcción regularizada, segura y con los
servicios básicos como son agua potable, luz y drenaje; por
lo que muchas personas y familias se ven en la necesidad de
habitar asentamientos irregulares.

De acuerdo a los datos que se aportan en el presente caso,
señala que es evidente que en el Estado de Hidalgo la vi-
vienda presenta limitaciones y obstáculos de diversos tipos,
por lo que la superación de los mismos requiere de acciones
legislativas, ejecutivas y de coordinación interinstitucional.

Destaca la proponente que en el predio objeto del desalojo,
el Gobierno de Hidalgo ha vulnerado el derecho que tienen
las personas al goce de la seguridad jurídica de la tenencia
de la tierra, señala que el gobierno del estado ha omitido de-
finir los mecanismos o procedimientos para consolidar y re-
gularizar el inmueble, a pesar de tener las instituciones le-
gales pertinentes para ello. Por otra parte, menciona que el
desalojo referido con anterioridad sin duda alguna ha pro-
fundizado la discriminación que implica el no poder acce-
der a una vivienda adecuada.

Es por ello que se exhorta de manera respetuosa al Gobier-
no del estado de Hidalgo y de manera particular al C. José
Francisco Olvera Ruiz, Gobernador Constitucional a que
investigue, sancione y repare las violaciones a los derechos
humanos cometidos en contra de los mexicanos y mexica-
nas que fueron víctimas del desalojo verificado el día 20 de
enero del presente año, en el predio ubicado en la Zona Nor-
poniente de la Ciudad de Pachuca, denominado Colonia
Abril, en la Zona 20 de Noviembre, Municipio de Pachuca
de Soto, Hidalgo.

Finalmente señala la proponente que se exhorte al mismo
gobierno, para que no se criminalice el activismo social de-
sarrollado por la Organización 20 de Noviembre y “Unión
de Fuerza Indígena y Campesina” con motivo de lo anterior
refiere la proponente la detención de la C. Edith Ibarra Ji-
ménez, razón por la cual solicita su liberación.
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Consideraciones

Efectivamente como lo refiere la diputada proponente el es-
tado y la sociedad mexicana en su conjunto han plasmado
en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos su disposición de respetar, garantizar y proteger los de-
rechos humanos de todos los que habitamos en el territorio
nacional.

De forma particular, por lo que corresponde a la solicitud de
exhortar al Gobierno del estado de Hidalgo en especial al C.
José Francisco Olvera Ruiz, Gobernador Constitucional de
aquel estado para que realice la investigación y en su caso
sanción y reparación a las violaciones de los Derechos Hu-
manos que se cometieron en contra de aquellas personas y
familias victimas del desalojo forzado en comento que se
analiza en el presente dictamen, nuestra Carta Magna a la
letra cita en su Art. 4a, párrafo séptimo:

Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y
decorosa. La Ley establecerá los instrumentos y apoyos ne-
cesarios a fin de alcanzar tal objetivo.

Lo anterior refleja la obligación evidente que tiene el Esta-
do de respetar el derecho a una vivienda digna, adecuada, lo
que implica por lo tanto el derecho a tener un hogar y una
comunidad segura en donde se pueda vivir en paz y con dig-
nidad. La realización de este derecho requiere por lo tanto
del cumplimiento de varios factores tales como: la seguri-
dad jurídica de la tenencia de la tierra, disponibilidad de
servicios e infraestructura, ubicación adecuada, condiciones
de habitabilidad, que la vivienda sea accesible y asequible
para todas las personas sin discriminación alguna.

Por lo que en atención a lo que refiere la proponente al ma-
nifestar diversas problemáticas que se presentan en materia
de vivienda, esta dictaminadora estima que toda política pú-
blica, incluyendo la presente materia, deben diseñarse bajo
un enfoque de derechos humanos y de sustentabilidad, que
promueva la coordinación interinstitucional para encontrar
soluciones apropiadas a los desafíos del desarrollo urbano,
la vivienda y el medio ambiente, incluyendo la situación de
asentamientos irregulares y el desarrollo inmobiliario en zo-
nas de conservación.

En este sentido, debe destacarse que desde la perspectiva de
los derechos humanos, no es suficiente que un lanzamiento
o desocupación sea justificado y esté debidamente funda-
mentado con base en la normatividad local, ni basta que la
sentencia o decisión de autoridad en materia judicial o ad-

ministrativa se ejecute con apego a los principios generales
de derecho.

Es fundamental entonces que todo lanzamiento y desocupa-
ción se ejecuten observando el derecho nacional e interna-
cional de los derechos humanos que incluye una serie de
criterios y estándares aplicables a los desalojos los cuales
deben cumplirse para disminuir el sufrimiento y afectación
de derechos humanos de las personas afectadas.

De manera particular, por lo que corresponde a la solicitud
para que se exhorte al Gobierno de Hidalgo para que reali-
ce la investigación y en su caso sancione el desalojo forza-
do, ocurrido en el predio ubicado en la zona antes mencio-
nada, sin haber respetado los principios de derecho
internacional de los derechos humanos como así se enuncia
en el Pacto Internacional de Derechos Humanos Económi-
cos, Sociales y Culturales, adoptado por nuestro país el 3 de
enero de 1976 el cual enuncia:

Artículo 11

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el
derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado pa-
ra sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivien-
da adecuados, y a una mejora continua de las condicio-
nes de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas
apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho,
reconociendo a este efecto la importancia esencial de la
cooperación internacional fundada en el libre consenti-
miento.

Desde la perspectiva internacional tampoco se deben respe-
tar los principios fundamentales de los derechos humanos,
porque toda persona tiene derecho a tener una vida y vi-
vienda digna adecuada para sí y toda su familia.

Por lo tanto, resulta viable aprobar la presente proposición
con el fin de conocer de manera fehaciente las condiciones
en las que se llevó a cabo el desalojo en comento, es decir,
si se respetaron los derechos humanos a la dignidad, al go-
ce de una vivienda digna, así como la proporcionalidad del
uso de la fuerza pública y el reguardo de los bienes para las
personas y familias inmersas en dicho desalojo.

Bajo este tenor y tomando en consideración la importancia
de las reformas constitucionales del 10 de junio de 2011 en
materia de derechos humanos y que las mismas muestran un
panorama respecto a la exigibilidad y justiciabilidad, devol-
viendo a las personas la apropiación de estos derechos, ar-
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monizando nuestro marco normativo a los principios de de-
recho internacional que acompañan su protección y recono-
cimiento, favoreciendo en todo momento la protección más
amplia de las personas.

Cabe mencionar que de los acontecimientos que se mencio-
nan en la presente proposición pueden apreciarse hechos
constitutivos de delito, sin embargo resulta inviable exhor-
tar a la Procuraduría General de Justicia del estado de Hi-
dalgo toda vez que por requisitos de procedibilidad, esta so-
beranía carece de facultades para ello.

En virtud de lo anterior esta dictaminadora considera que la
Comisión Estatal de Derechos Humanos del Estado de Hi-
dalgo es la facultada para investigar las posibles violaciones
a los derechos humanos que se pudieron presentar en los he-
chos que se expusieron con antelación en virtud que tiene la
función de defender y vigilar los derechos humanos, así co-
mo promover, difundir y coordinar la enseñanza, estudio y
capacitación de la cultura del respeto por los derechos hu-
manos. El objeto de la Comisión es preservar y hacer res-
petar el goce y ejercicio pleno de los derechos humanos de
las personas físicas y colectivas, frente a los servidores pú-
blicos a que se hace referencia el artículo 9 bis de la Cons-
titución política del Estado de Hidalgo, sobre las bases de
legalidad y de eficiencia administrativa.

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Derechos
Humanos somete a la consideración de la Honorable Asam-
blea de la Cámara de Diputados el siguiente: 

Acuerdo

Único. Se solicita respetuosamente al titular de la Comisión
Estatal de los Derechos Humanos del Estado de Hidalgo,
para que en uso de sus atribuciones y dentro del ámbito de
su competencia, realice la investigación respectiva y en su
caso emita recomendación a los responsables de las viola-
ciones a los derechos humanos cometidos en contra de las
víctimas del desalojo verificado el día 28 de enero del 2012
en el predio ubicado en la zona 20 de noviembre, Munici-
pio de Pachuca de Soto, Hidalgo. Asimismo, se solicita res-
petuosamente al organismo estatal de derechos humanos,
informe a esta soberanía el resultado de la investigación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a dieciocho de abril de
2012.

La Comisión de Derechos Humanos, diputados: Manuel Cadena
Morales (rúbrica), presidente; Sabino Bautista Concepción (rúbrica),

Jaime Flores Castañeda (rúbrica), Diva Hadamira Gastélum Bajo (rú-
brica), Clara Gómez Caro (rúbrica), Rosa Adriana Díaz Lizama, Rosi
Orozco (rúbrica), Enoé Margarita Uranga Muñoz (rúbrica), secretarios;
Velia Idalia Aguilar Armendáriz (rúbrica), María del Rosario Brindis
Álvarez, Yulenny Guylaine Cortés León (rúbrica), Sami David David
(rúbrica), Margarita Gallegos Soto (rúbrica), Celia García Ayala (rúbri-
ca), Lizbeth García Coronado, María del Carmen Guzmán Lozano (rú-
brica), Juan Pablo Jiménez Concha (rúbrica), Yolanda del Carmen Mon-
talvo López, Aránzazu Quintana Padilla, Teresa Guadalupe Reyes
Sahagún (rúbrica), Florentina Rosario Morales, Jaime Sánchez Vélez,
María Sandra Ugalde Basaldúa (rúbrica), Guadalupe Valenzuela Cabra-
les (rúbrica), J. Eduardo Yáñez Montaño (rúbrica), Héctor Hernández
Silva (rúbrica).»

REGLAS DE OPERACION

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Desarrollo Social, con punto
de acuerdo por el que se exhorta al titular del Ejecutivo fe-
deral a considerar en la elaboración de las reglas de opera-
ción de los programas federales, además de las característi-
cas de las regiones socioeconómicas del país, los criterios
de focalización y equidad para distribuir con ello de mane-
ra igualitaria, prioritaria y suficiente los apoyos generados
mediante los programas existentes

Honorable Asamblea:

La Comisión de Desarrollo Social de la LXI Legislatura de
la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39
y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos; así como
en lo previsto en los artículos 80; 82, numeral 1; 84 nume-
ral 1; 85; 157, numeral 1, fracción 1; y 158, numeral 1, frac-
ción IV, del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración· de esta honorable asamblea el siguiente:

DICTAMEN

Antecedentes

1. En Sesión de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión de fecha 16 de febrero de 2012, el
diputado Jesús Gerardo Cortéz Mendoza, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, presentó Proposición
con Punto de Acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
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deral a implantar la regionalización de las reglas de opera-
ción de sus programas y distribuir de manera igualitaria,
prioritaria y suficiente los apoyos generados mediante los
planes existentes.

2. En esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva
dispuso turnar la citada proposición a la Comisión de Desa-
rrollo Social para su análisis y dictamen correspondiente.

Contenido de la Proposición

El Diputado Cortéz Mendoza apunta en su propuesta que
las reglas de operación de los programas federales son un
conjunto de disposiciones que tienen el propósito de lograr
los niveles esperados de eficacia, eficiencia, equidad y
transparencia; sin embargo, señala, para lograr este objetivo
es necesario considerar las características específicas de ca-
da una de las regiones que integran el país y, de este modo,
generar las condiciones necesarias para que los programas
federales cumplan con mayor eficacia su objetivo.

El proponente sostiene que para lograr una mejor aplicación
de los programas federales es necesario implementar la re-
gionalización de las reglas de operación, ya que esto permi-
tiría un ejercicio más cercano a las necesidades de cada re-
gión, así como facilitar los procesos de planeación para la
aplicación de los programas.

Como sustento de lo anterior, se señala que entre las reco-
mendaciones emitidas por el Consejo Nacional de Evalua-
ción de la Política de Desarrollo Social en 2009, en su In-
forme de Seguimiento de Aspectos Susceptibles de Mejora
de los Programas Federales, se especificó que es necesario
promover mecanismos para la identificación de la pobla-
ción potencial y objetivo de los programas federales. 

Mejorar la focalización de los programas demanda necesa-
riamente la construcción de padrones de beneficiarios, as-
pecto que puede ser atendido con mayor facilidad me-
diante la regionalización de los programas; ya que el
desarrollo en nuestro país es distinto en cada una de sus
zonas geografías.

Para el proponente, es prioritario buscar los mecanismos
necesarios para eficientar el proceso de selección de los po-
tenciales beneficiarios de los programas federales, para evi-
tar al máximo errores de inclusión y exclusión, ya que cier-
tamente existen personas que su nivel de ingreso y
carencias sociales las hacen susceptibles de ser beneficia-
rios de algún programa social. No obstante, no lo pueden

ser porque habitan en una localidad que no es considerada
como de alta marginación o marginada.

Por último, el diputado Cortéz Mendoza señala que si bien
es cierto que los programas federales han sido exitosos; la
motivación principal de su proposición es que se imple-
mente la regionalización de las reglas de operación de los
programas federales, y así lograr distribuir de manera .igua-
litaria, prioritaria y suficiente los apoyos generados me-
diante estos y atender directamente las necesidades de cada
uno de los estados de la Republica.

Consideraciones

Primero. Los integrantes de la Comisión de Desarrollo So-
cial consideran de la mayor pertinencia la propuesta del
diputado Jesús Gerardo Cortéz Mendoza, para que las re-
glas de operación de los programas sociales cuenten con un
criterio de regionalización en su aplicación.

Coincidimos con el proponente en que es por demás noto-
rio como en cada entidad federativa existen regiones con
disparidad en su desarrollo, más allá de ser zonas rurales o
urbanas; siendo patente todavía más como el fenómeno de
la pobreza urbana se manifiesta de forma aguda en los lla-
mados cinturones de miseria que rodean a las principales
urbes y es, precisamente en estos asentamientos, donde se
registra el desempleo y los más bajos salarios.

Quienes dictaminamos consideramos, como así lo señala el
autor de la proposición, que en estas zonas predomina el
sector informal, el déficit de vivienda y hay poca atención a
la educación, a la cultura y al deporte, más cuando estos
asentamientos irregulares no son considerados dentro de las
reglas de operación de los programas federales por no per-
tenecer, por citar solo un ejemplo, a los polígonos elegibles
por el Programa Hábitat, o por quedar fuera de los paráme-
tros numéricos de la definición cartográfica de los mismos.

Segundo. Para los integrantes de la Comisión no pasa des-
apercibido que el artículo 89, fracción 1, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos otorga al titular
del Ejecutivo federal la facultad de ejecutar las leyes que
expida el Congreso de la Unión, proveyendo en la esfera
administrativa a su exacta observancia.

Sin embargo, en lo que concierne a las reglas de operación
para programas federales, queremos advertir que la Ley Fe-
deral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaría, en su
artículo 77 inciso b) fracción 1, dispone que en el cuerpo de
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las reglas de operación se deberán establecer los criterios de
selección de los beneficiarios, instituciones o localidades
objetivo, los cuales deben ser precisos, definibles, mensura-
bles y objetivos.

No obviamos tampoco observar lo previsto en el artículo
33, fracción 1, inciso e). del Presupuesto de Egresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal 2012, que establece que
las reglas de operación de los programas federales deberán
tomar en cuenta las características de las diferentes regiones
socioeconómicas del país, como criterio de aplicación ge-
neral.

Quienes dictaminamos tenemos en cuenta, además, que los
artículos del 29 al 32 de la Ley General de Desarrollo So-
cial, establecen los criterios para definir las Zonas de Aten-
ción Prioritaria, para apoyar a las zonas con mayores reza-
gos del país; sin embargo, dicha Ley no prevé la exclusión
de atención a personas en pobreza fuera de estas zonas.

Tercero. Consideramos que los criterios hasta hoy utiliza-
dos en la definición de las Zonas de Atención Prioritaria so-
lo incluyen los criterios de marginación y rezago, y no to-
man en cuenta la falta de acceso al empleo e ingresos. Así,
para 2012, de acuerdo a los indicadores del Consejo Nacio-
nal de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CO-
NEVAL), en el país hay mil 338 municipios en los que el 70
por ciento o más de su población se encuentran por debajo
de la línea de bienestar y en ellos habitan 17.4 millones de
habitantes. Sin embargo, hoy solo se consideran 849 muni-
cipios que albergan a 11 millones de habitantes en las zonas
prioritarias rurales.

Por lo que, para la Comisión de Desarrollo Social, esta di-
ferencia queda excluida de ser atendida en aquellos progra-
mas que siguiesen esta definición, lo que también sucede,
de manera equivalente, cuando se cambian las definiciones
hacia localidades marginadas, pues se excluye a los pobres
en localidades no marginadas, pero con personas en situa-
ción de pobreza.

Cuarto. La Comisión de Desarrollo Social reconoce que el
esfuerzo por aumentar el presupuesto federal para el com-
bate a la pobreza, ha permitido ampliar algunos programas
de transferencias directas a todo el territorio nacional, como
es el caso del Programa de Desarrollo Humano Oportuni-
dades, que es apoyado por el Programa de Apoyo Alimen-
tario en zonas sin centros educativos y/o de salud, así como
verbigracia el Programa 70 y Más.

Reconocemos, igualmente, que existen actualmente otros
programas que por su objetivo específico han sido acotados
a ciertas regiones, como es el caso del Programa de Abasto
Rural a cargo de Diconsa, y otros, que por limitaciones pre-
supuestales, no han podido llegar a las zonas rurales más
pobres, como es el caso del Programa de Abasto Social de
Leche, a cargo de Liconsa.

Quinto. Sin embargo, quienes emitimos el presente dicta-
men también observamos como en la definición de la po-
blación objetivo de algunos programas sociales, el uso de
prioridades en el ejercicio del gasto, genera importantes ex-
clusiones, los polígonos Hábitat (298 mil manzanas) por
ejemplo, que son solo un subconjunto de los polígonos ur-
banos definidos en las Zonas de Atención Prioritaria Urba-
na (335 mil manzanas).

Reconocemos que la restricción presupuestal pudiera seña-
lar que los recursos disponibles son insuficientes aún para
el universo definido en las reglas de operación, empero,
queremos subrayar que la Auditoría Superior de la Federa-
ción ha observado un incumplimiento en la inversión fuera
de los polígonos en pobreza, lo que habla de la necesidad de
revisar los criterios de asignación del gasto. Criterio de dis-
tribución que para la Comisión de Desarrollo Social no res-
ponde a un criterio de equidad, de acuerdo a lo señalado por
el diputado promovente de la proposición que se dictamina.

Sexto. La Comisión que dictamina considera que existen
otros programas como los de Vivienda Rural, y de Ahorro y
Subsidio para la Vivienda Tu Casa, ambos operados por el
Fideicomiso Fondo Nacional de Habitaciones Populares,
que tienen duplicidades en población objetivo, y excluyen,
por ejemplo, a la población fuera de los polígonos Hábitat
en zonas urbanas, así como a aquella población en pobreza
que vive en localidades que no son de alta y muy alta mar-
ginación en zonas rurales.

Séptimo. Por lo anterior, la Comisión de Desarrollo Social
considera que la propuesta del diputado Cortez Mendoza es
de la mayor relevancia, pues es necesario contar con crite-
rios que permitan atender con equidad a las personas que se
encuentran en condiciones similares de pobreza y margina-
ción, y recuerda que recientemente la H. Cámara de Dipu-
tados aprobó reformas a la Ley General de Desarrollo So-
cial, a iniciativa del diputado Elpidio Concha Arellano, para
que la Federación publique la distribución de los recursos
de cada programa federal y con ello se genere más transpa-
rencia.
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Octavo. Para quienes emitimos el presente dictamen, la
propuesta del diputado Cortez Mendoza fortalece esta re-
forma legal, al demandar una revisión de los criterios de
igualdad y equidad en la asignación del gasto de los pro-
gramas sociales en el territorio nacional, lo que, en nuestra
consideración, requiere necesariamente revisar los distintos
criterios de focalización, particularmente aquellos que se
vinculan con la ubicación geográfica (polígonos, localida-
des y municipios), y dar respuesta con ello a todos aquellos
polígonos que quedan fuera de programas como el de Há-
bitat, o a localidades que aún con personas en situación de
pobreza aguda, son excluidas por la calificación de margi-
nación de la comunidad en la que viven.

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Desarrollo
Social somete a la consideración de la Honorable Asamblea
de la Cámara de Diputados el siguiente:

PUNTO DE ACUERDO

Único. La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión, exhorta al titular del Ejecutivo federal para que
en la elaboración de las reglas de operación de los progra-
mas federales considere, además de las características de las
diferentes regiones socioeconómicas del país, los criterios
de focalización y equidad, para con ello distribuir de mane-
ra igualitaria, prioritaria y suficiente los apoyos generados
mediante los programas existentes.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de abril de 2012.

La Comisión de Desarrollo Social, diputados: Carlos Flores Rico (rú-
brica), presidente; Reyna Araceli Tirado Gálvez, Edgardo Melhem Sa-
linas (rúbrica), Maricela Serrano Hernández, Liborio Vidal Aguilar, Je-
sús Gerardo Cortez Mendoza (rúbrica), Elpidio Desiderio Concha
Arellano (rúbrica), Jesús Giles Sánchez, Hugo Héctor Martínez Gonzá-
lez (rúbrica), Gerardo Sánchez García, Enrique Torres Delgado (rúbri-
ca), Martín García Avilés (rúbrica), Elsa María Martínez Peña (rúbrica),
secretarios; Alfonso Primitivo Ríos Vázquez, Esteban Albarrán Mendo-
za, Jesús Ricardo Enríquez Fuentes, Lucila del Carmen Gallegos Ca-
marena (rúbrica), Gloria Trinidad Luna Ruiz, Alba Leonila Méndez He-
rrera, Adriana Terrazas Porras, José Óscar Aguilar González (rúbrica),
Carlos Luis Meillón Johnston (rúbrica), Héctor Hugo Hernández Ro-
dríguez, Narcedalia Ramírez Pineda (rúbrica), Samuel Herrera Chávez
(rúbrica), Aníbal Peralta Galicia (rúbrica), Bélgica Nabil Carmona Ca-
brera, Laura Margarita Suárez González (rúbrica), Mario Moreno Arcos
(rúbrica).»

MIGRANTES GUATEMALTECOS

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Población, Fronteras y Asun-
tos Migratorios, con puntos de acuerdo por los que se ex-
horta al Ejecutivo federal a ampliar el espacio de interna-
ción en todo el territorio de los estados fronterizos y de los
beneficios contenidos en el “acuerdo que tiene por objeto
establecer las reglas conforme a las cuales se otorgarán fa-
cilidades migratorias a los visitantes locales guatemaltecos”

Honorable Asamblea:

Esta Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migrato-
rios, de conformidad con lo establecido en los artículos 39,
numerales 1) y 2), fracción XXVII; 45, numeral 6), incisos
e) y f), todos de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, emite dictamen a las si-
guientes proposiciones: 1) para exhortar al Ejecutivo fede-
ral para que emita un acuerdo que amplíe los beneficios del
“Acuerdo que tiene por objeto establecer las reglas confor-
me a las cuales se otorgarán facilidades migratorias a los vi-
sitantes locales guatemaltecos”, 2) por el que la Cámara de
Diputados del honorable congreso de la Unión exhorta al
presidente de la república para que a través de la Secretaría
de Gobernación, realice un análisis de la viabilidad y con-
veniencia de eliminar el requisito de visa a los nacionales de
las Repúblicas de Guatemala, Honduras y El Salvador.

Antecedentes

1. Que en fecha 28 de marzo de 2012, se presentó proposi-
ción con punto de acuerdo para exhortar al Ejecutivo fede-
ral para que emita un acuerdo que amplíe los beneficios del
“Acuerdo que tiene por objeto establecer las reglas confor-
me a las cuales se otorgarán facilidades migratorias a los vi-
sitantes locales guatemaltecos”, publicado el 12 de marzo
de 2008 en el Diario Oficial de la Federación, presentado
por el diputado Ariel Gómez León, del Grupo Parlamenta-
rio del PRD.

2. Que en esa misma fecha, la Mesa Directiva de la Cáma-
ra de Diputados, dictó el siguiente trámite: Túrnese a la Co-
misión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, para
su dictamen.

3. Que en fecha 29 de marzo de 2012, se presentó Proposi-
ción con Punto de Acuerdo por el que la Cámara de Dipu-
tados del honorable congreso de la Unión exhorta al Presi-
dente de la República para que a través de la Secretaría de
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Gobernación, realice un análisis de la viabilidad y conve-
niencia de eliminar el requisito de visa a los nacionales de
las Repúblicas de Guatemala, Honduras y El Salvador, a
cargo del diputado Carlos Martínez Martínez, del Grupo
Parlamentario del PAN, el diputado Sami David David del
Grupo Parlamentario del PRI y el diputado Ariel Gómez
León del Grupo Parlamentario del PRD.

4. Que en esa misma fecha, la Mesa Directiva de la Cáma-
ra de Diputados, dictó el siguiente trámite: Túrnese a la Co-
misión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, para
su dictamen.

Contenido de las proposiciones

a) La proposición presentada por el diputado Ariel Gómez
León, hace referencia a un acuerdo publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 12 de marzo de 2008, el cual tie-
ne por objeto establecer las reglas para otorgar facilidades
migratorias a los visitantes locales guatemaltecos, mismas
que tienen una vigencia de cinco años.

Además, el diputado proponente señala también que los su-
jetos beneficiados del acuerdo mencionado, son solamente
algunos nacionales guatemaltecos que residen en ciertos
Departamentos, y no a la totalidad de la población de ese
país.

Así mismo, señala que según cifras del Diario del Sur, el in-
greso de familias guatemaltecas a territorio nacional, ha ge-
nerado un incremento positivo para las ventas del sector co-
mercial en el municipio de Tapachula, Chiapas.

En el mismo contexto, menciona que es importante impul-
sar el turismo de nuestro país permitiendo el ingreso de gua-
temaltecos a los distintos lugares de atracción que se en-
cuentran en los estados de Chiapas, Quintana Roo, Tabasco
y Campeche, y no solamente a unos cuantos municipios de
estas entidades, restringiendo con ello, los beneficios que
acarrea la entrada de turistas a los diversos sectores (restau-
ranteros, hoteleros, comerciantes) además de la creación de
nuevos empleos.

Es por ello, que la propuesta pretende eliminar la restricción
de que los únicos beneficiarios del acuerdo antes mencio-
nado, sean guatemaltecos que pertenecen solamente a algu-
nos Departamentos, para ampliar a toda la población de
Guatemala el permiso de internación hacia los estados de la
frontera sur de nuestro país.

b) Por otro lado, la proposición presentada por los diputa-
dos Carlos Martínez Martínez del Grupo Parlamentario del
PAN, el diputado Sami David David del Grupo Parlamen-
tario del PRI y el diputado Ariel Gómez León del Grupo
Parlamentario del PRD, en conjunto, plantea que la política
migratoria del Estado Mexicano, es el conjunto de decisio-
nes estratégicas para alcanzar objetivos determinados que
son fundamento en los principios generales contenidos en la
Ley de Migración, tales como el respeto irrestricto de los
derechos humanos de los migrantes nacionales y extranje-
ros.

Menciona también, que la Forma Migratoria de Visitante
Local fue diseñada para facilitar la internación de guate-
maltecos, hondureños, salvadoreños y beliceños que desean
visitar poblaciones fronterizas del sur de nuestro país y
convertir la frontera sur en un espacio de mejor conviven-
cia para el desarrollo regional.

Así mismo, los diputados proponentes hacen referencia que
el Parlamento Centro Americano (Parlacen), junto con la re-
presentación del Senado de la República Mexicana, en su
reunión de trabajo en el mes de enero del presente año, ana-
lizaron la posibilidad de eliminar la Visa que México les ex-
tiende a los ciudadanos centroamericanos con la finalidad
de facilitar la libre movilidad de guatemaltecos en nuestro
país, a fin de fortalecer los lazos comerciales y encaminar-
los al proceso de la globalización.

Consideraciones de la comisión

Posterior al análisis realizado a ambas proposiciones con
punto de acuerdo, esta Comisión coincide en que resulta de
gran importancia impulsar aquellas acciones que mejoren el
desarrollo económico y social de nuestro país.

Primero. En efecto, los integrantes de esta Comisión dicta-
minadora, coincidimos con las proposiciones con punto de
acuerdo, en el sentido de que la frontera sur es importante,
porque muchas personas originarias de algunos Distritos de
Guatemala ingresan a nuestro país con el propósito de rea-
lizar compras de productos básicos y regresar a sus lugares
de origen; además de visitar los distintos puntos donde hay
actividades turísticas y de recreación, lo que genera un be-
neficio para nuestro país y un incremento para el sector co-
mercial en distintos municipios.

Por ello, consideramos pertinente que se deben ampliar los
permisos de internación temporal a territorio nacional, para
no solo a algunos Distritos de le República de Guatemala,
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sino también a toda la población de aquel país, con el pro-
pósito de que puedan ingresar a los estados de la frontera
sur de nuestro país, sin establecer un límite a ciertos muni-
cipios para realizar distintas actividades comerciales y tu-
rísticas, como está establecido actualmente.

En ese sentido, los integrantes de esta Comisión, coincidi-
mos en que el gobierno deben implementar mecanismos
que permitan el desarrollo del comercio, turismo y todas
aquellas actividades que generen beneficios a la economía
de los estados que se ubican en la frontera sur, y en conse-
cuencia, consideramos prudente solicitar al Ejecutivo Fede-
ral considere el ampliar los beneficios del “Acuerdo que tie-
ne por objeto establecer las Reglas conforme a las cuales se
otorgarán facilidades migratorias a los visitantes guatemal-
tecos” publicado el 12 de marzo de 2008 en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Segundo. Por otro lado, en lo referente a la segunda propo-
sición con punto de acuerdo presentada por Diputados de
diversos Grupos parlamentarios, los legisladores integran-
tes de esta Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Mi-
gratorios, considera que el respeto a los derechos humanos
de toda persona, son una prioridad en nuestro país, motivo
por el cual se debe llevar a cabo una política migratoria que
permita acciones a favor de los migrantes nacionales y ex-
tranjeros.

En el mismo sentido, consideramos que a partir de décadas
anteriores, los estados fronterizos del sur de nuestro país
han sido el lugar ideal para el comercio en beneficio de la
economía de nuestro país, así como de las personas que re-
siden en los parámetros de las naciones de Honduras y Be-
lice, motivo por el cual nuestra frontera sur debe ser una
puerta de acceso a quien pretenda activar el comercio y una
mejor convivencia.

De igual manera coincidimos en que México, se ha conver-
tido para la población de diversos países de Centroamérica
en un lugar de origen, tránsito y destino de personas, debi-
do al incremento de la movilidad poblacional que se pre-
sentó durante el año pasado en la frontera sur, registrándo-
se un aproximado de 51 mil extranjeros asegurados y 30 mil
deportados a Guatemala.

Sumado a lo anterior, es importante tomar cuenta que nues-
tro país, por medio de la representación de la Cámara de Se-
nadores y el Parlamento Centro Americano, analizaron la
viabilidad de que México elimine la visa que le es extendi-
da a los ciudadanos centroamericanos, con la finalidad de

facilitar el libre tránsito específicamente a personas de los
países de Guatemala, Honduras y el Salvador.

Cabe señalar, que con la eliminación de visa a personas que
cumplan los requisitos establecidos, se facilitarían las acti-
vidades dentro del comercio, derivando en una mayor e im-
portante derrama económica que beneficiaría a la zona sur
y en consecuencia al desarrollo económico de nuestro país.

Tercero. En función de lo expuesto con anterioridad, los in-
tegrantes de esta Comisión, nos expresamos a favor de que
esta Cámara exhorte al Ejecutivo Federal, a efecto de que
amplíe el espacio de internación a los estados fronterizos y
de los beneficios contenidos en el “acuerdo que tiene por
objeto establecer las reglas conforme a las cuales se otorga-
rán facilidades migratorias a los visitantes locales guate-
maltecos” publicado el 12 de marzo de 2008 en el Diario
Oficial de la Federación.

De igual forma, se estima pertinente exhortar al Ejecutivo
Federal para que realice un análisis de la viabilidad y con-
veniencia de eliminar el requisito de la Visa a los ciudada-
nos de Guatemala, Honduras y El Salvador, que tengan el
propósito de internarse a Territorio Mexicano, toda vez que
ésta medida fomentaría al comercio, y en consecuencia la
economía de la frontera sur de nuestro país.

Por las consideraciones anteriormente expuestas, los inte-
grantes de esta Comisión de Población, Fronteras y Asuntos
Migratorios, sometemos a consideración de la honorable
asamblea el siguiente

Acuerdo

Primero: La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente al Titular del Ejecuti-
vo Federal a efecto de que amplíe el espacio de internación
a todo el territorio de los estados fronterizos y de los bene-
ficios contenidos en el “acuerdo que tiene por objeto esta-
blecer las reglas conforme a las cuales se otorgarán facili-
dades migratorias a los visitantes locales guatemaltecos”
publicado el 12 de marzo de 2008 en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo: La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión, en el ámbito de colaboración entre los Po-
deres de la Unión, exhorta al Ejecutivo federal para que por
conducto de la Secretaría de Gobernación, realice un análi-
sis de la viabilidad y en su caso, la conveniencia de elimi-
nar el requisito de visa a los nacionales de las Repúblicas de
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Guatemala, Honduras, y El Salvador, para internarse a te-
rritorio nacional.

Palacio Legislativo, a 17 de abril de 2012.

La Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, dipu-
tados: Norma Leticia Salazar Vázquez (rúbrica), presidenta; Julieta Oc-
tavia Marín Torres (rúbrica), Ana Georgina Zapata Lucero (rúbrica),
Cristabell Zamora Cabrera (rúbrica), Gumercindo Castellanos Flores
(rúbrica), Ramón Jiménez Fuentes (rúbrica), Teresa Guadalupe Reyes
Sahagún (rúbrica), secretarios; Heriberto Ambrosio Cipriano (rúbrica),
Guillermina Casique Vences, José del Pilar Córdova Hernández (rúbri-
ca), Jorge Venustiano González Ilescas, Olivia Guillén Padilla (rúbrica),
Sandra Méndez Hernández, Héctor Pedraza Olguín, Miguel Ernesto
Pompa Corella, Adriana Terrazas Porras, Carlos Martínez Martínez,
Jaime Oliva Ramírez, María Yolanda Valencia Vales (rúbrica), Francis-
co Arturo Vega de Lamadrid (rúbrica), Ariel Gómez León (rúbrica), Jo-
sé M. Torres Robledo (rúbrica), Alfonso Primitivo Ríos Vázquez,
Eduardo Ledesma Romo, Rafael Rodríguez González, Lilia Isabel Gu-
tiérrez Burciaga (rúbrica).»

PROTECCION DE NIÑAS, 
NIÑOS Y ADOLESCENTES

«Dictamen de la Comisión de Turismo, con punto de acuer-
do para que las empresas del ramo signen y adopten las po-
líticas establecidas en el código de conducta nacional para
la protección de los niños y los adolescentes en el sector de
los viajes turísticos

Honorable Asamblea:

La Comisión de Turismo, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos; 80; 157, numeral 1, fracción I; 158, numeral 1,
fracción IV, y 167, numeral 4, del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados presenta a la honorable asamblea, el pre-
sente dictamen a partir de los siguientes

Antecedentes

En sesión ordinaria de fecha 16 de febrero de 2012 la Dipu-
tada Lucila del Carmen Gallegos Camarena integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional presentó
la proposición con punto de acuerdo por el que exhorta al
Ejecutivo Federal para que, a través de la Secretaría de Tu-
rismo implemente una campaña dirigida a todas las empre-

sas turísticas del país para que signen y adopten las políti-
cas establecidas en el Código de Conducta Nacional para la
protección de niñas, niños y adolecentes.

En esa misma fecha la Mesa Directiva de la Cámara de Di-
putados turnó a la Comisión de Turismo la mencionada Pro-
posición para su estudio, análisis y dictamen correspon-
diente. 

Consideraciones

De acuerdo con la declaración del Congreso Mundial con-
tra la Explotación Sexual Comercial de los Niños, que se
llevó a cabo en Estocolmo, Suecia, en 1996, la explotación
sexual comercial infantil (ESCI) es definida como una for-
ma de coerción y violencia contra los niños equivalente al
trabajo forzoso y a una forma contemporánea de esclavitud,
que supone la utilización de los personas menores de 18
años de edad para relaciones sexuales remuneradas, porno-
grafía infantil y adolescente, utilización de niños, niñas y
adolescentes en espectáculos sexuales, donde exista además
un intercambio económico o pago de otra índole para la per-
sona menor de edad o para un tercero intermediario.

Este tipo de explotación incluye: las actividades sexuales o
eróticas remuneradas con personas menores de edad mis-
mas que incluyen también cualquier forma de relación se-
xual o actividad erótica que implique acercamiento físico-
sexual entre la víctima y el explotador; la pornografía
infantil y adolescente que incluye las actividades de pro-
ducción, distribución, divulgación por cualquier medio, im-
portación, exportación, oferta, venta o posesión de material
en el que se utilice a una persona menor de dieciocho años
o su imagen en actividades sexuales explícitas, reales o si-
muladas o la representación de sus partes genitales con fi-
nes primordialmente sexuales o eróticos; y, los espectáculos
sexuales, consistentes en la utilización de personas menores
de edad, con fines sexuales o eróticos en exhibiciones o en
espectáculos públicos o privados.

En nuestro país, de acuerdo a estudios de UNICEF, de las
32 entidades, 21 están involucradas en la explotación sexual
infantil y según declaraciones de la Dirección Regional en
América Latina y el Caribe de la Coalición contra el Tráfi-
co de Mujeres, México ocupa el quinto lugar en Latinoa-
mérica de los países con más presencia de ESCI, con 250
mil menores de edad padeciéndola.

Este tipo de actividades muy frecuentemente se dan a través
del llamado “turismo sexual organizado” definido por la
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Organización Mundial de Turismo (OMT) en su Declara-
ción para la Prevención del Turismo Sexual Organizado,
como “aquéllos viajes organizados desde el sector turístico
o desde fuera de este sector, pero utilizando sus infraestruc-
turas y red, con el propósito prioritario de que el turista
mantenga una relación sexual comercial con residentes en
el destino del viaje”, lo que trae consigo “graves conse-
cuencias de salud, sociales y culturales, especialmente,
cuando la explotación se produce en desigualdad de edad,
social y económica”.

En el caso de la explotación sexual infantil, el turismo se-
xual es aquel realizado por personas que viajan de un lugar
a otro para involucrarse en actos de carácter sexual con me-
nores de edad. Con frecuencia los turistas sexuales infanti-
les viajan desde un país de origen más rico a otro menos
desarrollado, o puede también tratarse de viajeros dentro de
su propio país o región. Algunos turistas sexuales infantiles
toman como blanco exclusivo de sus ataques a niños o ni-
ñas, pero la mayoría de abusadores no tienen generalmente
una preferencia sexual por los niños y niñas; se trata más
bien de abusadores situacionales que en forma inescrupulo-
sa toman ventaja de una situación de anonimato, así como
de las diferencias socio-económicas existentes en las locali-
dades que visitan. 

En este sentido, la misma OMT ha definido el nivel de res-
ponsabilidad del sector turístico en este tipo actividades, en
los siguientes términos: 

a) La responsabilidad directa corresponde a aquéllos que
conscientemente difunden, organizan y reciben viajes de
turismo sexual (incluso si existe una pequeña evidencia
de que están involucrados), así como a los operadores de
negocios o establecimiento donde los viajeros pueden
contactar o explotar a menores, concretamente, aloja-
mientos, centros y áreas de ocio etc. Tolerar este tipo de
actividades implica complicidad con los operadores y
con los organizadores de viajes.

b) Una responsabilidad indirecta corresponde a los turo-
peradores, agencias de viajes, transportistas, especial-
mente aerolíneas, si estos son conscientes de que están
siendo utilizados como vehículos para conducir a los tu-
ristas sexuales declarados o potenciales a los destinos.

Con el fin de combatir este terrible fenómeno mundial, la
industria turística desde principios de los años ’90, ha adop-
tado diversas medidas. A nivel internacional, las asociacio-
nes de la industria turística están desarrollando políticas pa-

ra sus miembros. La Federación Internacional de Asocia-
ciones de Agencias de Viajes (UFTAA) fue la primera aso-
ciación del sector que ha aprobado el documento ‘Los Ni-
ños y las Agencias de Viajes Chárter’ (1994).
Posteriormente, con la Declaración de la OMT sobre la
Prevención y Organización del Turismo Sexual (1995) y el
Congreso de Estocolmo, otras organizaciones turísticas
han generado sus propios documentos sobre políticas tu-
rísticas o códigos de conducta contra de la explotación se-
xual de niños.

Uno de estos es el Código de Conducta para la Protección
de Niños, Niñas y Adolescentes contra la Explotación Se-
xual en la Industria del Turismo y los Viajes, promovido por
la OMT, ECPAT Internacional y UNICEF, el cual se basa en
la Declaración sobre los Derechos Humanos y en la Con-
vención sobre los Derechos del Niño de Naciones Unidas,
haciendo énfasis en el artículo 34, que dispone el deber de
los Estados parte de proteger al niño contra todas las formas
de explotación y abuso sexuales.

La importancia de este Código radica, entre muchas otras
cosas, en que las empresas del sector turístico que adoptan
este Código se comprometen a cumplir con seis criterios
fundamentales: 

1. Establecer una política corporativa ética en contra de
la explotación sexual comercial de niños.

2. Educar y formar a su plantilla tanto en el lugar de ori-
gen como en los destinos de viaje.

3. Introducir una cláusula en los contratos con proveedo-
res, en la que se rechaza conjuntamente la explotación
sexual de niños.

4. Ofrecer información a los viajeros mediante catálo-
gos, trípticos, carteles, videos informativos abordo de los
aviones, billetes, páginas web, u otros canales que se
consideran oportunos.

5. Ofrecer información a los agentes locales “clave” en
los destinos.

6. Elaborar un informe anual sobre la aplicación de estos
criterios.

En agosto del 2011, la Secretaría de Turismo, empresarios y
representantes de la sociedad civil de nuestro país firmaron,
en presencia de la Presidenta del Sistema para el Desarrollo
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Integral de la Familia (DIF) el “Acuerdo Nacional para la
Implementación del Código de Conducta Nacional para la
Protección de Niñas, Niños y Adolescentes en el Sector de
los Viajes y el Turismo”. 

En virtud de lo anterior, esta Comisión Dictaminadora so-
mete a la consideración de esta Soberanía el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al Ejecutivo Federal, para que a través de
la Secretaría de Turismo, y dentro del marco del Acuerdo
Nacional para la Implementación del Código de Conducta
Nacional para la Protección de Niñas, Niños y Adolescen-
tes en el Sector de los Viajes y el Turismo redoblen esfuer-
zos e implante una intensa campaña dirigida a todas las em-
presas turísticas de nuestro país a efecto de que signen y
adopten las políticas establecidas en el Código de Conduc-
ta mencionado.

La Comisión de Turismo, diputados: Carlos Manuel Joaquín Gonzá-
lez (rúbrica), Miguel Ángel García Granados (rúbrica), Maurilio Ochoa
Millán (rúbrica), Noé Martín Vázquez Pérez (rúbrica), Héctor Pablo
Ramírez Puga Leyva, Juan Pablo Jiménez Concha, Fermín Gerardo Al-
varado Arroyo (rúbrica), Gustavo Antonio Miguel Ortega Joaquín (rú-
brica), Miguel Martínez Peñaloza, Lizbeth García Coronado (rúbrica),
José Alfredo González Díaz, María Guadalupe García Almanza, secre-
tarios; Rafael Yerena Zambrano (rúbrica), Martín Enrique Castillo Ruz,
Cecilia Soledad Arévalo Sosa (rúbrica), Fidel Kuri Grajales (rúbrica),
Alejandro Carabias Icaza, Silvia Isabel Monge Villalobos (rúbrica),
Martha Elena García Gómez, Iridia Salazar Blanco (rúbrica), Víctor
Manuel Castro Cosío (rúbrica), Juan José Cuevas García (rúbrica), Jo-
sé Luis Marcos León Perea, Baltazar Martínez Montemayor (rúbrica),
Felipe Borja Texocotitla, Jaime Sánchez Vélez (rúbrica), Emilio Serra-
no Jiménez (rúbrica), Luis Alejandro Guevara Cobos, Mayra Lucila
Valdés González.»

REGISTRO NACIONAL DE ENFERMEDADES 
CRONICAS NO TRANSMISIBLES

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Salud, con punto de acuerdo
por el que se exhorta al secretario de Salud, en su carácter
de presidente del Consejo Nacional para la Prevención y
Control de las Enfermedades Crónicas no Transmisibles, a
reforzar las acciones emprendidas por éste y hacer público

el Registro Nacional de Enfermedades Crónicas no Trans-
misibles

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Salud de la LXI Legislatura de la Cáma-
ra de Diputados del honorable Congreso de la Unión le fue
turnada, para su estudio y dictamen, la siguiente proposi-
ción con punto de acuerdo:

Único. Se exhorta al titular de la Secretaría de Salud, en
su carácter de de presidente del Consejo Nacional para la
Prevención y Control de las Enfermedades Crónicas no
Transmisibles, para que refuerce las acciones emprendi-
das por dicho organismo y que se haga público el Regis-
tro Nacional de Enfermedades Crónicas No Transmisi-
bles.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39, 44 y
45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; y 58, 60, 87 y 88 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, la Comisión de Salud somete a su con-
sideración el siguiente dictamen:

I. Antecedentes

1. Presentada por la diputada Silvia Esther Pérez Ceballos,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXI Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, en la sesión del 22 de marzo y publicada en la Ga-
ceta Parlamentaria de la misma fecha.

2. La proposición con punto de acuerdo fue turnada en la
misma fecha, a la Comisión de Salud, para efectos de su
análisis y elaboración de dictamen previsto en los artículos
60 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
de los Estados Unidos Mexicanos. 

II. Consideraciones 

I. La Comisión Dictaminadora realizo el estudio y análisis
de los planteamientos contenidos en la Proposición con
Punto de Acuerdo, a fin de valorar su contenido, deliberar e
integrar el presente dictamen.

II. Las enfermedades crónicas son enfermedades de larga
duración y por lo general de progresión lenta, presentan una
serie de particularidades que la hacen diferente. Cuando una
persona tiene una enfermedad crónica, el desenlace es in-
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cierto. El paciente no puede incorporarse al cien por ciento
a sus actividades cotidianas. El impacto que tiene la familia
es difícil ya que no se encuentra preparada para afrontar una
enfermedad a largo plazo.

III. Las enfermedades cardíacas, los infartos, el cáncer, las
enfermedades respiratorias y la diabetes, son las principales
causas de mortalidad en el mundo, siendo responsables del
63% de las muertes. Las enfermedades cardiovasculares re-
presentan el 30 % de mortalidad en el mundo. El cáncer cer-
vicouterino, de mama, próstata y colon es un grave proble-
ma en América Latina.

IV. En México, las enfermedades crónicas no transmisibles
son la primera causa de muerte, discapacidad y erogación
de recursos económicos. La diabetes ocupa el primer lugar
con esa enfermedad que cada año ocasiona alrededor de 80
mil muertes, el cuarto lugar en estadísticas lo ocupan las en-
fermedades crónicas respiratorias. En 2010 los decesos por
Diabetes Mellitus crecieron de 77,699 a 82,964, un 14.5%
anual. La Cirrosis se mantiene estable y ocupa el 4o. lugar
como causa de muerte.

V. Las enfermedades crónicas no transmisibles son causa de
muerte prematura y gastos en salud, sobre todo la diabetes.
La Secretaría de Salud ha destacado que se requiere 13%
del gasto total en salud para su atención.

VI. Para homologar el tratamiento médico de los diferentes
padecimientos, México elaboró 304 Guías de Práctica Clí-
nica, de las cuales 148 son para tratar enfermedades cróni-
cas no trasmisibles como obesidad, cardiopatías, hiperten-
sión, cánceres, entre otras, éstas se encuentran disponibles
en la página de la Organización Panamericana de la Salud
(OPS).

VII. No obstante el 75 % de las enfermedades crónicas no
transmisibles son prevenibles, México y América Latina en-
frentan los altos costos de los pacientes crónicos, que cada
vez más jóvenes sufren limitaciones físicas e incapacidad
laboral. El real problema es que muchas enfermedades son
prevenibles, pero los factores conductuales de la población,
como el sedentarismo, la obesidad y el tabaquismo tienen
relación directa con enfermedades cardiovasculares, enfer-
medades respiratorias y el cáncer, con costos muy altos pa-
ra el paciente crónico.

VIII. Finalmente podemos resaltar la importante labor de la
Secretaría de Salud que en conjunto con el Gobierno Fede-
ral han desarrollado políticas dirigidas para combatir y tra-

tar las Enfermedades Crónicas no Transmisibles, entre las
que se destacan el control del consumo de tabaco, que esta-
blece espacios libres de humo de tabaco en lugares públicos
y la inserción de pictogramas en cajetillas de cigarros; los
esfuerzos entre gobierno, industria y sociedad para contra-
rrestar el sobrepeso y la obesidad en la población mexicana
con el Acuerdo Nacional para la Salud Alimentaria, en el
que participan todos los sectores en la consecución de 10
objetivos orientados a la adquisición de competencias para
tomar mejores decisiones en salud, como la activación físi-
ca y la alimentación sana; para coadyuvar a combatir el pro-
blema de la obesidad, se puso en marcha el Programa 5 Pa-
sos por tu salud, que promueve las acciones básicas como
son: activación física, toma agua, come frutas y verduras,
mídete y comparte, sumando a múltiples actores del gobier-
no, iniciativa privada y sociedad; se mejoró el contenido nu-
tricional de los más de 10 millones de desayunos escolares
diarios que se reparten en las escuelas; se reglamentó los
alimentos y bebidas que se venden en las mismas y se esta-
bleció un código de autorregulación para disminuir el nú-
mero de anuncios de golosinas a los que los niños están ex-
puestos a diario en la televisión, además se incrementó el
acceso a los servicios de salud a toda la población a través
del Sistema de Protección Social en Salud, mejor conocido
como el Seguro Popular.

En merito de lo expuesto anteriormente, la comisión dicta-
minadora, se permite someter a la consideración del Pleno
de la Cámara de Diputados el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al titular de la Secretaría de Salud, en su
carácter de presidente del Consejo Nacional para la Preven-
ción y Control de las Enfermedades Crónicas no Transmisi-
bles, para que refuerce las acciones emprendidas por dicho
organismo y que se haga público el Registro Nacional de
Enfermedades Crónicas no Transmisibles.

La Comisión de Salud, diputados: Miguel Antonio Osuna Millán (rú-
brica), presidente; Marco Antonio García Ayala (rúbrica), María Cristi-
na Díaz Salazar (rúbrica), Antonio Benítez Lucho (rúbrica), Rosalina
Mazari Espín (rúbrica), Rodrigo Reina Liceaga (rúbrica), José Antonio
Yglesias Arreola (rúbrica), Silvia Esther Pérez Ceballos, Heladio Ge-
rardo Verver y Vargas Ramírez (rúbrica), Carlos Alberto Ezeta Salcedo
(rúbrica), María del Pilar Torre Canales (rúbrica), secretarios; Yolanda
de la Torre Valdez (rúbrica), Olga Luz Espinoza Morales (rúbrica), Le-
andro Rafael García Bringas (rúbrica), Fernando Morales Martínez, De-
lia Guerrero Coronado (rúbrica), José Manuel Hinojosa Pérez, Clara
Gómez Caro (rúbrica), Alfonso Primitivo Ríos Vázquez, Ana Elia Pare-
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des Árciga (rúbrica), Guadalupe Eduardo Robles Medina (rúbrica), Ser-
gio Tolento Hernández (rúbrica), Alicia Elizabeth Zamora Villalva,
Laura Piña Olmedo, Leticia Quezada Contreras, Oralia López Hernán-
dez (rúbrica), Marcela Vieyra Alamilla.»

ESTADO DE NAYARIT

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Salud, con puntos de acuerdo
por los que se exhorta al gobierno de Nayarit y al Centro
Nacional de Equidad de Género y Salud Reproductiva a
aplicar medidas de prevención y atención de cáncer de ma-
ma en el estado

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Salud de la LXI Legislatura de la Cáma-
ra de Diputados del honorable Congreso de la Unión, le fue
turnada para su estudio y dictamen la siguiente proposición
con punto de acuerdo:

Único. Se exhorta al gobierno del estado de Nayarit y al
Centro Nacional de Equidad de Género y Salud Repro-
ductiva para aplicar medidas de prevención y atención
de cáncer de mama en esa entidad federativa.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39, 44 y
45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; y 58, 60, 87 y 88 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, la Comisión de Salud somete a su con-
sideración el siguiente dictamen.

I. Antecedentes

1. Presentada por la diputada Martha Elena García Gómez,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXI Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, en la sesión del 8 de diciembre y publicada en la Ga-
ceta Parlamentaria de la misma fecha.

2. La proposición con punto de acuerdo fue turnada en la
misma fecha, a la Comisión de Salud, para efectos de su
análisis y elaboración de dictamen previsto en los artículos
60 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
de los Estados Unidos Mexicanos. 

II. Consideraciones

I. La comisión dictaminadora realizó el estudio y análisis de
los planteamientos contenidos en la proposición con punto
de acuerdo, a fin de valorar su contenido, deliberar e inte-
grar el presente dictamen.

II. Mundialmente, el cáncer es una de las principales causas
de mortalidad. Este flagelo es resultado de la interacción de
factores genéticos y externos (físicos, químicos y biológi-
cos) que produce la degeneración de las células, con lo que
se originan lesiones precancerosas y finalmente tumores
malignos. Dichos tumores suelen estar localizados, pero
eventualmente pueden diseminarse a otros órganos (metás-
tasis). La incidencia del cáncer se relaciona directamente
con la edad, ya que las personas están más tiempo expues-
tas a factores causales relacionados con esta enfermedad.

III. El cáncer mamario es, sin duda alguna, uno de los prin-
cipales problemas en salud que afecta particularmente a las
poblaciones con mayor desarrollo socioeconómico. En
nuestro país, el cáncer de mama ocupa el primer lugar co-
mo causa de mortalidad general en el grupo de mujeres ma-
yores de 25 años. Es importante mencionar que en México
el cáncer de mama es detectado principalmente por la pro-
pia mujer en etapas avanzadas; por ello, la promoción de la
autoexploración y del examen clínico de senos adquiere una
gran relevancia en la prevención y el control en países co-
mo el nuestro.

IV. De acuerdo con tasas de prevalencia, Nayarit ocupa el
segundo lugar a nivel nacional en casos de cáncer de mama,
y la edad más frecuente en que se presenta es entre los 40 y
50 años de edad; sin embargo, se puede dar en personas jó-
venes de 18 a 19 años o en personas adultas de 60 a 70 años,
esto según datos del Instituto Mexicano del Seguro Social
(IMSS).

V. Debido a las características de la mortalidad y morbilidad
por cáncer mamario en nuestro país, es importante analizar
el alcance y resultado de los tres métodos de detección o
pesquisa, tradicionalmente utilizados en los últimos años:
1) autoexploración; 2) exploración clínica por personal de
salud capacitado; y 3) estudio mastográfico. Las dos prime-
ras, aunque no perciben la detección in situ (tumoraciones
menores a 1 cm), sí permiten, cuando se realizan oportuna
y adecuadamente por personal capacitado, la palpación de
masas tumorales de más de 1 cm. (equivalente a un estadío
II A o II B). Un análisis parcial de las acciones que se han
realizado en la Secretaría de Salud en materia de detección,
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muestra la insuficiencia en calidad y cobertura alcanzada
por la exploración clínica y los estudios mastográficos. De
la enseñanza de la autoexploración no existen registros.

VI. Sociedades médicas nacionales e internacionales reco-
miendan que se comience a examinar los senos a partir de
los 20 años de edad. Se ha demostrado que una de cada diez
mujeres podría presentar cáncer de mama en algún momen-
to de su vida, siendo más frecuente en edades comprendidas
entre los 40 y 65 años, 95 por ciento de los casos de cáncer
de mama pueden ser curados, siempre y cuando la enfer-
medad sea detectada en estadíos tempranos.

VII. Nayarit cuenta con una capacidad física instalada de 2
mamógrafos digitales fijos y una unidad móvil, con capaci-
dad para la realización de 13 mil 160 estudios. No obtente
la cobertura de pacientes no se logra debido a diversos fac-
tores como es la falta de operación del centro de llamado,
falta de promoción; en el área quirúrgica no se cuenta con
suficientes quirófanos, el hospital civil presenta baja pro-
ductividad y nulo apoyo para la lectura de mastografías de
la unidad móvil, y el hospital civil cobra las mastografías a
pesar de operar con insumos y equipo federales.

En merito de lo expuesto anteriormente, la comisión dicta-
minadora se permite someter a la consideración del pleno
de la Cámara de Diputados el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta al gobierno del estado de Nayarit, pa-
ra que implemente las acciones necesarias como el mante-
nimiento del equipo para mastografías y la capacitación del
personal médico, para que se realice de manera oportuna la
prevención y detección del cáncer de mama.

Segundo. Se solicita a la Secretaría de Salud a través del
Centro Nacional de Equidad de Género y Salud Reproduc-
tiva coadyuve con el gobierno del estado de Nayarit para
apoyar las acciones necesarias para la prevención del cán-
cer de mama.

La Comisión de Salud, diputados: Miguel Antonio Osuna Millán (rú-
brica), presidente; Marco Antonio García Ayala (rúbrica), María Cristi-
na Díaz Salazar (rúbrica), Antonio Benítez Lucho (rúbrica), Rosalina
Mazari Espín (rúbrica), Rodrigo Reina Liceaga (rúbrica), José Antonio
Yglesias Arreola (rúbrica), Silvia Esther Pérez Ceballos, Heladio Ge-
rardo Verver y Vargas Ramírez (rúbrica), Carlos Alberto Ezeta Salcedo
(rúbrica), María del Pilar Torre Canales (rúbrica), secretarios; Yolanda
de la Torre Valdez (rúbrica), Olga Luz Espinoza Morales (rúbrica), Le-

andro Rafael García Bringas (rúbrica), Fernando Morales Martínez, De-
lia Guerrero Coronado (rúbrica), José Manuel Hinojosa Pérez, Clara
Gómez Caro (rúbrica), Alfonso Primitivo Ríos Vázquez, Ana Elia Pare-
des Árciga (rúbrica), Guadalupe Eduardo Robles Medina (rúbrica), Ser-
gio Tolento Hernández (rúbrica), Alicia Elizabeth Zamora Villalva,
Laura Piña Olmedo, Leticia Quezada Contreras, Oralia López Hernán-
dez (rúbrica), Marcela Vieyra Alamilla.»

LACTANCIA MATERNA

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Salud, con punto de acuerdo
por el que se exhorta al Ejecutivo federal a instruir a la Se-
cretaría de Salud para establecer una estrategia nacional de
promoción y difusión de la lactancia materna

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Salud de la LXI Legislatura de la Cáma-
ra de Diputados del honorable Congreso de la Unión, le fue
turnada para su estudio y dictamen la siguiente proposición
con punto de acuerdo:

Único. Se exhorta al Ejecutivo federal a instruir a la Se-
cretaría de Salud para establecer una estrategia nacional
de promoción y difusión de la lactancia materna. 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39, 44 y
45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; y 58, 60, 87 y 88 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, la Comisión de Salud somete a su con-
sideración el siguiente dictamen:

I. Antecedentes

1. Presentada por la diputada Josefina Rodarte Ayala, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, de la LXI Legislatura del Honorable Congre-
so de la Unión, en la sesión del 21 de febrero de 2012 y pu-
blicada en la Gaceta Parlamentaria de la misma fecha.

2. La proposición con punto de acuerdo fue turnada en la
misma fecha, a la Comisión de Salud, para efectos de su
análisis y elaboración de dictamen previsto en los artículos
60 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
de los Estados Unidos Mexicanos. 
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II. Consideraciones 

I. La comisión dictaminadora realizo el estudio y análisis de
los planteamientos contenidos en la proposición con punto
de acuerdo, a fin de valorar su contenido, deliberar e inte-
grar el presente dictamen.

II. La lactancia materna durante los primero meses de vida,
representa diversos beneficios para la salud del infante, ade-
más de que disminuye la morbilidad y mortalidad infantil.
Sin embargo a pesar de todas las ventajas que ofrece el ali-
mentar al bebe con la leche materna, su consumo en Méxi-
co se encuentra por debajo de los países de América Latina.  

III. En México, durante las primeras 72 horas de vida de las
y los recién nacidos, más del 56.8 por ciento de las madres
deja de alimentarlos exclusivamente con leche materna, ello
se debe a que muchas de las mujeres desconocen el valor
nutrimental del lácteo y la forma en la que se les debe dar
para su mayor aprovechamiento. La mitad de las madres
que abandonaron la lactancia materna de forma exclusiva lo
hizo porque en el hospital comenzó a darle leche industria-
lizada. Así durante el primer mes, sólo 40 por ciento de las
mujeres daba lactancia materna exclusiva. Y a los seis me-
ses la proporción se reduce a 10 por ciento.

IV. De acuerdo con la Organización Panamericana de la Sa-
lud (OPS), el riesgo de morir de las y los menores de un año
alimentados con leche industrializada, es de tres a cinco ve-
ces mayor que quienes consumen sólo leche materna.

V. La leche materna exclusiva durante los primeros seis me-
ses reduce en los bebés el riesgo de padecer desnutrición,
diarreas e infecciones respiratorias, al ser la forma más efi-
caz para otorgar una alimentación completa. Además del
beneficio nutrimental para las niñas y niños, la lactancia
materna tiene un impacto positivo en la salud de las muje-
res, ya que disminuye el riesgo de hemorragia pos parto y
reduce la posibilidad de sufrir osteoporosis, cáncer de ma-
ma y de ovario.

VI. Los beneficios obtenidos por un bebé a través de la lac-
tancia materna son insustituibles, pues la madre transmite
inmunoglobulinas (defensas) que permiten un sano creci-
miento. Dicho alimento favorece a un desarrollo adecuado
debido a que contiene nutrientes que disminuyen los cua-
dros respiratorios y diarreicos graves, ya que al ser de me-
jor digestión que la leche de vaca, previene el raquitismo y
desnutrición infantil en un 50 por ciento. Asimismo, pro-

porciona calcio, fósforo, hierro y zinc para el crecimiento,
contiene ácidos grasos y aminoácidos para el desarrollo,
previene el estreñimiento, protege contra enfermedades in-
fecciosas y mejora la inteligencia.

VII. No obstante los programas implementados a través del
sector salud para promover la lactancia materna han dado
pocos resultados. Existen diferentes factores que afectan la
prolongación de la lactancia materna, tales como son facto-
res de tipo económicos, culturales, sociales, entre otros co-
mo también el hecho que muchas mujeres en edad fértil se
han incorporado al campo laboral, las presiones y el estrés
de la vida diaria, falta de apoyo de la pareja y las dudas so-
bre la imagen corporal de la mujer. 

En merito de lo expuesto anteriormente, la comisión dicta-
minadora, se permite someter a la consideración del Pleno
de la Cámara de Diputados el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al Ejecutivo Federal a instruir a la Secre-
taría de Salud federal, en coordinación con las Secretarías
de Salud de las entidades federativas, para establecer una
Estrategia Nacional de Promoción y Difusión de Lactancia
Materna, con el fin de fomentar entre la población en gene-
ral  y las mujeres en particular la importancia y los benefi-
cios de la lactancia materna exclusiva. 

La Comisión de Salud, diputados: Miguel Antonio Osuna Millán (rú-
brica), presidente; Marco Antonio García Ayala (rúbrica), María Cristi-
na Díaz Salazar (rúbrica), Antonio Benítez Lucho (rúbrica), Rosalina
Mazari Espín (rúbrica), Rodrigo Reina Liceaga (rúbrica), José Antonio
Yglesias Arreola (rúbrica), Silvia Esther Pérez Ceballos, Heladio Ge-
rardo Verver y Vargas Ramírez (rúbrica), Carlos Alberto Ezeta Salcedo
(rúbrica), María del Pilar Torre Canales (rúbrica), secretarios; Yolanda
de la Torre Valdez (rúbrica), Olga Luz Espinoza Morales (rúbrica), Le-
andro Rafael García Bringas (rúbrica), Fernando Morales Martínez, De-
lia Guerrero Coronado (rúbrica), José Manuel Hinojosa Pérez, Clara
Gómez Caro (rúbrica), Alfonso Primitivo Ríos Vázquez, Ana Elia Pare-
des Árciga (rúbrica), Guadalupe Eduardo Robles Medina (rúbrica), Ser-
gio Tolento Hernández (rúbrica), Alicia Elizabeth Zamora Villalva,
Laura Piña Olmedo, Leticia Quezada Contreras, Oralia López Hernán-
dez (rúbrica), Marcela Vieyra Alamilla.»
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ACUPUNTURA

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Salud, con punto de acuerdo
por el que se exhorta a la Secretaría de Salud y a la Comi-
sión Federal de Mejora Regulatoria a realizar al Proyecto de
Norma Oficial Mexicana PROY-NOM-017-SSA3-2007 las
modificaciones correspondientes para delimitar las funcio-
nes de los diferentes tipos de prestadores de servicios rela-
cionados con la acupuntura

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Salud de la LXI Legislatura de la Cáma-
ra de Diputados del Honorable Congreso de la Unión, le fue
turnada para su estudio y dictamen la siguiente proposición
con Punto de Acuerdo:

Único. Se exhorta a los titulares de la Secretaria de Sa-
lud y de la Comisión Federal de Mejora Regulatoria, pa-
ra que se realice las modificaciones necesarias al PROY-
NOM-017-SSA3-2007 en relación a la mejora en la
atención de la acupuntura.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39, 44 y
45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; y 58, 60, 87 y 88 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, la Comisión de Salud somete a su con-
sideración el siguiente dictamen.

I. Antecedentes

1. Presentada por el diputado Heladio Gerardo Verver y
Vargas Ramírez, Balfre Vargas Cortéz y Marcos Carlos
Cruz Martínez, integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática de la LXI Legislatu-
ra del Honorable Congreso de la Unión, en la sesión del 14
de diciembre y publicada en la Gaceta Parlamentaria de la
misma fecha.

2. La proposición con Punto de Acuerdo fue turnada en la
misma fecha, a la Comisión de Salud, para efectos de su
análisis y elaboración de dictamen previsto en los artículos
60 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
de los Estados Unidos Mexicanos. 

II. Consideraciones

La comisión dictaminadora realizo el estudio y análisis de
los planteamientos contenidos en la Proposición con Punto
de Acuerdo, a fin de valorar su contenido, deliberar e inte-
grar el presente dictamen.

La acupuntura es un método clínico terapéutico que se ejer-
ce dentro del marco legal en México, originado en la medi-
cina tradicional china y que consiste en la inserción y ma-
nipulación de agujas metálicas esterilizadas, en distintos
puntos del cuerpo humano. Comprende además la estimula-
ción por electricidad, láser, magnetos, ultrasonido, masajes,
ventosas, agujas de tres filos, tachuelas, balines, semillas y
el método de uso de calor llamado moxibustión.

La acupuntura estimula la habilidad del cuerpo a resistir o a
vencer a las enfermedades o a las condiciones nocivas y fa-
vorece a corregir los desequilibrios fisiológicos. La Organi-
zación Mundial de la Salud señala: en términos de la medi-
cina moderna la principal acción de la acupuntura es regular
las funciones del cuerpo humano y aumentar su resistencia
a través del estimulo del sistema inmunológico, antiflogís-
tico, analgésico, antiespástico, antichoque y habilidades an-
tiparalíticas del cuerpo. También podría afectar la manera
en la que se liberan las sustancias químicas que regulan la
presión arterial y el flujo de sangre.

Sin embargo la práctica de la acupuntura tiene riesgos al ser
una técnica invasiva y están relacionados con el personal no
capacitado en medicina y en particular en acupuntura que es
el error principal, originando usar puntos prohibidos, equi-
vocarse en la elección de puntos, entre otros. Por lo anterior
se origina los efectos que pueden ir desde los leves, agudos
y transitorios hasta los efectos crónicos o mortales. Por
ejemplo puede ser desde un mal diagnostico, dolor, sangra-
do, “atrapamiento de la aguja”, hasta dermatitis, celulitis y
abscesos.

La Organización Mundial de la Salud reconoce la utilidad
de la acupuntura para el tratamiento de enfermedades, pro-
mueve su regulación e integración en los sistemas naciona-
les de salud y recomienda realizar estudios de investigación
al respecto. Los criterios de inclusión se cumplieron en 115
artículos (98 casos clínicos y 17 series de casos) que, en to-
tal, informaron sobre 479 casos de efectos adversos tras la
acupuntura. Catorce pacientes fallecieron. Los aconteci-
mientos adversos relacionados con la acupuntura fueron
clasificaron en tres categorías: traumáticos, infecciosos y
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«otros». Los acontecimientos adversos más frecuentes fue-
ron: neumotórax, desmayo, hemorragia subaracnoidea e in-
fección; mientras que los más graves fueron: lesiones car-
diovasculares, hemorragia subaracnoidea, neumotórax y
hemorragia cerebral recurrente.

Existen pruebas empíricas y científicas que avalan los be-
neficios de la acupuntura, las terapias manuales y diversas
plantas medicinales en diversas afecciones crónicas o leves.
Por ejemplo, la eficacia de la acupuntura, tratamiento popu-
lar para aliviar el dolor, ha sido demostrada tanto en nume-
rosos ensayos clínicos como en experimentos de laborato-
rio. Por ello, el 90 por ciento de los servicios de tratamiento
del dolor del Reino Unido y el 70 por ciento de Alemania
incluyen la acupuntura entre los tratamientos que dispen-
san.

En 1990 la Secretaría de Salud convocó a las asociaciones
y acupunturistas del país a participar en el proceso de reco-
nocimiento de la acupuntura y otras alternativas terapéuti-
cas. Resultado de ello, se dio la integración de las asocia-
ciones y acupunturistas en un organismo representativo en
el ámbito nacional, la Asociación Mexicana de Asociacio-
nes y Sociedades de Acupuntura (AMASA); a la que la Di-
rección de Regulación de los Servicios de Salud de la Se-
cretaria de Salud reconoció en 1994 como el grupo de
trabajo oficial en el tema de acupuntura para lograr la in-
corporación de la medicina tradicional en el Programa Na-
cional de Salud. Posteriormente, el 7 de mayo de 2002 se
publicó la Norma Oficial Mexicana (NOM) NOM-172-
SSA1-1998 “Prestación de Servicios de Salud. Actividades
Auxiliares. Criterios de Operación para la Práctica de la
Acupuntura Humana y Métodos Relacionados”. Sin embar-
go, hoy en día esta NOM ha perdido vigencia, razón por la
cual se comenzó el procedimiento para actualizarla.

De acuerdo con el Catálogo de Normas Oficiales Mexica-
nas, el 26 de julio de 2008 se presento la manifestación de
impacto regulatorio (MIR) del anteproyecto PROY-NOM-
017-SSA3-2007. La MIR tiene el objeto de evaluar el cos-
to y la efectividad de las medidas regulatorias a implemen-
tar, tras la entrega de ampliaciones y correcciones
solicitadas por la Comisión Federal de Mejora Regulatoria,
se presentó el dictamen total final el 12 de enero de 2009.

Por lo anterior, es importante la revisión de la NOM ya que
se puede originar el ejercicio irresponsable de la acupuntu-
ra, al realizarlo personal que no este certificado.

En merito de lo expuesto anteriormente, la Comisión Dicta-
minadora, se permite someter a la consideración del pleno
de la Cámara de Diputados el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Secretaria de Salud y a la Comisión
Federal de Mejora Regulatoria realizar las modificaciones
correspondientes al Proyecto de Norma Oficial Mexicana
PROY-NOM-017-SSA3-2007, a efecto de que se delimiten
las funciones de los diferentes tipos de prestadores de ser-
vicios relacionados con la acupuntura.

La Comisión de Salud, diputados: Miguel Antonio Osuna Millán (rú-
brica), presidente; Marco Antonio García Ayala (rúbrica), María Cristi-
na Díaz Salazar (rúbrica), Antonio Benítez Lucho (rúbrica), Rosalina
Mazari Espín (rúbrica), Rodrigo Reina Liceaga (rúbrica), José Antonio
Yglesias Arreola (rúbrica), Silvia Esther Pérez Ceballos (rúbrica), He-
ladio Gerardo Verver y Vargas Ramírez (rúbrica), Carlos Alberto Ezeta
Salcedo (rúbrica), María del Pilar Torre Canales (rúbrica), secretarios;
Yolanda de la Torre Valdez (rúbrica), Olga Luz Espinoza Morales (rú-
brica), Leandro Rafael García Bringas (rúbrica), Delia Guerrero Coro-
nado (rúbrica), José Manuel Hinojosa Pérez, Oralia López Hernández
(rúbrica), Ana Elia Paredes Árciga (rúbrica), Laura Piña Olmedo, Clara
Gómez Caro (rúbrica), Fernando Morales Martínez, Leticia Quezada
Contreras, Guadalupe Eduardo Robles Medina (rúbrica), Sergio Tolen-
to Hernández (rúbrica), Alicia Elizabeth Zamora Villalva, Marcela
Vieyra Alamilla (rúbrica).»

ETIQUETADO DE BEBIDAS ALCOHOLICAS

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Salud, con punto de acuerdo
por el que se exhorta al Ejecutivo federal a llevar a cabo por
la Secretaría de Salud las acciones reglamentarias y norma-
tivas necesarias en materia de etiquetado de bebidas alco-
hólicas

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Salud de la LXI Legislatura de la Cáma-
ra de Diputados del Honorable Congreso de la Unión, le fue
turnada para su estudio y dictamen la siguiente proposición
con punto de acuerdo:
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Único. Se exhorta al Ejecutivo federal para que a través
de la Secretaría de Salud lleve a cabo las acciones regla-
mentarias y normativas en materia de etiquetado de be-
bidas alcohólicas.

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39, 44 y 45
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; y 58, 60, 87 y 88 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, la Comisión de Salud somete a su con-
sideración el siguiente dictamen:

I. Antecedentes

1. Presentada por el diputado Enrique Torres Delgado, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal de la LXI Legislatura del Honorable Congreso de la
Unión, en la sesión del 6 de diciembre y publicada en la Ga-
ceta Parlamentaria de la misma fecha.

2. La proposición con Punto de Acuerdo fue turnada en la
misma fecha, a la Comisión de Salud, para efectos de su
análisis y elaboración de dictamen previsto en los artículos
60 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
de los Estados Unidos Mexicanos. 

II. Consideraciones 

I. La Comisión Dictaminadora realizo el estudio y análisis
de los planteamientos contenidos en la Proposición con
Punto de Acuerdo, a fin de valorar su contenido, deliberar e
integrar el presente dictamen.

II. El alcoholismo es una enfermedad progresiva, crónica y
degenerativa; con síntomas que incluyen una fuerte necesi-
dad de tomar a pesar de las consecuencias negativas. La en-
fermedad está caracterizada por daños físicos en todos los
sistemas del organismo, siendo los más complicados los
que se relacionan con el sistema cardiovascular, el sistema
nervioso y el hígado. Cuando el consumo de bebidas alco-
hólicas es exagerado o recurrente se produce tolerancia. Es
decir, el organismo requiere una mayor dosis de alcohol pa-
ra obtener las mismas sensaciones. Esta situación facilita la
adicción, la cual es acompañada de grandes dificultades por
detener el consumo cuando se empieza a beber.

III. En México se estima que existen más de 2.8 millones de
personas con síntomas de dependencia al alcohol, de las
cuales casi un cuarto de millón son mujeres y cerca de 300
mil son menores de edad. Situación que preocupa, ya que

cifras anteriores han demostrado por ejemplo que la ten-
dencia e los niveles de consumo de alcohol en adolescentes
presenta un incremento en el índice de ingesta, por ejemplo
de 27% en 1998 a 35% en el 2002 entre los varones, mien-
tras que en las mujeres se registra un aumento de 18% a
25% en el mismo periodo. 

IV. Tanto en hombres como en mujeres, el grupo de edad
que muestra los niveles más altos de consumo es el de 18 a
29 años. Los niveles descienden después conforme aumen-
ta la edad.

V. Existen muchas consecuencias del consumo desmedido
del alcohol como por ejemplo, Después de un tiempo de
abusar del consumo de bebidas alcohólicas, se presenta un
deterioro en diversos órganos como el estómago, el hígado,
los riñones y el corazón, así como en el sistema nervioso.
Existen una serie de enfermedades que se relacionan con el
consumo reiterado de bebidas alcohólicas, como la cirrosis
hepática y las enfermedades cardiacas.

VI. Algunos estudios señalan que quienes se inician en el
abuso de las bebidas alcohólicas desde jóvenes, tienen una
expectativa de vida 5 a 10 años menor que los que no expe-
rimentan esta situación. El alcohol es una de las drogas más
peligrosas para la mujer que está embarazada, ya que en el
cuerpo de la mujer el alcohol se transforma en sustancias
dañinas para las células que son absorbidas por el feto. En
cantidades abundantes aumenta el riesgo de nacer con de-
fectos, como el “síndrome alcohólico fetal”, que implica la
formación de un cráneo pequeño, facciones anormales, re-
tardo físico y mental. Consumir bebidas alcohólicas al final
del embarazo, puede también afectar al feto.

VII. En el sistema cardiovascular, incrementa el riesgo de
enfermedades al corazón, el bebedor incrementa sus niveles
de lípidos (grasa en la sangre) que puede resultar en arte-
riosclerosis, incrementa el riesgo de una muerte temprana y
un ataque al corazón, y el desarrollo de cardiomiopatía.

VIII. En el sistema nervioso, daño en el sistema nervioso
central se reconoce luego de muchos años. Pueden aparecer
problemas neurológicos desarrollados por falta de vitamina
B.

IX. El sistema gastrointestinal es probablemente el sistema
más dañado por efecto del consumo de alcohol. Podemos
ver úlceras faciales (ulceras sangrantes y perforantes), pro-
blemas en el páncreas e incremento de la incidencia de de-
sarrollo de cáncer al esófago. Los alcohólicos podrían des-

Año III, Segundo Periodo, 25 de abril de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados572



arrollar cirrosis. En la primera etapa de la cirrosis, las célu-
las del hígado se perjudican y acumulan gotas de grasa;
cuantas más células sufren esta infiltración, el hígado se di-
lata más. Si el consumo de alcohol continúa, se forman ci-
catrices hasta que esto se vuelve irreversible.

X. Finalmente existe una estrecha relación entre esta adic-
ción y las cinco de las 10 principales causas de mortalidad
en nuestro país. Aunado a esto, se suman conflictos ocasio-
nados por la violencia, la disminución de la productividad y
el deterioro en la calidad de vida individual y social. En el
país el consumo de alcohol y los accidentes de tránsito es-
tán íntimamente relacionados, ya que beber en exceso in-
crementa seis veces el riesgo de involucrarse en accidentes
vehiculares y en 25% la probabilidad de que las personas
ingresen a un servicio de urgencia por lesiones en riña. Ade-
más que una de cada cuatro defunciones de conductores al-
coholizados ocurren entre los 15 y 24 años de edad.

En merito de lo expuesto anteriormente, la Comisión Dicta-
minadora, se permite someter a la consideración del Pleno
de la Cámara de Diputados el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al Ejecutivo federal para que a través de
la Secretaria de Salud lleve a cabo las acciones reglamenta-
rias y normativas necesarias para los envases de las bebidas
alcohólicas cuenten con una cara anterior en la que figuren
leyendas y pictogramas o imágenes de advertencia que
muestren los efectos nocivos del consumo de bebidas alco-
hólicas y que ocupen por lo menos el 30% del 100% de la
cara posterior del envase.

La Comisión de Salud, diputados: Miguel Antonio Osuna Millán (rú-
brica), presidente; Marco Antonio García Ayala (rúbrica), María Cristi-
na Díaz Salazar (rúbrica), Antonio Benítez Lucho (rúbrica), Rosalina
Mazari Espín (rúbrica), Rodrigo Reina Liceaga (rúbrica), José Antonio
Yglesias Arreola (rúbrica), Silvia Esther Pérez Ceballos, Heladio Ge-
rardo Verver y Vargas Ramírez (rúbrica), Carlos Alberto Ezeta Salcedo
(rúbrica), María del Pilar Torre Canales (rúbrica), secretarios; Yolanda
de la Torre Valdez (rúbrica), Olga Luz Espinoza Morales (rúbrica), Le-
andro Rafael García Bringas (rúbrica), Fernando Morales Martínez, De-
lia Guerrero Coronado (rúbrica), José Manuel Hinojosa Pérez, Clara
Gómez Caro (rúbrica), Alfonso Primitivo Ríos Vázquez, Ana Elia Pare-
des Árciga (rúbrica), Guadalupe Eduardo Robles Medina (rúbrica), Ser-
gio Tolento Hernández (rúbrica), Alicia Elizabeth Zamora Villalva,
Laura Piña Olmedo, Leticia Quezada Contreras, Oralia López Hernán-
dez (rúbrica), Marcela Vieyra Alamilla.»

DISTRITO FEDERAL

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión del Distrito Federal, con punto
de acuerdo por el que se exhorta al gobierno del Distrito Fe-
deral a implantar un programa de suspensión y disminución
de presión a los deudores del servicio de agua potable

Honorable Asamblea:

La Comisión del Distrito Federal, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 40 numeral 3 y 45 numeral 6, in-
cisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; así como en los artículos 80
numeral 1, fracción VI, 82 numeral 1, 84 y demás aplicables
del Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta a la
Honorable Asamblea el siguiente dictamen.

Antecedentes

A la Comisión del Distrito Federal le fue turnado para su es-
tudio y dictamen el oficio número D.G.P.L. 61-II-8-685, que
contiene la Proposición con Punto de Acuerdo por el que se
exhorta al Gobierno del Distrito Federal a que, a través de
la Secretaría de Finanzas y del Sistema de Aguas del Distri-
to Federal, se implemente un programa de suspensión y dis-
minución de presión a los deudores del servicio de agua po-
table, presentada por la diputada Gabriela Cuevas Barron,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

1. Con fecha 13 de diciembre de 2010, la diputada Gabrie-
la Cuevas Barron presentó ante la tribuna de la Cámara de
Diputados la Proposición con punto de acuerdo por el que
se exhorta al jefe del gobierno del Distrito Federal a que, a
través de la Secretaría de Finanzas y del Sistema de Aguas
del Distrito Federal, se implemente un programa de suspen-
sión y disminución de presión a los deudores del servicio de
agua potable.

2. En la misma fecha, la proposición con punto de acuerdo
de referencia fue turnada a la Comisión del Distrito Federal
para que, en uso de sus facultades y atribuciones, emita el
dictamen previsto en el artículo 80 del Reglamento de la
Cámara de Diputados.

3. Dentro de los motivos que originan la proposición men-
cionada, la diputada sostiene que en la Ciudad de México
son muchos los usuarios del servicio de agua que no pagan
o enfrentan problemas de retraso en el cumplimiento de es-
ta obligación. De hecho, refiere que esta situación generó
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una deuda por 5 mil millones de pesos durante el último lus-
tro.

También refiere que hay un promedio de un millón 950 mil
usuarios de agua de los cuales 780 mil no pagan por lo que
consumen, puntualizando que las mayores deudas se en-
cuentran entre los grandes consumidores como industrias,
clubes deportivos y plazas comerciales.

4. Aunque las autoridades han puesto en marcha medidas
como el envío de cartas invitación para convocar a los deu-
dores a pagar sus adeudos fiscales, la diputada señala que
esto es insuficiente y propone las siguientes medidas para
disminuir la morosidad en el pago: a) la suspensión en el
servicio del agua a usuarios no domésticos y b) la restric-
ción o baja de presión a los usuarios residenciales.

De manera concreta, la diputada considera necesario exhor-
tar al jefe del gobierno del Distrito Federal para que, a tra-
vés de la Secretaría de Finanzas y del Sistema de Aguas del
Distrito Federal, se implante a la mayor brevedad posible un
programa de suspensión y disminución de presión a los
deudores del servicio de agua potable.

Consideraciones

I. La comisión dictaminadora realizó el estudio y análisis de
los planteamientos contenidos en la Proposición con punto
de acuerdo referida a fin de valorar su contenido, deliberar
e integrar el presente dictamen.

II. La proposición con punto de acuerdo que se dictamina
tiene como finalidad promover una cultura de ahorro y cui-
dado del agua, así como evitar la morosidad en el pago por
este servicio.

III. La comisión dictaminadora ha realizado el análisis res-
pecto a la proposición del punto de acuerdo, destacando lo
siguiente:

1. De conformidad con el artículo 7 de la Ley de Aguas del
Distrito Federal, el Sistema de Aguas de la Ciudad de Mé-
xico (SACM) es un órgano desconcentrado de la adminis-
tración pública del Distrito Federal cuyo objeto principal es
la operación de la infraestructura hidráulica y la prestación
del servicio público de agua potable, que funge como auxi-
liar de la Secretaría de Finanzas en materia de servicios hi-
dráulicos conforme a lo dispuesto en el Código Fiscal del
Distrito Federal.

En uso de sus facultades, el SACM ha aplicado las medidas
pertinentes a efecto de recuperar los créditos fiscales deri-
vados de derechos por el suministro de agua potable desde
hace cuatro años y, según consta en el oficio número
DESU/DAU/161443/2011 enviado a esta Comisión, ha re-
alizado las siguientes acciones de cobranza:

2. A pesar de las providencias adoptadas por el SACM, la
morosidad en el pago continúa siendo un tema pendiente,
razón por la cual la Asamblea Legislativa del Distrito Fede-
ral aprobó en abril de 2011 una reforma al Código Fiscal lo-
cal con el objetivo de regularizar a los contribuyentes que
así deseen hacerlo, sin que se vean obstaculizados o impe-
didos de lograrlo debido a los costos acumulados por mul-
tas, sanciones, recargos, actualizaciones y costos de recone-
xión.

En la exposición de motivos se manifiesta que miles de ha-
bitantes de la Ciudad de México se habían visto afectados
con restricciones o suspensiones en el suministro de agua
potable y que, en ocasiones, por la desesperación de no con-
tar con el suministro de agua y no tener la cantidad econó-
mica suficiente para pagar el monto adeudado, optaban por
tomar acciones desesperadas, llegando al grado incluso de
reconectarse de manera ilegal.

Tomando en cuenta lo anterior, los legisladores locales mo-
dificaron el artículo 177 cuyo texto en vigor dispone que, en
caso de que los contribuyentes no paguen los derechos a su
cargo en dos o más periodos consecutivos o alternados, o
bien, cuando reincidan en declarar consumos menores a los
determinados por la autoridad, el SACM podrá:

a) Suspender los servicios hidráulicos cuando se trate de
usuarios con uso no doméstico; y

b) Restringir el suministro a la cantidad necesaria para
satisfacer los requerimientos básicos de consumo huma-
no cuando se trate de usuarios con uso doméstico.
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Además, establece que “estarán exentos de la restricción del
servicio los jubilados, pensionados, los adultos mayores, las
personas con discapacidad y las madres jefas de familia”,
siempre que acrediten ser propietarios del inmueble en que
se ubica la toma y que el valor de éste no exceda de la can-
tidad de 919 mil 179.81 pesos.1

Según datos de la Universidad Autónoma Metropolitana,
sólo el 50 por ciento de los usuarios del servicio de agua pa-
ga a tiempo su consumo, mientras que un 25 por ciento es
moroso y el 25 por ciento restante no paga el agua que uti-
liza para satisfacer sus necesidades; situación que evidencia
la poca eficiencia en la cobranza de estos derechos.

Aunque el SACM hubiera realizado cerca de 40 mil sus-
pensiones y restricciones de agua en el periodo comprendi-
do de enero a octubre de 2011, estas acciones son insufi-
cientes ante un universo de deudores que es cinco veces
mayor.

Hasta ahora, las suspensiones y restricciones de agua pota-
ble son mínimas y la información relativa a estas medidas
no es accesible. No se sabe con exactitud el monto de los
créditos recuperados como consecuencia de estas acciones,
el monto de los derechos y accesorios legales generados por
la omisión de pago, ni de los derechos y accesorios que co-
rresponden a la reinstalación del suministro. Tampoco se
puede determinar si en los últimos años han aumentado o
disminuido los créditos fiscales derivados de derechos por
el suministro de agua.

Así, de conformidad con el análisis de la información y los
argumentos vertidos en el cuerpo del presente dictamen, se
deriva que los planteamientos realizados por la diputada
proponente deben ser actualizados en el sentido de que el
SACM remita a esta Comisión información completa y des-
agregada sobre las medidas que ha adoptado para disminuir
la morosidad en el pago por el suministro de agua.

En merito de lo expuesto, la Comisión del Distrito Federal
somete a la consideración de la honorable asamblea el si-
guiente:

Acuerdo

Único. Se exhorta al gobierno del Distrito Federal a que, a
través del Sistema de Aguas del Distrito Federal, entregue a
esta soberanía un informe detallado sobre el impacto que
han tenido en la eficiencia recaudatoria las medidas de sus-

pensión y restricción del suministro de agua a los deudores
de este servicio.

Nota:

1 Mediante decreto publicado el 30 de diciembre de 2011 se incluyó
dentro de la exención de la restricción del servicio a las personas que
pertenecen a pueblos indígenas y el valor catastral del inmueble se ubi-
có en 952 mil 270.28 pesos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2012.

La Comisión del Distrito Federal, diputados: Gabriela Cuevas Ba-
rron (rúbrica), presidenta; Jesús Ricardo Enríquez Fuentes (rúbrica),
Cuauhtémoc Gutiérrez de la Torre, Roberto Rebollo Vivero, César Da-
niel González Madruga, Agustín Guerrero Castillo, secretarios; Andrés
Aguirre Romero (rúbrica), Armando Jesús Báez Pinal (rúbrica), Carlos
Bello Otero, Agustín Carlos Castilla Marroquín (rúbrica), Armando Co-
rona Rivera (rúbrica), Marco Antonio García Ayala (rúbrica), Paz Gu-
tiérrez Cortina (rúbrica), Kenia López Rabadán (rúbrica), Eduardo
Mendoza Arellano, Víctor Hugo Círigo Vásquez (rúbrica), Nazario
Norberto Sánchez, Silvia Esther Pérez Ceballos (rúbrica), Rodrigo Rei-
na Liceaga (rúbrica), Héctor Pablo Ramírez Puga Leyva, Óscar Gonzá-
lez Yáñez, María Araceli Vázquez Camacho, María de la Paz Quiñones
Cornejo (rúbrica), Miguel Ángel Luna Munguía (rúbrica).»

DISTRITO FEDERAL

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión del Distrito Federal, con punto
de acuerdo por el que se exhorta a diversas autoridades a
realizar acciones para conectar las colonias Huichapan, Al-
tamirano y Ocoyoacac con el proyecto del Parque Ecológi-
co del Bicentenario

Honorable Asamblea:

La Comisión del Distrito Federal, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 40, numeral 3, y 45, numeral 6, in-
cisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; así como en los artículos
80, numeral 1, fracción VI, 82, numeral 1, 84 y demás apli-
cables del Reglamento de la Cámara de Diputados, presen-
ta a la honorable asamblea el siguiente dictamen:
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Antecedentes

A la Comisión del Distrito Federal le fue turnado, para su
estudio y dictamen, el oficio número 61-II-6-0732, que con-
tiene la proposición con punto de acuerdo por el que se ex-
horta al Gobierno del Distrito Federal a realizar las acciones
necesarias para la construcción de puentes peatonales, ade-
cuaciones viales, balizamiento y señalización vertical y ho-
rizontal que brinden protección al peatón y que comuniquen
a las colonias Huichapan, Altamirano y Ocoyoacac con el
proyecto del Parque Ecológico del Bicentenario, presentada
por la diputada Gabriela Cuevas Barron, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional.

1. Con fecha 8 de diciembre de 2010, la diputada Gabriela
Cuevas Barron presentó ante la tribuna de la Cámara de Di-
putados la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta al jefe del Gobierno a que realice las acciones ne-
cesarias para la construcción de puentes peatonales, ade-
cuaciones viales, balizamiento y señalización vertical y ho-
rizontal que brinden protección al peatón y que comuniquen
a las colonias Huichapan, Altamirano y Ocoyoacac con el
proyecto del Parque Ecológico del Bicentenario.

2. En la misma fecha, la proposición con punto de acuerdo
de referencia fue turnada a la Comisión del Distrito Federal
para que, en uso de sus facultades y atribuciones, emita el
dictamen previsto en el artículo 80 del Reglamento de la
Cámara de Diputados.

3. Dentro de los motivos que originan la proposición men-
cionada, la diputada refiere que en el año 2007 el Ejecutivo
Federal anunció la construcción del Parque Ecológico del
Bicentenario en los terrenos donde se ubicaba la ex refine-
ría 18 de Marzo, enfatizando que dicho proyecto se conso-
lidaría como un importante pulmón para la ciudad.

4. La proponente expone que la circulación peatonal será la
columna vertebral del Parque Ecológico del Bicentenario,
mismo que contará con ciclopista y mototren para recorrer
el interior del lugar. Sin embargo, señala que no se ha to-
mado en cuenta la accesibilidad peatonal y que falta mejo-
rar los pasos peatonales, así como construir puentes, bahías
y marimbas o cebras peatonales que fomenten la adecuada
comunicación del parque con las colonias Huichapan, Alta-
mirano y Ocoyoacac.

Agrega que “se espera lleguen hasta el parque 1.8 millones
de visitantes al año en su fase de máximo desarrollo, auna-

do a los 872,757 viajes/persona/día que se generan hacia el
territorio delegacional con motivos de trabajo, comerciales,
educativos y recreativos, de los cuales 311,466 se realizan
en transporte privado y 561,757 con transporte público”,
por lo que considera de vital importancia la protección de
los peatones que transitarán hacia este nuevo espacio de re-
creación para la ciudad.

En especial, señala que se requiere integrar el parque eco-
lógico con las colonias aledañas a través de una conexión
vial y peatonal que permita hacerlo accesible a todos los
sectores de la población.

5. De esta manera, y considerando que los peatones deben
ser una prioridad en el diseño de calles, avenidas y en los
demás espacios públicos de la ciudad, la diputada propo-
nente considera necesario exhortar al Jefe del Gobierno pa-
ra que, a través de la Secretaría de Transportes y Vialidad
del Distrito Federal, se coordine con la Delegación Miguel
Hidalgo a fin de realizar las acciones necesarias para la
construcción de los puentes peatonales, adecuaciones via-
les, balizamiento y señalización vertical y horizontal que
brinden protección al peatón y que comuniquen a las colo-
nias Huichapan, Altamirano y Ocoyoacac con el proyecto
del Parque Ecológico del Bicentenario.

Consideraciones

I. La comisión dictaminadora realizó el estudio y análisis de
los planteamientos contenidos en la proposición con punto
de acuerdo referida a fin de valorar su contenido, deliberar
e integrar el presente dictamen.

II. La proposición con punto de acuerdo que se dictamina se
refiere principalmente a la conexión vial y peatonal que de-
be tener el Parque Ecológico Bicentenario con las colonias
Huichapan, Altamirano y Ocoyoacac a efecto de hacerlo ac-
cesible a todos los sectores de la población.

III. La comisión dictaminadora ha realizado el análisis res-
pecto a la Proposición del Punto de Acuerdo, destacando lo
siguiente:

El 7 de noviembre de 2010 se inauguró el Parque Bicente-
nario en un predio de 55 hectáreas en lo que fue la refinería
18 de Marzo, aunque fue desde 1991 que se instruyó el cie-
rre de operaciones de esta refinería debido a los fuertes pro-
blemas de contaminación que generaba en la Zona Metro-
politana del Valle de México. 
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A partir de esa fecha se inició la reubicación de las plantas
de proceso, el desmantelamiento de instalaciones, la recu-
peración de hidrocarburos en fase libre y de emulsiones
agua-aceite y el retiro de tanques subterráneos de almace-
namiento de hidrocarburos.

Posteriormente, en 2007, Pemex transmitió la propiedad en
favor del Gobierno Federal comprometiéndose a realizar
acciones de remediación ambiental para que una vez con-
cluidas se construyera el Parque Ecológico. Así, entre los
años 2007 y 2009 se remediaron 1,154,111 de m3 de tierra
invirtiéndose alrededor de 1,900 millones de pesos para la
construcción del Parque.

IV. El diseño arquitectónico del Parque permite combinar el
arte, la historia, la arquitectura paisajística, la ciencia y el
entretenimiento, aspectos que lo convertirán en un símbolo
emblemático de la Ciudad de México. Además, en la pági-
na electrónica www.parquebicentenario.gob.mx se lee que
en el Parque podrán disfrutarse más de 4,500 árboles de di-
versas especies como álamo sicomoro, ahuehuete, encino,
fresno, huizache, palo de Judas, pino y sauce llorón; que el
jardín botánico está compuesto por una serie de plataformas
que permiten generar micro-climas para cada uno de los
ecosistemas representados; y que el orquidario albergará
más de 7,000 plantas de esta especie.

Actualmente, el parque cuenta con las siguientes áreas que
tienen características paisajísticas propias:

a) Jardín Natura, donde se puede conocer la biodiversi-
dad de nuestro país y se encuentran el jardín botánico, el
orquidario, área de talleres educativos, espacio para ex-
hibiciones temporales, área de juegos infantiles y área de
adultos mayores;

b) Jardín Viento, donde podemos encontrar la Plaza Bi-
centenario, un auditorio al aire libre, zonas recreativas,
así como canchas y áreas deportivas (canchas de volei-
bol, baloncesto, fútbol rápido, voleibol playero y circui-
to de patinaje extremo);

c) Jardín Tierra, espacio que cuenta con la ruta del mo-
totren y área de picnic; y

d) Jardín Sol, donde se encuentra el Museo de la Ener-
gía.

V. De la revisión del marco legal se observa que la Delega-
ción Miguel Hidalgo, la Secretaría de Obras y Servicios y la

Secretaría de Transportes y Vialidad deben sumar esfuerzos
-en el marco de sus respectivas competencias- para llevar a
cabo los trabajos a que hace alusión la diputada proponen-
te.

De manera específica, el Reglamento Interior de la Admi-
nistración Pública del Distrito Federal otorga las siguientes
facultades y atribuciones a los entes arriba enunciados:

A la Secretaría de Obras, por medio de su Dirección Gene-
ral de Obras Públicas, le corresponde (artículo 57):

• Elaborar estudios, proyectos, construir y supervisar
nuevas obras viales y pavimentos hidráulicos, así como
banquetas, guarniciones y reductores de velocidad en las
vialidades primarias y, en su caso, modificar las existen-
tes;

• Realizar los estudios, proyectos, construcción, supervi-
sión y mantenimiento de los puentes vehiculares y pea-
tonales en la vialidad primaria, así como de los que co-
muniquen a dos o más demarcaciones delegacionales; y

• Coordinar con las dependencias, unidades administra-
tivas, órganos político-administrativos y órganos des-
concentrados de la administración pública, la ejecución
y supervisión de los programas a su cargo;

A la Secretaría de Transportes, a través de la Dirección Ge-
neral de Planeación y Vialidad, le corresponde (artículo 94):

• Formular y evaluar las políticas y programas para el de-
sarrollo del transporte y la vialidad de conformidad con
los estudios y proyectos que en materia de reordena-
miento, fomento y promoción lleve a cabo el sector;

• Establecer los mecanismos de coordinación con insti-
tuciones públicas y privadas para la integración de ins-
trumentos tendientes al desarrollo del transporte y la via-
lidad; y

• Diseñar y supervisar la instalación del equipamiento,
mobiliario urbano y control de tránsito que proteja al pe-
atón en las vialidades.

Finalmente, la Ley Orgánica de la Administración Pública
del Distrito Federal establece en su artículo 39 que a los Ti-
tulares de los Órganos Político-Administrativos de cada de-
marcación territorial les corresponde, entre otros asuntos: a)
construir, rehabilitar y mantener las vialidades secundarias,
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así como las guarniciones y banquetas requeridas en su de-
marcación; y b) construir, rehabilitar y mantener puentes,
pasos peatonales y reductores de velocidad en las vialidades
primarias y secundarias de su demarcación, con base en los
lineamientos que determinen las dependencias centrales.

VI. Con el propósito de contar con mayores elementos de
valoración para elaborar el presente dictamen, se hicieron
solicitudes de información a la Delegación Miguel Hidalgo
y a la Secretaría de Obras y Servicios del Gobierno del Dis-
trito Federal respecto a las obras que hubieren realizado pa-
ra lograr una conexión vial y peatonal entre el Parque Bi-
centenario y todos los sectores de la población.

Mediante oficio No. GDF/SOS/OIP/1940/11, la Secretaría
de Obras respondió que “no cuenta con información al res-
pecto, en virtud de que el Parque Bicentenario, así como las
obras complementarias a este, son del ámbito de competen-
cia del Gobierno Federal, específicamente de la Secretaría
del Medio Ambiente y Recursos Naturales”. En el mismo
tenor respondió la Delegación Miguel Hidalgo.

Por su parte, la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales contestó mediante oficio No. SEMARNAT/UC-
PAST/UE/1575/11 que “las obras de conexión como los
puentes peatonales o pasos a desnivel están en proceso
de análisis, de acuerdo con lo estipulado con las normas y
reglamentos de la Secretaría de Transporte y Vialidad del
Gobierno del Distrito Federal (SETRAVI)”.

Asimismo, señaló que “respecto a la conexión vial y peato-
nal del Parque Bicentenario, se realizaron las obras de
mantenimiento de señalización vial (cebras) y las guar-
niciones de las banquetas que delimitan dicho parque,
en especial en la esquina de Av. 5 de mayo”.

VII. Con base en el análisis de la información y en los ar-
gumentos vertidos en el cuerpo del presente dictamen, esta
Dictaminadora considera que si bien la SEMARNAT ha re-
alizado algunas obras de mantenimiento de señalización
vial y guarniciones de las banquetas en las inmediaciones
del Parque, todavía se encuentran en revisión las obras de
conexión con las colonias Huichapan, Altamirano y Ocoyo-
acac, motivo por el cual se considera necesario emitir un ex-
horto a las autoridades enunciadas en el presente dictamen
para que, de manera coordinada, realicen las obras necesa-
rias con la finalidad de brindar una protección adecuada a
los peatones y comunicar dichas colonias con el proyecto
del Parque Ecológico del Bicentenario.

En mérito de lo expuesto, la Comisión del Distrito Federal
somete a la consideración de la Honorable Asamblea el si-
guiente 

Acuerdo

Único. Se exhorta a los titulares de las Secretarías de Trans-
portes y Vialidad  y de Obras y Servicios, ambas del Distri-
to Federal, así como a los titulares de la Secretaría de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales y de la Delegación
Miguel Hidalgo, a que se coordinen para realizar obras de
conexión, como puentes peatonales y pasos a desnivel, a fin
de comunicar a las colonias Huichapan, Altamirano y Oco-
yoacac con el Parque Ecológico del Bicentenario, buscando
en todo momento la protección de los peatones que quieran
asistir a este espacio.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2012.

La Comisión del Distrito Federal, diputados: Gabriela Cuevas Ba-
rron (rúbrica), Jesús Ricardo Enríquez Fuentes (rúbrica), Cuauhtémoc
Gutiérrez de la Torre, Roberto Rebollo Vivero, César Daniel González
Madruga, Agustín Guerrero Castillo, Andrés Aguirre Romero (rúbrica),
Armando Jesús Báez Pinal (rúbrica), Carlos Bello Otero, Agustín Car-
los Castilla Marroquín (rúbrica), Armando Corona Rivera (rúbrica),
Marco Antonio García Ayala (rúbrica), Paz Gutiérrez Cortina (rúbrica),
Kenia López Rabadán (rúbrica), Eduardo Mendoza Arellano, Víctor
Hugo Círigo Vásquez (rúbrica), Nazario Norberto Sánchez (rúbrica),
Silvia Esther Pérez Ceballos (rúbrica), Rodrigo Reina Liceaga (rúbrica),
Héctor Pablo Ramírez Puga Leyva, Óscar González Yáñez, María Ara-
celi Vázquez Camacho, María de la Paz Quiñones Cornejo (rúbrica),
Miguel Ángel Luna Munguía (rúbrica).»

ESTADO DE NAYARIT

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Equidad y Género, con pun-
to de acuerdo por el que se exhorta a los Poderes Ejecutivo
y Legislativo de Nayarit a incluir la perspectiva de género
en el Presupuesto de Egresos local

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Equidad y Género de la LXI Legislatura
de la Cámara de Diputados fue turnada la proposición con
punto de acuerdo por el que se exhorta a los Poderes Ejecu-
tivo y Legislativo de Nayarit a incluir la perspectiva de gé-
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nero en el Presupuesto de Egresos local, presentada por la
diputada Martha Elena García Gómez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional.

Esta comisión dictaminadora, con fundamento en los artí-
culos 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
y 80, 84, 85, 157, 162, 180 y 182 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta asam-
blea el presente dictamen, al tenor de los siguientes

Antecedentes

Primero. Con fecha 28 de febrero de 2012, la diputada
Martha Elena García Gómez, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, presentó ante el pleno de la Cá-
mara de Diputados la proposición con punto de acuerdo por
el que por el que se exhorta a los Poderes Ejecutivo y Le-
gislativo de Nayarit a incluir la perspectiva de género en el
Presupuesto de Egresos local.

Segundo. En la misma fecha, la Mesa Directiva determinó
turnarla a la Comisión de Equidad y Género de la LXI Le-
gislatura de la Cámara de Diputados para análisis y dicta-
men.

Contenido de la proposición

La proponente señala que uno de los instrumentos funda-
mentales en la construcción de las políticas públicas son los
presupuestos. Que a través de su ejercicio por parte del go-
bierno se consigue la atención de las demandas sociales y
de las necesidades de los ciudadanos.

Que en su construcción han de participar diversos actores
que tienen interés sobre determinados temas. En el caso
concreto de las problemáticas de las mujeres prevalece una
falta de políticas que combatan la discriminación y erradi-
quen la violencia que se ejerce en su contra.

Manifiesta muchas organizaciones de mujeres han ejercido
presión sobre los encargados de elaborar las políticas públi-
cas a favor de la igualdad de género. En este sentido a nivel
federal se ha avanzado en la construcción de los presupues-
tos para la igualdad entre hombres y mujeres.

Precisa que a nivel federal, el presupuesto etiquetado ha fa-
vorecido a través de los últimos cinco años, diversas políti-
cas que han generado mejores condiciones para que las mu-
jeres tengan acceso a diversos bienes y servicios para su

desarrollo, tal es el caso de las estancias infantiles para ma-
dres trabajadoras que les ha permitido a las beneficiarias del
programa contar con más tiempo para su desarrollo laboral.
Del mismo modo, el presupuesto etiquetado ha servido pa-
ra ejecutar acciones estratégicas para combatir la violencia
contra las mujeres, un ejemplo claro de ello son los recur-
sos destinados a los refugios para mujeres y sus hijos e hi-
jas víctimas de violencia.

Aduce que otro asunto que ha trascendido, es la asignación
específica de un recurso para la creación de estancias infan-
tiles en las universidades públicas para que las estudiantes
que ejerzan su maternidad tengan la oportunidad de no
abandonar sus estudios por el cuidado de los hijos.

Asevera que los ejemplos anteriores muestran que el eti-
quetado de recursos dentro del Presupuesto de Egresos de la
Federación ha generado cambios en las condiciones de la
vida de las mujeres, si bien, no ha sido en el grueso de la po-
blación femenina, si lo ha sido para sectores que sufren de
condiciones de mayores necesidades.

No obstante, observa que para el caso de Nayarit, en su es-
tructura programática, no hay presupuesto específico para
las mujeres ni para la atención de sus problemáticas.

Considera que la inclusión de la transversalidad de la pers-
pectiva de género en el Presupuesto de Egresos es un pro-
ceso de largo plazo. Sin embargo, uno de sus primeros pa-
sos implica que en todas las fases del procesos
presupuestario se incluya la perspectiva de género y del
mismo modo en cada uno de los sectores en donde se asig-
nan recursos deban etiquetarse recursos a favor de la igual-
dad entre los géneros.

Considera que en el Presupuesto de Egresos de Nayarit pa-
ra el ejercicio de 2012 se ha avanzado en el tema de eva-
luación, dado que en el artículo 80, fracción VII, se estable-
ce que los indicadores de desempeño tendrán como objetivo
facilitar la medición de, entre otros factores, la equidad; es-
to es, de todos los elementos relativos al acceso, valoración,
participación e impacto distributivo entre los grupos socia-
les o entre los géneros por la provisión de un bien o servi-
cio.

Asimismo, la fracción V del artículo 83 menciona que las
evaluaciones desagregarán en lo posible datos por sexo a
efecto de medir el impacto diferenciado entre hombres y
mujeres.
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Pese a ello, puntualiza, la identificación específica median-
te un presupuesto etiquetado sobre las acciones a favor de
las mujeres es necesaria para conocer si desde el diseño de
los presupuestos públicos se está contemplando la visión de
género; es decir, en su elaboración, aprobación, ejercicio,
seguimiento y fiscalización debe hacerse con perspectiva de
género para obtener una verdadera acción a favor de las mu-
jeres.

Para la proponente, es necesario que en Nayarit se etiqueten
acciones estratégicas a favor de las mujeres indígenas, ma-
dres solas jefas de familia, para estudiantes de nivel bachi-
llerato y educación universitaria que presentan dificultades
para concluir sus estudios, para las mujeres que son vícti-
mas de violencia y no cuentan con espacios para atender sus
demandas, o de igual forma las mujeres que quieren em-
prender un proyecto pero por falta de acceso a los créditos
continúan en situación de pobreza.

Concluye la proponente con que es necesario que los acto-
res involucrados en el proceso presupuestario trabajen por
incluir la perspectiva de género en todas las etapas para que
en el Presupuesto de Egresos de Nayarit se incluya un ane-
xo específico con el detalle de las erogaciones a favor de las
mujeres y la igualdad de género.

Por ello presenta la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente a los Poderes Ejecutivo
y Legislativo de Nayarit para que en el proceso presupues-
tario de esa entidad se incluya la perspectiva de género y se
incluyan los lineamientos para que el ejercicio del presu-
puesto se haga con perspectiva de género y se incluya un
anexo específico donde se detallen las erogaciones a favor
de las mujeres y la igualdad de género.

Consideraciones

Para las y los integrantes de esta comisión legislativa resul-
ta válido y oportuno llamar la atención sobre un asunto de
particular importancia para apuntalar presupuestalmente el
avance de las mujeres en una de las entidades del occiden-
te del país.

De esta manera, las y los integrantes de la Comisión de
Equidad y Género se dieron a la tarea de analizar y discutir
los contenidos de la proposición a fin de adoptar una reso-
lución, con base en las siguientes consideraciones:

Primera. La Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos establece en el artículo 1o. la prohibición
“de toda discriminación motivada por origen étnico o na-
cional, el género, la edad, las discapacidades, la condi-
ción social, las condiciones de salud, la religión, las opi-
niones, las preferencias sexuales, el estado civil o
cualquier otra que atente contra la dignidad humana y
tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y li-
bertades de las personas”. En consecuencia, el artículo
4o. del mismo ordenamiento establece la igualdad jurídi-
ca entre mujeres y hombres.

Segunda. De manera específica, la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia seña-
la –en el artículo 1, que tiene por objeto “establecer la
coordinación entre la federación, las entidades fede-
rativas, el Distrito Federal y los municipios para pre-
venir, sancionar y erradicar la violencia contra las
mujeres, así como los principios y modalidades para
garantizar su acceso a una vida libre de violencia que
favorezca su desarrollo y bienestar conforme a los
principios de igualdad y de no discriminación”.

En el artículo segundo de la misma ley se establece que co-
rresponde a la federación, las entidades federativas, el Dis-
trito Federal y los municipios, en el ámbito de sus respecti-
vas competencias, expedir las normas legales y tomar las
medidas presupuestales y administrativas correspon-
dientes, para garantizar el derecho de las mujeres a una
vida libre de violencia, en concordancia con los tratados
internacionales en materia de derechos humanos de las mu-
jeres, ratificados por el Estado mexicano.

Concretamente, en el artículo 35 se establece que la federa-
ción, las entidades federativas, el Distrito Federal y los mu-
nicipios se coordinarán para la integración y funcionamien-
to del Sistema Nacional para Prevenir, Atender, Sancionar y
Erradicar la Violencia contra las Mujeres, el cual tiene por
objeto la conjunción de esfuerzos, instrumentos, políticas,
servicios y acciones interinstitucionales para la prevención,
atención, sanción y erradicación de la violencia contra las
mujeres.

Entre las obligaciones de la federación sobresale la de ga-
rantizar una adecuada coordinación con las entidades fede-
rativas, el Distrito Federal y los municipios, con la finalidad
de erradicar la violencia contra las mujeres; ello, en el artí-
culo 41 de la ley citada.

Año III, Segundo Periodo, 25 de abril de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados580



Señala el artículo 49 de la citada ley que a las entidades fe-
derativas corresponden, entre otras responsabilidades, las
de

• Instrumentar y articular sus políticas públicas en con-
cordancia con la política nacional integral desde la pers-
pectiva de género para prevenir, atender, sancionar y
erradicar la violencia contra las mujeres.

• Fortalecer e impulsar la creación de las instituciones
públicas y privadas que prestan atención a las víctimas.

• Integrar el Sistema Estatal de Prevención, Erradicación
y Sanción de la Violencia contra las Mujeres e incorpo-
rar su contenido al Sistema Nacional.

• Promover, en coordinación con la Federación, progra-
mas y proyectos de atención, educación, capacitación,
investigación y cultura de los derechos humanos de las
mujeres y de la no violencia, de acuerdo con el progra-
ma.

• Impulsar programas locales para el adelanto y desarro-
llo de las mujeres y mejorar su calidad de vida.

• Proveer de los recursos presupuestarios, humanos y
materiales, en coordinación con las autoridades que
integran los sistemas locales, a los programas estata-
les y el Programa;

• Impulsar la creación de refugios para las víctimas con-
forme al modelo de atención diseñado por el sistema;

• Promover programas de información a la población en
la materia;

• Impulsar programas reeducativos integrales de los
agresores;

• Difundir por todos los medios de comunicación el con-
tenido de esta ley;

• Rendir un informe anual sobre los avances de los pro-
gramas locales;

• Promover investigaciones sobre las causas y las conse-
cuencias de la violencia contra las mujeres;

• Revisar y evaluar la eficacia de las acciones, las políti-
cas públicas, los programas estatales, con base en los re-

sultados de las investigaciones previstas en la fracción
anterior;

• Celebrar convenios de cooperación, coordinación y
concertación en la materia.

A la luz de las disposiciones de la Ley General de Acceso
de las Mujeres a un Vida Libre de Violencia, el artículo 49
es una rica veta de atribuciones que obliga a las entidades
federativas –los poderes instituidos– a desarrollarlas con
una base presupuestal.

Tercera. Entre las atribuciones previstas para los gobiernos
estatales y del Distrito Federal en el artículo 15 de la Ley
General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres figuran
las de

• Conducir la política local en materia de igualdad entre
mujeres y hombres;

• Crear y fortalecer los mecanismos institucionales de
promoción y procuración de la igualdad entre mujeres y
hombres, mediante las instancias administrativas que, se
ocupen del adelanto de las mujeres en los estados y el
Distrito Federal;

• Elaborar las políticas públicas locales, con una proyec-
ción de mediano y largo alcance, debidamente armoni-
zadas con los programas nacionales, dando cabal cum-
plimiento a la (…) Ley General para la Igualdad entre
Mujeres y Hombres;

• Promover, en coordinación con las dependencias de la
administración pública federal la aplicación de la pre-
sente ley.

Al respecto, es pertinente traer a colación el hecho de que el
pleno de la Cámara de Diputados aprobó el 11 de octubre
pasado el dictamen con proyecto de decreto que adicio-
na el artículo 15 de la Ley General para la Igualdad en-
tre Mujeres y Hombres a efecto de establecer que corres-
ponda a las y los titulares de los gobiernos estatales y del
Distrito Federal incorporar en los presupuestos de egresos
locales la asignación de recursos para el cumplimiento de la
política local en materia de igualdad.

Con tal inclusión se refuerzan, por un lado, las atribuciones
previstas en el ordenamiento general, cuyo objeto es la con-
junción de esfuerzos para alcanzar la igualdad; por otro la-
do, aseguramos, con la “enmienda se daría pie para que los
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estados que todavía no han expedido la ley respectiva pue-
dan armonizarla en este sentido”.

Cuarta. La Ley de Igualdad entre Mujeres y Hombres para
el Estado de Nayarit vigente precisa en la fracción VII del
artículo 23 que al titular del Poder Ejecutivo estatal corres-
ponde “efectuar la planeación y previsión para incorporar
en el Presupuesto de Egresos del estado la asignación de re-
cursos para el cumplimiento de la política de igualdad”.

Téngase presente que al Instituto para la Mujer Nayarita
–organismo público descentralizado, con personalidad jurí-
dica y patrimonio propios– corresponden, de acuerdo con el
artículo 24 de la Ley de Igualdad entre Mujeres y Hombres
para el Estado de Nayarit, las siguientes atribuciones:

I. Coordinar las acciones para la transversalización de la
perspectiva de género, así como crear y aplicar el Pro-
grama para la Igualdad, con los principios que esta Ley
señala;

II. Establecer los lineamientos sobre la rectoría de la
igualdad sustantiva, y someterlos a la aprobación de
quien ejerza la titularidad del Poder Ejecutivo estatal;

III. Elaborar el Programa para la Igualdad y some-
terlo a la aprobación de quien ejerza la titularidad del
Poder Ejecutivo del Estado, una vez aprobado deberá ser
revisado anualmente;

IV. Coordinar los programas de igualdad entre muje-
res y hombres de las dependencias y entidades de la
administración pública;

V. Formular propuestas a las dependencias compe-
tentes sobre la asignación de los recursos que requie-
ran los programas de igualdad entre mujeres y hom-
bres;

VI. Favorecer la institucionalización de la perspecti-
va de género en la administración pública;

VII. Celebrar convenios y sentar las bases de colabora-
ción con el sector social, político, cultural y administra-
tivo para la institucionalización de medidas a favor de la
igualdad en el estado;

VIII. Promover, coordinar y realizar la revisión de
programas y servicios en materia de igualdad entre
mujeres y hombres en la administración pública;

IX. Impulsar la participación de la sociedad civil en la
promoción de la igualdad entre mujeres y hombres; y

X. Las demás que sean necesarias para cumplir los obje-
tivos de esta ley.

Más aún, al Poder Legislativo estatal en su relación con la
Política de Igualdad no se le asigna atribución alguna en el
sentido de dotar de recursos a los programas y acciones de
ésta (artículo 25 de la ley citada, capítulo primero, título
cuarto).

Quinta. Pese a lo anteriormente expuesto, en cuanto a atri-
buciones del Ejecutivo estatal y del Inmunay, a la fecha, en
el Presupuesto de Egresos del Estado Libre y Soberano de
Nayarit no se establece apartado alguno que asiente clara e
inobjetablemente la cuantía de recursos destinados a con-
cretar la política de igualdad estatal. Por tanto, en la distri-
bución programática no se puede determinar que erogacio-
nes corresponden para tales propósitos.

Si en cambio prevé, como lo apunta la proponente, en el ar-
tículo 80, fracción VII, que los indicadores de desempeño
tendrán como objetivo facilitar la medición de los factores
como “Equidad: que mide los elementos relativos al acce-
so, valoración, participación e impacto distributivo entre los
grupos sociales o entre los géneros por la provisión de un
bien o servicio”.

Y en la fracción V del artículo 83, que “las evaluaciones [re-
alizadas a través de la verificación del grado de cumpli-
miento de objetivos y metas, con base en indicadores estra-
tégicos y de gestión que permitan conocer los resultados de
la aplicación de los recursos públicos estatales], en la medi-
da de lo posible, deberán incluir información desagregada
por sexo relacionada con las beneficiarias y beneficiarios de
los programas, asimismo, en los casos que sea posible, las
dependencias y entidades deberán presentar resultados con
base en indicadores, desagregados por sexo, a fin de que se
pueda medir el impacto y la incidencia de los programas de
manera diferenciada entre mujeres y hombres”.

Sexta. Dado lo reseñado, es notorio que se requiere la eti-
quetación de recursos a fin de garantizar el cumplimiento de
las disposiciones federales y locales en la materia, así como
para determinar el impacto en las condiciones materiales de
vida de mujeres y hombres.

El Congreso de Nayarit no puede ser omiso al aprobar el
decreto anual de las obligaciones previstas en el marco ju-
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rídico que obligan al gobierno estatal a atender una serie de
atribuciones en materia de igualdad.

Luego entonces, para esta comisión dictaminadora la pro-
puesta de exhortar a los Poderes Ejecutivo y Legislativo de
Nayarit para que en el proceso presupuestario de esa enti-
dad se incluya la perspectiva de género, los lineamientos
para que el ejercicio del presupuesto se haga con perspecti-
va de género y un anexo específico donde se detallen las
erogaciones a favor de las mujeres y la igualdad de género,
resulta oportuna, necesaria y justa.

Con la etiquetación de recursos –para salud, educación, cul-
tura, combate a la violencia, de acceso a la justicia, etcéte-
ra–, en un anexo presupuestal específico, la autoridad local
responsable de la actividad evaluatoria estaría en condicio-
nes de verificar los alcances de la acción gubernamental en
cuanto al grado de cumplimiento de los objetivos y metas,
y el impacto de los programas en las condiciones de vida de
las personas beneficiadas.

Séptima. Derivado de sus obligaciones legales, para esta
comisión dictaminadora la existencia del Instituto para la
Mujer Nayarita (Inmunay) representa la materialización del
esfuerzo de las mujeres de ese estado en pos de sus aspira-
ciones y metas.

Por ello, está obligado a jugar un papel significativo en con-
cretar la transversalización de género en los presupuestos de
egresos estatales y en la etiquetación anual de recursos pa-
ra hacer efectivos los programas y acciones –orientados al
mejoramiento de las condiciones de vida y la igualdad de
oportunidades de las mujeres– las cuales debe formular, co-
ordinar y dar seguimiento.

En suma, para esta comisión dictaminadora, es viable la
propuesta de considerar en el presupuesto de egresos estatal
la perspectiva de género y de manera precisa la identifica-
ción de todas aquellas erogaciones orientadas a apalancar
acciones y programas que tengan como eje la remoción de
los obstáculos que impiden a las mujeres el libre ejercicio
de sus derechos consagrados en el marco jurídico estatal,
nacional e internacional.

Finalmente, con objeto de lograr mayor claridad y certeza
en el punto resolutivo se adecua la redacción, sin alterar su
naturaleza.

En razón de lo expuesto sometemos a consideración de es-
ta honorable asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente a los Poderes Ejecutivo
y Legislativo del Estado Libre y Soberano de Nayarit para
que en el Presupuesto de Egresos estatal anual se incluyan
la perspectiva de género y, de manera específica, un anexo
con las erogaciones para la igualdad entre mujeres y hom-
bres, así como los lineamientos de su ejecución.

Palacio Legislativo de San Lázaro, abril de 2012.

La Comisión de Equidad y Género, diputados: Dolores de los Ánge-
les Nazares Jerónimo (rúbrica), presidenta; Ana Estela Durán Rico,
Adela Robles Morales (rúbrica), Elvia Hernández García (rúbrica),
Blanca Estela Jiménez Hernández (rúbrica), Laura Elena Estrada Ro-
dríguez (rúbrica), Tomasa Vives Preciado (rúbrica), Bélgica Carmona
Cabrera (rúbrica), secretarias; Laura Arizmendi Campos, Laura Itzel
Castillo Juárez (rúbrica), Rosa Adriana Díaz Lizama, Augusta Valenti-
na Díaz de Rivera Hernández, Lucila del Carmen Gallegos Camarena
(rúbrica), Margarita Gallegos Soto (rúbrica), Laura García Dávila (rú-
brica), Luis García Silva (rúbrica), Diva Hadamira Gastélum Bajo (rú-
brica), Marcela Guerra Castillo, María del Carmen Guzmán Lozano (rú-
brica), Teresa del Carmen Incháustegui Romero (rúbrica), Sandra
Méndez Hernández, Juan Carlos Natale López, María Elena Pérez de
Tejada Romero, Leticia Robles Colín (rúbrica), Frida Celeste Rosas Pe-
ralta (rúbrica), Blanca Luz Purificación Dalila Soto Plata (rúbrica), Fi-
del Kuri Grajales, Leticia Quezada Contreras, Guadalupe Valenzuela
Cabrales (rúbrica).»

ESTADO DE OAXACA

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Equidad y Género, con pun-
to de acuerdo por el que se exhorta al Congreso de Oaxaca
a discutir y, en su caso, aprobar la iniciativa para tipificar lo
mismo el feminicidio que la violencia obstétrica y la fami-
liar

Honorable Asamblea

A la Comisión de Equidad y Género de la LXI Legislatura
de la honorable Cámara de Diputados, le fue turnada la pro-
posición con punto de acuerdo por el que se exhorta al Con-
greso de Oaxaca a discutir y, en su caso, aprobar la iniciati-
va por la cual se propone tipificar lo mismo el feminicidio
que la violencia obstétrica y la familiar.
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Esta comisión dictaminadora, con fundamento los artículos
39 y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, y 80,
84, 85, 157, 162, 180 y 182 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración de esta honorable
asamblea el presente dictamen, al tenor de los siguientes

Antecedentes

Primero. Con fecha 13 de marzo de 2012, la diputada Te-
resa del Carmen Incháustegui Romero, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática, pre-
sentó ante el Pleno de la Cámara de Diputados la
Proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al
Congreso de Oaxaca a discutir y, en su caso, aprobar la ini-
ciativa por la cual se propone tipificar lo mismo el femini-
cidio que la violencia obstétrica y la familiar.

Segundo. En la misma fecha, la Mesa Directiva determinó
turnarla a la Comisión de Equidad y Género, de la LXI Le-
gislatura de la honorable Cámara de Diputados, para su aná-
lisis y dictamen.

Contenido de la proposición

Señala la proponente que el derecho de las mujeres a vivir
libres de violencia y discriminación ha sido consagrado y
establecido como un desafío prioritario a nivel nacional e
internacional.

Afirma que la promulgación de diversos instrumentos inter-
nacionales de derechos humanos que protegen el derecho de
las mujeres a vivir libres de violencia, refleja un consenso y
reconocimiento por parte de los estados sobre el trato dis-
criminatorio tradicionalmente recibido por las mujeres en
sus sociedades. Asimismo, asevera que la obligación de
contar con mecanismos para atender, prevenir y erradicar
todas las formas de violencia contra las mujeres, en todos
los ámbitos de ocurrencia, ha permitido incidir de manera
determinante en las agendas de los gobiernos.

Sin embargo, señala, a pesar de la existencia de un marco
jurídico internacional tendiente a proteger los derechos hu-
manos de las mujeres, la violencia contra las mujeres per-
siste en todos los países del mundo como una violación ge-
neralizada de los derechos humanos y se constituye como
uno de los obstáculos principales para lograr la igualdad de
género. Esa violencia, en palabras de la Secretaría General
de las Naciones Unidas, es inaceptable, ya sea cometida por
el estado y sus agentes; por parientes o por extraños; en el

ámbito público o privado; en tiempo de paz o en tiempos de
conflicto. Mientras siga existiendo la violencia contra la
mujer, no se puede afirmar que se han logrado progresos re-
ales hacia la igualdad, el desarrollo y la paz.

Informa que la violencia contra las mujeres, en la familia y
la sociedad se ha generalizado y trasciende las diferencias
de ingresos, clases sociales y culturas, y debe contrarrestar-
se con medidas urgentes y eficaces para eliminar su inci-
dencia (párrafo 23 del anexo a la resolución 1990/15 del
Consejo Económico y Social, de 24 de mayo de 1990).

Que entre las medidas generales y urgentes, se ha recomen-
dado reiteradamente a nuestro país, la elaboración de un
marco jurídico integral que establezca la protección de los
derechos humanos de las mujeres y la prohibición explícita
de la violencia en la sociedad y la familia (Resolución
1991/18 del Consejo Económico y Social)

La proponente asegura que la vulnerabilidad de los dere-
chos de las mujeres se pone en evidencia a partir de códigos
penales que atenúan de diverso modo las penalidades para
quienes agreden física, sexual, psicológica y económica-
mente a las mujeres, así como a quienes las privan de la vi-
da en determinadas circunstancias.

Señala que el altísimo grado de impunidad —resultado de
la extendida ineficiencia y la tolerancia de las instituciones
de procuración de justicia— que, según datos recabados por
la Comisión Especial para el Seguimiento de los Feminici-
dios de la Cámara de Diputados, para 12 entidades de la re-
pública, llega a representar 99 por ciento de los casos de ho-
micidios de mujeres entre 2000 y 2010, es una muestra de
la deficiencia de nuestro marco legal y nuestro sistema ju-
dicial.

Detalla que de acuerdo a las estadísticas a propósito del Día
Internacional de la Eliminación de la Violencia contra la
Mujer 2011, publicadas por el Instituto Nacional de Esta-
dística y Geografía (INEGI), en Oaxaca cuatro de cada diez
mujeres que tienen o han tenido una pareja, han sido agre-
didas por ella en algún momento de su vida marital, para
2006 se estimó que 718 mil de mujeres de quince años y
más, habían experimentado al menos un acto de violencia a
lo largo de su vida, lo que representa 61.2 por ciento. Asi-
mismo, esta entidad de ubica en el tercer lugar a nivel na-
cional, en la violencia que ocurre en los espacios comunita-
rios o públicos, ejercida por desconocidos, y que se refiere
básicamente a actos de acoso y abusos sexuales y de despo-
jo material y económico.
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Precisa que pese a que en muchas ocasiones las mujeres son
agredidas de manera grave, no acuden a denunciar los he-
chos delictivos perpetrados por su pareja. Más de 70 por
ciento de las mujeres que padecieron violencia física o se-
xual por parte de su pareja, no recurrió a ninguna autoridad,
particularmente a quienes agredieron físicamente (79.4 por
ciento). Las mujeres que recurrieron al ministerio público
para denunciar el hecho es poco significativo; en el caso de
violencia física 10.9 por ciento y sexual 11.9 por ciento. Las
que recurrieron a otra autoridad es alrededor de 8 por cien-
to en ambos casos; y las que acudieron a la policía preven-
tiva se sitúan en 3.1 por ciento en la violencia física y 3.7
por ciento en la sexual.

En abundancia, señala que de acuerdo con el INEGI, lo an-
terior se debe, a que aunado al desconocimiento de las mu-
jeres sobre sus derechos, se encuentra la desconfianza en el
sistema de seguridad y procuración de justicia o piensa que
él no va a cambiar, razón que se mencionó en 19.8 por cien-
to de los casos. Aunque la principal razón por la que no de-
nuncian las mujeres fue por miedo, debido a sus hijos o
amenazas de su pareja (42.7 por ciento); y porque no le da
importancia o él tiene derecho a reprenderla en 45.6 por
ciento de las mujeres casadas o unidas que fueron agredidas
física y o sexualmente.

Considera como graves los riesgos y costos que deben asu-
mir las mujeres, debido a los daños y secuelas corporales y
las alteraciones emocionales, derivadas de manera directa
por la violencia que padecen las mujeres, y que incluso pue-
den poner en riesgo su integridad física y emocional y con-
ducirla a la muerte en un caso extremo o bien remitirlas al
hospital e incapacitarlas temporal o definitivamente. Tal co-
mo lo muestran algunas declaraciones, una de cada diez
mujeres casadas o unidas y las alguna vez unidas, y que han
vivido algún tipo de violencia, han pensado en suicidarse. Y
de éstas, tres de cada diez lo han intentado.

Asegura que los feminicidios siguen siendo un problema
grave e inadmisible. Que la violencia feminicida expresada
en la elevada mortalidad femenina por causas prevenibles,
es la culminación de la discriminación que sufren las muje-
res y una muestra más de la precariedad del estado de dere-
cho que vivimos actualmente en el país. A nivel nacional, de
acuerdo a la estadística de mortalidad que genera la Secre-
taría de Salud y que sistematiza el INEGI, de 1985 a 2009,
hay casi 33 mil feminicidios y un crecimiento de 68 por
ciento de 2005 a 2009.

Puntualiza que en contra del extendido prejuicio de que el
feminicidio victimiza a las mujeres por llevar una vida po-
co moral, 17.2 por ciento de estas muertes ocurren en mu-
jeres menores de edad; entre éstas destacan las niñas entre
0 y 5 años que representan 9 por ciento de estos asesinatos.
Las formas en que las mujeres son privadas de la vida da
cuenta igualmente de la brutalidad y violencia que se ejerce
en su contra, así, en el último año, 40 por ciento perdió la
vida por la vía de una arma de fuego, 20 por ciento sufrió
ahorcamiento, ahogamiento o sofocación. 18 por ciento fue
ultimada por el uso de armas punzo cortantes y el resto per-
dió la vida por el uso de sustancias, fuego, objetos romos y
otros no especificados en los registros.

Añade que en el caso específico de Oaxaca, las muertes vio-
lentas de mujeres se encuentran por debajo del promedio
nacional. En los últimos años, en número absolutos se re-
dujeron de 72 a 67 muertes. Otro dato importante es que las
defunciones femeninas con presunción de homicidio en
2005 y 2009 sólo ocurrieron en 78 municipios, a pesar de
que el estado tiene 570; además, el único que registró más
de cuatro de estas muertes en esos años fue Oaxaca de Juá-
rez, el capitalino, con seis y 10, respectivamente.

Resalta que el porcentaje de las defunciones de mujeres me-
nores de edad con presunción de homicidio en Oaxaca, co-
mo se observa en otras entidades, fue superior a la de los ni-
ños en el periodo de 2005 a 2009. Si bien se advierte, una
tendencia decreciente en las niñas y una creciente en los ni-
ños, todavía en 2009 el porcentaje de aquéllas casi duplica-
ba al de éstos.

En este sentido, señala que de acuerdo a la Procuraduría Ge-
neral de Justicia del Estado de Oaxaca, de 2005 a septiem-
bre de 2011, han ocurrido 322 homicidios de mujeres. En
cuanto a la situación que guardan estos casos, la informa-
ción proporcionada por la Procuraduría General de Justicia
del Estado no ha sido clara, ya que hasta el año de 2009 se-
ñalan únicamente 19 sentencias condenatorias, 3 sentencias
absolutorias, y el resto de los casos se encuentran en trámi-
te ya sea en investigación o en proceso.

La proponente informa que con el objetivo de fortalecer el
marco jurídico de Oaxaca, así como proporcionar herra-
mientas técnico-jurídicas a las y los operadores de justicia,
para combatir la impunidad en los casos de violaciones a los
derechos humanos y garantizar el acceso a la justicia de las
mujeres, se presentó en agosto del año pasado, una ini-
ciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones del
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Código Penal, el Código de Procedimientos Penales para el
Estado Libre y Soberano de Oaxaca y el Código Procesal
Penal para el Estado de Oaxaca para tipificar el Feminicidio
y la Violencia Obstétrica y se reforma el tipo penal de vio-
lencia familiar.

En ella, señala, se propone cambiar la denominación del Tí-
tulo Vigésimo Segundo del Código Penal del Estado Libre
y Soberano de Oaxaca que actualmente se llama Delitos
Contra la Familia para quedar como Delitos Contra el De-
recho a una Vida Libre de Violencia, al que se incluirán
tres capítulos. El capítulo primero se referirá a la violencia
familiar, el capítulo segundo será para el feminicidio y el
capítulo tercero para violencia obstétrica.

Ante el grave problema, dice, que representa la violencia
contra las mujeres, los gobiernos, a través de los Poderes
Ejecutivo, Legislativo y Judicial, deben dar respuesta a la
sociedad y a las mujeres, haciendo valer la seguridad y los
derechos humanos. Sin escamotear su responsabilidad fren-
te a la violencia que viven las mujeres e invisibilizarla.

Afirma que la iniciativa presentada ante el Congreso del es-
tado es producto del consenso entre autoridades guberna-
mentales, especialistas, y sociedad civil, es el resultado del
estudio de las recomendaciones internacionales hechas a
nuestro país en materia de erradicación de la violencia con-
tra las mujeres, pero sobre todo es la respuesta en material
legislativa a la deuda histórica que tiene la legislación con
las mujeres oaxaqueñas.

Asegura que con la aprobación de una iniciativa con las ca-
racterísticas como la presentada en agosto del año pasado,
permitirá avanzar en el reconocimiento jurídico de los dere-
chos humanos de las mujeres, establecer las bases para aten-
der oportunamente los casos de violencia contra las muje-
res, especialmente en el ámbito familiar, y con ello se
realizará una medida efectiva para prevenir los feminicidios
en Oaxaca.

Por ello, somete a consideración el siguiente 

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al Congreso del estado de Oaxaca para
que discuta y, en su caso, apruebe la iniciativa por la que
se propone la tipificación del delito de feminicidio, la vio-
lencia obstétrica y la violencia familiar.

Consideraciones

Las y los integrantes de la Comisión de Equidad y Género
se dieron a la tarea de analizar y discutir la propuesta a fin
de tomar una decisión al respecto.

Primera. En lo referente al feminicidio, la Comisión Per-
manente del Congreso de la Unión, el 18 de enero del pre-
sente año, aprobó unánimemente un respetuoso exhorto a
los congresos de las entidades federativas en las que no se
haya tipificado el delito de feminicidio a tomar todas las
medidas necesarias, en el ámbito de su jurisdicción y com-
petencia, para tipificar en sus respectivos códigos penales
el delito de feminicidio, promoviendo, en su caso, la armo-
nización de la legislación en la materia (Gaceta Parlamen-
taria, año XV, número 3432-III, miércoles 18 de enero de
2012)

Entre las consideraciones manifestadas por la Comisión
Permanente resaltan las siguientes:

(…) toman en cuenta como lo afirma la proponente que
“el feminicidio ha sido tipificado, en nueve entidades fe-
derativas: Colima, Distrito Federal, Guanajuato, Guerre-
ro, México, Morelos, San Luis Potosí, Tamaulipas y Ve-
racruz”, y hacen suyos los planteamientos de la
proponente al señalar que “resulta imperativo que el res-
to de las entidades asuman la existencia del feminicidio
como un problema social, a efecto de que lo tipifiquen
como un nuevo tipo penal, toda vez que las muertes vio-
lentas de mujeres continúan en aumento, por lo que es
responsabilidad de cada una de las entidades tomar todas
las medidas necesarias, en ejercicio de su deber para evi-
tar que la violencia contra las mujeres continúe siendo un
hecho que ocurre impunemente en el país.”

Asimismo:

En razón de la materia que se trata, [se] considera que el
Estado mexicano debe de poner particular atención a la
eliminación de la discriminación y la violencia que su-
fren las mujeres; lo que explica que los sistemas interna-
cionales de protección de los derechos humanos las iden-
tifiquen y las condenen, al mismo tiempo que se solicita
a los Estados lleven a cabo una política pública y legis-
lación para erradicarlas.

De tal manera (…) consideran procedente exhortar a las
entidades de la República en las que no se haya tipifica-
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do el delito de feminicidio a tomar todas las medidas ne-
cesarias, en ejercicio de su deber para evitar que la vio-
lencia contra las mujeres continúe siendo un hecho que
ocurre impunemente en el país.

En tales circunstancias, esta Comisión Dictaminadora con-
sidera importante retomar el exhorto que a nombre el Con-
greso de la Unión realizó la Comisión Permanente, a fin de
resaltar la importancia que tiene para los Congresos locales
el garantizar el derecho a una vida libre de violencia para las
mujeres, a través de la tipificación del delito de feminicidio.
La Comisión observa que el análisis y la discusión de esta
iniciativa contribuiría a dar una respuesta a este exhorto.

Segunda. La Comisión Dictaminadora consciente del gra-
ve problema que representa la violencia contra las mujeres,
concuerda en que los gobiernos, a través de los poderes eje-
cutivo, legislativo y judicial, deben dar respuesta a la socie-
dad y a las mujeres, haciendo valer la seguridad y los dere-
chos humanos. 

Es por ello que, esta Comisión Dictaminadora observa y re-
alza la importancia de la Recomendación General 19 del
Comité de la CEDAW como una herramienta clave que de-
be de ser atendida por las autoridades del Poder Legislativo
a nivel federal y local. En dicha recomendación se estable-
ce que todas las formas de violencia contra las mujeres de-
ben ser reconocidas como tales en las legislaciones de los
Estados, adoptando “medidas apropiadas y eficaces para
combatir los actos públicos o privados de violencia, por ra-
zones de sexo”.

Para ello, tal como se observa en las consideraciones del
punto de acuerdo en comento, la iniciativa que busca re-
formar y adicionar diversas disposiciones del Código
Penal para tipificar el delito de feminicidio, la Violencia
Obstétrica y reformar el tipo penal de violencia familiar,
atiende a las recomendaciones internacionales y al marco
jurídico nacional e integra el trabajo conjunto de autorida-
des gubernamentales, especialistas, y sociedad civil.

Lo anterior, refleja la voluntad política de asumir las obli-
gaciones en la materia de erradicación de la violencia con-
tra las mujeres en el Estado de Oaxaca, contribuyendo a la
consolidación de las acciones que se están desarrollando
por el gobierno del Estado, reforzando el marco jurídico,
dando las bases para que se garantice el acceso efectivo a la
justicia y el derecho a vivir libre de violencia.  

Tercera.  No obstante lo anterior, ésta Comisión Dictami-
nadora se pronuncia respetuosa del mandato constitucional
previsto en el artículo 40, que a la letra dice: “Es voluntad
del pueblo mexicano constituirse en una República repre-
sentativa, democrática, federal, compuesta de estados libres
y soberanos en todo lo concerniente a su régimen inte-
rior…”; asimismo, el artículo 41 establece lo siguiente: “El
pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la
Unión, en los casos de la competencia de éstos…”

Por tanto, se considera que la discusión de una iniciativa de
tal envergadura y con tan pertinentes objetivos como lo es
la erradicación de la violencia contra las mujeres, debe ser
asumida por la comisión dictaminadora del Congreso local
con la pertinencia necesaria para su inmediato análisis. 

El analizar, discutir, y en su caso aprobar esta iniciativa, tal
como lo establece la proponente “permitirá avanzar en el re-
conocimiento jurídico de los derechos humanos de las mu-
jeres; establecer las bases para atender y sancionar los casos
de violencia contra las mujeres; garantizar un acceso real y
efectivo a la justicia; e incidir en la desnaturalización de la
violencia contra las mujeres”. 

En razón de lo anteriormente expuesto, sometemos a consi-
deración de esta Honorable Asamblea la siguiente proposi-
ción con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta respetuosamente a
la LXI Legislatura Constitucional del honorable Congreso
del Estado Libre y Soberano de Oaxaca a analizar, discutir
y, en su caso, aprobar la Iniciativa por la que se propone la
tipificación del delito de feminicidio, la violencia obstétrica
y la violencia familiar en el Código Penal del Estado Libre
y Soberano de Oaxaca.

Palacio Legislativo de San Lázaro, abril de 2012.

La Comisión de Equidad y Género, diputadas y diputados: Dolores
de los Ángeles Nazares Jerónimo (rúbrica), presidenta; Ana Estela Du-
ran Rico, Adela Robles Morales (rúbrica), Elvia Hernández García (rú-
brica), Blanca Estela Jiménez Hernández (rúbrica), Laura Elena Estra-
da Rodríguez (rúbrica), Tomasa Vives Preciado (rúbrica), Bélgica Nabil
Carmona Cabrera (rúbrica), secretarias; Laura Arizmendi Campos, Lau-
ra Itzel Castillo Juárez (rúbrica), Rosa Adriana Díaz Lizama, Augusta
Valentina Díaz de Rivera Hernández, Lucila del Carmen Gallegos Ca-
marena (rúbrica), Margarita Gallegos Soto (rúbrica), Laura Felícitas

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 25 de abril de 2012587



García Dávila (rúbrica), Luis García Silva (rúbrica), Diva Hadamira
Gastélum Bajo (rúbrica), Marcela Guerra Castillo, María del Carmen
Guzmán Lozano (rúbrica), Teresa del Carmen Incháustegui Romero
(rúbrica), Sandra Méndez Hernández, Juan Carlos Natale López, María
Elena Pérez de Tejada Romero, Leticia Robles Colín (rúbrica), Frida
Celeste Rosas Peralta (rúbrica), Blanca Luz Purificación Dalila Soto
Plata (rúbrica), Fidel Kuri Grajales, Leticia Quezada Contreras, Guada-
lupe Valenzuela Cabrales (rúbrica).»

El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: Consulte
la Secretaría en votación económica si se aprueban los pun-
tos de acuerdo.

La Secretaria diputada Gloria Romero León: Por ins-
trucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si se aprueban los puntos de acuer-
do. Las diputadas y los diputados que estén por la afirma-
tiva sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados
que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Diputado
presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Balfre Vargas Cortez: Aproba-
dos los puntos de acuerdo. Comuníquese. 

El siguiente punto del orden del día es dictámenes en sen-
tido negativo.

LEY GENERAL DE EDUCACION

La Secretaria diputada Gloria Romero León: «Dicta-
men de la Comisión de Educación Pública y Servicios Edu-
cativos, con puntos de acuerdo por los que se desechan cin-
co iniciativas con proyectos de decreto que reforman y
adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Edu-
cación, en materia de violencia escolar

Honorable Asamblea:

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos,
de conformidad con lo enunciado en los artículos 39 y 45
numeral 6, incisos e), f) y g) de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, así como
de los artículos 80, 157, numeral 1, fracción I, 176 y 182 nu-
meral 1, del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a la consideración de esta honorable asamblea el presen-
te dictamen.

I. Antecedentes

1. Con fecha 9 de febrero de 2011 fue presentada por la
diputada Lucila del Carmen Gallegos Camarena, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 42 de la Ley
General de Educación.

2. Con fecha 9 de febrero de 2012, en sesión ordinaria de la
Cámara de Diputados, la Presidencia de la Mesa Directiva,
en uso de sus facultades legales y reglamentarias, acordó
dar trámite de recibo a la iniciativa con proyecto de decreto
y ordenó su turno a la Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos.

3. Con fecha 28 de febrero de 2012 fue presentada por la
diputada Laura Arizmendi Campos, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Movimiento Ciudadano, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 7o. y 49 de la
Ley General de Educación.

4. En esa misma fecha, en sesión ordinaria de la Cámara de
Diputados, la Presidencia de la Mesa Directiva, en uso de
sus facultades legales y reglamentarias, acordó dar trámite
de recibo a la iniciativa con proyecto de decreto y ordenó su
turno a la Comisión de Educación Pública y Servicios Edu-
cativos.

5. Con fecha 28 de febrero de 2012 fue presentada por el
diputado Ariel Gómez León, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 42 de la Ley
General de Educación.

6. Con fecha 28 de febrero de 2012, en sesión ordinaria de
la Cámara de Diputados, la Presidencia de la Mesa Directi-
va, en uso de sus facultades legales y reglamentarias, acor-
dó dar trámite de recibo a la iniciativa con proyecto de de-
creto y ordenó su turno a la Comisión de Educación Pública
y Servicios Educativos.

7. Con fecha 1 de marzo de 2012 fue presentada por la dipu-
tada Laura Arizmendi Campos, del Grupo Parlamentario
del Partido Movimiento Ciudadano, la iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma los artículos 7o. y 8o. de la
Ley General de Educación.

8. En esa misma fecha, en sesión ordinaria de la Cámara de
Diputados, la Presidencia de la Mesa Directiva, en uso de
sus facultades legales y reglamentarias, acordó dar trámite
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de recibo a la iniciativa con proyecto de decreto y ordenó su
turno a la Comisión de Educación Pública y Servicios Edu-
cativos.

9. Con fecha 29 de marzo de 2012 fue presentada por el
diputado David Hernández Vallín, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 12, 14, 30 y
42 y adiciona los artículos 53 Bis, 53 Ter y 53 Quárter de la
Ley General de Educación.

10. En esa misma fecha, en sesión ordinaria de la Cámara
de Diputados, la Presidencia de la Mesa Directiva, en uso
de sus facultades legales y reglamentarias, acordó dar trá-
mite de recibo a la iniciativa con proyecto de decreto y or-
denó su turno a la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos.

11. La Comisión de Educación Pública y Servicios Educa-
tivos dio trámite de recibo a las cinco iniciativas y comen-
zó su análisis conjunto por coincidir en los objetivos que
persiguen.

II. Descripción de las iniciativas

A. Iniciativa de la Diputada Lucila del Carmen Gallegos
Camarena que reforma el artículo 42 de la Ley General de
Educación

La diputa Gallegos Camarena comienza su exposición de
motivos con un recuento histórico de cómo a lo largo del
tiempo niñas, niños y adolescentes fueron susceptibles del
abuso parental y del estado, haciendo referencia a la ley ro-
mana, y las medidas en la edad media y la revolución in-
dustrial para revertir el gasto que los hijos significaban a los
padres.

En este orden de ideas señala que hasta finales del siglo
XVIII comienzan a notarse cambios en el reconocimiento
de niñas, niños y adolescentes como sujetos del derecho,
mencionando la Declaración de los Derechos del Niño
(1959) y la Convención de los Derechos del Niño (1989), en
que los estados parte se comprometieron a adoptar medidas
para dar efectividad a los derechos que en los cuerpos nor-
mativos se establecían.

Respecto de la Convención y su cumplimiento, menciona
que en México, a finales de 1999, el Congreso aprobó la re-
forma al artículo 4o. de la Carta Magna que introdujo la no-
ción de los derechos de niñas, niños y adolescentes, seña-

lando algunas obligaciones básicas de la familia, la socie-
dad y el estado para protegerlos. Asimismo, en abril de
2000, se aprobó la Ley para la Protección de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes, reglamentaria del artículo
4o. constitucional.

A pesar de los cuerpos normativos mencionados señala, en
México niños y niñas continúan siendo expuestos a viola-
ciones a sus derechos, así como a violencia física, sexual y
psicológica en el hogar y la escuela, en instituciones de pro-
tección y judiciales, en los lugares donde trabajan y en sus
comunidades. Y se refiere a prácticas que son aceptadas so-
cialmente como el castigo físico, el acoso escolar, el acoso
sexual, y prácticas tradicionales violentas pueden ser perci-
bidos como normales, en particular si no provocan lesiones
físicas duraderas. La legisladora asegura que estas violacio-
nes tienen lugar porque niñas y niños “no saben defenderse
ante las agresiones de los adultos, no piden ayuda y carecen
de mecanismos accesibles y confidenciales que permitan
denunciar”.

En este orden de ideas, la diputada asegura que su propues-
ta pretende garantizar que niñas, niños y adolescentes cuen-
ten con instrumentos que les permitan denunciar probables
violaciones a sus derechos, asegurando que tanto educado-
res como autoridades educativas deben abstenerse de cono-
cer de dichas denuncias y habrán de hacerlas llegar a las au-
toridades de procuración de defensa y protección de los
derechos de niñas, niños y adolescentes que corresponda.

Finalmente y de acuerdo con las consideraciones expuestas
por la diputada Lucila del Carmen Gallegos Camarena, la
iniciativa contiene el proyecto de decreto que adiciona un
párrafo al artículo 42 de la Ley General de Educación para
quedar como sigue:

Artículo 42. ...

Asimismo, se tomarán medidas que permitan a los
educandos denunciar de forma confidencial cual-
quier acto violatorio de sus derechos.

En caso de que las y los educadores, así como las auto-
ridades educativas, tengan conocimiento de la comisión
de algún delito en agravio de las y los educandos o de
cualquier acto violatorio de sus derechos, lo harán del
conocimiento inmediato de las instancias de procura-
ción de defensa y protección de los derechos de niñas,
niños y adolescentes o de la autoridad competente.
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Transitorios

Único. La presente ley entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

B. Iniciativa de la diputada Laura Arizmendi Campos que
reforma los artículos 7º y 49 de la Ley General de Educa-
ción

La diputada Arizmendi Campos aborda la exposición de
motivos de su iniciativa mencionando la necesidad de ge-
nerar una cultura de prevención y eliminación de la violen-
cia al interior de las escuelas, instituciones que califica co-
mo “principales entornos de socialización”, por lo que las
considera un espacio poderoso y con gran influencia en la
construcción de la identidad personal.

Respecto del tema particular de violencia escolar, la legis-
ladora hace referencia a ciertas manifestaciones como el
maltrato físico y verbal, la intimidación, la exclusión social
y el abuso, y muestra su preocupación al respecto, pues con-
sidera que el fenómeno afecta las relaciones interpersonales
imprescindibles, como base de la convivencia escolar, ate-
moriza y deteriora el clima de seguridad y confianza nece-
sarias para el progreso intelectual, afectivo y moral de los
alumnos.

La legisladora refiere que en México el fenómeno de la vio-
lencia escolar ha dejado de ser noticia y se ha convertido en
parte de la cotidianeidad de los alumnos y alumnas, y agre-
ga que su gravedad y frecuencia se han incrementado y ex-
tendido por todos los rincones del país y aunque son las zo-
nas urbanas donde éste sigue teniendo mayor presencia,
cada vez se eleva más el número de casos en zonas rurales.

Al respecto añade que anteriormente, la violencia escolar se
encontraba asociada a maltratos físicos y emocionales im-
puestos por los docentes; y que hoy en día ha cambiado con
la aparición y expansión de fenómenos como el bullying en
los que los generadores y receptores de la violencia son los
mismos alumnos.

Sobre la magnitud del problema, la diputada Arizmendi
Campos cita datos de 2007 y 2008 del Instituto Nacional
para la Evaluación de la Educación (INNE) y concluye que
la violencia introduce riesgos potenciales que amenazan los
objetivos de la educación escolarizada, y que para su pre-
vención son necesarios programas y planes de estudio que
incluyan una cultura de respeto, tolerancia y mediación, co-
mo métodos de resolución de conflictos escolares, así como

difundir materiales que respondan a los problemas de vio-
lencia en las aulas, en la escuela y fuera de ella.

En este orden de ideas, la iniciante asegura que se deben
unir esfuerzos para mejorar el comportamiento de los edu-
candos en los centros escolares, a fin de fomentar la partici-
pación del alumnado a través de normas de comportamien-
to; y para fortalecer el sistema educativo profesionalizando
a las autoridades educativas y a los docentes, con el fin de
que resuelvan conflictos rechazando cualquier tipo de acti-
tudes violentas.

Finalmente y de acuerdo con las consideraciones expuestas
por la diputada Laura Arizmendi Campos, la iniciativa con-
tiene el proyecto de decreto que reforma la fracción VI del
artículo 7o. y adiciona un párrafo al artículo 49 de la Ley
General de Educación para quedar como sigue:

Artículo 7. La educación que impartan el estado, sus or-
ganismos descentralizados y los particulares con autori-
zación o con reconocimiento de validez oficial de estu-
dios tendrá, además de los fines establecidos en el
segundo párrafo del artículo 3o. de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, los siguientes:

I. a V. …

VI. Promover el valor de la justicia, de la observancia de
la ley y de la igualdad de los individuos ante ésta, propi-
ciar la cultura de la legalidad, de la paz, prevenir y erra-
dicar la violencia escolar en cualquier tipo de sus mani-
festaciones, así como el conocimiento de los derechos
humanos y el respeto a los mismos.

Artículo 49. El proceso educativo se basará en los prin-
cipios de libertad y responsabilidad que aseguren la ar-
monía de las relaciones entre educandos y educadores y
promoverá el trabajo en grupo para asegurar la comuni-
cación y el diálogo entre educandos, educadores, padres
de familia e instituciones públicas y privadas. De igual
manera se fomentará el uso de todos los recursos tecno-
lógicos y didácticos disponibles.

El proceso educativo buscará salvaguardar la inte-
gridad física y psicológica de los alumnos con el fin de
prevenir y erradicar la violencia escolar, en los dife-
rentes niveles educativos.

Además estará sujeto a los fines y criterios en los artícu-
los 7 y 8 del presente ordenamiento, para lo cual se brin-
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dará capacitación al personal docente para que éste, a su
vez, transmita esa información a los educandos, así co-
mo a los padres de familia.

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

C. Iniciativa del diputado Ariel Gómez León que reforma el
artículo 42 de la Ley General de Educación

El diputado Gómez León aborda de manera directa la pro-
blemática de la violencia escolar en México citando datos de
la Comisión Nacional de Derechos Humanos, de la Organi-
zación para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, de
la Secretaría de Educación Pública, el Fondo de las Nacio-
nes Unidas para la Infancia y la Secretaría de Educación del
Distrito Federal; mismos que a continuación se sintetizan:

• 40 por ciento de la población escolar de primaria y se-
cundaria, tanto en instituciones públicas como privadas
del país, es víctima de bullying.

• 90 por ciento de las y los alumnos han sufrido alguna
agresión por parte de sus compañeras o compañeros,

• 95 por ciento de los alumnos del Distrito Federal han
sido víctimas o han presenciado un acto de bullying,

• En el Distrito Federal se reconocen 6 tipos de maltrato
escolar: el psicoemocional, el físico directo, el físico in-
directo, el sexual, el verbal y por medio de las tecnologí-
as de la información y comunicación,

• 32 por ciento de los menores de 15 años afirmaron ser
víctimas de maltrato en la escuela,

• Más de 15 por ciento aseguró ser insultado,

• 13 por ciento dijo ser golpeado por sus compañeros,

• 1 de cada 4 jóvenes sufre agresiones verbales y físicas,

• Alrededor de 70 por ciento de los estudiantes de secun-
daria han padecido bullying, México ocupa el primer lu-
gar en violencia verbal, física y psicológica de entre los
miembros de la Organización para la Cooperación y el
Desarrollo Económico (OCDE).

El legislador añade a estas cifras que la discriminación da-
ña la dignidad de las personas, que la humillación y degra-
dación las deja en estado de vulnerabilidad frente a todo ti-
po de abusos y agrega que el sector educativo se ve
gravemente afectado, pues las víctimas dejan la escuela evi-
tando ser sujetos a sufrir agresiones por parte de sus com-
pañeros, cuando el conflicto pudiera solucionarse con la in-
tervención de maestros, administrativos y director de los
planteles, sin omitir a los tutores o padres de familia tanto
de las víctimas, como de los agresores.

Respecto del combate contra la discriminación, el iniciante
sostiene las siguientes propuestas:

• Incorporar nuevos contenidos en los programas educa-
tivos,

• Modificar los términos de la relación entre alumnos,
entre éstos y los docentes, entre éstos y los padres de fa-
milia, y entre la escuela y la comunidad,

• Transformar el ambiente escolar y las formas de ges-
tión y dirección bajo principios de respeto y atención a la
diversidad, y

• Dar a los menores generadores de violencia, que abu-
san del poder que por cualquier causa tienen, herramien-
tas y mecanismos con los que puedan resolver sus con-
flictos, sin infamarlos, mostrándoles que la tolerancia es
una forma de vida.

Finalmente y de acuerdo con las consideraciones expuestas
por el diputado Ariel Gómez León, la iniciativa contiene el
proyecto de decreto que reforma el artículo 42 de la Ley
General de Educación para quedar como sigue:

Artículo 42. En la impartición de educación para meno-
res de edad se tomarán medidas que aseguren al educan-
do la protección y el cuidado necesarios para preservar
su integridad física, psicológica y social sobre la base del
respeto a su dignidad, condenando todo tipo de con-
ductas violentas en sus diversas modalidades como el
acoso, bloqueo social, hostigamiento, manipulación,
coacción, exclusión social, intimidación, agresión,
amenazas y que la aplicación de la disciplina escolar
sea compatible con su edad.

...
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Transitorio

Único. La adición contenida en este decreto, entrarán en
vigor el siguiente día al de su publicación.

D. Iniciativa de la diputada Laura Arizmendi Campos que
reforma los artículos 7o. y 8o. de la Ley General de Educa-
ción

En su propuesta, la Diputa Arizmendi Campos muestra su
interés en que la perspectiva de género y la educación para
la paz sean conceptos contemplados por los contenidos cu-
rriculares y las normas de convivencia de los centros de en-
señanza del país, pues considera que esto contribuiría al for-
talecimiento de la democracia y a la comprensión de los
orígenes de la violencia que aqueja a la sociedad mexicana.

La legisladora sostiene que educar para la paz es educar pa-
ra la resolución pacífica de los conflictos; es crear concien-
cia sobre la importancia de oponerse a todo aquello que re-
sulte contrario a la dignidad humana; por lo que considera
que las reformas educativas deben insistir en la necesidad
de una educación sobre valores.

Si bien la diputada reconoce los esfuerzos realizados para
que en el sistema educativo se contemple la educación para
la paz, asegura que se carece de una concepción integral de
éstas, ya que asegura, existe “un vacío de formación e in-
formación en estudiantes, docentes y padres de familia, al
grado que los alumnos no reconocen que la resolución de
conflictos se puede dar por medios no violentos, en un mar-
co de pleno respeto a los derechos humanos”.

Respecto de las acciones que se han llevado a cabo para in-
troducir la educación para la paz, la legisladora hace un re-
cuento de los acuerdos internacionales que han dado lugar a
iniciativas tanto de académicos como del estado, entre ellos
resaltan la Declaración y el Programa de Acción de la Con-
ferencia Mundial de Derechos Humanos (Viena, junio de
1993); el Plan de Acción Mundial sobre Educación para los
Derechos Humanos y la Democracia, aprobado por el Con-
greso Internacional sobre Educación para los Derechos Hu-
manos y la Democracia (Montreal, marzo de 1993) y la De-
claración y el Programa de Acción para una Cultura de Paz
(13 de septiembre de 1999); la Convención sobre la Elimi-
nación de todas las Formas de Discriminación contra la Mu-
jer (1979); la Declaración sobre la Eliminación de la Vio-
lencia contra la Mujer (1994).

De esta manera, la Iniciante concluye que entre los princi-
pios que deben considerarse cuando se educa en la paz con
perspectiva de género se encuentran: el cultivo de valores
como la justicia, la cooperación, la solidaridad, el desarro-
llo de la autonomía personal y la toma de decisiones; la con-
vivencia con los demás en ambientes de respeto y armonía;
la preparación para el conflicto y su resolución no violenta;
el desarrollo del pensamiento crítico; la promoción de la
educación intercultural, la educación para el desarrollo y la
educación para la ciudadanía.

Finalmente y de acuerdo con las consideraciones expuestas
por la diputada Laura Arizmendi Campos, la iniciativa con-
tiene el proyecto de decreto que reforma los artículos 7o. y
8o. de la Ley General de Educación para quedar como si-
gue:

Artículo 7o. …

I. a V. ...

VI. Promover el valor de la justicia, de la observancia de
la Ley y de la igualdad de los individuos ante ésta, pro-
piciar la cultura de la legalidad, de la paz con perspecti-
va de género y la no violencia en cualquier tipo de sus
manifestaciones, así como el conocimiento de los dere-
chos humanos y el respeto a los mismos;

VII. a XVI. …

Artículo 8o. El criterio que orientará a la educación que
el Estado y sus organismos descentralizados impartan —
así como toda la educación preescolar, la primaria, la se-
cundaria, la normal y demás para la formación de maes-
tros de educación básica que los particulares impartan—
se basará en los resultados del progreso científico; lu-
chará contra la ignorancia y sus causas y efectos, las ser-
vidumbres, los fanatismos, los prejuicios, la formación
de estereotipos, la discriminación y la violencia espe-
cialmente la que se ejerce contra las mujeres, niñas y ni-
ños, debiendo implementar políticas públicas de Estado
orientadas a la transversalidad de criterios en los tres ór-
denes de gobierno. Corresponde al estado promover
que las escuelas sean espacios de fomento a la equi-
dad y a la cultura de paz.

I. a III. …
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Transitorio

Único. La presente reforma entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

E. Iniciativa del diputado David Hernández Vallín que re-
forma los artículos 12, 14, 30 y 42 y adiciona los artículos
53 Bis, 53 Ter y 53 Quáter de la Ley General de Educación

El diputado Hernández Vallín comienza su exposición de
motivos señalando que el bullying, es un trastorno multi-
factorial que debe ser prevenido y manejado por especialis-
tas de la conducta, por lo que califica de “impostergable ele-
var a rango de ley lo relativo a este trastorno, desde una
óptica integral, para su detección y prevención”.

Sobre la problemática añade que no se trata de un problema
menor, pues se trata de conductas que deben recibir aten-
ción inmediata, para quien las emite y para quien las recibe,
y muestra su preocupación respecto del daño que el agresor
genera en la víctima, redundando en baja autoestima, esta-
do de ansiedad, depresión, deserción escolar y en casos gra-
ves la muerte.

Respecto de los alcances de la problemática, el legislador
asegura que el fenómeno afecta a su vez a los demás inte-
grantes del núcleo escolar que presencia el maltrato, toda
vez que lo viven como algo “natural por cotidiano”, lo cual
eventualmente ocasionará que esta población se insensibili-
ce ante la violencia y el abuso.

Por lo anterior, el diputado sostiene que resulta imperativo,
adecuar el marco jurídico a la realidad social. Y si bien re-
conocer que en el Congreso General, nos hemos ocupado
enfáticamente de la atención a las víctimas de diversos de-
litos, hemos olvidado a los menores, víctimas de acoso es-
colar. Y añade que más allá de la criminalización de las con-
ductas, se requieren acciones de atención integral a todos
los agentes que participan en el acoso escolar.

En este orden de ideas, el iniciante señala que su propuesta
está dirigida, a la instrumentación de un “Programa Nacio-
nal Permanente contra el Acoso Escolar”, como responsabi-
lidad de la Secretaría de Educación Pública, de aplicación
obligatoria en los centros educativos de los diferentes órde-
nes de gobierno, en la educación básica y media superior.

Finalmente y de acuerdo con las consideraciones expuestas
por el diputado David Hernández Vallín, la iniciativa con-

tiene el proyecto de decreto que reforma los artículos 12,
14, 30 y 42 y adiciona los artículos 53 Bis, 53 Ter y 53 Quá-
ter de la Ley General de Educación para quedar como sigue:

Artículo 12. …

I. a XIII. ... 

XIV. Formular el Programa Nacional Permanente
contra el Acoso Escolar, en el ámbito de la educación
básica y media superior; y

XV. …

Artículo 14. …

I. al XII. ...

XIII. Desarrollar el Programa Nacional Permanente
contra el Acoso Escolar, en el ámbito de la educación
básica y media superior; y 

XIV. …

Artículo 30. ...

Sin menoscabo de lo señalado en los párrafos anteriores,
las instituciones a que se refiere este artículo están obli-
gadas a generar indicadores sobre su avance en la apli-
cación de métodos para prevenir y eliminar cualquier
forma de discriminación y de violencia a través del ín-
dice de acoso escolar que en su caso se observe en ca-
da institución anualmente, con la finalidad de que sean
sujetas a evaluación sobre la materia. Tales indicadores
serán de dominio público y se difundirán por los medios
disponibles.

Artículo 42. ...

Los educadores así como las autoridades educativas
harán del conocimiento inmediato de la autoridad
competente, la comisión de algún delito entre edu-
candos; así como los casos de acoso escolar en los tér-
minos que establezcan el Programa Nacional contra
el Acoso Escolar y demás disposiciones aplicables.

Sección 4. Del Programa Nacional Permanente con-
tra el Acoso Escolar
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Artículo 53 Bis. El Programa Nacional Permanente
contra el Acoso Escolar, tiene por objeto prevenir y
erradicar el acoso escolar en el entorno escolar, en el
ámbito de la educación básica y media superior.

Para los efectos de esta ley, se entenderá por acoso es-
colar, las manifestaciones reiteradas de discrimina-
ción, intimidación, violencia física o psicológica entre
los educandos.

Artículo 53 Ter. Corresponde a la secretaría, la ela-
boración del Programa Nacional Permanente Contra
el Acoso Escolar, que conjunte la atención integral a
todos los agentes que lo integran, en el ámbito de la
educación básica y media superior.

La secretaría considerará las opiniones de las autori-
dades educativas locales, y de los diversos sectores so-
ciales involucrados en la educación, expresadas a tra-
vés del Consejo Nacional Técnico de la Educación y
del Consejo Nacional de Participación Social en la
Educación a que se refiere el artículo 72.

Artículo 53. Quáter. El Programa Nacional Perma-
nente contra el Acoso Escolar, contendrá al menos lo
siguiente:

I. Reporte Anual del Índice de Acoso Escolar por en-
tidad federativa: diagnóstico estadístico sobre las
causas, frecuencia y consecuencias, a fin de evaluar la
eficacia de las medidas desarrolladas para prevenir,
atender, y sancionar, el acoso escolar, en su caso;

II. Acciones institucionales, en materia de preven-
ción, denuncia y tratamiento del acoso escolar, para
la atención gratuita de víctimas y agresores;

III. Mecanismos de remisión para la atención de los
educandos a los servicios de atención médica, psico-
lógica y jurídica, en su caso;

IV. Directorio de instituciones de atención gratuita en
el entorno de cada centro escolar;

V. Estrategia publicitaria contra el acoso escolar pa-
ra medios de comunicación nacionales y locales;

VI. Lineamientos generales de capacitación para au-
toridades educativas y educadores;

VII. Lineamientos generales para la capacitación al
personal encargado de la procuración de justicia, po-
licías y demás funcionarios encargados de las políti-
cas de prevención, atención y sanciones en su caso;

VIII. Inclusión prioritaria en el Plan Nacional de De-
sarrollo de las políticas gubernamentales para erra-
dicar el acoso escolar; y

IX. Las demás inherentes a la realización de acciones
y estrategias para el abatimiento efectivo del acoso
escolar.

Para tales efectos, la secretaría podrá celebrar conve-
nios de colaboración con diversas instancias del sec-
tor público y privado.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

Segundo. La Secretaría de Educación Pública deberá
expedir el Programa Nacional Permanente contra el
Acoso Escolar, a los noventa días naturales siguientes
a la entrada en vigor del presente decreto.

III. Consideraciones generales

Los diputados que integramos la Comisión de Educación
Pública y Servicios Educativos comprendemos las preocu-
paciones expuestas por los diputados Gallegos Camarena,
Gómez León y Arizmendi Campos, de igual manera, ha si-
do una postura recurrente de este órgano el reconocimiento
de la problemática de violencia y discriminación que ha
permeado en los centros escolares, por lo que coincidimos
con los iniciantes que infundir en los educandos la impor-
tancia de la no violencia, la conciencia del respeto a los de-
rechos y la educación para la paz sólo puede tener impactos
sociales favorables.

Desafortunadamente, en los últimos años el país entero se
ha visto inmerso en una ola de violencia alarmante. Y no só-
lo eso, sino que la violencia, además de incrementarse cuan-
titativamente y en su grado de peligrosidad, es cada vez más
precoz. Especialistas afirman que las edades de iniciación
en el crimen tienen una tendencia a reducirse, de manera
que cada vez tenemos delincuentes más jóvenes.1
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Deseamos reiterar nuestra preocupación respecto de la vio-
lencia en los centros escolares, popularmente identificado
como bullying, ya que no somos ajenos al problema y como
en diversas oportunidades, a lo largo de la presente legisla-
tura lo hemos mencionado, no se trata de un tema nuevo ni
desconocido; el acoso escolar ha existido siempre, definido
por vez primera en los años 70 como el acoso a un estu-
diante que “está siendo acosado (bullied) o victimizado
cuando él o ella es expuesto, de forma repetitiva y por un
periodo de tiempo, a acciones negativas por parte de uno o
más estudiantes”; las acciones negativas incluyen violencia
física, ofensas verbales, exclusión e inclusive gestos, y que
no debe confundirse con la ocasional pelea de dos estudian-
tes de aproximadamente la misma fuerza (física o psicoló-
gica), ya que en el bullying existe siempre una relación asi-
métrica de poder2.

Asimismo, no ignoramos las cifras y datos presentados por
el diputado Ariel Gómez León; aunadas a ellas, hemos ana-
lizados estudios previos a estos, como los resultados de la
Encuesta Internacional de Criminalidad y Victimización
2005 (ICVS por sus siglas en inglés) de la Organización de
las Naciones Unidas en que ya se señalaba a México como
el país con el más alto índice de robo con violencia y lo ubi-
caba también entre las naciones con las más altas tasas de
victimización.

Comprendemos también la indefensión que viven niñas, ni-
ños y adolescente que señala la diputada Lucila del Carmen
Gallegos Camarena cuando menciona que “no saben defen-
derse”, por lo que estamos convencidos de que en la aten-
ción y prevención del problema, deben verse involucrados
tanto el núcleo familiar, como los profesores y las autorida-
des educativas; particularmente éstas últimas tienen la im-
portante labor de llevar a cabo programas, campañas infor-
mativas, cursos y conferencias preventivas, así como otras
líneas de acción que orienten a los padres o tutores a detec-
tar cuando sus hijos o pupilos son víctimas de violencia es-
colar, a los profesores a identificar las características de los
estudiantes agresores y especialmente a los educandos a: 

• Identificar y manejar situaciones de riesgo,

• cuidar de sí mismos, 

• resolver conflictos de forma no violenta,

• solicitar ayuda a sus padres o autoridades educativas.

Las instituciones educativas tienen un papel clave en la
construcción de una nación más justa, asimismo, tienen una
gran participación y responsabilidad en la enseñanza de va-
lores humanos, sin embargo, debe reconocerse también que
actualmente las sociedades conocen de un debilitamiento
del núcleo familiar; el papel de la familia en la transmisión
de valores tiende a ser tácitamente delegado a la escuela.

En el mismo orden de ideas, comprendemos que el derecho
de toda persona a la educación como garantía otorgada por
el estado, debe significar el acceso a un servicio de calidad,
orientado al desarrollo de la persona, por esto, como tam-
bién lo hemos dado a conocer en dictámenes previamente
aprobados, esta comisión sostiene que la educación en Mé-
xico debe caracterizarse por ser una herramienta que fo-
mente la importancia de la convivencia pacífica, la cultura
de la paz, el respeto de los derechos humanos y la práctica
de los valores humanos universales contenidos en nuestra
Carta Magna.

Convencidos de esto, respaldamos las consideraciones de la
diputada Laura Arizmendi Campos y reiteramos nuestro re-
chazo a toda manifestación de violencia y de discrimina-
ción, pero no sólo en los centros escolares, sino que en to-
dos los ámbitos sociales; en este sentido, deseamos traer a
la memoria que el constituyente permanente integró, en di-
ciembre de 2006, el tercer párrafo al artículo 1o. de nuestra
Carta Magna para contener en las garantías individuales un
aporte a la dignidad humana, al prohibir:

Toda discriminación motivada por origen étnico o nacional,
el género, edad, las discapacidades, la condición social, las
condiciones de salud, la religión, las opiniones, las prefe-
rencias, el estado civil o cualquier otra que atente contra la
dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar
los derechos y libertades de las personas.

Reformas aprobadas

Firmes en las ideas contenidas en el presente análisis, y
conscientes de la labor que debe realizar el Poder Legislati-
vo para contar con el marco legal que dé la pauta a las au-
toridades educativas para llevar a cabo acciones concretas
que atiendan la problemática que se plantea, esta comisión,
a lo largo de la presente legislatura ha atendido diversas
propuestas de reforma, especialmente a la Ley General de
Educación, que tienen como objetivo principal mirar por la
seguridad e integridad de los educandos.
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De esta manera, en la decimocuarta reunión ordinaria, fue
aprobado el proyecto de decreto que reforma los artículos 8,
14, 42 y 49 de la Ley General de Educación, con la finali-
dad de que los casos de violencia e indisciplina escolar se-
an atendidos observando cada uno de manera particular y
dentro del marco legal que rige a las instituciones educati-
vas.

Dicha reforma fue igualmente aprobada por el pleno de la
Cámara de Diputados el 27 de septiembre de 2011 y remi-
tida al Senado de la República, la minuta remitida busca, de
manera sintetizada los siguientes aspectos:

a. Que el criterio que orientará a la educación se basará
en la cultura de la paz.

b. Que entre las atribuciones concurrentes de las autori-
dades educativas se contemplará la creación de mecanis-
mos de prevención, detección y atención de casos de vio-
lencia escolar.

c. Que se dé seguimiento oportuno a los casos de violen-
cia escolar en cualquiera de sus manifestaciones, y

d. Que el proceso educativo se basará en principios que
aseguren relaciones armónicas, de respeto e igualdad.

Asimismo, en la decimoquinta reunión ordinaria la Comi-
sión de Educación Pública y Servicios Educativos, el pleno
aprobó por unanimidad la reforma al artículo 7o de la Ley
General de Educación que añade a los fines educativos pro-
piciar la práctica de “los valores humanos universales” e
impulsar “el aprecio por las bellas artes”, con la firme con-
vicción de que estas acciones pueden figurar como un fac-
tor preventivo para el conflicto social y cultural de violen-
cia que afronta el estado.

Finalmente, el 22 de febrero del presente año, en la deci-
moctava reunión plenaria, esta comisión aprobó reformas a
los artículos 2o. y 7o. de la Ley General de Educación que
son coincidentes con la reforma constitucional en materia
de derechos humanos, publicada en el Diario Oficial de la
Federación el 10 de junio de 2011 y que establecen como
uno de los fines educativos propiciar la cultura de la no dis-
criminación y la no violencia en cualquiera de sus manifes-
taciones. El texto votado favorablemente es el siguiente:

Artículo 2o. Toda persona tiene derecho a recibir edu-
cación y, por tanto, todos los habitantes del país tienen
las mismas oportunidades de acceso al sistema educati-

vo nacional, con sólo satisfacer los requisitos que esta-
blezcan las disposiciones generales aplicables.

...

…

Artículo 7o. …

I. a V. ...

VI. Promover el valor de la justicia, de la observancia de
la ley y de la igualdad de los individuos ante ésta, propi-
ciar la cultura de la legalidad, de la paz, la no discrimi-
nación y la no violencia en cualquiera de sus manifes-
taciones, así como el conocimiento de los derechos
humanos y el respeto de los mismos;

VII. a XVI. ...

IV. Consideraciones particulares

En razón de que el presente dictamen analiza cuatro pro-
puestas, que si bien coinciden en sus fines, modifican de
manera diversa cuatro preceptos de la Ley General de Edu-
cación, los diputados que integramos esta comisión consi-
deramos pertinente realizar un análisis comparativo de cada
una de las modificaciones presentadas por los iniciantes, a
la luz de las reformas que han sido aprobadas por este ór-
gano, así como del texto vigente de la norma.

A continuación se analizan, de manera separada, las modi-
ficaciones contenidas en los proyectos de las cuatro inicia-
tivas y los textos de las reformas aprobadas o bien de los
preceptos vigentes que las atienden:

Reformas al artículo 7o.

En uno de los proyectos se busca que uno de los fines edu-
cativos sea propiciar la cultura da la paz con perspectiva de
género, por un lado cabe señalar que la cultura de la paz es
un término abarcador e inclusivo, que no sólo se refiere a la
ausencia de la guerra, de acuerdo con la Declaración y Pro-
grama de Acción sobre una Cultura de Paz de la Asamblea
General de las Naciones Unidas, la cultura de la paz “re-
quiere un proceso positivo, dinámico y participativo en que
se promueva el diálogo y se solucionen los conflictos en un
espíritu de entendimiento y cooperación mutuos”, y añade
que responde a la “necesidad de eliminar todas las formas
de discriminación e intolerancia, incluidas las basadas en la
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raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión pú-
blica o de otra índole, el origen nacional, étnico o social, la
propiedad, las discapacidades, el nacimiento u otra condi-
ción”. 

De esta manera, se considera que la cultura de la paz inte-
gra entre otras, la perspectiva de género; además deseamos
resaltar que desde su nacimiento la Ley se constituyó como
un cuerpo normativo incluyente y dedicado a regular la ga-
rantía de un derecho social, asimismo, cabe señalar que el
texto vigente contempla la importancia de dar un trato jurí-
dicamente diferenciado a la mujer, tal es el caso de las frac-
ciones IV y XV del artículo 32 que establecen como obli-
gaciones de las autoridades educativas otorgar facilidades
de acceso, reingreso, permanencia y egreso a las mujeres al
servicio educativo, y desarrollar programas para que los pa-
dres y tutores tomen conciencia de que las niñas deben re-
cibir un trato igualitario y las mismas oportunidades educa-
tivas que los varones, respectivamente.

Otro de los proyectos de decreto propone una adición a la
fracción VI, para que uno de los fines de la educación sea
prevenir y erradicar la violencia escolar, en lugar de propi-
ciar la cultura de la no violencia, de manera general; res-
pecto de esta reforma reiteramos que es nuestro interés y
preocupación que la educación rechace la violencia en la
sociedad en general y en todas las manifestaciones en que
se presenta y no únicamente en los centros escolares, por lo
que en fechas recientes se aprobó la modificación a dicha
fracción en el siguiente tenor:

VI. Promover el valor de la justicia, de la observancia de
la ley y de la igualdad de los individuos ante ésta, propi-
ciar la cultura de la legalidad, de la paz, la no discrimi-
nación y la no violencia en cualquiera de sus manifes-
taciones, así como el conocimiento de los derechos
humanos y el respeto de los mismos;

De esta manera, consideramos que las propuestas de refor-
ma que se han analizado no son procedentes por no ser
coincidentes con el espíritu de los preceptos, o bien por ya
encontrarse atendidas por el texto vigente y por las reformas
aprobadas previamente.

Reforma al artículo 8o. 

El proyecto de decreto que busca reformar el artículo 8o. se-
ñala que corresponderá al estado promover que las escuelas
sean espacios de fomento a la equidad y a la cultura de la
paz.

Aunado a los argumentos señalados en el apartado anterior,
consideramos que esta propuesta ya se encuentra atendida
por el texto vigente que señala que el criterio que orientará
a la educación luchará contra la formación de estereotipos,
la discriminación y la violencia, especialmente contra mu-
jeres, niñas y niños; asimismo, entre las reformas aprobadas
por esta comisión, se encuentra aquella a la fracción III del
precepto de referencia que integra a la cultura de la paz, el
texto íntegro se reproduce a continuación:

Artículo 8o. …

I. y II. …

III. Contribuirá a la mejor convivencia humana, tanto
por los elementos que aporte a fin de robustecer en el
educando el aprecio por la dignidad de la persona, la in-
tegridad de la familia, la convicción del interés general
de la sociedad y la cultura de la paz, cuanto por el cui-
dado que ponga en sustentar los ideales de fraternidad e
igualdad de derechos de todos los hombres, evitando los
privilegios de razas, de religión, de grupos, de sexos o de
individuos.

Reformas a los artículos 12 y 14

Entre sus propuestas, el diputado David Hernández Vallín
agrega una fracción a cada uno de los preceptos para esta-
blecer, en el caso del artículo 12, como una de las atribu-
ciones de la autoridad educativa federal la formulación de
un programa específico destinado a combatir el acoso esco-
lar en la educación básica y media superior y una de las atri-
buciones concurrentes de ésta y de las locales; y en el caso
del artículo 14, como una atribución concurrente de las au-
toridades federal y locales el desarrollo del mismo progra-
ma.

Consideramos que por la especificidad de la propuesta, es-
ta es improcedente al no resultar favorable para la atención
de la problemática, ya que estamos convencidos de que no
debe emplearse un solo medio por parte del estado para pre-
venir, detectar y atender el acoso escolar, por ese motivo,
entre las reformas aprobadas por esta Comisión se encuen-
tra la adición de una fracción al artículo 14 de la Ley en la
que se establece como facultad concurrente de las autorida-
des educativas federal y locales la promoción de todo tipo
de mecanismos que ayuden a prevenir, detectar y atender
los cualquier caso y manifestación de violencia y abuso es-
colar. El texto aprobado se reproduce a continuación: 
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Artículo 14.- …

I. a la XI. …

XII. Promover prácticas cooperativas de ahorro, produc-
ción y consumo, de acuerdo a lo establecido en la ley de
la materia y el Reglamento de Cooperativas Escolares,

XIII. Promover mecanismos de prevención, detección
y atención de casos de violencia y abuso escolar en
cualquiera de sus manifestaciones, y

XIV. Las demás que con tal carácter establezcan esta ley
y otras disposiciones aplicables.

…

Reforma al artículo 30

La reforma propuesta a este artículo hace referencia al “ín-
dice de acoso escolar”, término no contenido en la ley, sino
que pertenece a la propuesta de una nueva sección 4, del ca-
pítulo II de la ley. Por lo cual si viabilidad se analiza más
adelante en este mismo apartado.

Reformas al artículo 42

Los proyectos que proponen reformas al precepto buscan
que en la impartición de educación para menores se conde-
ne todo tipo de conductas violentas y se realiza un listado de
ellas; y que además se tomarán medidas que permitan a los
educandos realizar denuncias confidenciales de actos viola-
torios de sus derechos, y que en caso de que los educadores
o las autoridades educativas tengan conocimiento de éstos
lo harán del conocimiento de instancias de procuración de
defensa y protección de derechos de niñas, niños y adoles-
centes.

Respecto de ampliar el texto del precepto, para efecto de
que se atiendan los casos de violencia escolar y no única-
mente los delitos, como lo establece el texto vigente, nues-
tra coincidencia con los Iniciantes ha quedado plasmada en
la Décimo Cuarta Reunión Ordinaria de ésta Comisión en
que se aprobó el texto siguiente:

Artículo 42. …

En caso de que las y los educadores así como las autori-
dades educativas, tengan conocimiento de casos de vio-
lencia, de abuso en cualquiera de sus manifestacio-

nes, o de la comisión de algún delito en agravio de las y
los educandos, lo harán del conocimiento inmediato de
la autoridad competente.

Asimismo, consideramos que la reforma atiende la pro-
puesta de describir a la autoridad a la que habrá de recurrir-
se en el caso de conocimiento de los actos a que se hace re-
ferencia; por lo que se considera que las modificaciones no
son de aprobarse.

Sobre las denuncias que se mencionan en las propuestas,
consideramos que por tratarse de una medida que deben
brindar las autoridades educativas, no pertenece a este artí-
culo, sino que consiste en una de las obligaciones de las au-
toridades educativas; de esta manera, se observa que prove-
er de medios para realizar denuncias consiste en un acto de
detección de casos de violencia, mismo que, como ya se
mencionó, hemos aprobado entre las atribuciones concu-
rrentes de las autoridades educativas federales y locales,
contenidas en el artículo 14 de la ley, a quienes correspon-
derá establecer los términos.

Reforma al artículo 49

Finalmente, el proyecto de decreto propone una reforma al
artículo 49 para establecer que el proceso educativo busca-
rá salvaguardar la integridad física y psicológica de los
alumnos con el fin de prevenir y erradicar la violencia.

La salvaguarda de la integridad de los educandos es un ob-
jetivo transversal que se ve reflejado en diversos artículos
de la ley, por nombrar otros además de todos los menciona-
dos previamente, el artículo 7o. señala que la educación
contribuirá al desarrollo del individuo, difundirá los dere-
chos y deberes de niños, niñas y adolescentes, creará con-
ciencia sobre la preservación de la salud, y evitará que se
comentan ilícitos en contra de menores de edad; por su par-
te, el artículo 42 señala que la educación tomará medidas
que aseguren la protección y el cuidado del educando, así
como la preservación de su integridad física, psicológica y
social.

Respecto del objetivo de prevenir y erradicar la violencia
escolar, con base en todas nuestras consideraciones expues-
tas y con el afán de no ser repetitivos, concluimos que es un
tema que ha provocado nuestra preocupación y nos ha mo-
vido a aprobar las reformas ya mencionadas, que tienen el
firme propósito de prevenir, detectar y atender conforme a
derecho los casos de violencia escolar, viendo siempre por
el interés de niñas, niños y adolescentes.
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Adición de la sección 4 al capítulo II de la ley, denominada
“Del Programa Nacional Permanente contra el Acoso Es-
colar”

La iniciativa que contiene esta propuesta añade una sección
al capítulo II para detallar en esta el objeto, ámbito de com-
petencia, funcionamiento y contenidos de un nuevo progra-
ma dedicado específicamente al combate contra el acoso es-
colar. 

Respecto de la creación de un programa específico, como
ya mencionamos en el presente análisis, creemos que la es-
trategia a seguir por las autoridades para atender la proble-
mática no debe limitarse un solo mecanismo; aunado a es-
to, consideramos que las adiciones resultan jurídicamente
inviables por tratarse de una Ley General en la que no co-
rresponde contener detalles operativos de un programa de-
terminado, sino que resulta competencia al ejecutivo del
Ejecutivo a través de regulación reglamentaria. De esta ma-
nera, la propuesta se valora improcedente.

En virtud de lo expuesto, con fundamento en lo dispuesto
por el artículo 72 fracción G de la Constitución Política de
los Estado Unidos Mexicanos, la Comisión de Educación
Pública y Servicios Educativos propone a esta honorable
asamblea que los cinco proyectos de decreto aquí analiza-
dos, que reforman los artículos 7o., 8o., 12, 14, 30, 42 y 49
y que adicionan una nueva sección 4 al capítulo II, con tres
nuevos artículos, de la Ley General de Educación sean des-
echados y archivados como total y definitivamente conclui-
dos, para efecto de que no vuelvan a ser presentados en las
sesiones del año legislativo en curso.

Por lo anterior, y una vez analizada la iniciativa materia de
este dictamen, la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos somete a consideración del pleno de la Cá-
mara de Diputados el siguiente

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa que reforma el artículo 42
de la Ley General de Educación, presentada por la diputada
Lucila del Carmen Gallegos Camarena, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, el 9 de febrero de
2012.

Segundo. Se desecha la iniciativa que reforma los artículos
7o. y 49 de la Ley General de Educación, presentada por la
diputada Laura Arizmendi Campos, del Grupo Parlamenta-
rio de Movimiento Ciudadano, el 28 de febrero de 2012.

Tercero. Se desecha la iniciativa que reforma el artículo 42
de la Ley General de Educación, presentada por el diputado
Ariel Gómez León, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, el 28 de febrero de 2012.

Cuarto. Se desecha la iniciativa que reforma los artículos
7o. y 8o. de la Ley General de Educación, presentada por la
diputada Laura Arizmendi Campos, del Grupo Parlamenta-
rio de Movimiento Ciudadano, el 1 de marzo de 2012.

Quinto. Se desecha la iniciativa que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley General de Educación, pre-
sentada por el diputado David Hernández Vallín, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, el
29 de marzo de 2012.

Sexto. Archívense los expedientes como asuntos total y de-
finitivamente concluidos.

Notas:

1. Rodríguez Manzanera, Luis (2009). Criminología. México. Porrúa.
Pág. 507

2. Cfr. Olweus Dan (2002). Bullying at school: what we know and what
we can do, Reino Unido, 8a edición, Blackwell Publishers Inc., páginas
9-10. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, México, DF, a 17 de abril de 2012.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, diputa-
dos: José Trinidad Padilla López (rúbrica), presidente; Jorge Romero
Romero (rúbrica), Héctor Hernández Silva (rúbrica), José Alberto Gon-
zález Morales (rúbrica), Germán Contreras García (rúbrica), Jaime Oli-
va Ramírez, Víctor Manuel Castro Cosío (rúbrica), Lorena Corona Val-
dés (rúbrica), Francisco Amadeo Espinosa Ramos (rúbrica), Roberto
Pérez de Alba Blanco (rúbrica), Carlos Cruz Mendoza (rúbrica), Paz
Gutiérrez Cortina (rúbrica), María de Lourdes Reynoso Femat (rúbrica),
secretarios; Eduardo Alonso Bailey Elizondo (rúbrica), Elpidio Deside-
rio Concha Arellano, Óscar Lara Salazar (rúbrica), José Antonio Aysa
Bernat, Onésimo Mariscales Delgadillo (rúbrica), Francisco Herrera Ji-
ménez, Alejandro Bahena Flores, José Francisco Javier Landero Gutié-
rrez (rúbrica), María Sandra Ugalde Basaldúa, Yolanda del Carmen
Montalvo López, Elvira de Jesús Pola Figueroa (rúbrica), María Arace-
li Vázquez Camacho (rúbrica), Ana Luz Lobato Ramírez, José Isabel
Meza Elizondo, Blanca Juana Soria Morales, Blanca Luz Purificación
Dalila Soto Plata, Juan José Cuevas García (rúbrica).»
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